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PRÓLOGO

Durante más de 40 años, gracias a los esfuerzos de todas las fuerzas polí-
ticas, de organizaciones sociales y de millones de ciudadanos, construimos 
en el país un coǌ unto de instituciones que ha permitido fortalecer nuestra 
democracia, a través del establecimiento de nuevos equilibrios entre los 
poderes del gobierno y la apertura de espacios más amplios a la participa-
ción social. 

Un elemento fundamental en este proceso ha sido la creciente parti-
cipación de los poderes Legislativo y Judicial como contrapesos cada vez 
más efectivos del Poder Ejecutivo, el cual, durante muchas décadas, fue el 
referente, casi único, del sistema político, a través del ejercicio de amplísi-
mas atribuciones constitucionales y aún metaconstitucionales.

En ese contexto, durante los primeros 18 meses de trabajo de la LXIV 
Legislatura Legislatura, en el Senado de la República hemos trabajado para 
preservar lo avanzado y, simultáneamente, desahogar una intensa agenda.

Durante este lapso, el Senado de la República alcanzó una cifr a récord 
en la presentación de iniciativas, así como en las horas laboradas, aproban-
do 100 puntos de acuerdo, 45 decretos relativos a reformas constitucio-
nales, nuevas leyes, modifi caciones a ordenamientos ya existentes, instru-
mentos internacionales y 488 nombramientos de magistrados electorales, 
agrarios, secretarios de Estado, grados militares y navales.

Muchos de estos acuerdos fueron producto de la negociación entre 
las distintas fuerzas políticas representadas en el Senado. Cabe mencionar 
también que, como expresión de la pluralidad que existe en la Cámara 
Alta, ha habido temas fundamentales, en torno a los cuales no se alcanza-
ron los consensos necesarios, como ocurrió en los referidos a la revocación 
de mandato, la Ley de austeridad y la reforma educativa, entre otros. 

Y algo que es de la mayor relevancia: más allá de los contenidos espe-
cífi cos debatidos, durante este primer año y medio se ha trabajado para la 
consolidación de los órganos, procesos y procedimientos del Senado de la 
República, como una vía para enfr entar los retos que el Poder Legislativo 
vive. 

Hoy, los parlamentos modernos tienen que adaptarse a los problemas 
actuales y los del futuro. Esta es una realidad que afecta especialmente 
al Senado en la medida en que los asuntos estatales (base de la represen-
tatividad de la Cámara Alta), pasan por el tamiz del creciente peso de lo 
nacional y lo internacional.
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Es por ello que, para fortalecer al Senado, es indispensable el impul-
so de procesos de institucionalización legislativa. Estos procesos deben 
contemplar, por lo menos, tres elementos fundamentales: 1) Promover 
una mayor estabilidad y permanencia, tanto de sus comisiones de trabajo 
como, incluso, de sus instancias directivas; 2) impulsar la consolidación de 
los órganos, procesos y procedimientos internos que durante muchos años 
se han venido desarrollando en el Senado, y que, junto con la pluralidad 
que en él existe, han sido la base para el fortalecimiento del Poder Le-
gislativo como interlocutor del Poder Ejecutivo. Para ello, es de la mayor 
importancia seguir impulsando la profesionalización de los trabajos, el 
desarrollo del servicio profesional, de los sistemas de comisiones, así como 
de incentivos, comisiones y equipos profesionales especializados que apo-
yen el trabajo de los legisladores; 3) Por último, es necesario que el trabajo 
en el Senado se sustente en la universalidad de sus procedimientos, tanto 
internos, como de relaciones hacia afuera (construyendo procesos de parla-
mento abierto), de tal forma que, independientemente de las personas que 
dirĳ an los organismos del Senado se garanticen procesos representativos, 
efi caces, accesibles y profesionales.

Con todo ello, a más de un año y medio de haber iniciado los trabajos 
de la LXIV Legislatura, el Senado ha podido preservar su carácter de 
órgano de representación plural, de interlocutor independiente del Poder 
Ejecutivo y con mayor presencia ante otros actores y la propia ciudadanía; 
un actor que cuenta con una agenda propia, así como con nuevas atribu-
ciones normativas y prácticas que se apoyan en novedosos mecanismos de 
trabajo y gobernabilidad interna.

Hacia adelante, el reto fundamental que enfr enta el Congreso es el 
de seguir ganando peso, como legislador, desde luego, pero, sobre todo, 
para preservar y fortalecer su papel en el diseño y evaluación de políticas 
públicas basadas en el consenso y el establecimiento de acuerdos. Este 
es, sin duda, un patrimonio muy valioso que hay que cuidar, porque ha 
tomado muchos años y la suma de muchos esfuerzos construir un país 
democrático. 

Por ello, desde el Senado, estamos comprometidos en seguir traba-
jando en favor de la preservación de lo logrado y en su profundización 
durante los próximos años. Seguiremos dando cauce a los temas sustan-
tivos, aquellos que demandan y exigen las y los mexicanos; seguiremos 
trabajando para que el Senado se consolide como un espacio en el que las 
negociaciones sirvan al país, no a partidos o personas. 

El libro que hoy tienes en tus manos, estimada lectora, estimado lec-
tor, es un paso en esa dirección; un fr uto de la refl exión del Instituto Be-
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lisario Domínguez del Senado de la República y de un importante grupo 
de especialistas en temas parlamentarios. 

En él se incluye un coǌ unto de ensayos que, desde una perspectiva 
plural, analiza lo que hemos hecho en el Congreso -particularmente en 
el Senado de la República--, de los aciertos, de lo que falta por hacer, así 
como de los retos que nos plantea la consolidación del trabajo parlamen-
tario de cara al futuro. 

Trabajos como los que aquí se incluyen nos permitirán avanzar hacia la 
consolidación de un parlamento que sea cada vez más abierto, hacia nuevos 
esquemas de interacción entre la ciudadanía y los órganos legislativos en 
los que la sociedad pueda, no sólo vigilar la información presupuestal y 
administrativa, sino también la parlamentaria, incluyendo el trabajo y la 
productividad de las y los legisladores, la información histórica y aquello 
relacionado con posibles confl ictos de interés. Agradezco a los analistas 
e investigadores de la Asociación Mexicana de Estudios Parlamentarios 
(AMEP A.C.), así como  del Instituto Belisario Domínguez del Senado 
de la República, su valiosa participación en la elaboración de este libro.

Senador Miguel Ángel Osorio Chong
Presidente del Instituto Belisario Domínguez
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INTRODUCCIÓN

Las relaciones entre los poderes Ejecutivo y Legislativo se han modifi cado 
sustancialmente durante las últimas décadas. Desde la elección intermedia 
de 1997 y hasta las elecciones federales de 2015 en las que se eligió la 
 LXIII Legislatura (2015-2018) los presidentes dejaron de contar con el 
apoyo mayoritario del Congreso de la Unión. A lo largo de este periodo de 
20 años la composición de las dos cámaras, así como su estructura y fun-
cionamiento, han variado, sin que ningún partido alcanzara por sí mismo 
la mayoría necesaria para aprobar unilateralmente su agenda. 

Este libro surge en el contexto del proceso electoral de 2018 que será 
recordado por distintos motivos: 1) por primera vez desde 1997, el pre-
sidente de la República contará con apoyo mayoritario en las cámaras de 
Diputados y Senadores; 2) la cámara alta tendrá, también por primera vez, 
una composición de género paritaria; 3) las posibilidades de reelección 
legislativa abren, ahora, nuevas puertas a la profesionalización parlamen-
taria y; 4) los legisladores que representan la tercera fuerza del Congreso 
quedarán sin partido político.

En ese marco, el Instituto Belisario Domínguez del Senado de la Repúbli-
ca, asumiendo su responsabilidad como órgano de apoyo al trabajo parlamen-
tario, se dio a la tarea de impulsar un amplio debate que contribuyera al pro-
ceso de transición y renovación por el que atraviesa el Congreso de la Unión. 

Con ese propósito, la Dirección General de Análisis Legislativo del 
Instituto convocó a un selecto grupo de especialistas a refl exionar sobre un 
coǌ unto de temas que, por su naturaleza, tendrán gran relevancia durante 
la transición entre las legislaturas entrante y saliente y los primeros meses 
del próximo gobierno. 

El proyecto se estructuró a partir de tres ejes fundamentales: 1) El desarro-
llo de una evaluación independiente del trabajo del Congreso de la Unión; 2) 
La elaboración de un coǌ unto de indicadores que permitan hacer un balance 
de los trabajos de las dos últimas Legislaturas (LXII y LXIII), y; 3) La siste-
matización de recomendaciones por expertos parlamentarios para contribuir 
a que el Congreso aumente su efectividad y siga fortaleciendo su legitimidad 
dentro del sistema político mexicano. Es por ello que este volumen puede pro-
porcionar, tanto a los legisladores, como a los especialistas y estudiosos de los 
temas parlamentarios, elementos valiosos que les permitirán tener un mejor 
desempeño en sus respectivos ámbitos de competencia. 

El libro incluye también algunos trabajos que proporcionan una visión 
prospectiva sobre temas relevantes para la reforma del Congreso como: la 
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organización legislativa, los procedimientos parlamentarios en el Pleno, el 
trabajo de las comisiones ordinarias y el proceso legislativo en ambas cá-
maras y, en el terreno de las propuestas, se presentan algunas que pueden 
contribuir a la formulación de un sistema de evaluación del desempeño del 
Congreso, considerando tanto aspectos cuantitativos como cualitativos.

El libro ha sido estructurado en cuatro partes: la primera, La demo-
cracia y el Congreso, aborda los procesos políticos y las relaciones de poder 
que forman parte del día a día en el Legislativo; la segunda, El análisis del 
trabajo parlamentario, realiza un balance del trabajo legislativo previo, así 
como del impacto que ha tenido la rendición de cuentas en la relación de 
los ciudadanos con sus representantes; la tercera parte, La Optimización 
del trabajo legislativo en el Senado de la República, se enfoca específi camente 
a la presentación de propuestas para optimizar el quehacer legislativo en 
la cámara alta incluidos, desde los procesos de negociación, hasta la pre-
sentación de resultados a la ciudadanía; fi nalmente en la cuarta y última 
parte, se abordan temas fundamentales de la agenda legislativa, como lo son: 
el fuero constitucional, la reelección legislativa y la necesidad de impulsar 
una nueva reforma al sistema electoral.

Primera parte: La democracia y el Congreso
En el primer ensayo, La institucionalización en el Congreso Federal. Tran-
sición y cambio, Laura Valencia propone que un Estado moderno debe 
refl ejarse en una democracia más robusta. Por ello, argumenta con solidez 
la autora, la autonomía legislativa que ha desarrollado México durante las 
últimas dos décadas es un avance importante que debe protegerse. 

Es preferible, señala Valencia, que los partidos negocien para alcanzar 
acuerdos, a que el Legislativo se dedique a ratifi car las decisiones del Eje-
cutivo aunque, como lo demuestra la experiencia reciente de nuestro país, 
hay que considerar los riesgos de parálisis gubernamental y disfuncionali-
dad que puede conllevar la existencia de un congreso dividido. Como fun-
damento de sus argumentos, Laura Valencia propone una periodización de 
las diferentes etapas de transformación que ha vivido el Poder Legislativo 
en México, destacando cómo, actualmente, la reelección inmediata forta-
lece las posibilidades de una mayor profesionalización de sus integrantes a 
partir del desarrollo de las carreras políticas parlamentarias y, por esa vía, 
la obtención de mejores resultados para la ciudadanía.

En el segundo ensayo, Ejecutivo y Legislativo en México: Del multipar-
tidismo al predominio de Morena, Yolanda Meyenberg Leycegui y Ricardo 
Espinoza Toledo, destacan la importancia que tuvo el Pacto por México 
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como un instrumento de control del Congreso por parte del presidente 
Enrique Peña Nieto. Para los autores, gracias a este acuerdo, el titular del 
Poder Ejecutivo logró restituir el control político centralizado del Con-
greso, algo que los dos gobiernos de oposición panista previos no con-
siguieron y, por tanto, no pudieron construir una mayoría legislativa. 

La centralización del control político alcanzado con el Pacto por Mé-
xico, señalan Meyenberg y Espinoza, se tradujo en una LXII Legislatura 
muy productiva, aunque con poco margen por parte de los partidos para 
modifi car las iniciativas acordadas inicialmente. Por ello, aunque el Pacto 
pretendió mostrar un presidente que podía gobernar desde la pluralidad, 
en opinión de los autores, la exclusión de la mayoría de los legisladores 
desató una fuerte reacción en contra de los acuerdos alcanzados, y afectó 
de manera contundente la relación Ejecutivo-Legislativo durante la men-
cionada Legislatura. Muy probablemente, concluyen Meyenberg y Espinoza, 
el alcance de esta ruptura infl uyó en los resultados electorales de 2018, en los 
que Andrés Manuel López Obrador ganó la presidencia y su partido obtuvo la 
mayoría en el Congreso.

En  el tercer trabajo, Estrategias presidenciales de negociación fr ente al 
Congreso y las entidades federativas, Pedro José Zepeda establece que, en 
todas las democracias, la división institucional de poderes y la forma en que se 
distribuyen dichos poderes entre las diferentes fuerzas políticas en distin-
tos momentos, determinan las posibilidades de que un gobierno pueda o 
no cumplir las expectativas del electorado. 

De acuerdo con el autor, más allá de las habilidades y capacidades 
personales y de equipo, la acción de los gobiernos democráticos está cir-
cunscrita por esas dos fr onteras. Si las facultades exclusivas del Ejecutivo 
son amplias, podrá moverse con mayores grados de libertad; si, por el 
contrario, son más las atribuciones que comparte con otros poderes u 
órdenes de gobierno, o si sus potestades están muy acotadas por ellos, 
su capacidad de acción se verá restringida y el presidente de la República 
estará obligado a negociar para sacar adelante su programa de gobierno y 
garantizar la gobernabilidad. 

En el mismo sentido, la segunda fr ontera la defi ne la forma concreta 
en que, en los hechos, se distribuye el poder político: el número y peso 
de los partidos y otras fuerzas que participan en el sistema político, así 
como la manera específi ca en que se distribuyen entre ellos los cargos de 
elección popular: la presidencia de la República, diputaciones, senadurías, 
gubernaturas, legislaturas estatales y presidencias municipales. Por ello, 
aunque las atribuciones que establece la ley se mantuvieran invariables, 
la efi ciencia del sistema político puede cambiar de un momento a otro si 
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existen muchos o pocos partidos y/o si los puestos de elección se concen-
tran en una o muchas fuerzas. 

A partir de estos supuestos, Zepeda analiza las modifi caciones habidas 
en ambas fr onteras en los últimos cuarenta años, para concluir que no han 
respondido a la profundidad de las transformaciones que ha experimentado 
la sociedad mexicana y, por tanto, han sido insufi cientes para garantizar una 
gobernabilidad que permita el desarrollo económico sostenido, el bienestar, la 
paz y la seguridad en el marco de un Estado de derecho consolidado. 

Por ello, en las elecciones recientes el voto ciudadano optó por una 
reconcentración del poder en torno al presidente de la República y, a pe-
sar de que la reforma política del 2014 había abierto nuevos cauces para 
una mayor efi ciencia en el ejercicio del gobierno y para generar mejores 
condiciones de gobernabilidad, al no haberse concretado las legislaciones 
secundarias que permitieran aprovechar o ampliar estas oportunidades, 
prevaleció en los votantes una respuesta pragmática, no estratégica, sobre 
otra que privilegiara seguir avanzando en el desarrollo institucional. 

En el cuarto y último ensayo de la primera parte, La democracia en 
México y sus retos, Rodrigo Ávila Barreiro identifi ca tres momentos fun-
damentales de la transición democrática que ha vivido México a partir de 
1976, pasando de tener un sistema de partido hegemónico con ganado-
res y perdedores predeterminados, a un auténtico sistema democrático y 
pluripartidista, con elecciones competitivas, equitativas y confi ables. De 
acuerdo con el autor, este proceso comenzó en los municipios y el Congre-
so (especialmente en la Cámara de Diputados), y fue permeando todo el 
entramado institucional, fortaleciendo la división de poderes y generando 
nuevos pesos y contrapesos entre los poderes y órdenes de gobierno. 

Como resultado, hoy el voto popular determina quién entra y sale de los 
espacios de representación porque existen reglas, procedimientos e institucio-
nes electorales que permiten que la ciudadanía sea el actor determinante en los 
comicios. A pesar de ello, de acuerdo con la información que presenta el autor, 
México es uno de los países de América Latina donde existe un menor aprecio 
por la democracia. En la parte fi nal de su ensayo, Ávila Barreiro argumenta 
que esta situación no tiene que ver con el sistema electoral o la democracia 
como régimen de gobierno sino con fallas estructurales del Estado Mexicano, 
señaladamente aquéllas relacionadas con la persistencia y aun el crecimiento 
de la pobreza y la desigualdad, la falta de movilidad social, así como con las 
debilidades del Estado de derecho y la impunidad. 

Por estas razones, concluye el autor, si queremos avanzar en la conso-
lidación democrática es indispensable la construcción de un México más 
igualitario en el que la riqueza y el ingreso se repartan mejor, y en el que 
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la justicia deje de ser una aspiración, y se convierta en una realidad para 
cada vez más mexicanas y mexicanos.

Segunda parte: Análisis del trabajo parlamentario
La segunda parte inicia con el ensayo Facultades exclusivas de cada cámara 
del Congreso, en el que Israel Palazuelos Covarrubias describe la forma 
concreta en que el Poder Legislativo federal se deposita en el Congreso de 
la Unión, integrado por dos cámaras. 

En su trabajo, Palazuelos presenta las facultades exclusivas que tiene 
cada cámara para, a partir de la revisión de su evolución, plantear algunos 
elementos prospectivos. El recuento de las diferentes facultades que la 
Constitución concede al Poder Legislativo permite al autor describir y 
localizar aquellas que tienen un carácter exclusivo y, al mismo tiempo, 
diferenciarlas de las que involucran a ambas cámaras en coǌ unto y de las 
que cada cámara puede asumir sin intervención de la otra.

Sobre estas bases, Palazuelos Covarrubias concluye que, en el caso de 
México, el establecimiento de dos cámaras legislativas respondió a la ne-
cesidad de representar, por separado, a los individuos (por los diputados) y 
a las entidades integrantes de la federación (por los senadores), así como al 
reconocimiento de que cada cámara tiene una naturaleza especial para le-
gislar sobre asuntos que afectan intereses directos de la ciudadanía, por un 
lado, o de los estados dentro del pacto federal, por otro. Adicionalmente, 
el bicameralismo ha permitido ampliar la representatividad del Congreso, 
al combinar la representación popular con otra de carácter territorial.

En el segundo ensayo de esta parte, Uso de evidencia en el Poder Legis-
lativo, Perla Gris Legorreta propone un enfoque que permite identifi car, 
sistematizar y analizar la toma de decisiones a partir de la profesionaliza-
ción de la función Legislativa. Considerando la profesionalización como 
un proceso de optimización, la autora plantea la necesidad de evaluar la 
efi cacia y efi ciencia de las políticas públicas a partir de lo que defi ne como 
“evidencia”. 

Para Gris Legorreta, las fuentes para nutrir esa evidencia son aquellas 
que generan los propios órganos legislativos, así como otras, secundarias, 
como los equipos de trabajo externos, que generan información cuya sis-
tematización permite ampliar la perspectiva y asegurar que la información 
que reciban los legisladores no esté sesgada. La autora concluye que, sin 
embargo, la utilización de un enfoque de trabajo legislativo basado en evi-
dencia demanda la existencia de condiciones institucionales que, por una 
parte, favorezcan la generación de productos de investigación relevantes 
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y, por otra, que existan sufi cientes incentivos para la utilización de estos 
productos por parte de los legisladores. 

Finalmente, Gris Legorreta apunta que la utilización de la evidencia en 
el trabajo parlamentario se relaciona también con las capacidades institu-
cionales de los equipos de trabajo de los legisladores, quienes tienen un 
rol importante en la identifi cación de las necesidades de información, así 
como en su sistematización, análisis y, sobre todo, en garantizar que esté 
en línea con los valores políticos que representan.

El tercer ensayo, El Congreso en la opinión pública, de Itzkuauhtli Za-
mora, presenta algunos indicadores de opinión pública que son importantes 
para conocer la percepción que las y los mexicanos tienen del Poder Legis-
lativo. En el primer apartado se muestran datos recientes sobre la satisfac-
ción con la democracia que tienen las y los mexicanos y, en los otros tres, 
presentan algunos indicadores seleccionados para cada una de las siguientes 
dimensiones: conocimiento, aprobación, valoración y confi anza. Con base 
en estos indicadores, Zamora Saenz concluye que existe en nuestro país un 
aumento de la insatisfacción ciudadana con la democracia, así como de des-
aprobación del Senado y, en general, del Congreso. 

En el mismo sentido, para el autor resulta comprensible la pérdida de 
confi anza ciudadana en los partidos políticos y en los diferentes niveles 
de gobierno que, junto con las instituciones encargadas de la procuración de 
justicia, ocupan los puestos más bajos en los rankings de confi anza insti-
tucional. Concluye Zamora Saenz que, para mejorar esa situación, es fun-
damental subsanar la falta de información ciudadana sobre el Congreso, 
esencial dentro del proceso de construcción de políticas públicas y, muy 
especialmente, en la valoración del mandato del Ejecutivo.

En el cuarto ensayo, Los bloques parlamentarios: Control y equilibrio de 
fuerzas en la LXIV Legislatura, Marco Antonio García Pérez y Danitza Mora-
les Gómez destacan que Morena, además de ocupar la presidencia de la Repú-
blica, cuenta con mayoría en ambas cámaras del Congreso federal y en 26 de 
los 32 congresos locales. Con este margen, argumentan los autores, Morena 
podría impulsar la aprobación o reforma de leyes, agilizar la negociación del 
presupuesto de egresos, disponer de las fuerzas armadas y conceder amnis-
tías, entre otras cuestiones fundamentales. Sin embargo, para lograr reformas 
constitucionales o nombramientos, deberá negociar con otras fuerzas políticas 
para alcanzar la mayoría califi cada. Por lo que hace al aval de al menos diecisie-
te congresos locales, Morena lo cumple ampliamente. 

Las cifr as de García Pérez y Morales Gómez muestran que Morena 
requeriría de 78 diputados y 26 senadores para alcanzar la mayoría califi -
cada de dos terceras partes. En el mismo sentido, los grupos de oposición 
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pueden integrar sus propios bloques legislativos y sumar 168 diputados 
que y 43 senadores para hacer fr ente a la mayoría y ejercer su función de 
contrapeso intraorgánico.

Con ese propósito, los autores analizan los porcentajes de represen-
tación de las coaliciones electorales a nivel federal y local: Juntos haremos 
historia, Por México al fr ente y Todos por México, y moldean todos los es-
cenarios de los bloques legislativos que podrían formarse en el Congreso 
de la Unión, ya sea para alcanzar la mayoría califi cada en temas específi cos, 
o para hacerle fr ente en asuntos coyunturales. Adicionalmente, se analizan 
las posibilidades de cada uno de los bloques parlamentarios, a la luz de la 
legislación parlamentaria vigente. 

Cierra la segunda parte de libro, el ensayo de Luis Carlos Ugalde y Xi-
mena Mata, La  negociación política del presupuesto, que analiza los procesos 
de discusión y concertación presupuestaria que han tenido lugar en la Cá-
mara de Diputados desde 1997, a partir del momento en que el Ejecutivo 
deja de tener mayoría en el Congreso. 

Los autores destacan que, fr ente a la recomposición legislativa que 
ocurre entonces, actores fundamentales como el presidente de la Repú-
blica, el secretario de Hacienda, y la Comisión de Presupuesto y Cuenta 
Pública desarrollaron un sistema de intercambios clientelares con el pro-
pósito de construir mayorías aprobatorias. Por ello, la atención legislativa 
se centró en la negociación de proyectos que redituaban una mayor visi-
bilidad política para los legisladores y, como contraparte, en la aprobación 
de los distintos rubros del Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF) 
sin alteraciones mayores. 

En la última parte de su trabajo, Luis Carlos Ugalde y Ximena Mata 
muestran el trasfondo político que ha existido en la asignación de los 
recursos destinados al ramo 23 del PEF, y la consecuente difi cultad para 
implementar programas para el desarrollo de infr aestructura, derivada de 
la discrecionalidad en el manejo de recursos para benefi ciar a grupos orga-
nizados. Como corolario, los autores sugieren que es fundamental que los 
grupos parlamentarios profundicen en la discusión presupuestaria, desde 
una perspectiva más integral y estratégica, para que el uso de los recursos 
se oriente a satisfacer las demandas de los mexicanos.

Tercera parte: Op  mización del trabajo legisla  vo
en el Senado de la República

En Escenarios de Integración del Senado en Gobiernos de Minoría: Álva-
ro López Lara y Nicolás Loza sostienen que los resultados de la elec-
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ción federal del primero de julio de 2018 marcan un hito en la historia 
de México. Entre otros efectos, el vertiginoso crecimiento de un partido 
emergente, el Movimiento de Regeneración Nacional (Morena) produjo una 
profunda sacudida electoral que pone en jaque la subsistencia del sistema 
de partidos tradicional. 

Por primera vez en veinte años de democracia mexicana contemporá-
nea, el mismo partido que gana el Ejecutivo controla ambas cámaras del 
Congreso de la Unión e incluso una mayoría de las legislaturas estatales. 
En esas circunstancias, el fi n de un ciclo de dos décadas de gobiernos en 
minoría, prefi gura una etapa de cambios constitucionales, legislativos y en las 
reglas de la administración pública que integrarán una agenda legislativa 
multidimensional. 

La composición de las cámaras será dominada por la coalición del pre-
sidente que muy probablemente actuará en forma cohesiva y disciplinada, 
y neutralizará los pesos y contrapesos institucionales desarrollados. Un 
efecto trascendente de la elección será el cambio de una presidencia débil y 
acotada hacia un presidencialismo revitalizado en el marco de un gobierno 
unifi cado que además podría buscar fortalecerse aún más ampliando el 
ámbito de sus competencias estrictas. 

Al interior del Congreso, el grupo parlamentario mayoritario y sus alia-
dos legislativos estarán en condiciones de constituirse como un bloque le-
gislativo que controle los órganos de gobierno interior y el reparto de las co-
misiones legislativas. Para los autores, el grupo parlamentario de Morena ha 
delineado una estrategia para garantizar la presidencia de la Mesa Directiva 
en ambas cámaras del Congreso y en la Cámara de Diputados se anticipa una 
completa reorganización de los órganos de gobierno interior para fortalecer 
la autoridad y capacidad decisional de la Mesa Directiva y sustituir la Junta 
de Coordinación Política por una Junta de Coordinación Parlamentaria.

En el segundo ensayo, Balance del trabajo en comisiones del Senado de 
la República en la LXII, LXIII y LXIV Legislaturas, Cornelio Martínez 
López contrasta el funcionamiento de dichas comisiones en un contex-
to de gobiernos divididos que debieron sortear distintos obstáculos para 
legislar, con el de la LXIV Legislatura, cuyo desempeña se da en un con-
texto diferente. 

El autor identifi ca las comisiones en las que se presentaron más inicia-
tivas, minutas y puntos de acuerdo, haciendo un análisis comparativo de lo 
ocurrido en las tres legislaturas. A partir de este análisis, Martínez López 
concluye que han existido difi cultades para recopilar información de las 
diversas comisiones del Senado, pues no existe una metodología única 
para presentar dicha información. Finalmente, retoma una propuesta de 
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reforma al Reglamento del Senado de la República para homologar la in-
formación que presentan las diversas comisiones que haría posible avanzar 
hacia la consolidación de un Parlamento Abierto.

En el tercer ensayo de esta tercera parte, Propuestas Legislativas en favor 
de los derechos humanos de las mujeres y la igualdad de género en las LXII y 
LXIII Legislaturas del Senado de la República, Irma Kánter Coronel sostie-
ne que durante los últimos años México ha logrado avances importantes 
en la conformación de un marco normativo y en la defi nición de políticas 
públicas encaminadas a erradicar las desigualdades de género y garantizar 
el pleno ejercicio de los derechos de las mujeres. 

Según la autora, son muchas las reformas a las leyes y normas propues-
tas desde el Legislativo para terminar con la discriminación de la mujer. 
Kánter sustenta sus afi rmaciones en el recuento de las iniciativas de Ley 
presentadas, aprobadas y los proyectos de ley que quedaron pendientes 
de dictamen en el Senado de la República durante las LXII y LXIII Le-
gislaturas en materia de derechos humanos de las mujeres e igualdad de 
género. 

Sin embargo, para la autora, a pesar de la relevancia de las leyes vigen-
tes y las iniciativas de reforma que se han propuesto para eliminar la dis-
criminación contra las mujeres y garantizar el derecho a la igualdad y a una 
vida libre de violencia según se establece en los instrumentos internacio-
nales y regionales fi rmados por el Estado mexicano, la tasa de aprobación 
de dichas propuestas, es muy baja pues, de las 161 iniciativas sometidas a 
dictamen solamente se aprobaron y publicaron en el DOF ocho de ellas, 
es decir, 5 por ciento. 

Quedaron pendientes, entre otras, reformas fundamentales para fr enar 
las nuevas formas de violencia contra las mujeres y niñas, como es el acoso 
cibernético; reformas para evitar la feminización de la pobreza que puede 
conducir a un incremento de la trata de mujeres en nuestro país; reformas 
para garantizar los derechos de las mujeres migrantes, indígenas y aquellas 
que se encuentran privadas de su libertad; así como para el empodera-
miento económico de la mujer, pilar crucial del crecimiento incluyente. 

Cuarta Parte: Temas fundamentales de la agenda legisla  va
En  el trabajo El futuro del fuero constitucional en México, Víctor Alarcón 
Olguín problematiza una cuestión que ha estado en el centro del debate 
parlamentario por mucho tiempo: ¿Qué sucederá con el fuero de los legis-
ladores y funcionarios públicos federales? El autor califi ca la búsqueda por 
limitar las facultades y prerrogativas a los legisladores como una exigencia 



Introducción

18

social para reducir los privilegios que otorga el poder público pues, entre 
otras deformaciones, ha propiciado una mayor corrupción. 

Partiendo de esa premisa, Alarcón Olguín enfoca su análisis en las 
capacidades del Congreso para avanzar en la dirección de eliminar por 
completo el fuero político. Para el autor, en las condiciones actuales, una 
vez establecida la declaración de procedencia del desafuero, se trataría de 
promover un juicio en todo el sentido de la palabra (con una parte acusa-
dora, la defensa y un jurado). 

Por su parte, en el segundo ensayo de la última parte del libro, El cuen-
to nunca acaba: una prospectiva sobre el impacto de la reelección legislativa, 
Fernando Dworak se refi ere a los efectos que puede tener la implementa-
ción de la reelección inmediata en los órganos legislativos, al provocar un 
cambio de incentivos para que la ciudadanía pueda premiar o castigar a los 
actores políticos a partir de su desempeño en el Congreso. 

En primer término, apunta Dworak, entre mayor sea el número de 
miembros que permanecen a lo largo del tiempo se tendrán instituciones 
más sólidas, porque al haber un grupo comprometido con mantener las 
reglas que ya funcionaron se facilitará el proceso de integración y sociali-
zación de los nuevos miembros. 

En segundo término, en opinión del autor, al titular del Ejecutivo 
no le conviene un órgano legislativo fuerte, toda vez que puede ser un 
obstáculo para la instrumentación de su agenda. Por último, es necesario 
considerar que, en los sistemas parlamentarios, las asambleas son institu-
cionalmente débiles, toda vez que el fortalecimiento pondría en peligro al 
gobierno o a la coalición. 

Concluye Fernando Dworak apuntando que, entre más institucionali-
zado se encuentre el órgano legislativo habrá mejores espacios de autono-
mía para los debates y la organización administrativa. Como ejemplos de 
ello, el autor señala que las sesiones serán guiadas por una mesa directiva 
reconocida por su imparcialidad, que podrá aplicar sanciones disciplinarias 
según lo establezcan las normas internas. En el mismo sentido, las estruc-
turas burocráticas se guiarán por lineamientos técnicos y se conducirán 
según parámetros de transparencia y apertura adecuados. 

El  último ensayo del libro, Un cambio de paradigma para la reforma 
electoral. Refl exiones a partir de la justicia electoral, de la Magistrada Janine 
Otálora, reseña las once modifi caciones que ha sufr ido el sistema electoral 
mexicano desde 1977, para construir un sistema electoral complejo, ro-
busto y confi able. 

En opinión de la autora, las principales reformas realizadas se han 
propuesto establecer mejores condiciones de equidad en la contienda: En 
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1990 (acceso a los medios), en 1993 (aportaciones privadas, fi scalización 
de las fi nanzas y acceso a los medios de comunicación), en 1996 (acceso a 
los medios de comunicación y fi nanciamiento público), en 2007 (acceso a 
radio y televisión y otros aspectos de la comunicación política) y en 2014 
(comunicación política, vigilancia de los recursos de campaña, sistema de 
nulidades). 

Como resultado, para Otálora, la legislación electoral, en los niveles 
federal y locales, contiene normas cada vez más detalladas, especializadas y 
escritas en un lenguaje más técnico. Esa complejidad regulatoria ha alejado 
a la ciudadanía de las elecciones, de las instituciones y de la participación. 

Para hacer fr ente a esta situación, la autora señala algunos elementos 
que deben ser considerados en una posible nueva reforma electoral que dé 
cabida a la diversidad de experiencias, incorporando al sistema conceptos 
tales como la justicia alternativa para la solución de confl ictos y la imple-
mentación de juicios en línea. Concluye Janine Otálora señalando que, 
hacia adelante, el éxito electoral dependerá de la existencia de un proceso 
de análisis juicioso que supere la trampa de la precipitación postelectoral.

Cornelio Martínez López
Rosa María Mirón Lince

Pedro José Zepeda
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La democracia y el Congreso
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INSTITUCIONALIZACIÓN EN EL CONGRESO 
FEDERAL. TRANSICIÓN Y CAMBIO

Laura Valencia Escamilla1

Introducción
El poder legislativo, como pieza clave del sistema de representación polí-
tica, se ha caracterizado por ser una institución en constante proceso de 
mutación ideológica, y organizacional, cambios que fl uyen entre el libera-
lismo oligárquico a la democracia moderna. Cuatro son los modelos que 
han caracterizado la transformación de la institución legislativa en este 
proceso de evolución. El primero denominado “parlamentarismo salvaje” 
es resultado de las concepciones democráticas y representativas referidas al 
modelo de soberanía parlamentaria, caracterizado por la ausencia de orga-
nizaciones políticas capaces de alcanzar una mayoría estable, indisciplina 
interna de la mayor parte de las organizaciones políticas y supeditación del 
Ejecutivo al Legislativo (García, 1991). Este tipo de gobierno representa-
tivo se percibe por la crónica inestabilidad gubernamental, y la polariza-
ción e irracionalidad del debate político. Ejemplo de ello, lo representan la 
III República fr ancesa, la República de Weimar y la II República española. 
El segundo modelo denominado “parlamentarismo racionalizado” surge 
por el fr acaso de las experiencias de los primeros gobiernos representativos 
del siglo XX. Los constitucionalistas de la posguerra intentaron corregir 
al máximo los defectos de aquella primera experiencia y mediante la racio-
nalización de la vida parlamentaria pretendieron, más que criticar a la de-
mocracia parlamentaria, refl exionar sobre las reglas que aseguraran la esta-
bilidad gubernamental e impidieran el establecimiento de vacíos de poder. 
En esta etapa se coincidía con la idea de que una democracia no podía 
existir sin un congreso basado en el pluralismo partidista, en la libertad de 
expresión y de asociación, en elecciones libres, y en el sufr agio universal. 
El tercer modelo denominado “parlamentarismo estructural” introduce, 
además de los elementos contenidos en los dos modelos anteriores (la 
soberanía parlamentaria, y la democracia representativa), la combinación 
entre representación y participación ciudadana a través de lazos ideológicos 
que sustentan a las democracias en la actualidad; al mismo tiempo que se 

1  Profesora Investigadora titular “C” del Departamento de Política y Cultura de la 
Universidad Autónoma Metropolitana, Unidad Xochimilco.
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busca mejorar la organización y estructura parlamentaria en concordancia 
con los tipos de gobierno para preservar la democracia directa e indirecta 
(Virgala, 1995). En el campo estructural el debate se desarrolla en torno 
a las funciones de las asambleas representativas, su relación con la socie-
dad civil y la planifi cación estatal. Por último, la introducción de nuevas 
tecnologías a la actividad estatal ha producido la generación de un nuevo 
modelo denominado “parlamentarismo abierto” el cual solo es posible bajo 
los cánones de racionalización y estructuración de la institución legislativa. 
Es decir, plena división de poderes, representación efectiva, y funciona-
lidad legislativa. En el siglo XXI se adiciona la transparencia, la innova-
ción tecnológica, la rendición de cuentas y el control ciudadano. Bajo este 
nuevo paradigma se propone abordar el proceso de institucionalización y 
transformación del Poder Legislativo mexicano expresado en dos sentidos: 
los cambios (exógenos) promovidos por las transformaciones políticas de 
nuestro país y sus efectos en la conformación del Poder legislativo, por un 
lado; y la propia evolución (endógena) del Congreso mexicano dentro de 
un proceso de institucionalización y profesionalización de la labor legis-
lativa. Se puede decir que el Congreso mexicano ha incursionado en los 
cuatro modelos de parlamentarismo arriba referidos. Si bien es cierto no 
se identifi can como un proceso ascendente, podemos afi rmar que hemos 
transitado por cada uno de ellos, a veces de manera inconclusa (parlamen-
tarismo estructurado y abierto) y en momentos el tránsito ha sido retroac-
tivo e intermitente (parlamentarismo salvaje y racionalizado). A lo largo 
del documento será posible identifi car cada uno de los modelos. 

Bases para la ins  tucionalización de los poderes legisla  vos
Actualmente, los procesos de modernización estatal expresados funda-
mentalmente en las reformas de los aparatos administrativos, en la des-
centralización política y la consolidación democrática, han redefi nido las 
diversas concepciones del Estado y su aparato institucional. En este ejer-
cicio, el Poder Legislativo mexicano se ha redefi nido en su relación con 
los otros dos poderes a fi n de contribuir a otorgar mayores equilibrios, 
que se traducen en el reforzamiento de la autonomía parlamentaria (res-
pecto al Ejecutivo y al Judicial u otros poderes fácticos, como el ejér-
cito, las empresas, etcétera); a la institucionalización de la organización 
legislativa (reforzamiento estructural y racional de la organización); a la 
incorporación del poder legislativo en los procesos de la función pública 
(gestión, agenda, y formulación de políticas públicas). A la dinámica de 
transformación respecto a la nueva relación con la sociedad civil a través de 
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la participación ciudadana y sus mecanismos institucionales (referéndum, 
plebiscito, iniciativa popular); así como a la intervención y control directo 
de los ciudadanos en las decisiones públicas, mediante los procesos de 
democratización de la función pública (acceso a la información, transpa-
rencia, rendición de cuentas, consultas públicas, y apertura de comisiones 
legislativas a la participación ciudadana). 

Figura 1.  Bases para la Ins  tucionalización y
Modernización del Poder Legisla  vo mexicano

Fuente: Elaboración propia. Los círculos son dispares dada la 
variabilidad del cambio sufrido en cada dimensión.

Autonomía o nuevo equilibrio de poderes
La experiencia mexicana respecto a la institucionalización y moderniza-
ción de su Poder Legislativo se vislumbra como un proceso constante 
y, por momentos intermitente, que ha ido de la mano de la transición 
democrática caracterizada por ser un proceso político-institucional, donde 
los cambios se han llevado a cabo mediante la transformación del sistema 
electoral y de partidos (Merino, 2002), así como de la propia consolidación 
de la organización legislativa que va de la dependencia y de la aprobación 
automática, pasando por la formación estructural y el obstruccionismo 
irracional, al actual modelo de construcción del proceso de consolidación 
institucional que aún se mantiene inconcluso (Díaz, 2000; Saiegh, 2010).

La actual transformación del sistema electoral y de partidos en la con-
formación e institucionalización del Poder Legislativo mexicano pasa por 
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dos modelos de gobierno: los de mayoría y los divididos. En el primero 
se observa cómo un mismo partido político ocupó el Ejecutivo y con-
troló al Poder Legislativo, el cual se caracterizó por ser una herramienta 
ratifi cadora de las decisiones del Ejecutivo, por su baja capacidad técnica 
y política fr ente al presidente; por la ausencia o inadecuada utilización 
de mecanismos institucionales de interacción con la sociedad civil; y por 
el manejo del Congreso bajo criterios patrimonialistas sin ningún apego 
técnico. Los gobiernos unifi cados o de mayoría en México los podemos 
localizar antes de 1988, periodo del inicio de la descentralización política 
y hasta 1997 donde se consolida la competitividad del sistema de partidos.

La formación de gobiernos sin mayoría2 en México se inaugura a partir 
de 1997, causado por un sistema electoral multipartidista, mixto y compe-
titivo, donde el Ejecutivo ha pertenecido a un partido y los poderes legisla-
tivos han estado fr agmentados entre las distintas fuerzas ganadoras. Dicha 
pluralidad ha dado paso al proceso de institucionalización legislativo desde 
su incipiente formación hasta el proceso de consolidación que aún sigue 
en marcha. Como se observa en el cuadro uno, el sistema de partidos ha 
tenido una evolución diversa; para empezar, la fr agmentación ha sido limi-
tada: tres han sido los partidos con peso real en la formación de mayorías 
(PRI, PAN y PRD). En segundo término, las fuerzas partidistas no han 
sido similares en tamaño y, por tanto, la capacidad negociadora del partido 
del presidente con la oposición varía dependiendo del tamaño de los gru-
pos. Como se puede apreciar en el cuadro uno durante los gobiernos sin 
mayoría, el Ejecutivo no siempre controló al Congreso; sobre todo, en los 
gobiernos panistas, el dominio lo ostentó el bloque partidista autoritario 
del régimen anterior a la transición. De esta manera, el PRI, se convirtió 
en el partido dominante, mientras que el PAN y en mucha menor medida 
el PRD en dos partidos con pesos relativos.

2  Los gobiernos divididos o sin mayoría se caracterizan por tener un presidente 
que pertenece a un partido y un poder legislativo con mayoría distinta al partido del 
presidente o por aquellos gobiernos donde el grado de fr agmentación es tal que es 
posible identifi car tres escenarios: gobiernos unipartidarios con una mayoría parlamen-
taria contraria al partido del presidente, o gobiernos con fuerzas políticas desiguales 
en tamaño, a favor de una de ellas, en este modelo se incrementa el riesgo de bloqueo 
y confl icto;  [cuando existen] gobiernos minoritarios donde ningún partido ostenta la 
mayoría… la negociación de acuerdos parlamentarios es puntual y provisional y supe-
ditada a la proximidad de los partidos en las políticas concretas y; gobiernos de coalición 
con fuerzas políticas similares en tamaño donde la negociación y el acuerdo es estable, 
cuya duración depende de la celebración de las siguientes elecciones (Reniu, 2008).
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Cuadro 1.  Contracción y dispersión del poder
en gobiernos mayoritarios y sin mayoría (1988-2018)

Composición de 
las legislaturas

% de diputados 
del partido del 

presidente

% de diputados 
del partido 

opositor

% de senadores 
del partido del 

presidente*

% de Senadores del 
partido opositor 

mayoritario
Gobiernos Mayoritarios

1988-1991 52% (PRI) 20.2% (PAN) 93% (PRI) 6.25% (PMS)
1991-1994 64% (PRI) 17.8% (PAN) 97% (PRI) 3.1% (PMS)
1994-1997 60% (PRI) 23.8% (PAN) 74% (PRI) 19.5% (PAN)

Gobiernos sin Mayoría
1997-2000 48% (PRI) 24.2% (PAN) 60% (PRI) 25.7% (PAN)
2000-2003 41% (PAN) 42% (PRI) 36% (PAN) 47% (PRI)
2003-2006 30% (PAN) 45% (PRI) 36% (PAN) 47% (PRI)
2006-2009 41% (PAN) 31.4% (PRD) 40% (PAN) 30% (PRI)
2009-2012 28.6% (PAN) 48% (PRI) 40% (PAN) 30% (PRI)
2012-2015 48.2% (PRI-

PVEM)
22.8% (PAN) 47.6% (PRI) 29.7% (PAN)

2015-2018 49% (PRI-PVEM) 21.8% (PAN) 47.6% (PRI) 29.7% (PAN)

* De 1988 a 1994, el total de Senadores era de 64; de 1994 en adelante la CS se integra por 128 
legisladores.
Fuente: Elaboración propia.

Es decir, en la etapa de gobiernos mayoritarios, la hegemonía del PRI le 
restó peso a los partidos de oposición, lo que ocasionó un sistema unipar-
tidario con una o dos fuerzas opositoras sin peso en la agenda legislativa. 
En gobiernos sin mayoría la tendencia ha sido más bien bipartidista en la 
etapa de la alternancia, y tripartidista, con dominio del PRI del 2009 en 
adelante. 

Según el cuadro uno, de 1997 a 2000 el PRD y el PAN componían 
la fuerza opositora y en coǌ unto integraron el 49% de legisladores de la 
cámara de diputados; entre 2006 y 2009, el PRI y el PRD agruparon el 
47% del total de curules en dicha cámara. Mientras, en el Senado el PRI 
y el PRD concentraron el 5⒈ 5% de las bancadas que componen la legis-
latura en 200⒍  

En 2012 el PAN y el PRD agruparon el 4⒊ 6% de los asientos en la 
cámara baja y el 4⒍ 86% en la cámara alta. En el siguiente trienio (2015-
2018), el PRD se dividió y de su escisión surgió el Movimiento de Re-
generación Nacional (Morena), situación que fr agmentó el voto de la iz-
quierda. La suma del porcentaje de asientos legislativos del PAN, PRD y 
Morena, representa 4⒈ 8 por ciento de las bancadas.
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Como puede observar el lector, en el cuadro anterior, el PRI en el 
gobierno o en la oposición ostentó hasta 2018 la primera fuerza política 
del Congreso en ambas cámaras, -salvo en 2006 en la cámara baja cuando 
el PRD, por primera vez, fue la segunda fuerza. Es decir, el PRI, en la 
etapa de gobiernos no mayoritarios, se mantuvo como el partido predo-
minante dado que había sido la primera fuerza legislativa al obtener en 
promedio 48% de curules, -ya sea solo o en coalición-, en ambas cámaras. 
Esto signifi ca que el control de la agenda legislativa continuó en manos 
del Revolucionario Institucional, aun estando en la oposición, por lo que 
las preguntas que saltan a la vista son ¿cuál ha sido el efecto del control 
legislativo en manos del PRI?; ¿el dominio de este partido permitió la 
emancipación del Poder Legislativo?, ¿fue posible construir acuerdos para 
instaurar la institucionalización del Congreso mexicano?, ¿si los autori-
tarios se convirtieron en reformadores, qué tan profundas y aceleradas 
fueron las reformas institucionales?

Empecemos por evaluar el peso de cada una de las fuerzas parlamenta-
rias en la toma de decisiones legislativas y la importancia de la oposición 
en ambas cámaras. A partir del índice de oposición efectiva del cuadro 
dos nos podemos percatar que el dominio de la oposición sólo se observa 
cuando el partido que la compone es el PRI, no solo por su tamaño, sino 
por la cohesión que logra tener como partido, a diferencia del PRD y el 
peso de sus facciones internas o incluso del PAN en momentos de disi-
dencia fr ente a cooperar o no con el PRI. Por el contrario, la importancia 
de la oposición disminuye cuando el PRI está en el poder, ni el PAN ni, 
sobre todo, el PRD han logrado hasta antes de 2018 mantener un peso 
signifi cativo para infl uir en la agenda gubernamental y legislativa. En am-
bos escenarios, la constante es que en la medida en la que el PRI como 
partido opositor o partido en el poder, ocupó la primera mayoría, su poder 
político y control sobre la agenda ha sido contundente.

Por otro lado, llama la atención que salvo el 2006, el PAN siempre 
se ha mantenido como segunda fuerza –independientemente de si está o 
no en el poder- lo que ha ocasionado dos compartimientos en el partido. 
Cuando es oposición, trata de infl uir en la agenda cooperando o apoyando 
el planteamiento gubernamental del Partido Revolucionario Institucional 
(situación que ha provocado confl ictos y divisiones internas).3

3  Desde su fundación en 1939, el Partido Acción Nacional ha enfr entado al menos 
diez confl ictos internos protagonizados por distintos dirigentes que aluden diferencias 
que van desde la estrategia electoral del partido, pasando por la defensa de los prin-
cipios de la organización política entre posturas ideológicas o pragmáticas, hasta la 
integración de nuevos miembros, principalmente los empresarios como actores activos 
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En cambio, cuando Acción Nacional ocupó la presidencia, su capa-
cidad para formar alianzas fue limitada dado que el PRI -como partido 
opositor y al mismo tiempo partido dominante-, lejos de ser cooperativo, 
difi cultó la oportunidad de conciliar una agenda entre ambos grupos. Esta 
situación devino en un bipartidismo polarizante durante la presidencia de 
Vicente Fox Quesada en su segundo trienio y en la administración de Fe-
lipe Calderón Hinojosa en la segunda parte de su mandato. 

Por su parte, la izquierda, ha tenido un peso tan reducido que sólo en 
2006 y gracias a la fuerza de su candidato presidencial –Andrés Manuel 
López Obrador-, logra ocupar la segunda fuerza en la cámara baja, no 
e infl uyentes en las decisiones del partido; hasta confl ictos generados por la carencia 
de cohesión en la designación de la candidatura presidencial o en las alianzas con 
otros partidos. En alguna de estas luchas internas el resultado fue la exclusión o la 
autoexclusión de alguno de los miembros prominentes. Tal es el caso de la salida del 
fundador Efr aín Gómez Morfín en 1978; Carlos Castillo Peraza (ideólogo del partido) 
en 1998; Manuel Espino (presidente nacional del partido) y Fauzi Hamdan Amad en 
2006; Margarita Zavala en 2017 y Ernesto Cordero (secretario de estado en el periodo 
del ex presidente Felipe Calderón) expulsado del partido en 20⒙  Las desavenencias 
al interior del partido han sido más comunes y profundas en la medida en la que el 
partido es mucho más competitivo y con ello el ingreso de grupos infl uyentes como 
los empresarios o algunos miembros de otros partidos, particularmente del PRI. En 
1982 el ingreso de los hombres de negocios del norte del país comandados por Manuel 
Clouthier y posteriormente la llegada de Vicente Fox a la candidatura y la presidencia 
de México en el año 2000. Las luchas al interior estuvieron protagonizadas por Luis 
H. Álvarez en 1988 y Diego Fernández de Cevallos al ascenso de Vicente Fox como 
candidato del PAN en el 2000. Posteriormente la pugna se gesta entre el ex presidente 
Vicente Fox y la administración del presidente entrante Felipe Calderón a lo largo de 
su sexenio (2006-2012) y concluye con la lucha entre el presidente del partido Gustavo 
Madero y el ex presidente Felipe Calderón, y estos dos enfr entados al ex presidente 
del partido y candidato Ricardo Anaya en 2017-20⒙   Por otro lado, el debate interno 
ocurre cuando el partido se plantea su papel en la construcción de la democracia del 
país. Las posturas en torno a la legitimidad o resistencia de Acción Nacional a avalar 
las elecciones de 198⒏  A partir de ese momento, se impone la primera, dando ini-
cio a una etapa de partido opositor constructivo y cooperativo con los gobiernos del 
partido hegemónico. Esta circunstancia produjo los confl ictos y divisiones internas 
más profundas entre los colaboracionistas y los opositores al PRI, ganando la facción 
colaboracionista encabezada inicialmente por Diego Fernández de Cevallos de 1988 a 
1997, posteriormente retomada por Felipe Calderón Hinojosa en el sexenio de Enrique 
Peña Nieto al apoyar el Pacto por México planteado por el PRI al inicio de su sexenio 
en 20⒓   Esta situación trajo consigo la ruptura más reciente entre Calderonistas, Ma-
deristas y Anayistas, primero por el control del partido y segundo por la candidatura 
a la presidencia en 2017 y la conformación de la coalición con el PRD y Movimiento 
Ciudadano en las elecciones de 20⒙  
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así en la de senadores donde el PRI se mantiene como segunda fuerza 
legislativa. Es decir, la izquierda como oposición, hasta antes de 2018, ha 
sido marginada dado su reducido peso electoral, situación que ha llevado 
a los integrantes del grupo parlamentario a mantener un comportamiento 
no cooperativo y carente de cohesión interna ocasionado por el peso de las 
facciones y los objetivos particulares de estas.4  

Sin embargo, esta postura de no cooperación los ha segregado de la 
mayoría de las decisiones públicas, además de causar diferentes divisiones 
internas. Al respecto, el debate al interior del PRD ha virado de la no 
colaboración a las alianzas electorales, hacia la formación de coaliciones 
con el partido de centro derecha Acción Nacional. Esta discusión interna 
les ha acarreado rupturas entre las diferentes facciones y la salida de im-
portantes dirigentes como, por ejemplo, su fundador y líder moral Cuau-
htémoc Cárdenas Solórzano, así como su líder carismático Andrés Manuel 
López Obrador quien, apoyado por un movimiento político social, alcanzó 
mucha mayor proyección que acompañado de la institucionalización par-
tidista. Ambas disoluciones, sobre todo la última en 2014, los llevó a una 
profunda crisis y posible desaparición, si no mantenían una postura abierta 
al diálogo y alianzas con otros partidos, principalmente con Acción Nacio-
nal ante las elecciones de 20⒙  

4  La izquierda en México tiene una larga historia que proviene de diversas corrientes 
venidas desde el siglo XIX y durante la primera mitad del siglo XX, como lo relata 
Carlos Illiades en su artículo “La izquierda populista mexicana”. El autor identifi ca tres 
fusiones en las que considera a las dispersas fuerzas de la izquierda: los nacionalistas 
socialistas, los nacionalistas revolucionarios y los movimientos sociales que incluyen 
a los urbanos, los indígenas, los socialistas y a los cardenistas. Esta dispersión logra 
agruparse en la formación de un PRD que nace dividido por las corrientes al interior 
del partido y en su estrategia político electoral la pugna es entre “dialoguistas” y “con-
fr ontacionistas”. Esta lucha interna los lleva a fr agmentarse en 2006 con el surgimiento 
del Movimiento de Regeneración Nacional (Morena) que fi nalmente termina por fr ac-
turar nuevamente a la izquierda. Este proceso de dispersión, división, fr agmentación 
y fr actura ha impedido el crecimiento electoral de la izquierda de manera constante, 
éste más bien ha sido irregular e intermitente. La baja institucionalidad del partido 
ha sido eclipsada por los liderazgos nacionales y locales. La militancia del partido se 
dispersa entre los distintos grupos que componen la izquierda y lejos de conformar una 
agrupación cohesionada entre sus seguidores, bajo la directriz de una agenda social y 
económica clara, se decantaron por el pragmatismo electoral impulsado por la persona-
lidad del liderazgo. Un liderazgo extrainstitucional que se mueve cómodamente entre 
movimientos disruptivos y demandantes.
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Cuadro 2. Índice de par  do dominante e índice de oposición efec  va

Trienios en 
gobiernos 

sin mayoría

NEP*: número efectivo de 
partidos y

NP**: índice de partido 
Dominante
Diputados

NEP: número efectivo de 
partidos y

NP: índice de partido 
Dominante
Senadores

Índice de 
oposición 
Efectiva 

Diputados 
(IOE)***

Índice de 
oposición 
Efectiva 

Senadores 
(IOE)

1997-2000 2.93 2.03 2.3 1.1 0.42     (SPD) 0.40     (SPD)
2000-2003 2.81 2.41 2.7 2.0 1.02     (PRI) 1.39     (PRI)
2003-2006 3.05 2.18 2.7 2.0 1.46     (PRI) 1.39     (PRI)
2006-2009 3.60 2.91 3.3 2.4 0.74    (PRD) 0.75     (PRI)
2009-2012 3.01 1.91 3.3 2.4 1.88     (PRI) 0.75     (PRI)
2012-2015 3.16 1.82 3.1 1.2 0.38 (SPD) 0.25     (SPD)
2015-2018 3.26 1.7 3.1 1.2 0.40 (SPD) 0.25     (SPD)

IOE: índice de oposición efectiva
SPD: sin partido dominante en la oposición
NEP: número efectivo de partidos
NP: índice de partido dominante
* La fórmula para medir el número efectivo de partidos es la siguiente: NEP=1/∑pi2, donde el 
índice es igual a la suma de la proporción de escaños Pi que tiene cada partido al cuadrado sobre 
uno.
** Para el caso en estudio es necesario adicionar a la fragmentación, el peso real o predominio 
partidista de la mayoría que respalda al presidente, Molinar (1991), contribuyó con un índice que 
revalora en un sistema multipartidista, al partido ganador y su peso real respecto a los pequeños 
partidos, es decir, se trata de captar la capacidad negociadora de los mismos –que se reduce o se 
incrementa en la medida en la que el partido dominante revela la distribución real de las mayorías 
en el Congreso. El cálculo se obtiene de la siguiente ecuación: NP=1+N2∑n1=2pi2 Donde el 
número de partidos NP es igual a uno más el producto de la multiplicación de N (Número efectivo 
de partidos) al cuadrado por la sumatoria de los porcentajes de votos o escaños al cuadrado a 
partir del segundo partido más votado.
*** Para obtener el índice de oposición efectiva (IOE) se pondera el promedio de la magnitud de 
los partidos de oposición (O) sobre el promedio. IEO= O/G; donde para obtener O se pondera el 
porcentaje de escaños a favor de los partidos opositores más grandes. La fórmula es: O= ∑oi2/∑oi; 
donde oi es la proporción de escaños controlados por el partido en la oposición. El resultado del 
índice maneja valores entre 0 y 1, cuando el tamaño del partido de oposición no es sustantivo 
el valor es cercano a 0, y por el contrario, cuando el peso es sustantivo el valor es cercano o por 
encima de uno (Jiménez Badillo, 2006)
Ahora bien, para medir la fuerza política del gobierno, se procede bajo el mismo formato y 
se calcula con la fórmula: G=∑gi2/∑gi ; donde G es igual al partido del presidente y gi es la 
proporción de bancas controladas por el partido presidencial, cuando los resultados obtenidos 
estén cercanos o igual a 0 signifi ca que el presidente controla la legislatura, cuando el resultado es 
cercano o por encima de uno, nos indica que la oposición tiene el mismo tamaño legislativo que 
el partido gobernante. 
Fuente: elaboración propia.

Por otra parte, con el regreso del PRI al gobierno en 2012 en compañía 
de su coalición electoral (PVEM), obtuvo la ventaja, no sólo en la elec-
ción presidencial, sino que el 48% de las bancadas del congreso fueron 
ocupadas por miembros de dicha alianza electoral, -porcentajes que no 
se obtenían desde 1997-, lo que colocaba al partido del presidente y sus 
aliados como la primera fuerza política. Dicha situación abrió un escenario 
de oportunidad no solo para imponer una agenda de gobierno, sino para 
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negociar una agenda legislativa acordada por el coǌ unto de las fuerzas 
políticas, dando paso al denominado Pacto por México. Para algunos au-
tores el convenio entre las fuerzas políticas signifi có el inicio de un pro-
ceso de coalición parlamentaria destinada a negociar una agenda de temas 
compartidos, donde se acordaron los contenidos, los tiempos de debate 
y las reformas constitucionales a aprobar (Escamilla, 2015). Si bien es 
cierto parecía que en ese momento el contexto favorecía la cooperación 
parlamentaria con el gobierno en turno, se debe mencionar que, dada la 
desproporción en el peso de las fuerzas políticas, la negociación no fue del 
todo equilibrada, como se demuestra en el cuadro dos. 

De acuerdo con el índice del número de partidos efectivos del cuadro 
antes citado, tres son los partidos políticos con fuerza electoral. Sin embargo 
el dominio de la negociación estaba en el partido dominante, o más bien la 
coalición dominante encabezada por el PRI y el PVEM, quienes en coǌ unto 
conformaron el grupo parlamentario mayoritario (con casi 50% de los votos) 
y un dominio partidista de ⒈ 2 en el índice de partido dominante registrado 
en el cuadro dos, es decir, el peso real de la decisión la tenía la coalición 
priísta, dado que la oposición en ambas cámaras era tan reducida que no 
alcanzó ni el .50 del índice en el registro del peso de la oposición. Tanto en la 
cámara de diputados, pero sobre todo en la de senadores, la oposición carece 
de peso para incidir en las decisiones legislativas. De ahí que oponerse a la 
agenda programática del gobierno era inviable; sí se podía negociar alguna 
contribución si se apoyaba el paquete de reformas gubernamentales.

Durante este periodo podemos observar que el efecto del desequilibrio 
entre la oposición (ampliamente fr agmentada) y el dominio del grupo par-
lamentario mayoritario produjo la aprobación de ocho reformas constitu-
cionales en un plazo relativamente corto de 18 meses, bajo una coalición 
sobredimensionada5 entre el PRI-PVEM, PAN Y PRD durante el primer 
año del gobierno de Enrique Peña Nieto,6 y el consentimiento del PRI y 
el PRD a favor de la reforma fi scal; y del PRI con el PAN en apoyo a la 
reforma política y energética.7 Si bien es cierto el soporte de las fuerzas po-

5  Existen dos tipos de coaliciones parlamentarias: las coaliciones mínimas ganadoras 
con el número necesario de legisladores para aprobar legislación constitucional y/o 
secundaria; y las coaliciones sobredimensionadas como el coǌ unto de partidos que 
participan en la coalición más allá del número sufi ciente para aprobar legislación.
6  Las reformas apoyadas por todos los partidos cubren el tema educativo, teleco-
municaciones, transparencia, fi nanzas, y endeudamiento de las entidades federativas. 
(Castellanos, 2016).
7  Por ejemplo, la reforma laboral y energética fueron las que menor respaldo consi-
guieron en la cámara baja, 351 y 354 votos respectivamente; la reforma educativa fue 
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líticas fue amplio y generoso para la aprobación del paquete de reformas, 
se debe recordar que el Pacto originalmente se componía de 95 propuestas, 
de las cuales 65 fueron integradas a siete proyectos de ley que abarcaron las 
reformas: en materia de justicia penal; energética, hacendaria, educativa, 
laboral, fi nanciera y político electoral. Se debe mencionar que, a pesar de la 
amplia aceptación de los proyectos, la agenda de los partidos de oposición 
no fue del todo integrada, por ejemplo, en el ámbito laboral, la seguridad 
social extendida, incremento salarial y la democracia interna de los sindi-
catos no fueron temas que se añadieran a la propuesta fi nal. En el ámbito 
político, el fuero, la segunda vuelta, el ministro de gabinete, fueron temas 
que, si bien no se excluyeron del todo de la iniciativa aprobada por los par-
tidos en su coǌ unto, particularmente el fuero, aún continúan negociando 
su aprobación. Lo mismo sucedió con las reformas de leyes secundarias y 
algunos nombramientos provenientes de dichas reformas como la desig-
nación del fi scal. 

Esto nos lleva a identifi car a lo largo de los diferentes gobiernos dos 
escenarios dentro del Congreso mexicano: parálisis gubernamental cuan-
do el partido dominante se encuentra en la oposición, y el partido en el 
gobierno es segunda fuerza, como ocurre en los segundos trienios de los 
gobiernos panistas; y disfuncionalidad legislativa (dado que las alianzas no 
son estables ni duraderas); cuando la oposición no mantiene el dominio, 
pero tampoco el partido en el gobierno, situación que le impide tomar 
decisiones gubernamentales a largo plazo o lo limita a cuestiones parti-
culares, como en los primeros trienios de los gobiernos de Vicente Fox 
y Felipe Calderón, así como el segundo periodo de Enrique Peña Nieto.

Transformación de la ins  tucionalización de
la estructura del Poder Legisla  vo Mexicano
La apertura democrática permitió cuestionar el papel del Poder Legisla-
tivo en nuestro país a raíz del proceso de cambio de gobierno unifi cado y 
partido hegemónico a gobierno dividido y partido dominante con alter-
nancias. 

la de mayor consenso con 423 votos; la político electoral y la de telecomunicaciones 
así como la de competencia económica fueron respaldadas con 400 votos cada una. 
En el senado como colegisladora, dichas reformas tuvieron mayor consenso aún, la 
reforma laboral obtuvo 100 votos de 128, la de telecomunicaciones 113, de tal manera 
que, en promedio, las reformas obtuvieron el apoyo de 114 senadores de 128, lo que 
signifi ca un apoyo sobredimensionado que potenció la legitimidad del gobierno hasta 
ese momento.
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Este proceso coadyuvó al mismo tiempo que condicionó la transforma-
ción que emprendería el Congreso federal en nuestro país. De igual forma, 
posibilitó la formación de un Poder Legislativo profesional apoyado por los 
partidos políticos y sus grupos parlamentarios y la construcción institucional 
del propio Congreso mediante la creación de espacios de expertos en cada una de 
las áreas a legislar que pueden y deben orientar a los grupos parlamentarios 
en la elaboración de iniciativas y en su propia discusión, a fi n de racionalizar 
la discusión y el trabajo legislativo. Coincidiendo con Díaz (2000) nuestro 
Poder Legislativo pasó por diferentes etapas que dependían de la capacidad 
institucional y profesionalización de sus normas y personal que lo componen. 
En la fi gura dos se aprecia el proceso de apertura democrática con las etapas 
de transformación legislativa. Se ha transitado de un poder de aprobación 
automático con estructuras débiles que funcionaban más como herramientas 
de ratifi cación legal de los Ejecutivos en turno a un Congreso plural sin es-
tructura normativa. Durante el proceso democrático, las etapas se clasifi can en 
emergentes dentro del transcurso de la transición, de formación incipiente donde 
el desarrollo de la democratización se concluye e inicia la fase de instituciona-
lización de la asamblea parlamentaria. Este proceso, convierte a la legislatura 
en una asamblea informada que a la vez inicia el proceso de transformación en dos 
sentidos, por un lado, la integración plural de sus miembros más interesados 
en el debate legislativo y en el trabajo interno, y por el otro, la nueva confor-
mación organizacional y el ingreso de cuerpos técnicos profesionales y per-
manentes. En la medida en la que el proceso de tecnifi cación se consolida, la 
institucionalización más estructurada y racionalizada, al mismo tiempo, abre la 
pauta para el acceso ciudadano a la información, control y rendición de cuentas 
del propio poder legislativo. 

Figura 2. Etapas del Congreso mexicano por modelos de transformación

Fuente: Elaboración propia con base en Díaz (2000) y Saiegh (2010).
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En la línea del tiempo de la fi gura dos, este proceso se percibe en 
cada etapa de transformación identifi cada en años en los que los actores 
y las instituciones se fueron conformando. Hasta antes de 1988, el poder 
Legislativo en México se caracterizaba por el predominio del Ejecutivo 
sobre el Congreso, ocasionado por el apoyo mayoritario y la disciplina 
impuesta por el Partido Revolucionario Institucional, lo que hacía del 
Congreso mexicano un parlamento de aprobación automática. La organi-
zación centralizada en la que se basaba el Legislativo, había favorecido al 
PRI y al presidente, porque este último, al ser jefe de Estado, de gobierno 
y de su partido, le otorgaba la facultad metaconstitucional de repartir las 
candidaturas electorales y las dirigencias legislativas. En este caso, las ma-
yorías afi nes al presidente se aseguraban, porque al interior del Congreso 
se estableció un sistema de gobierno basado en una comisión unipartidista 
conocida como la Gran Comisión, cuya autoridad emanaba directamente 
del presidente de dicho órgano, designado a su vez por el presidente de la 
República.8 

A partir de 1988 hasta 1997, cuando el sistema de partidos deja de ser 
un sistema de partido hegemónico, para convertirse en uno más competi-
tivo, se advierte un Congreso emergente donde una de las primeras tareas 
de los grupos parlamentarios de los partidos de oposición cuando incre-
mentaron su dotación de asientos, fue despojar al PRI del monopolio de la 
organización legislativa y transferir dichos poderes a un órgano multipar-
tidista conocido inicialmente como Comisión de Régimen Interno y Con-
certación Política, creado en la LV Legislatura (1991-1994), que a su vez 
incidió en la composición plural de las comisiones legislativas (parlamento 
racionalizado). En cuanto a los sistemas de información nacen incipientes 
recursos técnicos y tecnológicos como la tabla electrónica de votaciones, 
en donde por primera vez los ciudadanos tenían la posibilidad de conocer 
los registros de votación de sus representantes.

En 1999 se llevó a cabo la reforma integral del Congreso (parlamento 
estructurado) al plantear la reformulación de su propia ley orgánica en la 
que el órgano de dirección interno, ahora llamado Junta de Coordina-
ción Política (creada en 1999) tenía por objetivo, además de integrar a los 
coordinadores de los grupos parlamentarios representados en la Cámara, 
impulsar la conformación de acuerdos parlamentarios relacionados con el 

8  Los poderes de la Gran Comisión eran extensos, abarcaban desde la preparación 
de la lista de integrantes de cada comisión legislativa, el nombramiento de los prin-
cipales cargos administrativos, la asignación de los recursos, hasta la selección de los 
miembros de la Mesa Directiva.
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contenido de las agendas de los partidos políticos a través de la Conferen-
cia para la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos. 

La transparencia y los sistemas de información fueron dos elementos 
adicionales considerados en las reformas propuestas durante el periodo. La 
difusión del trabajo legislativo estuvo a cargo del Canal del Congreso, así 
como los servicios de información en línea bajo la dirección de la Secre-
taría Parlamentaria.9 Al mismo tiempo se reconoció la necesidad de contar 
con cuerpos de apoyo técnico básico y especializado en la elaboración de 
iniciativas y sistemas de información, así como actividades de investigación 
y sondeos para conocer las problemáticas y análisis de posibles soluciones.

En el mismo sentido los sistemas de control se reforzaron en tanto que 
se creó una serie de instancias encargadas de fi scalizar, supervisar y con-
trolar al Ejecutivo; por ejemplo, la Auditoría Superior de la Federación, 
-quien sustituye a la Contaduría Mayor de Hacienda-, creada en el año 
2000 para la revisión de la cuenta pública, instancia que tiene la capacidad 
de auditar a los poderes públicos, además de sancionar y fi ncar responsabi-

9  De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 49 de la Ley Orgánica del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos, la Secretaría de Servicios Parlamentarios 
tiene como función ofr ecer los siguientes servicios:
a) de Asistencia Técnica a la Presidencia de la Mesa Directiva, que comprende los de: 
comunicaciones y correspondencia; turnos y control de documentos; certifi cación y 
autentifi cación documental; instrumentos de identifi cación y diligencias relacionados 
con el fuero de los legisladores; registro biográfi co de los integrantes de las legislaturas; 
y protocolo, ceremonial y relaciones públicas; 
b) de la Sesión, que comprende los de: preparación y desarrollo de los trabajos del Ple-
no; registro y seguimiento de las iniciativas o minutas de ley o de decreto; distribución 
en el Pleno de los documentos sujetos a su conocimiento; apoyo a los Secretarios para 
verifi car el quórum de asistencia; cómputo y registro de las votaciones; información y 
estadística de las actividades del Pleno; elaboración, registro y publicación de las actas 
de las sesiones; y registro de leyes y resoluciones que adopte el Pleno; 
c) de las Comisiones, que comprende los de: organización y asistencia a cada una de 
ellas a través de su Secretario Técnico; registro de los integrantes de las mismas; segui-
miento e información sobre el estado que guardan los asuntos turnados a Comisiones; 
y registro y elaboración del acta de sus reuniones; 
d) del Diario de los Debates, que comprende los de: elaboración integral de la Versión 
Estenográfi ca; del Diario de los Debates; y de la Gaceta Parlamentaria;
e) Servicios del Archivo, que comprende los de: formación, clasifi cación y custodia de 
expedientes del Pleno y las Comisiones; y desahogo de las consultas y apoyo documen-
tal a los órganos de la Cámara y a los legisladores; y 
f ) Servicios de Bibliotecas, que comprende los de: acervo de libros; hemeroteca; video-
teca; multimedia; museografía; e informática parlamentaria.
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lidad en caso de daño al erario. No será sino años después cuando se expida 
la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación.

Durante este periodo de construcción del propio Congreso se gestaron 
las primeras experiencias de gobierno dividido que trajeron como conse-
cuencia amplios periodos de obstrucción (propios del parlamentarismo 
“salvaje) a decisiones legislativas expedidas por el gobierno como las lla-
madas “reformas estructurales”. Al mismo tiempo, se observó un proceso 
de transformación en tanto, el Poder Legislativo es más propositivo en su 
labor (en 2006 es obligatoria la presentación de las agendas legislativas de 
cada grupo parlamentario representado en el congreso). En 2009 y 2010 
se abren canales de acceso ciudadano (en esos años se crearon instancias 
de gestoría ciudadana; y se reglamenta el cabildeo) así como los sistemas de 
transparencia e información experimentaron un proceso de consolidación 
desde la expedición en el año 2000 del Estatuto de la Organización Téc-
nica y Administrativa y del Servicio de Carrera del Congreso (parlamento 
abierto).10  

En cuanto a los servicios de asesoría, desde 1997 existen en la Cámara 
de Diputados centros de investigación que apoyan a los legisladores en su 
quehacer de legislar: Centro de Estudios de Desarrollo Rural Sustenta-
ble y la Soberanía Alimentaria (CEDRSSA) creado en 2004, Centro de 
Estudios de Derecho e Investigaciones Parlamentarias (CEDIP), Centro 
de Estudios de las Finanzas Públicas (CEFP) creado en 1997, Centro de 
Estudios Sociales y de Opinión Pública (CESOP) creado en el año 2000, 
y es hasta el 2005 cuando se crea el Centro de Estudios para el Adelanto 
de las Mujeres y la Equidad de Género (CEAMEG). El objetivo de estos 
centros ha sido brindar apoyo técnico e información analítica a los dipu-
tados y a las comisiones legislativas. Se constituyeron como instancias 
de carácter institucional y no partidista, integrado por especialistas. De 
hecho, el acceso tanto al grupo de especialistas como a los administrativos 
de los centros, es mediante un concurso abierto de oposición y a través de 
las promociones de categoría por la vía del mérito.

El Senado de la República por su parte, cuenta con el Instituto de In-
vestigaciones Legislativas del Senado de la República (IILSEN). Se trata 
de un órgano especializado dependiente de la Mesa Directiva encargado 
de desarrollar actividades de investigación, estudios y análisis relacionados 

10  Hay que mencionar que a los sistemas de información internos se suman otros 
interesados en generar y ordenar la información legislativa como el Sistema de Infor-
mación Legislativa (SIL) y el Sistema del Orden Jurídico Nacional, ambos proyectos 
generados por la Secretaría de Gobernación y que opera desde el 2003, así como el 
banco de información jurídica de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  
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con las competencias del Senado, así como el establecimiento de vínculos 
institucionales con organismos públicos y privados, nacionales y extran-
jeros con el objeto de apoyar el trabajo legislativo del Senado (CESOP, 
2004).

A pesar de que los centros representan un apoyo sustancial y contri-
buyen a la profesionalización de los legisladores, por el número de inves-
tigadores, están limitados en cuanto a sus facultades.11 Estos han acotado 
su campo de acción a proporcionar apoyo técnico e información analítica 
sin la capacidad de participar en las discusiones en las comisiones. Es a 
petición de los representantes o de los grupos parlamentarios como se 
hace el requerimiento de colaboración, por lo que la actuación de dichos 
centros restringe su actuación a la solicitud de los grupos. A pesar de que 
los integrantes de estos órganos basan su selección mediante un sistema 
de méritos, éste no funciona sobre una base abierta a la población sino 
mediante la recomendación de los legisladores. Lo que supone la sujeción 
institucional de los centros a los grupos parlamentarios.

Como se puede observar, el coǌ unto de transformaciones y faculta-
des adquiridas por los órganos de representación nacional, dan sentido 
a las funciones legislativas en su labor, de veto, fi scalización y ejercicio 
del control sobre el presupuesto, la ley de ingresos, el endeudamiento, 
promover juicios políticos, crear comisiones de investigación, demandar la 
comparecencia de funcionarios públicos, analizar la celebración de conve-
nios internacionales y nombrar a algunos miembros de la administración 
pública,12 entre las principales.

Sin embargo, a la luz de la evaluación de estos cambios se ha podido 
constatar que la transformación institucional del Congreso mexicano no 
ha sido sufi ciente, según diversos reportes que monitorean la transparen-
cia en el ejercicio del presupuesto asignado a sus miembros, la limitada 

11  Se debe destacar también que el personal dedicado a las áreas de investigación es 
más bien escaso y no permanente (el promedio de antigüedad es de dos a cuatro años), 
por ejemplo, la Secretaría de Servicios Parlamentarios (encargada de los centros) cuen-
ta con 418 empleados, de los cuales nueve son investigadores especializados, en tanto 
las áreas administrativas y operativas en coǌ unto suman más de tres mil seiscientos 
empleados (Integralia, 2012).
12  Pese a que la Constitución le otorga al Ejecutivo amplias facultades para nombrar 
a los miembros de la administración pública, esta prerrogativa es compartida en algu-
nos casos por el Congreso. Tales nombramientos se refi eren al cuerpo diplomático, al-
gunos en la Armada, niveles superiores de la Secretaría de Hacienda, la Suprema Corte 
de Justicia, el gobernador del Banco de México, el Procurador General de la República 
y algunos más destacados en los Artículos 76 y 80 Constitucionales.
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capacidad administrativa y organizacional, y con ello la reducida labor le-
gislativa y ausencia de integración ciudadana a través de la democracia 
participativa.13

De acuerdo con el monitoreo de la Red Latinoamericana por la Trans-
parencia Legislativa (RLTL), de la cual México es miembro desde 2012, 
nuestro país ha registrado un ligero avance pese a que el resultado ha sido 
reprobatorio tanto en 2014 (4⒋ 6) como en 2016 (5⒏ 3). La medida iden-
tifi ca cuatro dimensiones como se observa en la gráfi ca uno: normativa, 
labor del Congreso, presupuesto y gestión administrativa; y atención y 
participación ciudadana.

13 En 2012 la comunidad parlamentaria internacional adoptó la Declaración sobre 
Transparencia Parlamentaria debatida en Washington, D.C., evento organizado por el 
National Democratic Institute Sunlight Foundation y la Red Latinoamericana por la 
Transparencia Legislativa, posteriormente fi rmada en Roma en septiembre de 20⒓   
De entre los acuerdos suscritos por los países fi rmantes destacan: transparentar la in-
formación parlamentaria, facilitar el acceso a la información a los ciudadanos, permitir 
el acceso electrónico y el análisis de la información parlamentaria en línea y formatos 
abiertos, entre los principales puntos. El objetivo del compromiso es el monitoreo de 
los cuerpos legislativos para aumentar su efi cacia, abrirlos a la transparencia y hacerlos 
responsables fr ente a sus representados (Declaración sobre Transparencia Parlamenta-
ria, 2012).
Como parte de los compromisos adoptados, la región latinoamericana emprende accio-
nes a través de diversas iniciativas promovidas algunas por la Red Parlamentaria Intera-
mericana Pro Transparencia, Acceso a la Información Pública y Probidad, constituida 
en 2012 en Santiago de Chile, así como la Alianza por el Parlamento Abierto fi rmado 
en México en septiembre de 20⒕   Ambos acuerdos comprometen la participación 
de algunos países de la región como Chile, Argentina, México, Colombia, Ecuador, 
Guatemala, Perú, Venezuela, Uruguay, Paraguay, El Salvador y Costa Rica.
La intención del monitoreo ha consistido por un lado en el fortalecimiento institucio-
nal de los congresos en América Latina cuyo objetivo es: apoyar la gestión legislativa, 
incorporar nuevas tecnologías e instrumentar mejores sistemas de información. Por 
otro lado, las medidas buscan combatir la corrupción, adoptando normas de transpa-
rencia y derecho a la información, así como órganos que garanticen la rendición de 
cuentas y la interlocución ciudadana. Ambos objetivos han sido discutidos e imple-
mentados de tal manera que las reuniones de las asociaciones en pro de la transparencia 
han sido anuales de 2012 a 2016 con el fi n de homologar las metodologías de monito-
reo aplicados a los países fi rmantes de la región.
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Gráfi ca 1. Evaluación Legisla  va del Congreso Mexicano

0.00 50.00 100.00 150.00 200.00 250.00

Total 2014

Total 2016

Total 2014 Total 2016
Norma va 67.14 79.11
labor del Congreso 43.76 49.50
presupuesto 27.60 39.23
Par pa ón udadana 38.23 65.25

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Índice Latinoamericano de Transparencia 
Legislativa, Red Latinoamericana por la Transparencia (2014). 

La dimensión normativa y participación ciudadana fueron las dos medidas 
que registraron avances entre las dos evaluaciones, los indicadores más 
destacados son la existencia de diversas reglamentaciones en materia de 
cabildeo, publicidad de las sesiones del pleno, actividades de las comisiones 
y la existencia de una ofi cina de atención y vinculación ciudadana. Contra-
riamente, se registró la ausencia de la obligatoriedad de presentar informes 
de gestión de parte de los legisladores, así como la ausencia de ofi cinas 
subnacionales de vinculación ciudadana.

En la variable labor del congreso fue posible identifi car la ausencia en 
el cumplimiento de documentos que registren la memoria legislativa de las 
comisiones en las que sondee la asistencia de las mismas, las votaciones de 
las sesiones e información sobre asesorías externas, así como la inexistencia 
de registro de obsequios que reciben los legisladores. 

En el ámbito presupuestal, la evaluación arroja la califi cación más baja 
debido a la ausencia en la visibilidad de convocatorias a concurso para 
la integración de plazas en el Congreso, inexistencia de transparencia de 
información sobre asesores y staff  parlamentario, así como el apoyo del 
personal en los distintos órganos de la estructura legislativa.

México, es uno de los tres países que tienen un Congreso con ma-
yor presupuesto en el mundo (Unión Interparlamentaria, 2012), al mismo 
tiempo, el Poder Legislativo mexicano reporta índices de transparencia 
muy limitados en el manejo de los recursos. En el cuadro tres se puede 
apreciar que la referencia de México con otros países latinoamericanos nos 
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da una idea de la opacidad en el manejo de recursos de los legisladores, 
dado que la ley no obliga a los representantes a rendir cuentas sobre sus 
gastos, ni a brindar informes fi nancieros o a realizar auditorías externas 
que notifi quen sobre salarios, prestaciones, estructuras administrativas, 
asesorías contratadas por los congresistas o contrataciones públicas de ser-
vicios. 

Como se puede constatar en el cuadro los países con mayores asigna-
ciones presupuestales, al mismo tiempo registran bajos niveles de trans-
parencia en este rubro. 

Cuadro 3. Asignaciones presupuestales e índice de transparencia

País
Asignación 

presupuestal (en 
millones de dólares)

Índice de 
transparencia 

presupuestal* (2014)

Índice de 
transparencia 

presupuestal* (2016)

México 8,878.1 0.28 0.39

Argentina 5,016.5 0.20 0.27

Colombia 2,468.8 0.48 0.55

Venezuela 2,276 0.6 0.7

República Dominicana 1,952.7 S/D 0.21

Chile 1,633.2 0.61 0.61

Costa Rica 498.1 0.79 0.79

*El índice tiene un rango entre 0 y 1, los cercanos al cero son los menos transparentes y los 
cercanos al uno son los más transparentes
S/D: sin datos
Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Unión Interparlamentaria (2012); Red 
Latinoamericana por la Transparencia Legislativa (2014).

Finalmente, la dimensión de atención y participación ciudadana tuvo 
avances signifi cativos, particularmente la existencia de mecanismos de ac-
ceso a la información pública como el canal de televisión y labor realizada 
por el Congreso para difundir las mejoras, así como la página web y la 
publicación de información sobre los legisladores. Pese a las mejoras, si-
gue habiendo faltantes como la carencia de mecanismos que involucren la 
participación ciudadana en la labor legislativa.

La mayor desventaja comparativa del Congreso mexicano se observa 
claramente en el ámbito de transparencia presupuestal y la labor que reali-
za este cuerpo legislativo. Es decir, el proceso de modernización y cambio 
institucional en el Poder Legislativo mexicano continúa inconcluso dado 
que a pesar de la adecuación normativa y la implementación de tecnolo-
gías, sistemas de información especializado, y la construcción de redes in-
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formáticas, son evidentes las asimetrías de información y conocimiento del 
Legislativo respecto del Ejecutivo al momento de legislar, de mejorar la 
rendición de cuentas horizontal, de su capacidad de control y fi scalización 
gubernamental; además, la construcción de redes informáticas que den 
acceso al control y a la participación ciudadana cuyo fi n es ampliar la inclu-
sión de los representados en las decisiones legislativas, dichos mecanismos 
se muestran limitados, ambiguos y carentes de vinculación con la opinión 
de los ciudadanos, sin contar la baja capacidad de propio congreso para la 
instauración y consolidación democráticas vía reformas constitucionales.

Profesionalización Legisla  va 
A este proceso de transformación se debe incluir el perfi l de sus legislado-
res en cuanto a su carrera político-legislativa; su relación con los órganos 
de decisión legislativa y su preparación académica hace que el diputado 
esté más familiarizado con las decisiones del grupo parlamentario y su 
agenda y sobre todo con la agenda del Ejecutivo. 

En este tenor, la preparación del representante contribuye a la insti-
tucionalización además de la profesionalización del trabajo legislativo. Se 
debe mencionar que hasta ahora no hay un acuerdo entre los estudiosos 
sobre el tópico.

No obstante las limitantes que ofr ece la actividad legislativa para la pro-
fesionalización, podemos decir que la profesionalización legislativa se enfoca 
a la actividad de los congresistas que tiene como principales objetivos: dar 
respuesta a las demandas de sus representados mediante la formulación y 
elaboración de iniciativas de ley que coǌ ugan intereses de los legisladores 
y sus partidos con la respuesta a las demandas de sus representados. Ade-
más, se relaciona con la supervisión y control gubernamental, así como el 
control ciudadano y la rendición de cuentas de los funcionarios.14

La profesionalización del legislador depende de varios elementos: la expe-
riencia legislativa, la carrera política, la capacitación partidista y los sistemas 

14  En la actualidad la complejidad del manejo de los asuntos públicos, ha provo-
cado cambios en los roles tradicionales de las instituciones legislativas. Básicamente 
los parlamentos asumen tareas tales como la representación y agregación de intereses; 
elaboración de leyes; supervisión y vigilancia. Sin embargo, se debe tomar en cuenta 
que la complejidad de los sistemas políticos difi culta la división de poderes en cuanto a 
tareas específi cas y hoy día, los cuerpos representativos, además de reforzar sus funcio-
nes tradicionales, han ampliado sus roles al grado que hay quienes consideran algunas 
otras como infl uencia o diseño de las políticas públicas, socialización y educación polí-
tica; racionalización del mercado; reclutamiento y entrenamiento de personal así como 
diplomacia parlamentaria.
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de información legislativos. Las dos primeras resultan de los esfuerzos indivi-
duales del legislador, mientras que las dos últimas se refi eren al apoyo interno 
que los legisladores reciben de sus organizaciones partidistas, así como de la 
organización legislativa (anteriormente analizadas).  La experiencia legislativa 
se entiende como el tiempo (años, legislaturas, periodos) que un legislador 
permanece en el congreso. Ocupar una curul implica aprender o dominar el 
proceso y la técnica legislativa, ya que la práctica profundiza el conocimiento 
adquirido y favorece la actividad parlamentaria. (Campos, 2003).

Con el tiempo, el conocimiento y la experiencia que los representantes 
acumulan en un desempeño continuo de sus tareas, redunda en una super-
visión y un control parlamentario más efi caz sobre el gobierno; continuan-
do con la madurez y especialización adquiridas por este medio, los capacita 
para elevar la calidad y el rendimiento de sus intervenciones, condición 
cuanto más necesaria fr ente a una burocracia administrativa mejor dota-
da de apoyo logístico. (Béjar, 2001) En la medida que los representantes 
adquieren mayor experiencia, su capacidad para legislar mejora (Rubio, 
2005), ya que el tiempo consolida su aprendizaje. Una opción viable para 
la acumulación de experiencia ha sido la reelección inmediata de los legis-
ladores. La reelección consecutiva durante uno o varios periodos produce 
parlamentarios informados y educados en las diversas materias y asuntos 
legislativos. (De Andrea, 2002).

En México, la no reelección inmediata ha sido causa de un debate 
histórico que involucra el carácter del régimen y el control de las carreras 
de las elites políticas en manos del partido hegemónico y su líder en turno 
desde 193⒊  En la actualidad esa postura dejó de tener vigencia15 y no fue 
sino hasta la reforma política de 2014 que se incluye la modifi cación al 
artículo 59 constitucional en el que se restablece la reelección consecutiva 
de los legisladores, cuya vigencia daría inicio con los representantes electos 
en 20⒙   La norma estipula periodos de permanencia consecutiva por doce 
años para los diputados (cuatro periodos de tres años cada uno) e igual 
número para los senadores (dos periodos de seis años cada uno).

No obstante que la regla no aplicó para los legisladores del periodo de 
estudio, se debe mencionar que, a pesar de la interrupción del mandato, 

15  Desde 1964 surgen las primeras propuestas de restauración de la reelección in-
mediata; durante el proceso de democratización las propuestas en torno a ésta se acu-
mularon de tal manera que hasta el 2010, se pueden contabilizar 35 a favor de la ree-
lección inmediata, provenientes de los miembros de la Cámara de Diputados; nueve de 
los integrantes de la cámara alta de 2002 a 2009 y una por parte del entonces presidente 
Felipe Calderón. Ninguna de ellas contó con el consenso sufi ciente para ser discutida 
y aprobada por los congresos.
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los legisladores mexicanos han tenido la posibilidad de acumular experien-
cia legislativa en la medida en la que continúan una carrera legislativa al 
transitar de un congreso a otro.  

Respecto a la experiencia acumulada son pocos los países latinoame-
ricanos que mantienen niveles constantes de permanencia en el cargo. 
Como puede observarse en la gráfi ca dos, de acuerdo con el Observatorio 
del Poder Legislativo en América Latina, Chile, Argentina y Brasil, en 
un periodo de 1995 a 2008, mantuvieron un promedio por encima del 
50% de legisladores que han sido reelectos en la cámara baja; mientras 
países como México, Costa Rica (con reelección no consecutiva); Bolivia, 
Ecuador y Guatemala registran promedios que oscilan entre el 3 y 13% 
de integrantes reelectos o reincidentes (para aquellos países sin reelección 
consecutiva) en el mismo cargo. 

La reelección en el Senado para aquellos sistemas bicamerales es mayor 
a la de la cámara baja en el caso de Argentina, Brasil y República Domini-
cana. En el caso de México es interesante que la reincidencia de los pocos 
legisladores que repiten en el cargo sólo se registra en la Cámara de Dipu-
tados y no en la de senadores; posiblemente el fenómeno se debe a que los 
periodos en la cámara alta son el doble que en la Cámara de Diputados.

Gráfi ca 2. Reelección Legisla  va en América La  na (1995-2008)
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Fuente: Elaboración propia con base en Legislatina. Observatorio del Poder Legislativo 
en América Latina. Disponible en: http://americo.usal.es/oir/legislatina/reelección.htm 

En este sentido, Emma Campos (2003) confi rma que la tendencia de los 
legisladores mexicanos a continuar con una carrera legislativa es baja. Du-
rante poco más de sesenta años (de 1934 a 1994, periodo en el que la 
autora elabora el estudio) constata que el Congreso mexicano ha estado 
integrado por amateurs. Pese a que el partido predominante (PRI) man-
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tenía el aseguramiento de las ganancias electorales de sus candidatos, la 
reincidencia de los legisladores, en promedio, apenas representaba 14% 
(local y federal). Además, se debe tomar en cuenta que la reincidencia no 
iba más allá de un periodo. Esto quiere decir que las ambiciones de los 
congresistas mexicanos han sido progresivas dado que el Congreso resulta 
un trampolín hacia otros cargos públicos más rentables y de prestigio para 
acumular experiencia política más que legislativa.

A partir de 1997 el escenario de gobierno dividido, legislaturas fr ag-
mentadas y gobiernos de minoría, representó para el presidente, no sólo 
el escaso control de la asignación de los cargos públicos, por lo que, los 
ascensos progresivos ya no dependían de la promoción presidencial, sino 
de los esfuerzos individuales de los legisladores por conservar el cargo y/o 
buscar la promoción de sus carreras en ámbitos distintos a los tradicionales 
(por ejemplo vía el “transfuguismo”) por lo que sería de esperar carreras 
legislativas más autónomas, afi anzadas e independientes. Con la reforma 
del 2014 es posible que este escenario de independencia sea aún mayor; 
sin embargo, se debe considerar que una de las limitantes para que los 
representantes sean reelectos es que sean postulados por el mismo partido, 
situación que podría reducir el transfuguismo y reforzar el papel de las 
dirigencias políticas en la postulación del mismo candidato.

Históricamente, como se observa en el récord registrado por la gráfi ca 
dos el porcentaje de experiencia legislativa federal acumulada, fundamen-
talmente de los diputados, no dista de los datos registrados por Emma 
Campos en su momento. En 1997 el ⒕  4% de los integrantes de la cámara 
baja reportó tener alguna experiencia como legislador federal. En el año 
2000 el porcentaje de legisladores con experiencia aumentó ligeramente 
un punto porcentual (⒖  8); para el 2003 la tendencia es a la baja (⒓  4), 
el aumento es considerable en la siguiente legislatura (22) y se reduce en 
la LXI legislatura (2009-2012) a 17%, como se observa en la gráfi ca ni 
los gobiernos unifi cados, ni los gobiernos divididos han tenido efecto en 
la reincidencia de los legisladores a ocupar cargos legislativos, ésta se ha 
mantenido estable con respecto a los gobiernos unifi cados priístas, lo que 
supone que el diseño de la no reelección y el férreo control de los partidos 
en la selección de candidatos son un fuerte inhibidor de la carrera legis-
lativa. En promedio la diferencia entre los representantes reincidentes o 
con experiencia acumulada es del 65%, donde el 2006 se registra como el 
inicio de una legislatura con el menor número de legisladores amateurs 
(56%), en contraste, 2003 es el año legislativo con el porcentaje más alto 
de asambleístas carentes de experiencia legislativa (76%).
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Gráfi ca 3.  Diputados con y sin experiencia legisla  va en México (1979-2009)
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Fuente: Elaboración propia con base en Campos (2003), Quién es quién en el 
Congreso. LVII y LVIII legislatura 1997-2003. Instituto de Estudios de la Transición 
Democrática. Directorio de la Cámara de Diputados y de Senadores en línea, 2003-
2006.

Respecto a la magnitud de la variabilidad de la experiencia de los representan-
tes se debe destacar que no hay una constante ascendente o descendente de 
experiencia; conforme al índice de experiencia legislativa ésta aumentó en 22 
por ciento, como su máximo, en diferentes periodos, en 1985 y 2006, luego 
en 1988 el incremento se dio en 175 respecto a la experiencia registrada en 
1979, sin embargo, el índice registra el reducido interés de los legisladores por 
continuar una carrera legislativa. Sus ambiciones los llevan a seguir una línea 
ascendente en el momento de escalar en los cargos de elección popular.

Cuadro 4. Índice de experiencia legisla  va Federal

Año Con experiencia Sin experiencia
1979 1 1
1982 0.78 1.05
1985 1.22 0.95
1988 1.17 0.96
1991 0.94 1.01
1994 1.00 1.00
1997 0.78 1.05
2000 0.89 1.02
2003 0.67 1.07
2006 1.22 0.95
|2009 0.94 1.01

Fuente: Elaboración propia con base en Campos 
(2003), Sistema de Información Legislativa (SIL),  Ser-
vicio de Información para la estadística parlamentaria
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A pesar de que los números muestran una tendencia establecida respecto a la 
carrera legislativa de los diputados federales, es interesante hacer notar que el 
estudio de campo elaborado para este documento también registró la expe-
riencia adquirida como legisladores locales, los resultados al respecto fueron 
reveladores. Para empezar, el porcentaje es considerablemente mayor respecto 
a la experiencia federal, y en segundo lugar, la tendencia de quienes poseen 
este tipo de experiencia es más claramente ascendente. En el cuadro 5 donde 
se registra el índice de experiencia local se observa que poco más del 35% de 
los legisladores federales en México registra alguna experiencia previa como 
representantes en los congresos locales, esta tendencia se ha incrementado 
porque como lo muestra el cuadro, el Congreso ha incrementado su volumen 
de legisladores con esta característica. A diferencia de la experiencia federal, la 
local sí mantiene una tendencia ascendente, de tal manera que ésta aumentó en 
25% respecto a la LVII legislatura. Lo que signifi ca que la experiencia como 
representante más que como legislador es más importante para la postulación 
de los partidos, que la experiencia legislativa federal. Esto confi rma la aseve-
ración anterior, los legisladores mexicanos mantienen sus vínculos locales en 
función de una carrera ascendente por otros cargos de elección popular antes 
que una carrera legislativa local o federal.

Cuadro 5. Índice de Experiencia legisla  va local previa a la asignación del cargo

Experiencia
Legislatura LVII 
(1997-2000)

Legislatura LVIII 
(2000-2003)

Legislatura LIX 
(2003-2006)

Legislatura LX 
(2006-2009)

Legislatura LXI 
(2009-2012)

# IEL # IEL # IEL # IEL # IEL
Sin
experiencia 334 100 351 105.08 304 91.01 322 96.40 304 91.01

Con
experiencia 155 100 149 96.12 195 125.80 175 112.90 193 124.51

Fuente: Elaboración propia con base en Quién es quién en el Congreso. LVII y LVIII legislatura 1997-
2003. Instituto de Estudios de la Transición Democrática. Directorio de la Cámara de Diputados en 
Línea, 2003-2006, 2006-2009.

Una posible explicación respecto al fenómeno es que desde la forma-
ción del gobierno dividido en México (1997), los partidos reformaron sus 
normas de postulación al privilegiar el liderazgo local (PAN), el liderazgo 
y control de los grupos de interés (PRI) y el arrastre social de los repre-
sentantes (PRD). 

Esta situación novedosa ha producido transformaciones en el interés 
de los partidos por postular e integrar cámaras de legisladores experimen-
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tados, como ocurre en el caso de la Cámara alta, -quienes en comparación 
con los diputados- son los que más experiencia acumulada poseen:

Cuadro 6. Experiencia legisla  va Federal por periodos

Periodos* Cámara de Diputados Cámara de Senadores
Legislaturas LVIII LIX LVIII-LIX**
1 periodo
2 periodos
3 periodos
4 periodos

66         13.2
30           6
8           1.6
3             .6

25             15
10               2
6               1.2
2                 .4

41         30.1
21         15.4
8           5.9
4           2.9

* Periodos se refi ere al número de ocasiones en las que un legislador 
federal lo fue con anterioridad.
**  A partir del año 2000, la Cámara de Senadores se renueva cada seis 
años, sin embargo, divide el trabajo legislativo en trienios similares 
a los de la Cámara de Diputados, por lo que los integrantes de la 
LVIII y LIX legislatura, son los mismos en la Cámara de Senadores. No 
obstante, se debe advertir que 19 senadores fueron sustituidos por sus 
suplentes en este periodo cuando decidieron postularse a otros cargos 
de elección popular u ocuparon puestos en la administración pública.  
Fuente: Elaboración propia con base en Quién es quién en el Congreso. 
LVII y LVIII legislatura 1997-2003. Instituto de Estudios de la Transición 
Democrática. Directorio de la Cámara de Diputados y de Senadores 
en Línea, 2003-2006.

En el cuadro 6 se puede constatar que la magnitud de los diputados que 
reportan niveles de experiencia es menor a la registrada por los senadores 
ya que la mayoría de los diputados federales reincidentes lo ha sido solo por 
una vez, en contraste, el porcentaje de senadores dobla a los legisladores 
de la cámara baja en relación con la experiencia acumulada, lo que indica 
que el cargo de senador es un puesto cercano a la jerarquía organizacional 
y cuya carrera legislativa, no necesariamente proviene del ascenso local. 

Por ejemplo, el número de legisladores con experiencia previa en asam-
bleas locales y/o en cabeceras municipales es mayor entre los diputados, 
lo que indica que las fuentes de postulación de los partidos respecto a la 
cámara baja son los liderazgos locales vinculados a los puestos de represen-
tación y lucha social. Por su parte, los senadores refl ejan una carrera más 
estática, vinculada a la dirección partidista como se muestra en el cuadro ⒍ 

Identifi car el grado de experiencia acumulado entre los legisladores es 
interesante, sobre todo cuando se relaciona con el número de representan-
tes que ocupan algún cargo de dirección en la organización interna de la 
cámara, como integrantes de la mesa directiva, de las presidencias de las 
diversas comisiones y comités en los que se organiza el trabajo legislativo. 

En coǌ unto se puede decir que el perfi l de los legisladores con cargos 
en el Congreso verifi ca el peso que éstos tienen en la toma de decisiones 
y por tanto, se ostentan como representantes de la dirigencia nacional. 
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En términos generales, los que ocuparon estos puestos fueron postulados 
como candidatos plurinominales, esto es, eran candidatos de la dirigen-
cia nacional, fundamentalmente porque el 90% de éstos dominaron los 
diez primeros lugares de las listas, al mismo tiempo pertenecían a la elite 
nacional. Por ejemplo, se observó que todos los líderes parlamentarios 
ocupaban un cargo de dirección en los comités ejecutivos nacionales de 
sus partidos.

Cuadro 7. Relación de legisladores con experiencia legisla  va y
cargos de dirección en el Congreso

Total de Diputa-
dos LVIII
(2000-2003)

Experiencia 
con cargos

Total Diputados
LIX
(2003-2006)

Experiencia 
con cargos

Total
Senadores
(2000-2006)

Experiencia 
con cargos

Con experiencia
37      34.57

Con experiencia
27      29.03

Con experiencia
30       40.5

107 93 74

Sin experiencia
67      17.04

Sin experiencia
81       19.9

Sin experiencia
22       42.3

393 407 52

Fuente: Elaboración propia con base en Quién es quién en el Congreso. LVII y LVIII legislatura 
1997-2003. Instituto de Estudios de la Transición Democrática. Directorio de la Cámara de 
Diputados y de Senadores en Línea, 2003-2006.

De acuerdo con el cuadro 5, la afi rmación de: a mayor experiencia, es más 
probable la asignación de puestos de dirección, ésta no se cumple, ya que 
del total de diputados que reporta periodos de experiencia previa durante 
el periodo 2000-2006 solo 34% y 30% de los mismos ocupan cargos de 
dirección en la cámara baja, mientras que en la cámara alta, se aprovecha 
mejor la experiencia de los representantes territoriales, los datos arrojaron 
que el 40% de los senadores con experiencia previa obtuvo algún cargo de 
dirección al interior de la organización. Por años de experiencia acumu-
lada, la mayor asignación la reciben los senadores que reportaron más de 
dos periodos acumulados.

La falta de experiencia legislativa de parte de los representantes fe-
derales es un tema que debería preocupar a los partidos políticos, sobre 
todo porque son ellos los más interesados en observar la carrera política 
de sus postulantes y preferir a aquéllos con experiencia legislativa antes 
que candidatos sin experiencia. (Córdova, 2000), sin embargo, tal parece que 
las preferencias de los partidos en México están más relacionadas con el 
arrastre electoral, la militancia y sus antecedentes como funcionario públi-
co de los candidatos antes que la carrera legislativa de sus postulados. Esta 
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situación se refl eja en los requisitos establecidos por las reglas internas de 
los partidos para elegir a sus candidatos. 

En suma, se puede afi rmar que, si bien la mayoría de los legisladores 
mexicanos son políticos profesionales, no todos ejercen una carrera legis-
lativa que profesionalice la actividad parlamentaria. La expectativa es que, 
con la integración de la reelección consecutiva de los cargos de representa-
ción parlamentaria y presidentes municipales, en la reforma constitucional 
de 2014, se favorezca la institucionalización, profesionalización y rendición 
de cuentas de los representantes mexicanos. Sólo falta observar los años 
por venir para identifi car las ambiciones de los congresistas; si éstas con-
tinúan siendo ascendentes a pesar de la permisibilidad de la ley para con la 
reelección o el incentivo de ésta, ofr ece la oportunidad de carreras estables 
que coadyuven a la formación de un sistema político consolidado.

Conclusiones
La experiencia mexicana respecto a la institucionalización de su poder 
legislativo se vislumbra como un proceso largo, pero en constante cambio, 
no siempre continuo y constante, dado que éste ha ido de la mano del 
proceso de transición democrática caracterizado por ser un proceso polí-
tico-electoral, cuyos cambios han dependido en gran medida del dominio 
partidista. Como se pudo constatar al descomprimir el sistema autoritario, 
éste no dejó de ser un jugador importante en el proceso de transformación, 
situación que permitió la construcción lenta de reformas de corto alcan-
ce, lo que le dio la posibilidad al Partido Revolucionario Institucional de 
controlar la conversión hasta las elecciones de 2018 cuando la derrota del 
PRI fue contundente. Del lado contrario, la oposición no ha sido lo sufi -
cientemente atrayente para el electorado. El ascenso de la derecha lejos de 
consolidar el proceso democrático, tuvo muchos problemas para controlar 
la agenda de transición lo que terminó fr agmentándolos. La izquierda por 
su parte, se contrajo ante sus problemas de división interna por el control 
del partido y la lucha entre la institucionalización del PRD o la confi gu-
ración de un liderazgo que eclipsó el desarrollo del partido. Este contexto 
produjo cambios variados en los distintos elementos de la institucionaliza-
ción, si bien la autonomía incrementa su posición, ésta no supuso cambios 
en el sistema presidencial, sino en la composición del congreso, situación 
que originó inestabilidad en los cambios. Las estructuras normativas e 
institucionales fueron las mejor dotadas en el proceso de transformación, 
salvo en el ámbito presupuestal por la falta de transparencia en algunos 
espacios fi nancieros. La profesionalización política y administrativa de los 
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legisladores mejoró los procesos de la función pública del Congreso, sin 
embargo, estos progresos fueron limitados a la discrecionalidad de los 
legisladores para la selección del personal del Congreso. 

Por lo que toca al control ciudadano y su participación, no obstante 
que la reforma electoral de 2014 incluyó la iniciativa popular como un 
mecanismo de participación ciudadana, dicha iniciativa requiere del fi ltro 
partidista para hacer posible la concreción de propuestas provenientes de la 
ciudadanía. Finalmente, el control ciudadano mediante la transparencia no 
fue del todo exitoso porque, si bien es cierto que se mejoraron los servi-
cios para el trabajo legislativo, la información aún es insufi ciente en lo que 
corresponde al manejo de recursos públicos de parte de los legisladores.
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EJECUTIVO Y LEGISLATIVO:
DEL MULTIPARTIDISMO AL
PREDOMINIO DE MORENA

Ricardo Espinoza Toledo1

Yolanda Meyenberg Leycegui2

Introducción
En diciembre de 2012 el presidente entrante, Enrique Peña Nieto, logró 
que la mayoría de los partidos en el Congreso suscribieran una serie de 
reformas que, en su coǌ unto, constituían la reforma del Estado que sus 
antecesores habían propuesto sin éxito. El Pacto por México derivaría en la 
aprobación de siete reformas profundas que cambiarían la manera en que 
se concebía el interés público y el mandato que legitimaba la concentración 
del poder en la fi gura presidencial.

El Pacto signifi có, al menos en el inicio del sexenio, una importante 
transformación en la relación que el Ejecutivo y el Legislativo venían sos-
teniendo desde 1997, año en el que se constituyó el primer Congreso sin 
mayoría en el país. Entre 1997 y 2012 el Legislativo fue logrando cada vez 
mayor autonomía con respecto al Ejecutivo y, en este contexto de plura-
lismo político, los presidentes de la alternancia surgidos del PAN tuvieron 
que establecer nuevos mecanismos de interlocución y de negociación con 
los legisladores. 

El diseño del régimen presidencial mexicano tenía como objetivo for-
talecer y proteger al presidente, porque se consideraba que él era el vehícu-
lo para mejorar las condiciones sociales del país. A la fi gura presidencial se 
la dotó de una legitimidad propia y de unas atribuciones que la liberaban 
de la supervisión del Congreso en áreas prioritarias de gestión pública. Su 
capacidad de decisión involucraba cuestiones tan determinantes como la 
asignación de concesiones y la intervención en el manejo de las telecomu-
nicaciones en el país, la defi nición de la política energética y el manejo de 

1  Investigador Titular “C” de Tiempo Completo sobre Procesos Políticos en la 
Universidad Autónoma Metropolinata, campus Iztapalapa. Doctor en Ciencia Política 
por la Universidad de París I. 
2  Investigadora de Tiempo Completo, Titular “C” Defi nitiva en el Instituto de 
Investigaciones Sociales de la Universidad Nacional Autónoma de México. Doctora 
en Ciencias Sociales por el Colegio de México. Maestra en Polítca Comparada por la 
London School of Economics and Political Science.
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las directrices de la política laboral. La omnipotencia presidencial no sig-
nifi caba un fi n en sí mismo, era considerada como una condición necesaria 
para el desarrollo nacional.       

En el modelo presidencial norteamericano, en el que se inspira el 
mexicano, el Congreso es un importante contrapeso a la capacidad de ma-
niobra del presidente, básicamente en dos aspectos: en la aprobación de 
leyes que le permitan convertir en políticas el proyecto que le presentó a 
los electores durante la campaña y en su potestad para supervisar las accio-
nes del presidente y llamarlo a rendir cuentas. En el caso mexicano, desde 
1946, año en el que nace el Partido Revolucionario Institucional, y hasta 
1997 el Congreso estaba controlado por este partido, que era el motor del 
sistema y la garantía de que el poder presidencial se ejercería sin control ni 
supervisión parlamentaria. 

El pluralismo moderado de los años noventa tuvo acomodo en el Con-
greso, que empezó a funcionar con una lógica propia y con una indepen-
dencia relativa de la voluntad presidencial. Este cambio no tuvo el mismo 
impacto en la manera en que el Ejecutivo concebía sus responsabilidades, 
ya que los presidentes se dedicaron a presentar reformas y a impulsar las 
políticas públicas distintivas de cada sexenio sin establecer un canal de 
interlocución que les permitiera escuchar a los legisladores. En el 2000, el 
fortalecimiento del pluralismo y la alternancia en la presidencia, llevaron 
a los presidentes a reconsiderar su capacidad de maniobra con respecto al 
Legislativo, factor que ha ocasionado que las relaciones sean tensas, como 
por ejemplo durante el gobierno de Vicente Fox. Y, aunque hasta 2012 
los legisladores tuvieron una posición de menor subordinación hacia el 
Ejecutivo, los presidentes no han sabido comprender la utilidad que la 
defi nición de pesos y contrapesos entre ambos poderes puede signifi car 
para la consolidación de la democracia.

En la LXII legislatura se observó, sin embargo, un retroceso que obe-
decía a la restauración del control presidencial sobre lo que se decidía en 
el Congreso. Formado en la línea más dura del Partido Revolucionario 
Institucional, Peña Nieto concebía a la política como la centralización del 
poder en manos del mandatario. Así había ejercido su autoridad como go-
bernador en el Estado de México y así pensaba hacerlo durante su paso por 
la presidencia. El recurso de la centralización como el medio privilegiado 
para hacer pasar sus iniciativas y para gobernar, sustituyó al mecanismo de 
construcción de consensos que, expresado de formas muy variadas, se ha-
bía ido practicando durante casi 20 años, tanto en la relación entre poderes 
como en la dinámica interna del Congreso.
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Pese a que su partido no contaba con una mayoría contundente en las 
cámaras, muchas de las reformas impulsadas a través del Pacto por México 
fueron aprobadas en los dos años que siguieron a su fi rma. En febrero de 
2013 se aprobó la reforma educativa, en junio de ese mismo año la reforma 
en telecomunicaciones y en agosto la reforma energética, y en enero de 
2014 la reforma fi nanciera. La percepción de la fortaleza de un presidente, 
que había llegado al poder con 38 por ciento de los votos, aunada a su 
capacidad de negociación con las cúpulas de las tres principales tenden-
cias políticas, permitieron que Peña Nieto consiguiera no sólo reformar 
la Constitución en cuestiones políticas que habían sido muy sensibles en la 
historia política del país, como a la potestad de explotación de los recursos 
petroleros, sino que las dos fuerzas que por tradición habían sido antagó-
nicas al partido hegemónico consintieran en emprender esta importante 
transformación.

Además de los factores que ya mencionamos, existen otras dos razones 
que contribuyen al funcionamiento del presidencialismo: la disciplina de 
partidos y la ausencia de polarización ideológica entre las fuerzas políti-
cas. (Mainwaring y Shugart, 1997). La moderación ideológica favorece la 
negociación entre los grupos parlamentarios y la disciplina asegura que 
los compromisos sean adoptados por la mayoría de sus integrantes. Sin 
embargo, ambos son códigos, de orden político, carecen de sustento ins-
titucional que implique compromisos permanentes, y en esto radica su 
fr agilidad.

En los congresos sin mayorías, las negociaciones entre poderes se han 
dado a través de coaliciones legislativas que permiten que sean aprobadas 
las iniciativas que presenta el Ejecutivo, sin embargo, éstas no constituyen 
coaliciones en las que se comparte el gobierno con otros partidos, sólo 
acuerdos al interior de las cámaras en torno a la aprobación de las leyes 
(Strom, 1990; Chasquetti, 2003). Esto ha hecho posible que los gobiernos 
minoritarios puedan tener un margen de acción gracias al apoyo legislativo 
(Jones, 1997). 

Coincidimos con Haggard y McCubbins (2001) cuando señalan que 
los diferentes arreglos institucionales tienen efectos sistemáticos en la for-
ma en que se defi nen y se instrumentan las políticas públicas. A partir 
de esto, haremos una refl exión sobre las relaciones entre el Ejecutivo y el 
Legislativo a raíz de la constitución de los Congresos sin mayoría parla-
mentaria, con énfasis en las Legislaturas LXII y LXIII, para explicar cómo 
esta situación ha incidido en la capacidad del presidente para materializar 
su programa de gobierno, en un primer momento, y en el detrimento del 
apoyo ciudadano, en la segunda parte de su sexenio. 
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El Pacto por México y la relación Ejecu  vo-Legisla  vo
Existe una gran variedad de acuerdos institucionales que sirven para lograr 
la cooperación y evitar el confl icto sobre el uso de los recursos públicos. La 
acción colectiva y los acuerdos con organizaciones sociales pueden proveer 
un marco útil para el acceso a los recursos públicos, evitando su sobre-
explotación y promoviendo la rendición de cuentas (Ostrom, 2005). Los 
gobiernos representativos y transparentes constituyen un pivote central 
del desarrollo social y son una precondición de la estabilidad social. El 
reconocimiento y la aceptación colectiva son componentes esenciales de 
gobiernos democráticos y ambos se logran asegurando la participación 
directa o indirecta de los representantes en el Congreso y de las organiza-
ciones de la sociedad en las decisiones sobre políticas públicas y reformas 
a la ley (Espinoza, 2018b).

En el espíritu del Pacto por México estaba la convicción de hacer efec-
tivos los derechos sociales que reconoce la Constitución en un país mar-
cado por la desigualdad y la falta de equidad. Esto fue razón sufi ciente 
para lograr un acuerdo entre fuerzas políticas divergentes que se habían 
mantenido enfr entadas durante los gobiernos de alternancia, encabezados 
por el PAN entre los años 2000 y 20⒓   El acuerdo entre las tres fuerzas 
políticas más importantes y el presidente se presentaba también como la 
expresión de una nueva forma de gobernabilidad, incluyente y pluralista.

El PRI recuperó la presidencia después de doce años de alternancia, y 
para entonces se habían construido nuevos equilibrios de fuerza, gracias a 
la evolución y fortalecimiento de dos partidos opositores: PAN y PRD, y 
del tránsito de un multipartidismo ideológico a un multipartidismo prag-
mático derivado de la dinámica de acuerdos que se desarrolló en el Con-
greso durante ese lapso. 

El Pacto fue un mecanismo poderoso para superar los confl ictos que 
se fueron presentando en la relación entre el Ejecutivo y el Legislativo 
durante los gobiernos de Acción Nacional. En su primer mensaje a la Na-
ción, Enrique Peña Nieto, hizo una crítica a los mandatarios que sucedía 
en el cargo: “Los mexicanos demandan un presidente que asuma su res-
ponsabilidad con la República y que cumpla a cabalidad con sus deberes. 
[…] Y aseguró: Trabajaré por un Gobierno efi caz […]” (Peña Nieto, 1 de 
diciembre de 2012).

La efi cacia de gobierno exigía la constitución de nuevos acuerdos que 
le permitieran al presidente mantener al PAN y al PRD como aliados en 
el Congreso. El Pacto, que en su momento fue la expresión de la plurali-
dad política del país, se convirtió en el punto de partida para procesar los 
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acuerdos que derivaron en reformas sustantivas a la Constitución y a las 
leyes en ámbitos políticos que siempre fueron considerados complicados 
y cuya discusión se fue postergando por décadas. Las reformas sentaron 
las bases jurídicas para modifi car la política educativa y la relación entre el 
Estado y el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE); 
establecieron los nuevos principios de competencia en las telecomunica-
ciones y en las inversiones en telecomunicación y abrieron las puertas a la 
inversión privada en ámbitos antes reservados al Estado, como el petróleo 
y la electricidad. 

Estas nuevas disposiciones transformaron la tradición constitucional 
mexicana que veía al Estado como representante de la Nación en el manejo 
de los recursos estratégicos y lo situaban como el garante de la utilidad 
pública por encima de los propietarios privados. 

La presidencia de Enrique Peña Nieto y el control del Congreso
A partir del triunfo de Acción Nacional en el 2000, el concurso de las 
oposiciones se convirtió en condición necesaria del ejercicio y desempeño 
del gobierno presidencial. El enfr entamiento abierto ocupó el lugar de la 
anterior relación de coordinación entre presidente y PRI, y forzó a nuevas 
formas de comunicación del Poder Ejecutivo con el Congreso como un 
interlocutor relevante. En los congresos sin mayoría se observó una ten-
sión entre los propósitos de ambos poderes que hizo que la negociación se 
empezara a abrir camino como nuevo método de interacción entre poderes 
del Estado, además de esto, la agenda del Congreso adquirió un lugar 
propio en el trabajo legislativo. 

Cox y Mc Cubbins (2001) afi rman que la separación entre poderes y 
propósitos en la relación del Ejecutivo y Legislativo incide en la manera 
en que se defi nen los trueques en relación con los resultados de las po-
líticas públicas. Por ejemplo, el trueque que se da entre la decisividad o 
la capacidad de tomar de decisiones y la resolutividad o la capacidad de 
comprometerse con las decisiones de política que se han tomado. El éxito 
de la agenda legislativa del presidente depende en gran medida de que, en 
el entorno legislativo, sus iniciativas de políticas no enfr enten obstáculos: 
que el Congreso le sea hostil o que los partidos de oposición sean fuertes 
y que tengan altos niveles cohesión partidista (Cummings, 2010). Los dos 
presidentes de la alternancia los enfr entaron. Vicente Fox ganó la presi-
dencia con 45 por ciento de los votos, sin embargo, su partido no obtuvo 
mayoría en ninguna de las cámaras. Pese a este hecho, el presidente consi-
deraba que la misión de cambio que le habían otorgado los ciudadanos en 
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las urnas estaba por encima de los intereses de los partidos de oposición 
representados en el Congreso. Los legisladores no compartían esta opi-
nión y esto derivó en una disputa de intereses y en el enfr entamiento de 
ambos poderes. En su discurso de toma de protesta el presidente incluyó 
una fr ase que marcaba la manera en la que concebía su relación con el 
Legislativo: “el presidente propone y el Congreso dispone” (Fox, 2000). 
La realidad fue distinta, y el mandatario señalaría después la intención del 
Congreso de obstruir las iniciativas que representaban los ejes rectores 
del cambio: las reformas energética, laboral y fi scal. El enfr entamiento lle-
gó a tal dimensión que Fox decidió entregar el escrito de su Sexto informe 
sin comparecer en el Congreso, lo que rompía una importante tradición 
adoptada durante la larga estancia del PRI en el poder.    

Felipe Calderón llegó a la presidencia en el 2006, después de unas elec-
ciones cuestionadas en las que ganó con menos de un punto porcentual 
del voto. Este fue un primer factor de su desventaja fr ente al Congreso, 
pero no el único: el mandatario no tuvo durante su sexenio una relación 
cordial con su partido, por lo que el PAN no actuó siempre como su in-
termediario en las cámaras; otro factor importante fue su enfr entamiento 
con el PRD, partido que le señalaba por haber llegado al poder a partir de 
un fr aude en su contra. 

El presidente optó por buscar una alianza con la otra fuerza de oposi-
ción, el PRI, partido que tuvo el control de la agenda legislativa durante 
ese sexenio. Calderón pretendió, a la mitad de su período de gobierno, 
promover las reformas que podrían darle una mejor posición fr ente al 
Congreso; las iniciativas para una nueva reforma política, que presentó al Se-
nado el 15 de diciembre de 2009, buscaban ampliar su margen de acción 
en las cámaras. Ese era el objetivo de sus propuestas de iniciativa prefe-
rente, del reconocimiento de candidaturas independientes, de la adopción 
de una segunda vuelta en elección presidencial y de suprimir el principio de 
representación proporcional para los representantes del poder Legislativo. 
Las reformas no fueron aprobadas.

Peña Nieto restituyó, al menos en el comienzo de su gestión, el con-
trol político centralizado del Congreso. El Pacto marcó el inicio de una 
dinámica de colaboración entre PRI, PAN y PRD que fue interpretada 
como “el momento de México”, término que se usó para indicar que todas 
las reformas e iniciativas que se estaban promoviendo iban enfocadas a 
hacer del país una nación competitiva, próspera y justa. La alianza entre 
el PRI y el PAN no era una práctica nueva. En la década de los ochen-
ta, bajo el término concertacesión, ambos partidos habían establecido un 
buen número de pactos legislativos que permitieron consolidar un modelo 
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neoliberal durante el sexenio de Carlos Salinas de Gortari. En el caso del 
PRD, en cambio, la alianza con el PRI era un cambio incongruente con la 
defensa de los principios de izquierda que signifi caban su razón de ser. Su 
coparticipación en el Pacto con el PAN mostraba, además, un pragmatis-
mo político que contrastaba con la vehemencia con la que había señalado 
a este partido como el enemigo de la democracia. 

El control del presidente se tradujo en una LXII Legislatura produc-
tiva, pero con poca incidencia de los congresistas en la defi nición de los 
procesos decisorios y en el fomento de su capacidad legislativa. Los le-
gisladores no fueron los autores de las iniciativas y, en general, no las 
cuestionaron ni modifi caron de fondo sus contenidos, y cuando inten-
taron hacerlo no se les tomó en consideración. Por ejemplo, no fueron 
contempladas las críticas del PAN a la reforma fi scal ni las del PRD a la 
reforma energética, así como tampoco las objeciones de los perredistas a 
la reforma educativa o las de panistas y perredistas a la reforma electoral. 
Sin embargo, todas esas reformas fueron respaldadas por la mayoría de los 
integrantes de sus fr acciones parlamentarias. 

La capacidad legisla  va en la LXII Legislatura
Blondel (2006) ha propuesto algunos criterios para medir el poder efectivo 
de las legislaturas en los procesos de defi nición de políticas, como la capa-
cidad legislativa. La capacidad de los legisladores -apunta el autor- radica 
en su potestad para rechazar o modifi car las propuestas del gobierno, lo 
que implica no sólo un recuento numérico de leyes aprobadas o de inicia-
tivas presentadas, sino que pone el acento en el trabajo en Comisiones para 
determinar el margen de intervención de los legisladores en las iniciativas 
presentadas por el Ejecutivo. Si partimos de esta defi nición podemos afi r-
mar que durante su primer año en funciones los integrantes de la LXII 
legislatura mostraron poca capacidad legislativa ya que, pese a que 61 de 
los 95 compromisos suscritos en el Pacto por México eran competencia 
del Congreso, éste tuvo poca incidencia efectiva en las decisiones que se 
tomaron en torno a las reformas (Espinoza, 2018).

Durante el primer año de trabajo de esta legislatura se presentaron 
y aprobaron reformas que modifi caban aspectos fundamentales de la es-
tructura del Estado mexicano, en especial las de carácter constitucional, y 
durante este proceso la intervención de la mayoría de los integrantes de las 
cámaras se limitó a aprobar lo que habían resuelto las cúpulas de las fr ac-
ciones parlamentarias en sus acuerdos con el gobierno a través del Conse-
jo Rector del Pacto, un mecanismo de negociación externo al Congreso. 
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Quizá la excepción a este patrón fue la reforma en telecomunicaciones en 
donde sí se registraron importantes modifi caciones a la iniciativa presen-
tada por el Ejecutivo. 

Otra de las razones que podrían explicar el control del presidente sobre 
el Congreso durante este periodo es el vínculo existente entre el dinero y el 
desempeño legislativo. En 2012 los legisladores recibieron una compen-
sación monetaria extraordinaria, presupuestada como partida especial en 
apoyo a su gestión, y a lo largo de esta legislatura se les otorgaron otras 
compensaciones para sensibilizarlos en la aprobación de iniciativas de ley 
de interés del Ejecutivo o del PRI (Reveles, 2016). Los recursos públicos 
entregados por concepto de subvenciones a los grupos parlamentarios en 
ese lapso aumentaron un 40%, al pasar de 335 millones a más de 468 mi-
llones de pesos anuales (Zamitiz, 2016).

El Pacto despertó la expectativa de un presidente que sabía gobernar 
en pluralismo. Este acuerdo se presentaba como la recreación de la plura-
lidad y la diversidad nacional y la oportunidad de hacer política de forma 
diferente a la que había venido operando desde la alternancia del año 2000, 
además de como un medio para afi anzar la democracia y hacer efectivos 
los derechos sociales de la mayoría de los mexicanos. No obstante, la ex-
clusión, tanto de la gran mayoría de los legisladores, como de los actores 
que se verían afectados por las nuevas leyes y de las organizaciones de la 
sociedad expertas en los temas de las reformas, desataron importantes 
reacciones en contra de éstas. Un ejemplo de ello es el caso de la reforma 
educativa, que se publicó en el Diario Ofi cial de la Federación (DOF) el 26 
de febrero de 2013 y para la que se instalaron sólo seis meses después los 
foros de consulta a fi n de conocer la opinión de los maestros (Espinoza, 
2015).  

El Pacto no consiguió cumplir con su propósito de origen, que era el 
de erigirse como el gran acuerdo social en torno a los objetivos de fortale-
cer al Estado, democratizar la economía y la política, además de fomentar 
el cumplimiento de los derechos sociales, e incorporar a los ciudadanos 
como actores fundamentales en el diseño, la ejecución y la evaluación 
de las políticas públicas. La razón radica en la existencia de un desfase 
entre los objetivos y la manera en que se hicieron las negociaciones y se 
aprobaron las reformas. En este proceso se omitió que el consenso entre 
élites políticas es condición necesaria pero no sufi ciente para lograr acuer-
dos.  Las reglas institucionales están asociadas a las relaciones políticas 
(Della, 2001) y a otros condicionamientos culturales y sociales, contrario 
a la creencia de que es sufi ciente con aprobar una ley o reforma para darle 
realidad práctica y vigencia. Cuando lo que está en juego son los bienes 
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colectivos y el manejo de los recursos públicos, el cambio institucional 
requiere procedimientos abiertos e incluyentes. 

Ejecu  vo-Legisla  vo y los actores sociales  
Una institución no se reduce a un coǌ unto de las reglas que la constitu-
yen, para ser efectivas, deben también ser reconocidas y aceptadas colec-
tivamente. Los marcos institucionales ofr ecen estructuras que reducen la 
incertidumbre, las instituciones se organizan mediante reglas, pero tam-
bién por medio de estrategias compartidas por las fuerzas políticas y las 
organizaciones sociales. Las reglas se cumplen o se adoptan en virtud del 
reconocimiento y de la aceptación colectivos (Searle, 2005).En democracia 
las decisiones tienen que contar con el respaldo de los actores que se van a 
ver afectados por los cambios en las políticas públicas; de lo contrario, es 
probable que haya reacciones adversas a lo que se decide en el Congreso. 
Las reacciones en torno a las reformas mostraron que el cambio institu-
cional depende más de la manera en que se procesan las decisiones que, 
incluso, de la decisión misma. Otro de los factores que puede incidir en 
una recepción negativa de las reformas es que, por su fr ecuencia y exten-
sión, los cambios a la Constitución y a las leyes derivadas podían dejar de 
ofr ecer certezas a los actores políticos y a la sociedad, cuestión que se acen-
tuó aún más porque las reformas no se acompañaron siempre de políticas 
institucionales que garantizaran su aplicación. 

La participación social no puede limitarse a solicitar apoyo a los acuer-
dos entre el Ejecutivo y el Legislativo a partir de la promoción de espacios 
de intercambio, sino que tiene que incorporar a los actores sociales en la 
concepción y defi nición de iniciativas de ley y de las políticas públicas. 
Nos referimos a una forma de concebir la política en la que se involucra 
y se compromete a la ciudadanía en una relación que permite confi ar las 
libertades y los derechos de los ciudadanos, no sólo a la actuación de los 
profesionales de la política, sino a la virtud cívica de los propios ciudada-
nos (Ortíz de Zárate, 2010). En la práctica, en México, el presidente y los 
legisladores han fr enado la inclusión de las organizaciones sociales y de la 
ciudadanía en la concepción y diseño de las leyes y de las políticas públi-
cas, así como en la evaluación de su desempeño. Esto es posible porque 
todavía existen resquicios legales que les permiten mantener umbrales de 
opacidad que pueden ser usados por los políticos para evitar el escrutinio 
de la sociedad (Peschard, 2016).
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La relación Ejecu  vo-Legisla  vo en la LXIII Legislatura
Como hemos comentado, las elecciones intermedias para la renovación de 
la Cámara de Diputados pueden cambiar los términos de la relación entre 
poderes debido a que, por lo general, el partido en el gobierno ha obtenido 
un bajo porcentaje de votos y también a que esos comicios marcan el inicio 
de la sucesión presidencial. Si en la legislatura LXII el presidente había 
sido capaz de ejercer una gran infl uencia en la defi nición de la agenda 
legislativa y de establecer los términos del debate político, en la LXIII esa 
capacidad se diluyó. El cambio que se aprecia de una legislatura a otra es la 
disminución del control presidencial en el Congreso y una mayor capaci-
dad legislativa del coǌ unto de los integrantes de las cámaras. La situación 
del PRI en esta legislatura era diferente a la de la anterior ya que había per-
dido 38 curules, además de que el deterioro en la reputación del presidente 
le hizo un actor político menos relevante en las decisiones legislativas.  En 
términos del trabajo legislativo, se puede apreciar una intensidad menor 
en las iniciativas presentadas por el Ejecutivo en los tres últimos años de 
su mandato.  En el cuadro que sigue se hace una comparación de las ini-
ciativas presidenciales presentadas en las dos legislaturas correspondientes 
a su sexenio, la LXII y la LXIII.

Cuadro 1. Inicia  vas del Poder Ejecu  vo presentadas en la LXII Legislatura 
(sep  embre, 2012 - agosto, 2015)

Reformas
Constitucionales

Nuevas Leyes Modificación a
Leyes Secundarias

Decreto de 
Convenio

Salida del Ejército
al exterior

Total

Aprobado Pendiente Aprobado Pendiente Aprobado Pendiente Aprobado Pendiente Aprobado Pendiente

Primer 
año

0 1 2 1 2 1 1 0 6 0 14**

Segundo 
año

1 0 10 0 3 2 0 0 6 0 22

Tercer 
año

1 0 1* 0 2 0 0 0 7 0 11

Totales 2 1 13 1 7 3 1 0 19 0 47

* Iniciativa preferente (Tercer año)
** En el Primer año, el Ejecutivo presentó un Ofi cio que contiene la Estrategia Nacional de Energía, 
que fue aprobado.
Fuente: Instituto Belisario Domínguez del Senado de la República
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Cuadro 2. Inicia  vas del Poder Ejecu  vo presentadas en la LXIII Legislatura 
(sep  embre, 2016 - junio, 2018)

Reformas
Constitucionales

Nuevas Leyes Modificación a
Leyes Secundarias

Decreto de 
Convenio

Salida del Ejército
al exterior

Total

Aprobado Pendiente Aprobado Pendiente Aprobado Pendiente Aprobado Pendiente Aprobado Pendiente

Primer 
año

0 4 1 2 1 3 0 0 6 0 17

Segundo 
año

0 1 0 0 1* 0 0 0 12 0 14

Tercer 
año

0 0 1 0 0 1 0 0 5 0 7

Totales 0 5 2 2 2 4 0 0 23 0 38

* Iniciativa Preferente (Segundo año)
Fuente: Instituto Belisario Domínguez del Senado de la República.

Andrés Manuel López Obrador y
la integración del Congreso en 2018
En un escenario no visto desde las elecciones intermedias de 1997, la coali-
ción Juntos Haremos Historia, que ganó la presidencia de la República en las 
elecciones de 2018, obtuvo, asimismo, mayoría absoluta de legisladores tanto 
en la Cámara de Diputados como en la de Senadores. Esto rompe con la ten-
dencia de gobiernos sin mayoría en el Congreso que caracterizó a la transición 
democrática. 

Existen diversos factores que pueden explicar este resultado. Uno de los 
más relevantes es el de los saldos de los gobiernos de la transición y la alternan-
cia. Con Fox y Calderón el país pasó de la euforia al desencanto democrático, y 
con Peña Nieto, de la esperanza, gracias al Pacto por México, a una impopula-
ridad presidencial sin precedente. Enrique Peña Nieto inició su administración 
en 2012 con un acuerdo que parecía tener el potencial de cambiar el país, y 
las reformas que permitirían este cambio se aprobaron, pero no dieron los re-
sultados ofr ecidos. La corrupción, la inseguridad y la inestabilidad económica 
dañaron la reputación del mandatario. Otro factor, a tomarse en cuenta, fue 
la consolidación del liderazgo de Andrés Manuel López Obrador y la extraor-
dinaria fuerza social conquistada por Morena con solo tres años de presencia 
política. 

Sin excepción, los pronósticos sobre la intención del voto ciudadano lo 
confi rmaban. De acuerdo con la encuesta del periódico El Economista, de 
mayo de 2018, la coalición conformada por Morena, PT y PES, tendría la 
mayoría en ambas cámaras del Congreso de la Unión, al estar en un rango de 
entre 298 y 236 curules en la Cámara de Diputados y de entre 73 y 51 curules 
en el Senado de la República. La coalición Por México al Frente, conformada 
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por PAN, PRD y Movimiento Ciudadano, tendría un rango de entre 176 y 
120 diputados y de entre 50 y 28 senadores. Y la coalición Juntos por México, 
integrada por PRI, PVEM y Panal, estaría en un rango de entre 105 y 62 di-
putados y entre 40 y 18 senadores.

La encuesta elaborada por la Confederación Patronal de la República 
Mexicana (Coparmex), en junio de 2018, indicaba que el PRI obtendría 94 
diputados, equivalente a menos de la quinta parte del total de la Cámara. Esto 
signifi caba un fuerte retroceso para este partido que, en 2012 obtuvo 241 
diputados y en 2015 203 legisladores. Es decir, en seis años el PRI habría 
perdido 60 por ciento de sus legisladores en la Cámara de Diputados y en la 
Cámara de Senadores obtendría 22 escaños, fr ente a los 61 que ganó seis años 
antes, una caída de 64 por ciento.

El PAN lograría 125 diputados, cifr a que mayor a la de 2012, cuando ob-
tuvieron 114 diputados; en 2015 su número de curules fue 10⒏  En el Senado 
tendría 40 puestos, una situación similar a la de 2012 en la que obtuvo 3⒏  El 
PRD registra una caída de 81 por ciento, con 24 diputados, cuando en 2012 
habían ganado 135 curules y en el Senado mantendría sólo 2 de los 28 asientos 
que ganó el sexenio anterior.

A sólo tres años de participar por primera vez en una elección federal, la de 
2015, en la que obtuvo 35 diputados, Morena se perfi laba como primera fuerza 
en la cámara baja. La encuesta indicaba que ahora podría multiplicar seis veces 
su bancada con 191 curules y que sería la primera fuerza en el Senado.

Las tendencias dadas a conocer por el Instituto Nacional Electoral, la no-
che del primero de julio, confi rmadas tres días después, dieron el triunfo a 
López Obrador con 5⒊ 19 % de los votos, porcentaje sin precedente. El PRD 
quedó como un partido marginal; el PRI pasó de ser la primera fuerza nacio-
nal a ser la tercera; el PAN se situó en el segundo lugar, y Morena se convirtió 
en la primera fuerza política nacional. 

La coalición Juntos Haremos Historia (Morena, PT y PES) aseguró tam-
bién mayoría absoluta en ambas cámaras del Congreso, con 61% de Diputa-
dos y 54% de Senadores. López Obrador será así el primer presidente de la 
democracia mexicana que cuenta con esta ventaja. En este contexto, el nuevo 
mandatario gozará de un respaldo que les fue negado a los presidentes de la 
transición, una situación por la que lucharon con todos los medios a su al-
cance. El “fr eno” del que se quejaron sus antecesores se retira en favor de la 
transformación prometida por Morena y su candidato presidencial.
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El Congreso quedó integrado de la siguiente manera: 
De la Coalición Todos por México, el PRI, que tenía 204 diputados, contará 
con 43 en la nueva legislatura. Esto le ubica en quinto lugar después de More-
na, PAN, PT y PES. En la Cámara de Senadores conserva 13 de las 55 curules 
que obtuvo en 20⒖   El PVEM pierde más de la mitad de sus diputaciones, al 
pasar de 38 a 17 escaños y en el Senado pierde 2 asientos, para quedarse en 
⒌  Por su parte, Nueva Alianza se queda con un diputado, sin senadores y sin 
registro. 

De la Coalición Por México al Frente, el PAN pierde 29 de las diputa-
ciones que tenía en la LXIII legislatura y 13 de sus asientos en la Cámara 
de Senadores, al pasar de 38 a 25, y el PRD, pierde 31 asientos en la Cámara de 
Diputados y se queda con sólo 8 de 22 senadores. Movimiento Ciudadano 
obtiene cinco diputados más que en la legislatura anterior, de 21 a 26, y pasa 
de 1 a 7 senadores.

De la Coalición Juntos Haremos Historia, Morena alcanza 198 asientos 
en la Cámara de Diputados y obtiene 55 curules en el Senado. El Partido del 
Trabajo, por su parte, pasa de a 6 a 61 diputados y de 5 a 6 senadores. El PES 
gana 58 diputaciones y nueve curules en el Senado, pero se queda sin registro.

Con la mayoría en el Congreso de los partidos de su coalición, el nuevo 
gobierno podrá instrumentar con menos difi cultades su programa. A dife-
rencia de los gobiernos con minorías parlamentarias, que tienen que sujetar 
necesariamente sus acciones a las negociaciones y a los acuerdos, en este caso 
lo que legitimaría las decisiones será el mandato de los votos. Los ciudadanos 
optaron por procurar un entorno en el que el Congreso y presidente puedan 
caminar en la misma dirección, esto es, en favor de los intereses populares. 
En la LXIV legislatura, las negociaciones y los acuerdos con otras fuerzas 
políticas serían sólo para lograr mayorías ampliadas que abran la posibilidad de 
modifi caciones constitucionales, en las que se requieren de dos terceras partes 
del Congreso federal y el respaldo de la mitad más uno de congresos estatales. 

Esta nueva correlación de fuerzas garantiza al Ejecutivo la posibilidad de 
ejercer su mandato sin las limitantes de tener que llegar a acuerdos con la opo-
sición para que se aprueben sus iniciativas de reformas a leyes secundarias. En 
este nuevo escenario, el presidente no podrá responsabilizar a las cámaras de la 
inefi ciencia en la gestión pública o de su incapacidad para atender los proble-
mas del país. La confi anza en el nuevo gobierno depende tanto de la agenda 
legislativa que proponga al Congreso como, sobre todo, de su capacidad de 
poner en práctica las políticas públicas que traduzcan en hechos su programa 
de gobierno.
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El amplio respaldo ciudadano expresado en las urnas en favor de Morena 
y López Obrador muestra la disposición de la mayoría de los mexicanos para 
transitar a una nueva etapa política en la que, al menos en el discurso, el plu-
ralismo se tendría que poner al servicio de las causas sociales más apremian-
tes. Por primera vez en más de veinte años la agenda presidencial podrá ser 
coincidente con la agenda pública y con la agenda del Congreso, y el gobierno 
de López Obrador contará así con las condiciones para cumplir su compro-
miso de sentar las bases para el cambio con la colaboración del Congreso y de 
las organizaciones sociales; compromisos que se encuentran registrados en la 
agenda política y legislativa que el presidente electo puso a consideración de 
los electores durante la campaña.

Fundamentos del programa legisla  vo de Morena
Constituido en el año 2014, Morena se defi ne como una “organización po-
lítica amplia, plural, incluyente y de izquierda (Morena; 2014b), cuyo rasgo 
distintivo ha sido la lucha contra la corrupción gubernamental, práctica que 
ha convertido los cargos y los recursos públicos en patrimonio de “una mino-
ría rapaz”. “Por el bien de todos, primero los pobres” es uno de los principios 
políticos que ha llevado a López Obrador a cuestionar las reformas neolibe-
rales promovidas desde 1983 (López, 2018). En su Declaración de principios 
y su Programa, Morena afi rma que lo que se busca es “la transformación 
democrática del país”, así como “un cambio en lo político, económico, social 
y cultural”, que desembocará en la construcción de “una sociedad libre, justa, 
solidaria, democrática y fr aterna” (Morena, 2014a).

El triunfo de Morena signifi cará una nueva propuesta de reforma del Es-
tado en la que se revierta el modelo neoliberal y se desarrolle un modelo de 
bienestar social. En el Movimiento se considera que la crisis económica mun-
dial “refl eja el fr acaso del modelo neoliberal, que no ha sido capaz de brindar 
bienestar a los pueblos” y se plantea la necesidad de transformar el modelo de 
desarrollo imperante por uno que fr ene la decadencia y garantice el bienestar y 
la felicidad, imparta nueva viabilidad a la nación, preserve y restaure los recur-
sos naturales y mejore el medio ambiente. En este nuevo proyecto se “busca 
impulsar el desarrollo a través de las iniciativas privada y social, promoviendo la 
competencia, pero ejerciendo la responsabilidad del Estado en las actividades 
estratégicas reservadas por la Constitución…en la planeación del desarrollo y 
como garante de los derechos sociales y ambientales de las actuales y de las fu-
turas generaciones”. Se busca, además, asumir la responsabilidad de “conducir 
el desarrollo sin iǌ erencia externa, impulsando cadenas productivas con los 
sectores privado y social, maximizando el empleo y el valor agregado, impul-
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sando el apoyo a la educación, la ciencia y la tecnología…, además de promover 
y regular “los mercados agroalimentarios” (Morena, 2014b).

Además del combate a la corrupción, otra de las prioridades de Morena 
radica en reactivar la economía, a través de la acción del Estado, pero también 
de proyectos de infr aestructura “de gran impacto”, fi nanciados con inversión 
pública y privada. Se plantea además corregir el “rumbo maquilador” que le 
fue impuesto al país, iniciando el tránsito de las manufacturas clásicas a las 
“llamadas industrias del futuro” (tecnologías de la información, biotecnología, 
robótica, energías renovables). Se propone además incrementar y diversifi car 
las exportaciones; e incrementar el contenido nacional en los “sectores estraté-
gicos” (partes para vehículos automotores, equipos de comunicación, aparatos 
electrónicos de uso doméstico) (Morena, 2017). 

Uno de los rasgos distintivos del programa económico de Morena es su 
defensa de un modelo que fortalezca el “mercado interno, [con] salarios justos 
y remunerativos para los trabajadores” y que promueva, en la globalidad, “una 
economía nacional fuerte, con mayor competencia interna y competitividad 
fr ente al exterior”, con relaciones comerciales con el exterior equilibradas y 
recíprocas (Morena, 2014b).

Su diagnóstico sobre el Congreso, a la luz de la experiencia de gobiernos 
minoritarios, es que se ha convertido en un “mercado de favores y chantajes” 
y, en consecuencia, contempla en su plataforma “reducir al mínimo la cantidad 
de reformas legales” (Morena, 2018). No obstante, el cambio radical que se 
plantea para el país indica que la actividad legislativa será intensa.

En su Plataforma electoral 2018 y el Proyecto de Nación 2018-2024 se con-
sidera que la corrupción es la causa principal de la desigualdad y de la “tragedia 
nacional” que padece el país. Algunas de sus propuestas para combatirla ya 
son objeto de deliberación legislativa y otras formarán parte de la agenda de 
la LXIV Legislatura. Morena plantea hacer obligatoria la publicación de la 
declaración 3 de 3 de todos los servidores públicos que consiste en la declara-
ción patrimonial, la declaración de intereses y la declaración fi scal. Otra de las 
medidas que plantea es ciudadanizar y otorgar autonomía total a los órganos 
de combate a la corrupción. En el ámbito de las compras y contrataciones de 
empresas privadas en el sector público propone prohibir las adjudicaciones di-
rectas y realizar las licitaciones públicas en línea y con control social, así como 
establecer obligaciones para las empresas que forman parte de las licitaciones 
a fi n de erradicar la participación de “empresas fantasma” en los concursos. 
En el terreno de las sanciones, el partido plantea “incorporar como delitos de 
prisión preventiva ofi ciosa los relacionados con hechos de corrupción” (Mo-
rena, 2017).
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Morena sugiere una nueva reforma institucional para la reducción orga-
nizacional de las secretarías y del aparato burocrático, en la que se adopte 
la “metodología empresarial” del “gobierno esbelto”. A partir de esto cada 
dependencia identifi cará, con la ayuda de expertos, los procesos, servicios y 
actividades que generan valor y aquellos que no lo hacen, siendo estos últimos, 
objeto de recortes. (Morena, 2018)

Dos de los cambios más importantes en el ejercicio del gobierno es la 
propuesta de una presidencia “itinerante” que recorra el país para obtener de 
primera mano información sobre las necesidades de la población; y la descen-
tralización del gobierno federal hacia las entidades federativas, en función de la 
vocación de cada una de ellas. (Morena, 2018)

En la defi nición de la agenda de la LXIV Legislatura, uno de los aspectos 
en los que las relaciones entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo tendrán 
mayor interacción es en el diseño y presentación del presupuesto por parte del 
primero y de su revisión y aprobación por el segundo. Sobre este tema, More-
na subraya que la política de gasto descansará sobre las bases de un equilibrio 
fi scal, apoyado en una “estricta disciplina fi nanciera” y sin recurrir a incremen-
tos de deuda para cubrir el gasto corriente, “como lo han hecho las últimas tres 
administraciones federales”, garantías a las que añade el “compromiso con la 
estabilidad” y el respeto a la autonomía del Banco de México (Morena, 2017).

En cuanto los cambios más sustantivos que, con el apoyo del Congreso en 
la LXII Legislatura, se convirtieron en reformas que modifi caron las atribu-
ciones del Estado en áreas estratégicas para el desarrollo nacional, en los 50 
Puntos del Proyecto Alternativo de Nación Morena plantea hacer una consulta 
pública para decidir si las reformas en materia de educación, telecomunicacio-
nes y energía se mantienen o se cancelan. En la fi rma del primer “Acuerdo 
Político de la Unidad por la Prosperidad del Pueblo y el Renacimiento de 
México”, en Morelia, el 29 de enero de 2017, López Obrador declaró que “el 
objetivo es […] lograr, por la vía pacífi ca y legal, un cambio de régimen y hacer 
de la honestidad una forma de vida y de gobierno”.

En el ámbito energético, este partido no habla de revertir la reforma de 
2013, sino de “evaluar el desempeño de las licitaciones internacionales de con-
tratos de exploración y explotación”, de “revisar los procesos de adjudicación 
y la legalidad de los contratos otorgados” y de “posponer, hasta que sea mo-
difi cado su esquema, las alianzas de Pemex” (Morena, 2017), a través de las 
cuales transfi ere algunos de sus derechos a un tercero. En los documentos no 
se muestra la intención de nacionalizar la industria petrolera, sino de disminuir 
la dependencia energética del país, contener el aumento de los precios de la 
gasolina y revertir la decadencia de Pemex. 
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La propuesta radica en “fl exibilizar” el mercado de gasolinas hasta que 
existan condiciones para el establecimiento de un mercado de combustibles, y 
fortalecer a Pemex eliminando las asimetrías regulatorias a las que está sujeta, 
abrogando las restricciones legales que le impiden competir efi cazmente en 
los mercados energéticos dentro y fuera del país. Para ello, propone dotar a la 
empresa de plena autonomía fi scal y de gestión, e integrar a Pemex en una sola 
empresa. En este tema, el partido plantea también acelerar la transición hacia 
fuentes renovables de energía (Morena, 2017).

Conclusiones
Desde que en 1997 el partido del presidente dejó de tener mayoría en el Con-
greso, las relaciones entre el Ejecutivo y el Legislativo han pasado por varias 
facetas, que van desde el enfr entamiento abierto entre ambos hasta la sujeción 
de un Poder sobre el otro. Esto puede ser explicado porque la forma en que 
los mandatarios han pretendido tomar las decisiones no ha obedecido a una 
lógica democrática ni al reconocimiento del entorno multipartidista en las Cá-
maras. Al mantener la misma estructura de poder presidencial en condiciones 
de pluralismo político, la lógica de centralización de las decisiones ha entrado 
en tensión con la dinámica del trabajo legislativo, en el que las negociaciones 
y el establecimiento de pesos y contrapesos marcan sus procesos decisorios.

Al no existir reglas institucionales que den certidumbre a la dinámica par-
lamentaria de las coaliciones y a su interlocución con el presidente, la estrate-
gia, a partir de 2001, constituyó en la distribución por cuotas del presupuesto 
y también de los cargos en distintas instituciones como la Suprema Corte de 
Justicia, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, la Procura-
duría General de la República, en la Fiscalía Especializada para la Atención de 
Delitos Electorales (Fepade), el Consejo General del INE (antes IFE) y en los 
denominados organismos autónomos. 

La excepción a este acuerdo la constituyó la elección de los secretarios de 
Estado.  Aguilar Camín describe el proceso de esta manera: “Se estableció 
ahí la lógica de cuotas que se extendería luego a otros ámbitos. El reparto 
corporativo del presupuesto mostró a los partidos, que se estrenaban en la 
democracia, un camino de negociación donde todos ganan, todos tienen una 
tajada en el dinero y en la captura de las instituciones, en particular las insti-
tuciones autónomas que deben normarlos a ellos y contener a sus gobiernos” 
(Aguilar, 2017).

El proceso electoral para la renovación de la Cámara de Diputados, que 
sucede a mitad de sexenio, termina con este convenio entre poderes. Esto obe-
dece a dos razones: que, en la mayoría de los casos, el partido del presidente 
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obtiene un porcentaje de votos menor al de las elecciones generales y que en 
este periodo se inician los preparativos para la siguiente elección presidencial. 
En este sentido, todos los partidos trabajan para desmarcarse del gobierno, 
reagrupar sus apoyos y entrar en contacto con la ciudadanía. 

De esta forma, el presidente se queda relegado y cargando con todo el 
desprestigio de las defi ciencias de su gestión. A lo largo del tiempo se han 
promovido distintas iniciativas para restaurar la efi cacia decisoria del presi-
dente fr ente al pluralismo en el Congreso y a la dinámica sexenal (Aguilar y 
Castañeda, 2009; Chuayff et, 2010). La intención de recuperar el control que 
el presidente tenía sobre las cámaras en la etapa del partido hegemónico, sin 
embargo, no ha tenido eco en el Congreso. 

Los presidentes de la alternancia tuvieron difi cultades para impulsar en el 
Congreso las reformas que les permitieran concretar el proyecto de gobierno 
que habían ofr ecido a sus electores. Este incumplimiento ha derivado en un 
voto de castigo en las elecciones intermedias hacia el partido en el poder y a 
restarle aún más capacidad de interlocución en las cámaras.  La situación ha 
debilitado a la fi gura presidencial en la segunda mitad de su mandato y entor-
pecido su relación con el Congreso.

El Pacto por México fi rmado por las tres principales fuerzas políticas en 
diciembre de 2012, daba la señal de que iniciarían, durante la gestión de Enrique 
Peña Nieto, nuevas formas de interlocución entre el Ejecutivo y el Legislativo, 
además de que la aspiración de controlar al Congreso, de los presidentes que le 
antecedieron, se estaba materializando. Durante los dos primeros años de go-
bierno la operacionalización de los acuerdos del Pacto se presentó como un im-
portante activo a favor del presidente. El punto de infl exión fueron los escándalos 
de corrupción que involucraban al mandatario y los errores en el manejo político 
de la desaparición de 43 estudiantes en Ayotzinapa en septiembre de 20⒖    

Ante la ausencia de resultados concretos que resuelvan los problemas del país 
como la pobreza y la inequidad, la inseguridad y la corrupción, el desprestigio del 
presidente y de los legisladores va en aumento en la medida que se concluyen sus 
mandatos. La inefi ciente gestión presidencial y la autocomplacencia legislativa 
han confi rmado esta percepción en la ciudadanía a lo largo de los años. 

Pese a que las reformas contempladas en el Pacto contaron con el voto par-
lamentario de los tres partidos que lo fi rmaron, los resultados en el corto plazo 
generaron, en algunos casos, una reacción negativa de los actores que se verían 
afectados por los nuevos preceptos y en otros casos fueron vistos como piezas 
legislativas destinadas a favorecer sólo a los sectores privilegiados de la sociedad. 

El deterioro en la imagen del presidente Peña Nieto y del PRI, en coǌ un-
ción con otra serie de fenómenos, dieron como resultado el triunfo en 2018 
de la coalición Juntos Haremos Historia, integrada por Morena, PT y PES. 
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La elección marca el retorno al predominio de un partido en el Congreso, 
con la decisión de la ciudadanía de otorgarle a Andrés Manuel López Obrador 
la banda presidencial con un amplio porcentaje de votos y a su partido, Mo-
rena, mayoría en ambas Cámaras.  Con esto se termina la etapa en la que el 
presidente tenía que forcejear con la oposición para poder sentar las bases de 
un buen gobierno y también del discurso presidencial que responsabilizaba de 
su inefi ciencia en la gestión pública a las decisiones del Congreso.

Este escenario, si bien permitirá al nuevo presidente mayor margen de ma-
niobra para instrumentar el proyecto de gobierno que propuso a la sociedad, 
no debe ser considerado como un mandato absoluto que inhiba la posibilidad 
de construir acuerdos amplios que garanticen el cumplimiento de la ley y la 
efectividad de la gestión pública.
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ESTRATEGIAS PRESIDENCIALES DE 
NEGOCIACIÓN FRENTE AL CONGRESO

Pedro José Zepeda1

Introducción
En todas las democracias, la división institucional de poderes y la forma en 
que se distribuyen dichos poderes entre las diferentes fuerzas políticas en dis-
tintos momentos, determinan las posibilidades de que un gobierno pueda 
o no cumplir sus promesas al electorado. 

Más allá de las habilidades y capacidades personales y de equipo, la ac-
ción de los gobiernos democráticos está circunscrita por dos fr onteras. La 
primera, institucional, deriva de qué atribuciones otorga la ley de manera 
exclusiva a cada uno de los tres poderes y órdenes de gobierno, y cuáles 
otras son compartidas (y de qué manera) entre alguno o algunos de estos 
actores. Si las facultades exclusivas del Ejecutivo son amplias, podrá mo-
verse con mayores grados de libertad; si, por el contrario, son más las que 
comparte con otros poderes u órdenes de gobierno, o si dichas potestades 
están acotadas por las de otros, su capacidad de acción se verá restringida 
y el presidente de la República estará obligado a negociar y buscar la cola-
boración del Legislativo, el Judicial y las entidades federativas para sacar 
adelante su programa de gobierno y garantizar la gobernabilidad.

La segunda fr ontera la establece la forma concreta en que, en los hechos, 
se distribuye el poder político: el número y peso de partidos y otras fuerzas 
que participan en el sistema político, así como la manera concreta en que 
de distribuyen entre ellos los cargos de elección popular: presidencia de la 
República, diputaciones, senadurías, gubernaturas, legislaturas estatales y 
presidencias municipales. Aunque las atribuciones que establece la ley se 
mantuvieran invariables, la efi ciencia del sistema político puede cambiar de 
un momento a otro si existen muchos o pocos partidos y si los puestos de elec-
ción se concentran en una fuerza política o se distribuyen entre varias. 

Durante los últimos cuarenta años, en México ha habido modifi caciones 
importantes en ambas fr onteras. La primera se ha ido desplazando de un 

1  Consultor. Ha desempeñado, entre otros cargos, los de Profesor e investigador 
en la Maestría en Ciencias Económicas de la UNAM, así como Profesor-investigador, 
Coordinador de la Maestria en Ciencias Sociales y Coordinador Académico de El 
Colegio Mexiquense. Ha realizado estancias de investigación en el Instituto Belisario 
Domínguez del Senado de la República.
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diseño institucional que concentraba una densa masa de atribuciones cons-
titucionales y metaconstitucionales en el presidente de la República, a otro 
con nuevos equilibrios entre poderes y órdenes de gobierno, con mayores 
potestades e independencia del Legislativo y el Judicial, con más organismos 
autónomos como el Banco de México, el Instituto Nacional Electoral, el 
Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación, el Instituto Nacional 
de Transparencia Acceso a la Información, y Protección de Datos Persona-
les2, así como con un mayor número de gobiernos estatales y municipales 
surgidos de partidos diferentes al de presidente de la República. 

Por su parte, la segunda fr ontera ha vivido tres transformaciones rele-
vantes: 1) un primer periodo, de más de setenta años, de monopolio político 
de casi todos los cargos de elección popular por parte del PRI, articulado 
en torno a la fi gura de un presidente de la República con amplias mayorías en 
el Congreso federal y en los gobiernos de las entidades federativas; quien, 
a su vez, era el jefe no formal del partido y, por tanto, de la mayoría de los 
diputados y senadores, de los gobernadores y, ejerciendo atribuciones me-
taconstitucionales, también de los jueces y de los medios de comunicación. 

Durante esta etapa existió, además, una sociedad semicorporativa que 
brindaba apoyo al presidente a cambio de prebendas a los líderes sindicales 
obreros, campesinos y populares, así como a algunos organismos patronales. 
2) Una segunda etapa, de poco más de 20 años, caracterizada por una cada 
vez más amplia pluralidad y pulverización del poder político entre un núme-
ro creciente de partidos y fuerzas políticas, tanto a nivel federal como estatal 
y municipal. Durante este lapso, en el contexto de una sociedad más urbana y 
diversifi cada, se dio por primera vez la alternancia en el poder Ejecutivo y la exis-
tencia de gobiernos divididos en los que, dada la institucionalidad vigente, la 
oposición se parapetó en un poder Legislativo más fuerte lo cual, aunado a 
la existencia de un poder Judicial más autónomo y, durante más de la mitad 
de esta etapa, de una mayoría de gobiernos estatales en manos de partidos de 
oposición, se tradujo en escenarios de menor gobernabilidad. 

Como contraparte, durante esta etapa tiene mayor pesos el creciente nú-
mero de organizmos autónomos, así como los medios de comunicación y las 
organizaciones sociales no corporativas, por lo que se abren nuevos espacios 
de participación ciudadana en el tejido institucional. 3) Los resultados pre-
liminares de las elecciones de julio del 2018 podrían marcar el inicio de una 

2  La autonomía de estos organismos y el desfase que existe entre los tiempos en que 
renuevan su dirección respecto los de recambio en el gobierno federal, además de aco-
tar las atribuciones del poder Ejecutivo, proporcionan mayor estabilidad y condiciones 
de gobernabilidad al sistema político. 
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nueva etapa en la que el partido-movimiento que detenta la presidencia de la 
República tendrá también mayorías en el Congreso de la Unión, alrededor 
de una cuarta parte de las gubernaturas y una amplia presencia en más de 20 
legislaturas locales; una nueva etapa de centralismo político.

La hipótesis que se maneja en estas notas es que la dirección y la ve-
locidad de la ampliación de ambas fr onteras durante los últimos años no 
respondió a la profundidad de las transformaciones experimentadas por la 
sociedad mexicana y, por tanto, han fueron insufi cientes para garantizar una 
gobernabilidad que permita el desarrollo económico sostenido, el bienestar, 
la paz y la seguridad de la población. En esas circunstancias, el voto ciuda-
dano optó por una reconcentración del poder en torno al presidente de la 
República y, a pesar de que la reforma política del 2014 abrió nuevos cauces 
para una mayor efi ciencia en el ejercicio del gobierno y para generar mejores 
condiciones de gobernabilidad, al no haberse concretado las legislaciones 
secundarias que permitieran aprovechar o ampliar estas oportunidades, pre-
valeció en los votantes una visión pragmática y no estratégica que impulsara 
una mayor profundización del desarrollo institucional. 

Este trabajo se divide en cinco partes. En la primera se hace un relato 
general de la transformación institucional que determina las relaciones entre 
los poderes Ejecutivo y Legislativo. En la segunda, se realiza un recuento 
de la forma en que se han distribuido los cargos públicos entre las distintas 
fuerzas políticas. En la tercera, se revisa la forma en que las modifi caciones 
en las dos fr onteras mencionadas han determinado las estrategias de nego-
ciación entre los poderes Ejecutivo y Legislativo y los resultados obtenidos 
a través de dicha negociación; en la cuarta parte se describen algunos de los 
principales resultados obtenidos en las negociaciones entre ambos poderes; 
por último, se realizan algunos comentarios fi nales. 

La Primera frontera

En 1963 se reforma el artículo 54 constitucional y se crea la fi gura de di-
putados de partido, otorgando 5 diputados de partido a quien alcance una 
votación superior al ⒉ 5% y un diputado adicional por cada medio punto 
por encima de ese porcentaje, hasta un máximo de 20 diputados (Carmo-
na, s/f ). Como resultado, en las elecciones del 5 de julio de 1964, de un 
total de 210 diputados, el PRI obtiene 131 de mayoría y 44 de partido; 
el PAN 15 de mayoría y 5 de partido; el PPS 7 y 3 respectivamente, y el 
PARM 4 y ⒈  Esto representa que, con 35 diputados, ⒗  7% de la cámara 
baja es de oposición (el porcentaje bajaría a ⒓  4% si no se consideraran 
los diputados de partido). Por su parte, el PRI mantiene una abrumadora 
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mayoría califi cada (8⒊ 3%) en la Cámara de Diputados y las 60 senadurías 
que existen entonces. 

En diciembre de 1977 Ley Federal de Organizaciones Políticas y Pro-
cedimientos Electorales (LFOPPE) reformula la representación propor-
cional y reparte 100 escaños entre los partidos en función de su porcentaje 
de votos, independientemente del número de distritos electorales ganados. 
Con esta reforma, el número de diputados aumenta de 186 a 400 (300 de 
mayoría relativa y 100 de partido). En las elecciones federales de 1979, 
además de las diputaciones de mayoría relativa, de las cuales el PRI gana 
296 y el PAN 4, se distribuyen 100 diputaciones plurinominales de la si-
guiente manera: PAN 41; el Partido Comunista Mexicano 18; el PPS 11 
respectivamente; y el PST, el PDM y el PARM 10 cada uno. De esta ma-
nera, los partidos de oposición aumentaron su participación en la Cámara 
de Diputados a 26% (104 de los 400 diputados), aunque el PRI mantuvo 
la mayoría califi cada con 74% de los diputados(Cámara de Diputados). Un 
punto importante de esta reforma en cuanto a las relaciones entre los po-
deres Ejecutivo y Legislativo fue el fortalecimiento del papel del Congre-
so, especialmente la Cámara de Diputados, en la revisión del Presupuesto 
de Egresos de la Federación. 

Años después, los resultados del proceso electoral de 1985 fueron 
ampliamente impugnados. El PRI obtuvo 289 diputados; el PAN 41; el 
PSUM, el PST y el PDM 12; el PPS y el PARM 11; el PMT 6 y el PRT 12 
(Cámara de Diputados) (los partidos de oposición suman 28% del total, 
dos puntos porcentuales más que en 1979). Como respuesta, se aprueba la 
reforma de 1986 que incluyó modifi caciones constitucionales y un nuevo 
Código Federal Electoral (CFE). 

El CFE amplía el número de diputados de 400 a 500: 300 de mayoría y 
200 de representación proporcional. Sin embargo, a diferencia de la LFO-
PPE, el CFE establece que, si ningún partido obtiene 51% de la votación 
nacional y ninguno alcanza la mitad más uno de los votos de los diputados 
de mayoría en la cámara, el partido con mayor número de diputados ob-
tendría tantos diputados de representación proporcional como para obte-
ner la mayoría absoluta en la cámara, con la única restricción de no rebasar 
los 350 diputados (70% del total) (Méndez, 2006). 

En este sentido, “…en vez de [profundizar] …la liberalización …elec-
toral iniciada [en] …1977, el Código Federal Electoral de 1986 reforzó, 
ante todo, los mecanismos para controlar y manipular las elecciones, ofr e-
ciendo a cambio sólo algunos espacios para elevar la representación de 
las minorías” (Méndez de Hoyos, 2006). En cuanto al Senado, aunque 
prácticamente todos los partidos, incluidos algunos miembros del PRI, se 
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pronunciaron durante la consulta por la ampliación del número de sena-
dores y la introducción del principio de representación proporcional en la 
cámara alta, la reforma únicamente contempló regresar a la elección de la 
mitad de los senadores cada tres años.

Con estos cambios, después del competido y cuestionado proceso elec-
toral del 1988, el PRI gana la presidencia de la República y obtiene 262 
curules, una proporción mayor de curules respecto a la de votos para di-
putados recibidos: 4⒐ 3% contra 5⒉ 4%. Obtiene, además, 60 senadurías 
(9⒊ 8% del total). Como contraparte, el Frente Democrático Nacional, 
con 2⒏ 8% de la votación para diputados, obtiene 137 diputados que re-
presentan únicamente 2⒎ 4% del total.3 En otras palabras, los cambios del 
CFE impidieron que la oposición alcanzara la mayoría en la Cámara de 
Diputados, quedándose en 4⒎ 6%. 

Como respuesta al descontento generalizado respecto de las elecciones 
de 1988, en agosto de 1990 se aprobó en el Congreso el Código Federal de 
Instituciones y Procesos Electorales (Cofi pe) y se crearon: 1) el IFE que 
reemplaza a la Comisión Federal Electoral dependiente del Secretario de 
Gobernación; 2) un nuevo Registro Federal de Electores; 3) el Servicio 
Profesional Electoral y 4) el Tribunal Federal Electoral.

En las elecciones de 1991, la creación del Cofi pe no se tradujo en una 
mayor pluralidad en el Congreso porque el voto priísta tuvo una sensible 
recuperación, aunque sí en más equilibrio entre el porcentaje de votos 
obtenidos para diputados y el porcentaje de diputados obtenidos por cada 
partido: el PRI obtiene 320 diputados; el PAN 89; el PRD 41, el PFCRN 
15 y el PPS ⒓   Por su parte, en el Senado, el PRI retiene 60 curules, el 
PMS gana 2 y el PAN ⒈  Como contraparte, los partidos de oposición 
pierden representación en la Cámara de Diputados, de 4⒎ 6% a 36%.

En un ambiente político crispado por eventos como el levantamiento 
del EZLN, el asesinato del candidato a la presidencia de la República Luis 
Donaldo Colosio y, meses después, del secretario general del mismo parti-
do, Francisco Ruiz Massieu, en 1993 y 1994 se realizan otras dos reformas. 
La del 94, más profunda, incluyó reformas constitucionales y al Cofi pe, 
entre las que destacan: la ciudadanización del IFE, incluida la sustitución 
de los consejeros magistrados del Consejo General por consejeros ciuda-
danos cuya designación se haría con dos terceras partes de los votos de los 
diputados; una nueva fórmula para la integración del Senado (ahora serían 

3  El FDN obtuvo, además, 4 senadurías. 
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128 integrantes, 4 por cada entidad federativa4); y una nueva fórmula para 
la integración de la Cámara de Diputados.5

En un entorno de crisis económica, la reforma de 1996 establece el 
retiro de la representación del poder Ejecutivo del Consejo General del 
IFE y una nueva fórmula para la elección de senadores: en cada entidad fe-
derativa habrá dos de mayoría, uno de primera minoría y, los 32 restantes, 
asignados según el principio de representación proporcional, mediante el 
sistema de listas votadas en una sola circunscripción plurinominal nacio-
nal (un senador pluri por cada ⒊ 12% de los votos). 

El coǌ unto de reformas electorales de la segunda mitad de los años 
noventa constituyeron un paso defi nitivo en la consolidación de la plurali-
dad del poder Legislativo federal y en su autonomía respecto del Ejecuti-
vo. Primero, la participación de los partidos de oposición en la Cámara de 
Diputados pasó de ⒗  7% en 1964 a 4⒎ 6% en 1988 y 35% en 199⒈  Más 
tarde, como producto de la reforma de 1996, la presencia de los partidos 
de oposición en el Senado pasó de tener entre cero y 4 senadores de un 
total de 64, entre cero y ⒍ 2% de las curules, a representar, entre 1994 y 
2000, ya con 128 senadores, 3⒏ 3% con 49 senadores en 199⒎  Estas re-
formas ofr ecieron, además, un marco jurídico confi able para la alternancia 
en el poder Ejecutivo federal del año 2000.

Las siguientes reformas, en 2003 y 2005, no tuvieron ya como propó-
sito infl uir en la composición de las cámaras, sino establecer con mayor 
claridad los requisitos para reconocer a un partido o agrupación política 
nacional y reconocer el derecho al voto en la elección presidencial de los 
mexicanos residentes en el exterior.

Por su parte, las reformas de 2007 y 2008, de tercera generación, inclu-
yeron la reducción de los tiempos de campaña y al fi nanciamiento de los 
partidos políticos, el establecimiento de responsabilidad compartida entre 
partidos y candidatos, la regulación de la utilización de espacios en medios 
entre comunicación y el refuerzo a las posibilidades de actuación del IFE a 
través de la Unidad de Fiscalización de Recursos de los Partidos Políticos. 

La última reforma, la político-electoral del 2014, sí tendrá impactos 
muy importantes, si no en la integración numérica de las cámaras, sí en su 
composición cualitativa, al establecer la posibilidad de reelección legislati-
va (hasta por dos veces en el Senado y hasta por cuatro veces en la Cámara 

4  A partir de estas reformas, cada entidad tendría 4 senadores de cada entidad fede-
rativa, 3 de mayoría relativa y uno asignado a la primera minoría, con lo que se amplió 
la diversidad política del Congreso.
5   www.diputados.gob.mx, Los Sentimientos de la Nación, Museo Legislativo, 
Nuestro siglo: de la reforma de 1986 a la modernización del proceso electoral.
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de Diputados) y en el incremento de las atribuciones en el nombramiento 
del gabinete: la de diputados ratifi ca los del secretario y los mandos supe-
riores de Hacienda y, el Senado, además de ratifi car el nombramiento del 
Secretario de Relaciones Exteriores y los Embajadores y otros mandos su-
periores, integra la lista de candidatos a Fiscal General República, la envía 
al presidente, quien forma a partir de ella una terna que reenvía al Senado 
para el nombramiento del Fiscal.6

Todas estas reformas contribuyeron a modifi car la composición polí-
tica, la división del trabajo al interior de las cámaras, su forma de generar 
y procesar acuerdos, su organización interna, así como las instancias y 
mecanismos que determinan la manera en que se realiza el proceso par-
lamentario en México. Al adquirir mayor autonomía, el Legislativo se ha 
fortalecido como interlocutor con otros actores sociales y ha podido ir 
confi gurando y consolidando su propia agenda lo cual, a su vez, empoderó 
al Congreso en su relación con el Poder Ejecutivo y, en alguna medida, lo 
ha revalorizado ante la opinión pública como espacio en el que se defi nen 
los alcances de las políticas de gobierno, otorgándole una mayor incidencia 
en la vida nacional.

La segunda frontera

El número de partidos o fuerzas políticas con representación en el Con-
greso y el peso específi co de cada uno de ellos en las diferentes legislaturas 
ha infl uido, directa o indirectamente, en la estructura, forma de organi-

6  Otro cambio fundamental es la introducción de la fi gura de Gobierno de Coali-
ción, que puede ser convocado por el presidente de la República en cualquier momento 
de su mandato y que, de adoptarse, otorga un papel muy relevante al Congreso en la 
aprobación del programa de gobierno y la integración del gabinete presidencial. La 
reforma del 2014 otorga, adicionalmente, nuevas facultades al Instituto Nacional Elec-
toral, (INE), modifi ca el régimen de partidos y establece reglas para la realización de 
consultas populares convocadas por el presidente, el 33% de los diputados o senadores 
(aunque en estos casos se requiere la aprobación de ambas cámaras), o el 2% de los 
ciudadanos que aparecen en la lista nominal de electores. De acuerdo con la nueva 
ley, corresponde al INE organizar estas reuniones el mismo día de la siguiente jornada 
electoral federal a la fecha en que fueron convocadas. En el caso de la consulta ciuda-
dana, sus resultados serán vinculatorios cuando la participación ciudadana supere el 
40%. Sin embargo, la ley establece que no pueden ser objetos de consulta: los derechos 
humanos, los principios democráticos, la materia electoral, los ingresos y gastos del 
Estado, la seguridad nacional y la organización funcionamiento y disciplina de la fuerza 
armada; así mismo, mandata que sea la Suprema Corte de la Nación quien determine 
si un tema específi co puede ser sometido a consulta popular.
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zación y operación de las cámaras y, por esa vía, en las relaciones entre el 
presidente y el Congreso. 

Mientras más fuerzas políticas participan en el Congreso, más comple-
ja se ha vuelto su estructura y los mecanismos e instancias formales e in-
formales para establecer acuerdos y llevar a cabo el trabajo parlamentario.

Cuadro 1. Cámara de Diputados. Curules por par  do y legislatura

L
1976-
1979

LI
1979-
1982

LII
1982-
1985

LIII
1985-
1988

LIV
1988-
1991

LV
1991-
1994

LVI
1994-
1997

LVII
1997-
2000

LVIII
2000-
2003

LIX
2003-
2006

LX
2006-
2009

LXI
2009-
2012

LXII
2012-
2015

LXIII
2015-
2018

LIV
2018-
2020

PRI 196 296 299 289 262 320 271 239 208 203 104 241 212 197 43

PAN 20 42 51 41 101 89 119 121 207 148 206 147 114 109 81

PRD 41 65 125 53 97 126 72 104 54 21

PST 10 11 12

PPS 12 12 10 11 49 12

PARM 9 12 11 30 15

PCM 18

PFCRN 36 23

PDM 10 12 12

PSUM 17 12

PVEM 6 16 17 19 17 29 48 15

PRT 6

PMT 6

PMS 22

PT 9 7 8 6 16 9 15 67

CD 1 5 16 6

PSN 3

PAS 2

PNA 9 8 10 12 2

MC 16 21 27

PASDC 4

Morena 46 188

PES 9 56

S/P ind 1 8 2 2 24 4

TOTAL 237 400 400 400 501 500 472 500 500 500 500 500 500 500 500

Fuente:  Cámara de Diputados, INE y, para el 2018, Consultoría y Relaciones Gubernamentales, con 
datos al 11 de julio a las 20:00 horas.

Como se observa en el cuadro, en los últimos 44 años el número de fuer-
zas políticas con representación en la Cámara de Diputados pasó de cuatro 
en la L Legislatura a siete en la LXII, nueve en la LXIII y todo parece 
indicar que también habrá nueve fuerzas políticas en la LXIV Legislatura.

Respecto al peso específi co de los partidos en la cámara baja, en el 
cuadro se advierte que, mientras en 1976 los diputados del partido en el 
gobierno, el PRI, representaban 8⒉ 7% del total, para 1997, ya con 500 
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diputados, esa proporción disminuyó a 4⒎ 8%, abriendo un periodo de 
gobiernos divididos que llega hasta el 2015 cuando los diputados del PRI, 
que otra vez detenta el poder Ejecutivo, representan el 3⒐ 4% del total. A 
partir del diciembre de 2018, por primera vez desde 1994, el partido del 
presidente de la República tendrá una mayoría absoluta de 6⒉ 2%, consi-
derando los 188 diputados de Morena, los 67 del PT y los 56 del PES) y 
estará muy cerca de la posibilidad de formar una mayoría califi cada de dos 
tercios más uno que se requiere para impulsar reformas constitucionales.

Cuadro 2. Elecciones federales del 2018. Integración de la Cámara de Diputados

Partido
Curules Mayoría
Relativa %

Curules Representación
proporcional %

Total
curules %

Morena 105 35.0 83 41.5 188 37.6
PT 58 19.3 9 4.5 67 13.4
PES 56 18.7 56 11.2
PAN 41 13.7 40 20.0 81 16.2
MC 17 5.7 10 5.0 27 5.4
PRD 9 3.0 12 6.0 21 4.2
PRI 7 2.3 36 18.0 43 8.6
PVEM 5 1.6 10 5.0 15 3.0
PNA 2 0.7 2 0.4
TOTAL 300 100.0 200 100 500 100.0

Fuente:  Consultoría y Relaciones Internacionales, con datos del INE, PREP, al 11 de julio 
a las 20:00 horas.

Por su parte, en el Senado la pluralidad ha sido menor y es más reciente. 
En el siguiente cuadro se advierte que, mientras el Senado estuvo in-
tegrado por 64 miembros, nunca hubo en él representación de más de 
tres partidos (de hecho, en las legislaturas LII y LIII todos los senadores 
fueron de un mismo partido). Tampoco en la LVI Legislatura, la primera 
integrada por 128 senadores. Sin embargo, a partir de 1997 el número de 
partidos o fuerzas políticas aumenta y se duplica desde el año 2000: 5 en la 
LVII Legislatura; 7 en las legislaturas de la LVIII a LXIII y podría haber 
9 en la siguiente.



Estrategias presidenciales de negociación frente al Congreso

82

Cuadro 3. Senado de la República. Curules por par  do y legislatura

L
1976-
79

LI
1979-
82

LII
1982-
85

LIII
1985-
88

LIV
1988-
91

LV
1991-
94

LVI
1994-
97

LVII
1997-
2000

LVIII 
LIX
2000-
2006

LX LXI
2006-
2012

LXII 
LXIII
2012-
2018

LIV
2018

PRI 62 62 64 64 60 61 102 79 58 33 52 13

PAN 1 20 31 47 52 38 23

PRD 4 2 6 16 15 29 22 8

PT 1 1 2 5 6

PPS 1 1

CD 1 5

PVEM 5 6 9 7

PARM 1 1

PNA 1 1 1

MC 1 7

Morena 55

PES 8

S/P ind 1 1

TOTAL 64 64 64 64 64 64 128 128 128 128 128 128

Fuente: Senado de la República, INE y, para el 2018, Consultoría y Relaciones 
Gubernamentales al 11 de julio a las 20:00 horas.

También se observa en el cuadro que, hasta 2006, el Senado siempre tuvo 
mayoría priísta: entre 1976 y 1994 con 60 o más senadores de un total de 
64, lo que le garantizaba una mayoría califi cada de, al menos, 9⒊ 8%. Ya 
con 128 senadores, entre 1994 y el 2000 esa mayoría califi cada disminuye 
a 7⒐ 7% y, entre 1994-1997, con 6⒈ 7%, por primera vez, se convierte en 
mayoría simple. Posteriormente, entre 2000 y 2006, el PRI pasa a ser la 
primera minoría en el Senado con 58 curules (4⒌ 3% del total), segui-
do por el PAN (partido del presidente) con 47 (3⒍ 7%). En la siguiente 
administración, 2006-2012, el PAN (otra vez partido del presidente) se 
convierte en la primera minoría con 52 senadores (40.6%), seguido por el 
PRI con 33 y el PRD con 2⒐  Entre 2012 y 2018, el PRI (que recupera la 
presidencia de la República) vuelve a ser la primera minoría en la cámara 
alta con 52 senadores (40.6%), seguido por el PAN con 38 y el PRD 
con 2⒉  Si se consideran los nueve senadores del PVEM y el del PNA, el 
peso del partido del presidente en el Senado alcanzó los 62 senadores (4⒏ 4% 
del total). Por último, la información disponible (Ver cuadro siguiente) 
muestra que a partir del primero de diciembre del 2018, por primera vez 
en la historia, un partido distinto al PRI tendrá la mayoría absoluta en la 
cámara alta. Con 69 escaños, Morena y sus aliados, el PT y el PES, (55, 
6 y 8 respectivamente) alcanzarán la mayoría absoluta de 5⒊ 9%, seguidos 
por el PAN con 23 y el PRI con ⒔   Para formar una mayoría califi cada 
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de al menos 67%, que le permitiera impulsar reformas constitucionales, 
la coalición “Juntos Haremos Historia” necesitaría contar con el voto de 
otros 16 senadores. 

Cuadro 4. Elecciones federales del 2018. Integración de la Cámara de Senadores

Partido Total curules %
Morena 42 13 55 43.0

PT 5 1 6 4.7
PES 8 8 6.2
PAN 17 5 23 18.0
MC 5 2 7 5.5
PRD 6 2 8 6.2
PRI 7 6 13 10.1
PVEM 5 2 7 5.5
NA 1 1 0.8
TOTAL 128 100.0

Fuente: INE, datos al 3 de julio de 2018.

La negociación entre los poderes Ejecu  vo y Legisla  vo
Al considerar los cambios ocurridos en ambas fr onteras se pueden iden-
tifi car tres escenarios de negociación entre los poderes Ejecutivo y Legis-
lativo: 1) El primero, hasta 1997, de un presidencialismo exacerbado, con 
una enorme concentración de atribuciones constitucionales y metaconsti-
tucionales en el Ejecutivo federal; y una enorme concentración de cargos 
de elección popular en un solo partido. Como los diputados, senadores, 
gobernadores y alcaldes debían sus cargos al presidente de la República, 
no existieron durante este periodo contrapesos reales al Ejecutivo ni en el 
Congreso ni en los gobiernos estatales y, mucho menos, en los ayunta-
mientos. 2) El segundo, entre 1997 y 2018, de gobiernos divididos, en los 
que el partido que detenta el poder Ejecutivo federal tiene facultades cada 
vez más acotadas por los organismos autónomos, carece de mayorías en el 
Congreso, convive con un poder Judicial más independiente y, al menos en 
los casos de los dos presidentes panistas, se ve obligado a negociar con una 
mayoría de gobernadores procedentes de partidos de oposición. En esas 
condiciones, como se verá más adelante, por las características del marco 
legal existente, durante los primeros doce años la negociación entre los 
poderes Ejecutivo y Legislativo se desplaza del momento de la formulación 
del programa de gobierno al de su instrumentación y únicamente en 2012-
2013 se logra formar una coalición parlamentaria para diseñar una agenda 
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común de gobierno; 3) el tercero, en el que, aunque de inicio, existe un 
poder Ejecutivo federal acotado constitucionalmente por los organismos 
autónomos, por los medios de comunicación y algunas organizaciones so-
ciales; cuenta con amplias mayorías en el Congreso federal y en, al menos, 
la mitad de los congresos locales y, por tanto, con capacidad de reconcen-
trar atribuciones en el poder Ejecutivo federal (cuyo titular es también el 
líder indiscutible del partido-movimiento que asumirá el poder el próximo 
primero de diciembre) adoptando medidas como el nombramiento de de-
legados federales únicos en todas las entidades federativas. 

Como es obvio, a cada uno de los escenarios descritos corresponden di-
ferentes estrategias de negociación entre los poderes Ejecutivo y Legislativo. 
En el primer escenario, en el que el partido del presidente de la República 
tiene un peso excesivo, las décadas de predominio priísta, los márgenes de 
negociación eran limitados y las políticas públicas y acciones eran pensadas 
e implementadas esencialmente por el presidente, su secretario de Gober-
nación y operadas por el PRI, tanto en el Congreso de la Unión como en 
las entidades federativas, con una limitada negociación con los partidos de 
oposición con presencia en las cámaras de Diputados y Senadores, cuyo im-
pacto real fue, en todo caso, el de dar mayor legitimidad al sistema político. 
En ese contexto, el coǌ unto de reformas promovidas por el Ejecutivo como 
respuesta a diferentes presiones fueron posibilitando, primero, una creciente 
presencia de la oposición en el Congreso y acotando el poder presidencial 
y, en esa medida, después, ampliando los márgenes de autonomía de acción 
y aumentando el peso de los poderes Legislativo y Judicial, así como de los 
gobiernos de las entidades federativas. 

En el segundo escenario, de gobiernos divididos, cuando la oposición 
se parapeta en el Congreso, las estrategias de negociación entre los po-
deres Ejecutivo y Legislativo conocieron dos momentos: uno primero en 
el que, como se mencionó líneas arriba, dada la asimétrica distribución 
de atribuciones entre el Ejecutivo federal y las cámaras de diputados y 
senadores, la negociación se concentró, no en la defi nición del proyecto de 
gobierno sino en su instrumentación año con año; y un segundo momen-
to, entre 2012 y 2014, en el que se estableció una coalición parlamentaria 
entre las entonces tres principales fuerzas políticas, el Pacto por México, 
que posibilitó la aprobación del mayor paquete de reformas constitucio-
nales que ha habido en México durante las últimas décadas. En este se-
gundo escenario, la formación de mayorías en el Congreso de la Unión 
(transformación de la segunda fr ontera) permitió aprovechar los resquicios 
que ofr ecía la normatividad desarrollada durante décadas para abrir nuevos 
cauces a la expansión de la primera fr ontera. 
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Sin embargo, la incapacidad de transformar la coalición legislativa en 
una coalición de gobierno para instrumentar los cambios alcanzados a par-
tir del 2014, y la consecuente ruptura del acuerdo político que permitió 
las reformas, después de 20 meses, generaron elevados costos, primero 
al PAN y al PRD, que pagaron la factura de manera inmediata en las 
elecciones intermedias del 2015 y, poco después, al PRI y el gobierno del 
presidente Peña Nieto, quienes, después de haber logrado mantener su 
presencia electoral en los comicios mencionados, enfr entaron una abrup-
ta caída en la apreciación ciudadana, al modifi carse la agenda nacional y 
abandonar los temas de las reformas estructurales para asuntos de coyun-
tura vinculados con la corrupción, la inseguridad y la violencia. En esas 
circunstancias, al tiempo en que el desprestigio, el aislamiento y el encono 
político mermaron la legitimidad del gobierno durante la segunda mitad 
del sexenio de Peña Nieto, Morena, que desde su creación se deslindó del 
Pacto por México y del gobierno, capitalizó la desaprobación ciudadana 
del gobierno y del sistema de partidos

La nueva agenda del Legisla  vo
Ningún sistema político puede responder a todos los intereses de una 
sociedad heterogénea. En una sociedad democrática, cada grupo tiene que 
competir ante diferentes instancias para que sus demandas sean incluidas 
en la agenda pública. En México, durante los últimos lustros, el Poder Le-
gislativo fue ganando peso como actor político, con creciente capacidad de 
interlocución con otros actores y con una agenda propia, lo cual le permi-
tió tener una infl uencia mayor en la formación de la agenda de gobierno.7

En lo fundamental, la agenda del Congreso se forma a partir de un 
proceso legislativo en el que las fuerzas políticas en él representadas acuer-
dan la discusión de algunos temas y la contención de otros que pueden 
ser fuente de confl icto. Durante el proceso legislativo, los benefi ciarios 
del status quo tratan de contener el alcance de los cambios propuestos, 
mientras que los opositores buscan que sus puntos de vista permeen, a 
fi n de sumar apoyos a su causa, y con ello, tener mejores condiciones para 
modifi car la situación.

El proceso de construcción de la agenda legislativa parte de las agendas 
preliminares que esbozan los diversos grupos parlamentarios al inicio de 

7  Esta y las siguientes ideas expuestas en esta página fueron tomadas de  Martínez, 
C. (2018) Las agendas legislativas y el trabajo parlamentario en la LXIII Legislatura 
del Senado de la República, México, Instituto Belisario Domínguez, Senado de la 
República.
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cada periodo, las cuales incluyen aquellos temas que pretenden abordar 
durante los denominados periodos ordinarios. Los balances al cierre de los 
periodos refl ejan discrepancia entre los temas de la agenda y las iniciativas 
presentadas.

Hasta 1997, los congresos contaban con una mayoría partidista que 
permitía que las iniciativas presentadas por el Ejecutivo federal tuvieran 
un canal fr anco de acceso y una pronta resolución. El partido hegemónico 
podía, por tanto, crear una agenda de trabajo unilateral que pocas veces 
encontraba contrapesos institucionales. La creciente pluralidad generó que 
las cámaras del Congreso tuvieran una representación más efectiva de los 
actores sociales y una mayor autonomía respecto del presidente de la Repúbli-
ca. Como resultado, la agenda nacional fue, cada vez más, el producto de 
un nuevo equilibrio de poderes, en el que se fortaleció el trabajo del parla-
mento como contrapeso político al Ejecutivo. Esto derivó en la necesidad 
de llevar a cabo transformaciones orgánicas que permitieran que el Con-
greso tuviera una cada vez mayor interacción con otros actores, convirtién-
dose en un espacio de deliberación y negociación para la construcción de 
consensos. Para cumplir con esa función, el Congreso fue modifi cando 
su estructura con el propósito de institucionalizar su nueva inserción en 
el espacio institucional. Como señala Martínez (2018), un paso decisivo 
en esa dirección fue la creación de la Junta de Coordinación Política y el 
desarrollo de algunos mecanismos de integración de la Mesa Directiva:

Con ello, (…) la transición logró democratizar y dispersar el poder que hasta 
entonces estaba concentrado en un solo partido; [y] fue exitosa en acabar con 
el monopolio de la representación y los privilegios que ello acarreó para el 
poder presidencial (Casar, 2013).

Además de modifi car su estructura y constitución, el Congreso fue cam-
biando paulatinamente su organización: la Junta de Coordinación Política 
aglutinó a los coordinadores de los distintos grupos parlamentarios y, con 
ello, abrió espacios para agendar y tratar durante el periodo de ejercicio de 
las distintas legislaturas los temas de mayor relevancia. Así constituida, la 
nueva agenda permitió planifi car el trabajo de las cámaras.

Estrategias de negociación entre poderes y
proyecto de gobierno

Desde el nacimiento del PRI en 1946 y hasta 1997, la agenda nacional 
surgía de la capacidad decisoria del presidente de la República, tan amplia 
que incluía cuestiones estratégicas como la asignación de concesiones y 
la intervención en el manejo de las telecomunicaciones, la defi nición de la 
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política energética y el manejo de las directrices de la política laboral. Con 
esta capacidad, el titular del Ejecutivo simplemente “bajaba” sus temas de 
interés al Congreso para su aprobación incuestionable.

A partir de 1997, la reducción de muchas de las atribuciones meta-
constitucionales del presidente y la existencia de un Congreso con agenda 
propia tensó la relación entre ambos poderes. Como respuesta, el titu-
lar del Ejecutivo debió promover nuevos mecanismos de interlocución 
y negociación con los legisladores. Sin embargo, no ocurrió así: en lo 
fundamental, el Ejecutivo siguió presentando al Congreso sus reformas y 
políticas públicas sin abrir nuevos canales de diálogo con los legisladores. 
El resultado fue que, desde la segunda mitad de la administración del pre-
sidente Zedillo, no pasó ninguna de sus propuestas de reforma de fondo. 

Más allá de los datos cuantitativos, los desacuerdos entre ambos pode-
res fr enaron la efi ciencia política de los gobiernos y mermaron la goberna-
bilidad del país. Inicialmente, la oposición, parapetada en un Legislativo 
más empoderado, bloqueó el proyecto de gobierno propuesto por el pre-
sidente de la República en turno. 

La confi guración legal e institucional vigente en 1997 propició que la 
negociación entre los poderes Ejecutivo y Legislativo se desplazara, como 
se mencionó líneas arriba, del momento de la discusión de la agenda na-
cional al de la instrumentación del proyecto de gobierno. Al no contar con 
sufi cientes atribuciones para modifi car la agenda del Ejecutivo propuesta 
en el Plan Nacional de Desarrollo, la oposición, mayoritaria en el Con-
greso utilizó sus amplias atribuciones para bloquear su instrumentación, 
específi camente para aprobar las reformas legales propuestas por el presi-
dente para concretar su proyecto de gobierno (Zepeda, 2017) 8.

8  El Poder Ejecutivo propone en el Plan Nacional de Desarrollo (PND) su proyecto 
de gobierno y lo envía para su aprobación al Congreso. Aunque, en principio, el pro-
yecto del Ejecutivo tiene la legitimidad de las urnas y de la consulta popular a la que 
obligan la Constitución y la Ley de Planeación, el PND debe construir los consensos 
y acuerdos necesarios con las distintas fuerzas políticas y actores para su instrumen-
tación garantice la gobernabilidad democrática. Sin embargo, respecto del PND, la 
ley señala que la Cámara de Diputados únicamente tiene la atribución de “Aprobar el 
Plan Nacional de Desarrollo en el plazo que disponga la ley”, y que “El Presidente de 
la República remitirá el Plan al Congreso de la Unión para su examen y opinión”, de 
donde desprende que la norma permite al Congreso examinar y opinar sobre el PND, 
y luego, a la Cámara de Diputados, aprobarlo, pero no para modifi carlo o rechazarlo. 
“En caso de que la Cámara de Diputados no se pronuncie en dicho plazo [a más tardar 
seis meses después de iniciada la Administración], el Plan se entenderá aprobado.” 
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La tensión entre ambos poderes en escenarios de gobiernos divididos 
no se tradujo en una parálisis legislativa, medida por el número de inicia-
tivas procesadas por el Congreso. 

Tabla 5. Evolución de las inicia  vas según su estatus
Situación/ 
Legislatura

LVII %
LVII

LVIII %
LVIII

LIX %
LIX

LX %
LX

LXI %
LXI

LXII %
LXII

LXIII %
LXIII

Presentadas 641 100 1205 100 2939 100 2869 100 3735 100 3487 100 1286 100

Pendientes 43 7 53 4 116 4 75 3 172 5 428 12 1006 78

Aprobadas 152 24 312 26 421 14 385 13 247 7 165 5 59 5

Desechadas y 
retiradas

446 70 840 70 2402 82 2409 84 3316 89 2894 83 221 17

Fuente: Zepeda, 2017

Sin embargo, sí derivó en un fr eno, casi total, de las iniciativas más impor-
tantes para el proyecto de gobierno del Ejecutivo. Como se advierte en el 
cuadro anterior, durante la segunda mitad de su mandato, la LVII Legis-
latura únicamente le aceptó al presidente Zedillo 25 iniciativas de reforma 
a leyes secundarias y siete a ordenamientos de carácter administrativo o de 
gobierno. 

Posteriormente, entre el 2000 y el 2006, como el presidente Fox gana 
para el PAN la presidencia de la República pero no obtiene mayoría en 
ninguna de las Cámaras, se vivió un enfr entamiento constante entre Eje-
cutivo y Legislativo, al punto que el presidente acusó públicamente al 
Congreso de obstruir sus iniciativas fundamentales: las reformas ener-
gética, laboral y fi scal (Zepeda, 2017). La pugna entre el presidente Fox 
y el Congreso llegó a tales extremos que, en una ocasión, la aprobación 
del Presupuesto de Egresos de la Federación y la Ley de Ingresos por 
parte del Congreso se llevó hasta las fechas límite y, en otra, el presidente 
decidió no presentar su informe de gobierno ante el pleno del Congreso.

No le fue mejor al presidente Calderón: después de ganar las elecciones 
por menos de un punto porcentual, sin mayoría en el Legislativo y distan-
ciado de su propio partido, el presidente no tuvo una buena relación con 
el Congreso. La LX Legislatura únicamente le aprobó tres reformas cons-
titucionales, 34 iniciativas de reforma a leyes secundarias y una de carácter 
administrativo o de gobierno. Durante la segunda parte de su mandato, la 
LXI Legislatura le aprobó 20 iniciativas de reforma a leyes secundarias y 
seis ordenamientos de carácter administrativo o de gobierno, pero desechó seis 
de sus iniciativas para reformar leyes secundarias (Zepeda, 2017).
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Aprendiendo de las tres administraciones previas, el presidente Peña 
Nieto impulsó la formación de una coalición legislativa entre las tres prin-
cipales fuerzas políticas del Congreso para concretar las reformas de fondo 
que sus antecesores no habían podido. Aún sin contar con mayoría en las 
cámaras, a través del Pacto por México logró la aprobación del Legislativo 
y la posterior ratifi cación por la mitad más uno de los congresos locales 
(en donde el PRI sí tenía mayoría) de un importante paquete de reformas 
(Zepeda, 2017). 

Por primera vez desde la promulgación de la Ley de Planeación de 
1983, se estableció un acuerdo público entre el gobierno y las principales 
fuerzas políticas sobre temas fundamentales de la agenda nacional antes de 
la promulgación del PND.

Como parte de un proceso de negociación inédito, la oposición pro-
puso e incluyó algunos de sus temas prioritarios, se opuso y logró excluir 
otros propuestos por el presidente y su partido. Modifi có, incluso, en 
algunos casos las iniciativas presentadas por el Ejecutivo. Como resultado, 
en 20 meses, y a pesar de las tensiones entre los legisladores y sus parti-
dos, y entre éstos y el Poder Ejecutivo, el Congreso aprobó y el Ejecutivo 
promulgó 11 reformas: la laboral, la educativa; la de telecomunicaciones y 
radiodifusión, la hacendaria, la fi nanciera, en materia de transparencia, la 
energética, la política-electoral, se promulgó una nueva Ley de Amparo, 
se reformó el Código Nacional de Procedimientos Penales y se aprobó la 
reforma en materia de competencia económica.

Siguiendo esa inercia a las 11 reformas mencionadas se sumaron, ya 
durante la siguiente legislatura, la reforma política del Distrito Federal y 
la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, cuya reforma cons-
titucional crea el Sistema Nacional Anticorrupción aprobado en mayo de 
20⒖  

El trabajo legislativo realizado durante este periodo fue más allá de 
aprobar reformas aisladas. La promulgación de muchas de ellas implicó 
contemplar los efectos que tendría sobre las demás pues, aunque de los 95 
puntos incluidos en el Pacto por México 32 no requerían de una reforma 
legislativa,--por lo que su implementación únicamente demandaba el aval 
de facto del presidente de la república (entre ellos: 42% de los compromi-
sos sobre derechos y libertades, 38% de los de seguridad y justicia, y 35% 
de los vinculados con la economía)--, los 63 restantes sí necesitaron de 
una reforma legal: 38 de la fi scal y los 25 restantes, de la reforma fi scal y 
también de alguna otra, por lo que su aprobación suponía necesariamente, 
al menos el apoyo del PAN o del PRD en el Congreso. (Alvarado, 2015). 
Refi riéndose a las primeras 11 reformas, el presidente Enrique Peña Nieto 
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señaló en su segundo Informe de Gobierno que: “En coǌ unto estas refor-
mas implicaron 58 modifi caciones a la Constitución; 81 cambios a leyes 
secundarias; la creación de 21 ordenamientos jurídicos y la abrogación de 
15”. (Segundo Informe de Gobierno, 2014).

El trabajo legislativo requirió, en suma, una perspectiva de largo alien-
to que considerara, en coǌ unto, las sinergias que las reformas generarían 
en el proyecto nacional. Por ello, por primera vez, el texto del PND 2013-
2018 refl eja una agenda negociada entre el gobierno y las otras fuerzas 
políticas representadas en el Congreso, y contempla reformas estructurales 
ya aprobadas (la laboral, la educativa y la de telecomunicaciones); y otras 
reconocidas como necesarias, (algunas, como la fi nanciera, ya acordadas) y 
no únicamente la agenda del nuevo gobierno y su partido.

Una evaluación del trabajo parlamentario de la LXII Legislatura 
(Casar, 2015) señala que: “…fue histórica por la amplitud, pluralidad y 
complejidad de las reformas que emprendió. Aunque los coordinadores 
parlamentarios no lo fi rmaron, fueron los actores centrales del Pacto por 
México⒐  […] de los 95 compromisos adquiridos, 62 le correspondían al 
Poder Legislativo: 43 reformas legales y 19 constitucionales. La gran ma-
yoría fueron aprobados (76%) y casi todos con la participación de los tres 
principales grupos parlamentarios: PRI-PAN-PRD.

De esta manera, en contraste con las tres administraciones previas, 
durante la primera mitad de la administración del presidente Enrique Peña 
Nieto, la LXII Legislatura le aprobó cuatro iniciativas de reformas cons-
titucionales, 41 a leyes secundarias y un ordenamiento administrativo o de 
gobierno. Del otro lado, el Congreso desechó una iniciativa de reforma 
constitucional del presidente, dejó pendientes otra de reforma constitucio-
nal y cuatro de cambios a leyes secundarias. (ver tabla).

9  Hay quien no está de acuerdo con esta opinión: ”…el Pacto se concretó a pesar de 
las resistencias dentro del propio Congreso y la opinión pública por haberse acordado 
fuera de las instancias parlamentarias y logró aprobar diversos ordenamientos con di-
versos alcances y consecuencias estructurales ” (Báez, 2016; Escamilla, 2015, citado por 
Alarcón, 2017). Véase también, Meyenberg y Espinoza (2019).
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En suma, durante la etapa de gobiernos divididos, los presidentes que 
más iniciativas presentaron y a quienes les fue aprobado un mayor número 
de ellas fueron: Vicente Fox, Enrique Peña Nieto y Felipe Calderón. Sin 
embargo, es al presidente Enrique Peña Nieto a quien le han aprobado 
más iniciativas de reforma constitucional (durante la primera parte de su 
administración), seguido por el presidente Felipe Calderón (en la segunda 
mitad de su administración), lo que sugiere que ha sido durante el último 
año del presidente Calderón y los primeros veinte meses del presidente 
Peña Nieto cuando se ha aprobado el mayor número de reformas consti-
tucionales. Como contraste, el presidente Fox ha sido, por mucho, a quien 
NO le han aprobado un mayor número de iniciativas y a quien, también 
por mucho, el Congreso le ha desechado un mayor número de iniciati-
vas de reforma constitucional y de leyes secundarias. Espinoza y Miguel 
(2007) concluyen que “…en el caso del presidente Vicente Fox [hubo] …
una muralla parlamentaria a las reformas estructurales [aunque también] 
inefi ciencia del Ejecutivo para construir consensos”. 

En conclusión, entre 1997 y 2012, si bien no hubo parálisis legislativa, 
e incluso hubo un crecimiento exponencial del número de iniciativas pre-
sentadas y aprobadas, así como el mantenimiento de altas tasas de aproba-
ción de las iniciativas enviadas por el presidente; no le fueron aprobadas 
aquellas que eran esenciales para el proyecto de gobierno del presidente. 

Conclusiones
 El contraste entre la visión estratégica demostrada por los actores políticos 
para fi rmar el Pacto por México y aprobar algunas reformas, y su incapa-
cidad para llevarlo hasta sus últimas consecuencias provocó, por lo menos, 
tres efectos: a) la cancelación de una agenda política nacional consensuada 
y su sustitución por otra en la que, en un ambiente de creciente encono 
entre los partidos aliados se centró en temas como la corrupción, la in-
seguridad y la violencia; b) el retraso —o la cancelación defi nitiva— de 
muchos de los impactos de las reformas en las condiciones de vida de la 
población, y c) tal vez el más grave, la interrupción de una experiencia po-
lítica que hubiera podido demostrar la viabilidad de construir un proyecto 
de gobierno a partir de consensos entre las distintas fuerzas políticas. 

Como lo han señalado algunos autores10, se generalizó entre la ciuda-
danía una percepción negativa sobre la política, los políticos y los partidos, 
que se tradujo en un desaliento respecto a la relevancia que podría tener 

10  Véase, por ejemplo, Alvarado Arce (2015).
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un nuevo equilibrio entre los poderes y los benefi cios de la concertación 
y negociación entre ellos como vía para impulsar los cambios necesarios.

La suspensión del Pacto por México derivó en el abandono de una 
agenda de reformas de largo alcance y su sustitución por temas de una coyun-
tura cada vez más degradada por la violencia, la inseguridad, la corrupción 
y la inefi ciencia de gobierno. Es por ello que, el presidente Peña Nieto y su 
gobierno concluyeron el sexenio con niveles de aprobación históricamente 
bajos, fl otando a la deriva, y los que fueron por años los tres principales 
partidos políticos, con una aplastante derrota electoral. 

El contundente triunfo electoral de la coalición “Juntos Haremos His-
toria” cierra la etapa de cerca de 20 años de gobiernos sin mayoría en el 
Congreso que caracterizó nuestra transición democrática. 

La decisión ciudadana de renunciar al voto diferenciado muy posi-
blemente permitirá al nuevo gobierno contar con mayorías califi cadas en 
ambas cámaras del Congreso de la Unión, e incluso en la mayoría de los 
congresos locales. Las iniciativas adoptadas durante los primeros meses 
apuntan al fortalecimiento de los poderes del presidente de la República, 
por la vía del debilitamiento del poder del Legislativo y el Poder Judicial, 
así como por el nombramiento de superdelegados del Ejecutivo y el debi-
litamiento de varios de los organismos autónomos que fungieron, durante 
los pasados veinte años, como contrapesos al poder presidencial. Con ello, 
en el corto plazo, la actual administración tendrá mejores posibilidades 
para impulsar con éxito su programa de gobierno. Sin embargo, la re-
concentración de poderes y el debilitamiento de los pesos y contrapesos 
construidos, no auguran el fortalecimiento de nuestra democracia.  

Por esta razón, aunque tienen razón Meyenberg y Espinoza (2019), al 
señalar que “Por primera vez en más de veinte años la agenda presidencial 
podrá ser coincidente con la agenda pública y con la agenda del Congreso, 
y el gobierno de López Obrador contará con condiciones para cumplir su 
compromiso de sentar las bases para el cambio”, está por verse qué tipo de 
relaciones se irán construyendo entre los poderes Ejecutivo y Legislativo, 
en un ambiente de reconcentración del poder político en torno al presi-
dente de la República.
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DEMOCRACIA, DERECHOS SOCIALES 
Y ESTADO DE DERECHO EN MÉXICO*

Rodrigo Ávila Barreiro1

Introducción

A partir de 1976, México inició un proceso de transición a la democra-
cia que le ha permitido construir un sistema de partidos con elecciones 
competitivas y confi ables. Hoy nuestro país cuenta con instituciones y 
procedimientos que garantizan el respeto a la voluntad popular expresada 
mediante el voto. Si bien se presentan confl ictos o irregularidades, se trata 
de casos aislados para los cuales existen instancias de resolución.

A pesar de lo anterior, el proceso de consolidación democrática en Mé-
xico enfr enta grandes retos que, paradójicamente, no tienen que ver con 
el fr aude electoral, la compra de votos o la incertidumbre en la califi cación 
de las elecciones, sino con la persistencia de problemas estructurales aún 
pendientes de solución.

En estas notas se argumenta que el desencanto con la democracia en 
nuestro país ha estado relacionado -aunque de manera muy diferenciada-, 
con tres elementos: el sistema electoral, los derechos sociales y el Estado 
de derecho. En cuanto al primero de ellos, en las siguientes páginas se 
analiza la ruta seguida para la consolidación de un sistema electoral efi -
ciente. Los otros dos, la persistencia de un rezago signifi cativo en materia 
de derechos sociales (CONEVAL, 2019), y la existencia de un Estado de 
derecho debilitado explican, en mi opinión, gran parte del desencanto que 
hay en México respecto al funcionamiento de nuestra democracia (World 
Justice Project, 2018).

Para abordar estos temas, este ensayo se organiza en tres apartados: en 
el primero, se describen las tres reformas que permitieron la consolida-
ción de un sistema que garantiza elecciones libres, limpias y competitivas. 
En el segundo se presentan algunos de los principales retos de carácter 
estructural que enfr enta nuestro país que impactan directamente en la 
opinión de la ciudadanía sobre la democracia: la pobreza, la desigualdad, la 

1  Maestro en Políticas Públicas y Estudios de Desarrollo. Doctorando en Estado de 
Derecho y Gobernanza Global por la Universidad de Salamanca. 

*   Los textos y generosos comentarios del profesor Jose Woldenberg contribuyeron 
signfi cativamente a este trabajo.
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alta de movilidad social y la fr agilidad del Estado de derecho. Por último, 
en el tercer apartado se presentan algunas consideraciones sobre la forma en 
que estos problemas estructurales impactan la percepción ciudadana sobre 
nuestra democracia.

Breve historia del sistema electoral mexicano

México vive en democracia. No se trata de una sentencia fatua sino de una 
afi rmación que recoge una realidad. A lo largo de los últimos casi cinco 
lustros del siglo pasado, se fueron transformando las leyes, instituciones 
y procedimientos electorales, con el fi n de construir y consolidar un régi-
men de gobierno democrático.

Entre 1976 y 1996 se dio una serie de cambios legales, institucionales 
y procedimentales que dieron pie a la transición democrática en México. 
A partir de entonces, en tanto que todo sistema político es perfectible, los 
cambios han continuado. No obstante, puede argumentarse que en 1996 
México arribó a un auténtico sistema de partidos, con procesos electorales 
–al menos a nivel federal- competitivos, imparciales y equitativos, conclu-
yendo así la transición de un régimen de partido hegemónico a un sistema 
plural de partidos  (Lujambio, 2018).

A grandes rasgos, pueden defi nirse tres puntos de infl exión en la tran-
sición democrática mexicana: 1) El de 1976-77, de apertura e inclusión al 
sistema de las fuerzas políticas que habían sido marginadas hasta entonces; 
2) La reforma de 1989-90, que dotó de imparcialidad al proceso y dio pie 
a la creación del Instituto Federal Electoral y; 3) La reforma de 1996, que 
genera condiciones de equidad en la contienda. 

Estos momentos inyectaron una nueva dinámica al sistema político 
mexicano, permitiéndole pasar de un régimen de gobierno autoritario –en 
el que los ganadores y perdedores de la contienda estaban predetermina-
dos-, a uno democrático, en el que el voto popular –libre y secreto- pasó 
a ser el factor determinante, y la auténtica contienda entre fuerzas políticas 
una realidad (Woldenberg, J. 2012). 

1976-1977: El momento de la apertura

Como se sabe, la década de los 70 fue una década de tensiones y contradic-
ciones en el campo de la política mexicana; muchas de ellas producto del 
proceso modernizador y del llamado desarrollo estabilizador que derivaron 
en una sociedad cada vez más plural, urbana y exigente, que ya no cabía 
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del todo en el esquema autoritario asociado al partido hegemónico y al 
presidente todopoderoso.

El movimiento estudiantil del 68 fue la antesala de lo que trajo la dé-
cada siguiente, y que incluyó desde el “halconazo” de 1971 y la aparición 
de guerrillas urbanas y rurales, hasta los recurrentes confl ictos sindicales, 
agrarios, populares y universitarios.

En este marco de tensiones y violencia política, las limitaciones del 
sistema político para mantener la apariencia democrática-electoral se hi-
cieron evidentes cuando en las elecciones de 1976, solo un candidato –José 
López Portillo, del Partido Revolucionario Institucional- se presentó a 
contender por la Presidencia (el Partido Comunista también tuvo como 
candidato a Valentín Campa pero, como el partido no contaba con registro 
legal, su candidato no pudo competir formalmente). 

En un México políticamente convulso, cuya sociedad dejaba en claro 
que ya no cabía en la familia revolucionaria, la existencia de un candidato 
único cuestionaba la legitimidad democrática y la capacidad de inclusión 
del sistema de partido hegemónico (Shapira, Y. 1977).

Fue en ese contexto que, en abril de 1977, ya como presidente, José 
López Portillo instruyó a su Secretario de Gobernación, Jesús Reyes He-
roles, a convocar a un gran diálogo con académicos, personalidades y par-
tidos –con y sin registro-, para abrir cauce a la participación política de 
quienes hasta entonces habían sido excluidos. El producto de dicho diá-
logo fue una reforma constitucional y la Ley Federal de Organizaciones, 
Procedimientos y Procesos Electorales, mejor conocida como la LFOPPE, 
cuyos tres puntos centrales fueron:

Primero, que la noción de partidos políticos se incorporó a la Cons-
titución, defi niéndolos como entidades de interés público, porque si bien 
desde 1917 la Constitución preveía un régimen de gobierno democrático, 
republicano y federal, los partidos políticos se encontraban ausentes de su 
texto.

Segundo, se estableció el registro condicionado a los (“nuevos”) partidos 
políticos, estableciendo como únicos requisitos los de: contar con estatu-
tos, declaración de principios y programa de acción; acreditar la realización 
de actividades políticas por lo menos durante cuatro años; representar una 
ideología política que formara parte de la “colectividad nacional” y; como 
requisito para mantener el registro, que la permanencia de los partidos 
quedaba sujeta a que lograrán al menos el ⒈ 5% de la votación nacional. 
En su momento, estos cambios fueron de la mayor relevancia porque, 
hasta antes de esta ley, la solicitud de registro exigía la lista de afi liados, lo 
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que generaba suspicacias y desconfi anza entre organizaciones políticas que 
habían padecido represión estatal. 

Tercero, la modifi cación de la fórmula de integración de la Cámara de 
Diputados para contemplar 300 legisladores de mayoría relativa y 100 de 
representación proporcional signifi có, en la práctica, que por lo menos 
una cuarta parte de la Cámara estaría integrada por partidos de oposición, 
inyectando así un aire de pluralidad y representatividad al paisaje político 
institucional mexicano. 

Adicionalmente, la LFOPPE contempló que todos los partidos reci-
bieran prerrogativas (mínimas si se quiere) del Estado, incluyendo fi nan-
ciamiento, exenciones fi scales y fr anquicias postales. Se abrió también un 
pequeño espacio en los medios de comunicación para recrear una cierta 
dosis de pluralidad en los noticieros.

Fue bajo este manto que se dieron las elecciones de 1979, en las que 
la cosecha de la aún germinal transición política comenzó a rendir fr utos. 
Se incluyeron en las boletas electorales tres nuevos partidos (PCM, PST y 
PDM), con lo que sumaron siete los partidos que contendieron y lograron 
refr endar su registro; por su parte, los tres principales lograron la siguien-
te votación: PRI 6⒐ 71%, PAN ⒑  79 y PCM ⒌ 0. Todo esto se tradujo en 
que la cámara baja contara con 296 diputados priistas y 104 de oposición. 
Aunque seguía existiendo un partido que, en solitario, podía hacer su vo-
luntad  (Servín, E. 2018, 1a edición electrónica).

Sin embargo, lentamente, la nueva representación política comenzó a 
modifi car el paisaje nacional. Ya en las elecciones presidenciales de 1982 
los cambios se hicieron más notorios: en vez de un solo candidato a la pre-
sidencia hubo siete que representaban un amplio espectro ideológico. No 
obstante, la Comisión Federal Electoral –dependiente de Gobernación-, 
seguía siendo la responsable de la organización de los comicios. En ese 
esquema, la composición de la CFE negaba la posibilidad de una institu-
ción imparcial. Además, las cámaras del Congreso seguían califi cando las 
elecciones (INE, 2019).

A pesar de lo anterior, y gracias a las reformas del 76-77, la diversidad co-
bró legitimidad; comenzó a ser viable ejercer las libertades y derechos, entrar 
en contacto con diferentes audiencias, hacer campaña y criticar al sistema, sin 
convertirse por ello en un traidor a la Revolución. De esa manera, poco a poco, 
se abrieron espacios a nuevas formas de pensar y ver las cosas.

No obstante, los cambios siguieron ocurriendo por goteo. En la elec-
ción presidencial de 1982, Miguel de la Madrid obtuvo casi 70% de los 
votos. Para la Cámara de Diputados el PRI ganó 299 de los 300 distritos, 
lo que hizo que las oposiciones contaran solo con 101 diputados. Por su 
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parte, en el Senado, donde aún no se incluía la representación proporcio-
nal, el partido del gobierno, con 65% de la votación ocupó el 100% de los 
escaños (INE, 2015).

Como lo muestran estos resultados, si bien el mapa político se iba 
transformando poco a poco, era claro que aún estábamos lejos de contar 
con condiciones sufi cientes para una contienda libre, confi able y autén-
tica. El despertar cívico surgido a raíz del sismo del 85, y la insufi ciente 
respuesta por parte del Estado propició el surgimiento de un importante 
movimiento territorial asociado con los partidos de oposición y fue el ca-
talizador de una nueva ola de reformas en 1986  (Leal, A. 2015). 

Estas reformas incluyeron la ampliación de la representación propor-
cional en la Cámara de Diputados de 100 a 200 (aunque se mantuvo el 
acceso al Senado solo por mayoría relativa). También se creó la Asamblea 
de Representantes del Distrito Federal, que estaría compuesta por 40 in-
tegrantes de mayoría y 26 de representación proporcional. Otro cambio 
importante fue que, por primera vez, se estableció una instancia juris-
diccional electoral: el Tribunal de lo Contencioso Electoral, aun cuando 
siguió teniendo un alcance limitado, ya que la califi cación de las elecciones 
seguía a cargo de las Cámaras convertidas en Colegios Electorales.

 Todavía entonces, lo cierto es que los ganadores y perdedores de los 
comicios se conocían de antemano, y el gran elector seguía siendo el presiden-
te en turno. En suma, el sistema de transmisión del poder se alimentaba de un 
partido hegemónico, un titular del Ejecutivo con poderes metaconstituciona-
les, la debilidad de los partidos opositores, y de unas normas e instituciones 
electorales amalgamadas con la autoridad gubernamental.

Las elecciones de 1988 y la imparcialidad
de las ins  tuciones electorales

Las elecciones de 1988 signifi caron un parteaguas en la historia política de 
México, en gran medida por fr acturas ocurridas al interior del PRI, ini-
cialmente de la Corriente Democrática, que dio origen al Frente Democrá-
tico Nacional, liderado por Cuauhtémoc Cárdenas (al cual en su momento 
se sumó Heberto Castillo, candidato del Partido Mexicano Socialista). Las 
presencias de Manuel Clouthier por parte del PAN y de Rosario Ibarra de 
Piedra por el Partido Revolucionario de los Trabajadores también inyecta-
ron dinamismo a la contienda.

Esta elección, si bien dejó en claro que las preferencias políticas de la 
sociedad podían cambiar y que eran diversas, también puso en evidencia 
las limitaciones del sistema y la necesidad de una ingeniería electoral más 
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profunda para superarlas. La presión social derivada del hecho de que por 
primera vez hubiera habido una auténtica competencia entre las diferentes 
fuerzas políticas y que, sin embargo, las reglas, procedimientos y respon-
sables mostraran parcialidad e incapacidad para procesar con transparencia 
y certeza los resultados puso en evidencia la necesidad de impulsar más 
cambios y, sobre todo, cambios de mayor profundidad.

Después de una tensa campaña y una polarización innegable, los resul-
tados ofi ciales fueron los siguientes: Carlos Salinas 50.36% de los votos; 
Cuauhtémoc Cárdenas 30.8, y Manuel Clouthier ⒘  0⒎  Dichos resultados 
no solo fueron impugnados, sino que resultaron increíbles para fr aǌ as 
relevantes de la población.

En ese contexto, el resultado de la Cámara de Diputados fue muy 
importante pues el PRI apenas obtuvo la mayoría relativa, 260 diputados, 
mientras que el coǌ unto de los partidos de oposición se quedó con 240 
escaños. En contraste, en el Senado, donde se eligieron dos senadores de 
mayoría por entidad, las cosas siguieron mostrando una gran asimetría: 
con el 51% de los votos, el PRI ganó en 30 de las 32 entidades federativas, 
obteniendo 60 de 64 senadores; mientras que el FDN, con 29%, solo ganó 
en el Distrito Federal y Michoacán, logrando apenas cuatro senadores. 

Como se sabe, la elección del 88 también fue signifi cativa porque, después 
del confl icto post electoral, el Ingeniero Cárdenas llamó a construir el Partido 
de la Revolución Democrática, fuerza que articularía a importantes corrientes 
de la izquierda mexicana durante más de 20 años (Campuzano, I. 2006). 

Para hacer fr ente a este complejo escenario, con la intervención del 
gobierno y, desde el Congreso, con la participación del PAN y el PRI, se 
acordó un nuevo marco legal e institucional para las elecciones, creando 
dos nuevas instituciones: el Instituto Federal Electoral y el Tribunal Fede-
ral Electoral. El IFE sería el órgano del Estado responsable de organizar 
las elecciones: autónomo, dotado de una estructura descentralizada y un 
servicio civil de carrera. A diferencia de la Comisión Federal Electoral, 
cuya continuidad se había vuelto políticamente insostenible, el IFE ten-
dría una integración más balanceada y equitativa. Si bien seguía siendo 
presidido por el Secretario de Gobernación y contaría con representantes 
del Poder legislativo y de los partidos, incluyó una novedad importante al 
considerar dentro de su Consejo General, las fi guras de “Consejeros Ma-
gistrados”, nombrados por dos terceras partes de la Cámara de Diputados 
a propuesta del presidente. Se trató, por primera vez, de incluir personajes 
sin fi liación partidista, que pudieran ser el fi el de la balanza. 

Respecto al TRIFE, se le dieron mayores facultades que a su prede-
cesor, el Tribunal de lo Contencioso Electoral: tendría una Sala Superior 
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y Salas Regionales, y sus sesiones debían de ser públicas. Sin embargo, 
si bien sus resoluciones no podían ser recurridas, todas aquellas que se 
dieran después de la elección podían ser modifi cadas por los colegios elec-
torales, lo que representaba que se mantenía la auto-califi cación de la elec-
ción como atribución de las cámaras. 

Otro aspecto importante a destacar de estas reformas fue la creación 
del Registro Federal de Electores, que se incorporó al IFE como una Di-
rección Ejecutiva. Este fue el primer paso para contar con un padrón de 
electores confi able. Como contraste, esta reforma mantuvo al Senado im-
permeable a la representación de la diversidad. 

Fue con estas reglas que se llevaron a cabo las elecciones intermedias 
de 1991 en las que el PRI se recuperó en forma notable: con el 61% de 
los votos logró 320 diputados. Por su parte, el PAN mantuvo una votación 
de 18%, que le valió para 89 diputados, y el PRD –que se presentó como 
tal por primera vez en una contienda- logró apenas el 8%, equivalente a 
41 diputados. El resto de escaños fueron ocupados por el PFCRN (23), el 
PARM ⒂    y el PPS ⑿    (Murayama, C. 2013). 

Sobre el nuevo IFE, podría decirse que salió bien librado de su primera 
prueba, en tanto que los votos se contaron con pulcritud. No obstante, las 
condiciones de la contienda seguían siendo asimétricas, en benefi cio del 
partido hegemónico lo que llevó, en casos extremos de elecciones locales 
como en Guanajuato y San Luis Potosí, a que los confl ictos se agravaran a 
tal grado que dieron pie a las llamadas concertacesiones; que eran una salida 
política, al margen de la ley, y por ello no sustentable. 

La construcción democrática en México fue un largo y tortuoso pro-
ceso, con transformaciones a veces por goteo y en ocasiones con reformas 
más ambiciosas. Fue así que, nuevamente, en 1993 se pactaron cambios al 
entramado legal en materia electoral.

Puede decirse, en suma, que la Reforma de 1993 fue importante en 
varios sentidos. Primero porque, aunque de manera limitada, abrió la po-
sibilidad de que el Senado fuera impactado por la pluralidad política. Es-
taría compuesto por tres senadores de mayoría y uno de minoría por cada 
estado. Es decir, el 25% de la Cámara pasaría a manos de la oposición. En 
segundo término, porque, por fi n, se acabó la auto-califi cación de las elec-
ciones por parte del Congreso, y las resoluciones del Tribunal se volvieron 
inatacables y defi nitivas. Asimismo, el fi nanciamiento de los partidos se 
incluyó en la Constitución y se estableció, por primera vez, la obligación 
de presentar ante el IFE un informe de ingresos y gastos. 

Adicionalmente, se emitieron lineamientos (no obligatorios) para la 
cobertura de las campañas por parte de los medios masivos, con lo que se 
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subsanó, al menos parcialmente, la necesidad de que hubiera mayor equi-
dad en la cobertura de las campañas electorales. Por último, se dio entrada 
a la fi gura de observadores electorales, y se establecieron las bases de lo 
que sería el Programa de Resultados Electorales Preliminares, con el pro-
pósito de atajar las suspicacias que generaba la tardanza en el conteo. Con 
estas normas, México se adentró en el complejo año de 1994, que comen-
zó con el levantamiento del Ejercito Zapatista de Liberación Nacional. 

Las elecciones de 1994

El movimiento zapatista fue un acicate que llevó a trabajar de manera coǌ unta 
a todas las fuerzas políticas del país, con el propósito de generar las mejores 
condiciones posibles para la elección presidencial que estaba en curso.

El entonces Secretario de Gobernación, Jorge Carpizo, inició una serie 
de diálogos con todos los partidos, que derivaron en importantes reformas 
constitucionales y legales. Por una parte, el Consejo General del IFE, 
quedó integrado por el Secretario de Gobernación, dos representantes de 
la Cámara de Diputados y dos de Senadores (en cada caso, uno de mayoría 
y otro de primera minoría), un representante de cada partido político, así 
como por los seis consejeros ciudadanos que substituyeron a los conse-
jeros magistrados que hubo hasta entonces (quienes ya no serían electos 
a propuesta del Presidente, sino directamente por dos terceras partes de 
la Cámara de Diputados). De todos ellos, solo los representantes de los 
poderes ⑸   y los consejeros ciudadanos ⑹   tendrían derecho a voto, lo que 
otorgó la mayoría a estos últimos.

También se estableció en la ley la obligación del Registro Federal de 
Electores de entregar las listas nominales a cada partido. Por primera vez 
se permitió la fi gura de visitantes extraǌ eros y se facilitó la labor de los 
observadores electorales; además, se amplió el plazo de los partidos para 
registrar a sus representantes de casilla, y se reformó el Código Penal, 
incluyendo un catálogo de delitos electorales y creando una fi scalía es-
pecializada en la materia. Con estas reglas electorales, y en medio de las 
tensiones provocadas por el movimiento zapatista y el asesinato de Luis 
Donaldo Colosio, México llegó a su cita con las urnas. 

Los resultados del día de la elección fueron los siguientes: PRI 50%, PAN 
27% y PRD 17%. En contraste con la elección del 88, en esta ocasión no 
hubo cuestionamientos a los resultados. Los cambios realizados habían ren-
dido fr utos. Sin embargo, había una asignatura pendiente, y así lo reconoció 
el propio presidente electo Ernesto Zedillo, al sostener que, si bien la elección 
había sido limpia y los votos se habían contado de forma fi dedigna, las con-
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diciones de la contienda habían sido inequitativas, lo mismo en el acceso y 
cobertura en medios, que en lo referente al fi nanciamiento.

En efecto, según el informe de los consejeros ciudadanos, el PRI gasto 
71% del total de dinero utilizado en la campaña presidencial, mientras que 
al PAN correspondió 18% y el PRD apenas el 6% (menos del 10% de lo 
que erogó el PRI). Los números fueron similares para las elecciones de 
senador, diputados y a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal. Ante 
ello, y después de un tortuoso proceso de negociación, vino la más ambi-
ciosa de las reformas (Político.mx, 2019).

1996 y la reforma por la equidad

Los años entre la elección y la nueva reforma no fueron sencillos. Por una 
parte, por la desconfi anza que existía entre las fuerzas políticas: el PRD 
acusaba fr aude en las elecciones de Tabasco y el PAN, en las de Yucatán. 
Adicionalmente, sucesos como la matanza de Aguas Blancas nublaban el 
panorama. A pesar de todo, los obstáculos lograron vencerse, y en octubre 
de 1996 se llegó a acuerdos que transformarían profundamente las nor-
mas, instituciones y procedimientos electorales.

Para empezar, se dio forma a una nueva integración del Consejo General 
del IFE: ocho consejeros más un presidente (electos por mayoría califi cada de 
la Cámara de Diputados), serían los únicos con derecho a voz y voto. De ahora 
en adelante, los representantes de los partidos y de las fr acciones parlamen-
tarias sólo tendrían derecho a voz. Ello, junto con la salida del Secretario de 
Gobernación, signifi có la llamada ciudadanización del IFE. 

A partir de esa reforma, los integrantes del Tribunal Electoral serían 
seleccionados por el Senado, ya no a propuesta del Ejecutivo sino de la 
Suprema Corte. Además, podría recurrirse al Tribunal por asuntos locales, 
y no solo federales como anteriormente. La elección –hay que subrayarlo- 
ya no sería califi cada por los Diputados, sino por el Tribunal. 

También se ajustó la fórmula de integración de la Cámara de Diputados 
para que nadie pudiera tener más del 8% de escaños de sobrerrepresenta-
ción. Y de ahora en adelante, la Cámara Alta quedaría compuesta por 128 
integrantes: dos de mayoría, uno de primera minoría por entidad, y 32 más 
vía una lista nacional de representación proporcional. 

De este modo se avanzó en la imparcialidad de los procesos y los órga-
nos electorales. Y algo muy importante, se amplió el presupuesto público 
y el acceso a medios, estipulándose que el fi nanciamiento público sería 
preeminente al privado. De este modo, se buscó transparentar el uso de 
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recursos, mejorar la equidad en la contienda, y evitar que los partidos fue-
ran dependientes de los poderes fácticos o las organizaciones criminales.

La fórmula para repartir los recursos fue que el 70% se otorgaría de 
acuerdo con los votos obtenidos y el 30% se dividiría por igual entre todos 
los partidos. Por supuesto, se refr endó la prohibición de recibir dinero del 
extraǌ ero, dependencias públicas, iglesias o empresas.

El acceso a los medios también se transformó, ya que por fi n los partidos 
contaban no sólo con acceso a los tiempos ofi ciales, sino con una bolsa que 
les permitía comprar espacios de radio y televisión. Lo anterior multiplicó y 
diversifi có la presencia mediática de las diferentes opciones políticas.

Por último, pero no menos importante, también se estableció que los 
habitantes del Distrito Federal por fi n podrían elegir a su Jefe de Gobier-
no, así como a los jefes de las 16 delegaciones. 

En materia de acceso a los medios, las reformas fueron igualmente 
estratégicas. Multiplicaron la presencia de los partidos en los llamados 
tiempos ofi ciales; en la medida en que el fi nanciamiento del Estado amplió 
su capacidad de comprar, como nunca antes, espacios en radio y televisión; 
e incluso, tener mayor presencia en los noticiarios. Por su parte, los le-
gisladores, tomando en cuenta la experiencia de 1994, llevaron a la ley la 
obligación del IFE de entregar a la CIRT, al inicio de la campaña electoral, 
unos lineamientos en los que se establecía el comportamiento que se espe-
raba de los medios de comunicación. En el mismo sentido se estableció la 
obligación del IFE de hacer un monitoreo de dicho comportamiento para 
darlo a conocer al público. Se buscó, en suma, —sin afectar la libertad de 
expresión— crear un contexto de exigencia a los medios para lograr un 
trato más equilibrado hacia las diferentes opciones políticas. 

Tomando esas dos poderosas palancas —dinero y acceso a los medios— 
los legisladores lograron en buena medida equilibrar el terreno de juego. 
Y quizá sea esa dimensión la más relevante de aquella reforma, porque, si 
bien en 1994 se habían contado con pulcritud los votos, las condiciones 
de la competencia habían seguido siendo dramáticamente inequitativas.

De ese modo, bordando sobre lo hecho en años previos, y a partir 
de equilibrar el acceso al fi nanciamiento y a los medios, los legisladores 
lograron construir la pieza que faltaba: a saber, la equidad en la contienda 
(Becerra Chávez, 1996).

Fue así que, durante un lapso de 20 años, el sistema político mexicano 
fue capaz de erigir dos de los pilares fundamentales para toda democracia: 
pluralismo político y competencia en las elecciones. Pasamos de tener, 
por un lado, un sistema de partido hegemónico, como en su momento lo 
llamó Giovanni Sartori, a un sistema de partidos plural y; por el otro lado, 
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transitamos de tener elecciones sin competencia, a elecciones cada vez más 
competidas. En pocas palabras: en dos décadas se consiguió desmontar un 
sistema autoritario de gobierno para erigir una germinal democracia. 

Así, se podría argumentar, concluyó un proceso de transición demo-
crática, que permitió que en las elecciones de 1997 se contaran bien los 
votos y las condiciones de la contienda fueran equitativas, imparciales y 
competidas. Con nuevas reglas e instituciones, por ejemplo, el Ingeniero 
Cárdenas ganó la Jefatura de Gobierno del entonces Distrito Federal; el 
PAN triunfó en los comicios para elegir gobernadores en Nuevo León y 
Querétaro, y se llegó a un escenario en el que ninguna fuerza política tuvo 
mayoría absoluta en la Cámara de Diputados. Todo esto como antecedente 
de lo que ocurrió en el 2000, cuando México vivió la primera alternancia 
en la Presidencia de la República después de 71 años.

Para ilustrar la dimensión del cambio, vale la pena señalar que, si en 
1977 solo cuatro municipios eran gobernados por la oposición y en 1988 
esa cifr a se había elevado a 39 y, antes del 2 de julio de 2000, eran 583 los 
ayuntamientos encabezados por partidos diferentes al PRI. Y si en 1977 el 
PRI tenía mayoría califi cada de votos en los 31 congresos locales, en 2000 
esa situación solo se presentaba en uno.

Ahora bien, la democracia electoral, como toda construcción social, es 
perfectible. De ahí que los cambios hayan continuado (y seguramente con-
tinuarán) después de las reformas del 96 y la alternancia en el 2000, como 
sucedió en 2007, cuando después de la polarizada elección de 2006, se estable-
ció la prohibición a los particulares, de comprar tiempos en radio y televisión 
destinados a infl uir en las preferencias electorales. O cuando en 2014, en el 
marco del Pacto por México, la equidad de género en las candidaturas se esta-
bleció como obligación, permitiendo que hoy exista paridad entre hombres y 
mujeres en la Cámara de Diputados y el Senado (Sede, O. 2014).

Vale la pena destacar que se ha tratado de un proceso largo y a veces 
tortuoso, en el que, no obstante, la constante ha sido el diálogo y la ca-
pacidad de construir acuerdos entre las diferentes fuerzas políticas, en pro 
de la democracia.

Esos cambios, que iniciaron inyectando una dosis de pluralidad al 
Congreso en 1977, hoy han tomado la forma de una vigorosa democracia, 
que se asemeja a la democracia monitorizada de la que habla John Keane 
(2018), caracterizada por “el rápido crecimiento de muchas clases de me-
canismos extraparlamentarios de escrutinio del poder”, que someten “a 
una vigilancia permanente a políticos, partidos y gobiernos elegidos, les 
complican la vida, cuestionan su autoridad, los obligan a cambiar su orden 
de prioridades… y en ocasiones […los] hunde en el descrédito”.
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Se trata de un proceso en el que, si bien los congresos y los partidos polí-
ticos siguen siendo más que relevantes en el debate público, las organizaciones 
civiles, la academia, los expertos, los órganos constitucionales autónomos, los 
grupos empresariales, de consumidores y los activistas, por señalar algunos, 
han adquirido cada vez más capacidad de vigilar e incidir en las decisiones de 
los poderes tradicionales. Y en el que las exigencias y mecanismos de transpa-
rencia y rendición de cuentas son cada vez más fuertes. 

La paradoja es que, como se verá a continuación, a pesar de lo anterior, 
fr aǌ as importantes de la población mexicana expresan muy poco aprecio 
por la democracia. La pregunta entonces es: si México ha construido un 
sistema electoral confi able, con condiciones de equidad en la contienda, 
imparcialidad en la califi cación de la elección y respeto a la voluntad ciu-
dadana expresada a través del voto ¿por qué existe tan poco aprecio por el 
régimen democrático?

En este ensayo se propone que el desencanto de buena parte de la sociedad 
con la democracia no tiene que ver con las condiciones del sistema electoral, 
es decir, del régimen democrático, sino con que al trípode de la convivencia 
democrática plena le faltan el desarrollo equilibrado de dos piezas fundamen-
tales: derechos sociales y Estado de derecho (CONEVAL, 2018). 

En efecto, aunque hemos avanzado mucho en libertades políticas, no 
ha ocurrido lo mismos en términos de derechos sociales –satisfactores ma-
teriales- por lo que la brecha que existe entre los grupos más favorecidos 
y los que lo han sido menos nos lacera. La mitad de la población vive en 
pobreza y tiene escasas posibilidades de salir de ella, ya que la movilidad 
social es muy limitada; además de que la riqueza y el ingreso están alta-
mente concentrados, lo que difi culta la cohesión social. Aunado a lo ante-
rior, el défi cit de Estado de derecho tiene un impacto negativo en nuestra 
convivencia democrática en la medida en que se traduce en impunidad y 
falta de confi anza en las autoridades y los gobiernos, por más que hayan 
sido electos democráticamente. 

La democracia y sus retos

La edición 2017 de Latinobarómetro señala que México es, junto con 
Honduras y Guatemala, el país de la región donde la población expresa 
menor aprecio por la democracia. Como ejemplo de ello, ante la afi rma-
ción de que la democracia es preferible a cualquier otra forma de gobierno, 
solo el 46% respondió estar de acuerdo. En contraste, en Uruguay y Ve-
nezuela, los porcentajes de aprecio por la democracia fueron de 68 y 77%, 
respectivamente, y, en América Latina, el promedio fue de 56%. 
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En cambio, prácticamente uno de cada cinco mexicanos (el 17%) está 
de acuerdo con la afi rmación de que “en algunas circunstancias un gobier-
no autoritario puede ser preferible a uno democrático” lo que contrasta 
con la respuesta en países como Colombia, Honduras y Costa Rica, en los 
que esta opinión no llega al 10%.

Además, según el mismo informe, la confi anza en los partidos polí-
ticos es la más baja de la lista de instituciones de la democracia. Sólo un 
15% de los latinoamericanos confía en los partidos políticos pero, en el 
caso mexicano, únicamente es el 9%, el nivel más bajo en los últimos 22 
años. Resulta irónico si se considera que los partidos son pieza indispen-
sable del engranaje democrático. 

Respecto al grado de satisfacción con la democracia, México también 
destaca por encontrarse entre los más bajos: solo 18% expresó estar satis-
fecho, contra una media latinoamericana de 30%. 

Hay otro indicador preocupante: A la pregunta: “en una escala de 1 
a 10 donde 1 es no democrático, y 10 es totalmente democrático, ¿dónde 
ubica usted a su país?”, México tiene una de las puntuaciones más bajas 
(⒋ 7). Por debajo de nosotros sólo se encuentran El Salvador y Brasil, 
ambos con ⒋ ⒋  No deja de sorprender este dato si se considera que Mé-
xico cuenta con un sistema electoral que garantiza elecciones imparciales, 
confi ables y transparentes, y que permite la rotación en el poder de forma 
pacífi ca y ordenada (Woldenberg, J. 2017).

Pendientes en materia de derechos sociales

Como ya se ha dicho, en México la población tiene expectativas sobre la 
democracia que van más allá de una forma de gobierno, pues la ve como 
plataforma para mejorar sus condiciones de vida. No puede uno dejar de 
preguntarse: ¿por qué si después de varias décadas y mucho esfuerzo Mé-
xico ha construido una democracia confi able, existe tan poco aprecio por 
la misma entre la población?

La desfavorable opinión que la opinión pública tiene sobre nuestra 
democracia está relacionada con condiciones estructurales que no han sido 
modifi cadas, y que se refi eren al mundo material –es decir, las condiciones 
sociales en las que la gente vive-, y a un tema de justicia, que se vincula 
al Estado de derecho. Sin pretender ser exhaustivos, y más a manera de 
apunte, a continuación, se presentan algunos aspectos de nuestro país que 
pueden estar nutriendo este desencanto, que quizá debería abordarse más 
como un “desencanto en democracia” que como un “desencanto con la de-
mocracia”, aunque esto último también puede suceder (Ibarra, D. 2017).
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Puede argumentarse que un descontento o falla estructural de México, 
visto como un sistema, tiene que ver con la fr actura social que se expresa en la 
pobreza, la desigualdad y la falta de movilidad social, que se enmarca también 
en el estancamiento económico de los últimos 30 años (Castañeda, 2017). 

Pobreza

Respecto a la pobreza, es decir, “la carencia de recursos y acceso a opor-
tunidades que excluye tanto a individuos como a grupos de los niveles 
mínimos deseables de bienestar” (Colmex, 2018), el Consejo Nacional de 
Evaluación de la Política Social estima que el 53% de la población vive por 
debajo de la línea de bienestar. Es decir, más de 50 millones de mexicanos 
viven en pobreza. Resulta preocupante que el porcentaje no solo no está 
disminuyendo, sino que creció en el periodo de 2006 a 2014, al pasar de 
4⒉ 9% a 5⒊ 2%. 

Lo anterior signifi ca que uno de cada dos mexicanos no tiene un ingre-
so sufi ciente para cubrir sus necesidades básicas, desde vivienda, transporte 
y vestido y, en el caso extremo, más de 7 millones que viven en pobreza 
alimentaria, es decir, que literalmente padecen hambre.

Gráfi ca 1. Evolución de la pobreza por ingresos, 1992-2014

21.4 21.2

37.4
33.3

24.1
20 17.4 18.2

14
18.6 18.8 19.7

53.1 52.4

69
63.7

53.6 50 47.2 47
42.9

47.8 51.1 52.3

16.8

19.4 20 20.06

49 52

51.6
53.2

0

10

20

30

40

50

60

70

80

1992 1994 1996 1998 2000 2002 2004 2005 2006 2008 2010 2012 2014

Pobreza Alimentaria

Pobreza de Patrimonio

Población con ingreso inferior a la línea de bienestar mínimo

Población con ingreso inferior a la línea de bienestar

Fuente: Elaboración propia con base en CONEVAL (2018) Datos Abiertos de México. 
Disponible en: https://goo.gl/pwPXy4

Para incluir una perspectiva histórica, la Gráfi ca 2 muestra que entre 1950 
y 1984 existió una expansión sostenida de la clase media provocada por la 
reducción de la pobreza, y que en el periodo de 1984-1996 –coincidente con 
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la primera implantación del modelo neoliberal- se benefi cian sobre todo los 
sectores más ricos. A partir de entonces, se trata de años en los que el tránsi-
to a un régimen democrático no generó una sociedad más justa y equitativa. 
Esto es lamentable y en buena medida explica el desencanto. Y también por 
desgracia constata que la democracia no es una “varita mágica” para generar 
crecimiento o disminuir la pobreza, sino una forma de gobierno –con reglas 
de acceso y rotación en el poder por la vía pacífi ca- que puede o no contri-
buir a la construcción de una sociedad más justa. 

Gráfi ca 2. Población por Clases Sociales en México 1950-2004
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Fuente: Elaboración propia con base en CONEVAL (2018) Datos Abiertos de México. 
Disponible en: https://goo.gl/pwPXy4

Desigualdad

Otro elemento estructural que ha afectado a nuestra democracia es la des-
igualdad. Junto con Brasil, México es uno de los países en los que es ma-
yor el contraste entre ricos y pobres. Como sociedad, la desigualdad se ha 
incrementado aún en las etapas de mayor crecimiento económico y esto no 
va de la mano con una sociedad democrática (Vázquez, M. 2018). 

La permanencia de la mitad de la población en situación de pobreza y 
la profunda desigualdad que divide y fr actura a la sociedad mexicana están 
en la base del desprestigio de nuestra democracia, que no ha sido capaz de 
generar un “nosotros” incluyente.

Durante los últimos casi 40 años, la distribución del ingreso no ha 
cambiado. La Tabla 1 muestra que, entre 1981 y 2010, se mantuvo la 
tendencia en la que mientras el 10 por ciento más pobre de la población 
tiene alrededor del ⒈ 5% de ingreso nacional, el 10 por ciento más rico, 
tiene casi el 40%.
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Tabla 1. Par  cipación porcentual en el ingreso total según deciles
de hogares ordenador por ingreso per cápita

Deciles 1981 1989 1992 1994 1996 1998 2000 2002 2002 2004 2006 2008 2010

I 1.6 1.4 1.4 1.3 1.4 1.2 1.2 1.5 1.5 1.4 1.6 1.5 1.5

II 2.8 2.5 2.5 2.3 2.5 2.2 2.2 2.5 2.7 2.6 2.8 2.5 2.9

III 3.6 3.4 3.3 3.2 3.4 3.2 3.2 3.5 3.7 3.6 3.7 3.6 4.0

IV 4.5 4.3 4.3 4.1 4.3 4.3 4.2 4.6 4.6 4.5 4.7 4.6 4.9

V 5.8 5.4 5.3 5.2 5.4 5.4 5.4 5.6 5.7 5.6 5.7 5.7 6.0

VI 7.3 6.7 6.6 6.5 6.7 6.7 6.7 7.0 7.0 7.0 7.0 7.0 7.3

VII 9.4 8.4 8.3 8.3 8.4 8.5 8.5 8.7 8.6 8.6 8.6 8.7 9.0

VIII 12.1 10.8 11.0 10.9 11.0 10.9 11.0 11.2 11.0 11.1 11.0 11.2 11.5

IX 16.8 15.4 15.9 15.7 15.7 15.7 16.0 16.0 15.8 15.7 15.7 15.8 15.9

X 36.1 41.7 41.6 42.5 41.2 41.9 39.3 39.3 39.3 39.9 39.3 39.1 37.0

Total 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100

Fuente: Elaboración propia con base en INEGI (2019) Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los 
Hogares en los años considerados.

Y la situación empeoró durante los últimos años. De acuerdo con el INEGI 
(2017), en 2016 los tres deciles de ingreso más altos de la población con-
centraron el 6⒊ 3% de los ingresos corrientes totales, mientras que los tres 
deciles de ingreso más bajos participaron con apenas el 9% del ingreso. 

Esto quiere decir que, mientras que los hogares del decil más bajo 
debieron sobrevivir con un ingreso mensual de 2,722 pesos, los del decil 
más alto dispusieron de 56,285 pesos (ver Tabla 2), lo que representa que 
el decil de la cima tuvo 21 veces el ingreso del de la base. 

Tabla 2. Ingreso corriente promedio trimestral por hogar en deciles 2008 a 2016

Deciles
MCS-ENIGH

2008
MCS-ENIGH

2010
MCS-ENIGH

2012
MCS-ENIGH

2014
MCS-ENIGH

2016
Nacional 46 901 43 931 42 115 42 157 43 036
I 6 270 6 111 5 920 6 288 6 820
II 12 318 11 707 11 310 11 731 12 350
III 17 230 16 285 15 750 16 062 16 677
IV 22 162 20 876 20 326 20 336 21 029
V 27 599 26 098 25 357 25 258 25 920
VI 34 228 32 400 31 502 31 030 31 650
VII 43 037 40 352 39 343 38 489 38 841
VIII 55 119 52 028 50 494 49 463 49 218
IX 76 315 72 580 69 321 68 386 67 034
X 174 735 160 872 151 828 154 524 160 820

Fuente: Elaboración propia con base en INEGI (2019) Encuesta Nacional de 
Ingresos y Gastos de los Hogares en los años considerados.
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Lo más preocupante es que la desigualdad es aún mayor si se analiza la 
distribución de la riqueza. De acuerdo con el Centro de Estudios Espinosa 
Yglesias en su estudio “El México del 2018, el 10% de la población más 
acomodada, concentra 65% de la riqueza total neta. Y cuando se observa 
con mayor detalle, la situación se agrava, ya que, por ejemplo, ese mismo 
10% concentra el 85% de los activos fi nancieros del país (Delajara, M. 
2018). 

El índice de Gini confi rma que somos el país más desigual de quienes 
conforman la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económi-
co, aunque, como se observa en la gráfi ca 3, en países como Colombia o 
Brasil, la concentración del ingreso es mayor que en México.

Gráfi ca 3. Evolución histórica del Índice de Gini
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Fuente: Banco Mundial (2018) Índice de Gini. Disponible en: https://goo.gl/y2jfck

La polí  ca fi scal como instrumento redistribu  vo

Esto quiere decir que la utilización de instrumentos como la política fi scal 
no ha tenido, en el caso de México, efectos redistributivos. Aunque, en 
teoría, el sistema fi scal podría permitirle al Estado redistribuir recursos y 
atemperar las desigualdades, en el caso de México dicha política ha tenido 
un efecto casi nulo en la desigualdad del ingreso. 

Por ello, mientras que, de acuerdo con la OCDE (Gráfi ca 4), en países 
como la República Checa, Dinamarca o Irlanda la política fi scal contribuyó 
a reducir la desigualdad de ingreso, respectivamente, de 0.46 a 0.26, de 
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0.44 a 0.25 y de 0.58 a 0.31, en México ha tenido un impacto mínimo, 
de 0.48 a 0.46 (menos de 5%).

Gráfi ca 4. Índice de Gini, evolución histórica 

Fuente: Roser, M, Inequality of Income before and after redistribution. Disponible en: https://goo.
gl/2xwY4s

Lo anterior también se explica por la debilidad fi scal del Estado mexicano, 
que es profunda y recurrente, y que requiere de una cirugía mayor para 
que pueda cumplir su función. Como lo muestra la gráfi ca 5, mientras 
que en 2016 los países de la OCDE recaudan como ingresos fi scales, en 
promedio, el 3⒋ 3% de su PIB, México apenas recauda el ⒘  2%. 

Algo similar ocurre con los impuestos a bienes y servicios, a ingresos 
y utilidades, y con las contribuciones a la seguridad social, donde México 
recauda la mitad que el promedio de la OCDE (y también se encuentra 
por debajo del promedio de América Latina, que es de casi 23%).

Esto signifi ca que México genera apenas la mitad de los ingresos fi s-
cales con los que cuentan los países de la OCDE, los cuales suelen ser 
usados para promover cierto grado de igualdad de oportunidades y generar 
bienestar social. En este sentido, para avanzar hacia una mayor justicia 
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social, debería ampliarse de manera sustantiva la capacidad recaudatoria y 
redistributiva del Estado mexicano, así como ir construyendo, una rees-
tructuración progresiva del gasto.

Gráfi ca 5. Total de ingresos tributarios

1990 1992 1994 1996 1998 2000 2002 2004 2006 2008 2010 2012 2014 2016
OCDE 31.9 32.7 33 33.6 33.7 33.9 33.2 33 33.6 33 32.5 33.3 33.9 34.3
ALC 16 16.5 17.1 17.2 17.5 18 18.2 19 20.9 21.3 20.9 21.9 22.3 22.7
México 12.4 13.1 13.5 11 12.3 13.1 14 12.3 12.2 13.2 13.4 13.1 14.2 17.2
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Fuente: Elaboración propia con base en OCDE (2016) Estadísticas Tributarias de América 
Latina, 1990-2016. Disponible en: https://goo.gl/hwMV8x

Falta de movilidad social

Aunado a lo anterior –pobreza, desigualdad, y debilidad de un Estado 
redistributivo-, la evidencia indica que la igualdad de oportunidades difí-
cilmente permea entre la población de menores ingresos, y que la movili-
dad social es limitada. Así lo señala la encuesta de El Colegio de México 
(EMOVI, 2015), que indica que, si uno nace en el quintil de más bajo 
ingreso, la probabilidad de mantenerse ahí es del 36%, mientras que, si 
uno nace en el quintil más alto, es del 43%. Pero más grave aún resulta el 
hecho de que, existen fuertes barreras a la movilidad ascendente: para una 
persona que nace en el quintil más pobre la probabilidad de transitar al 
quintil más alto es de solo ⒐ 5% (Ver Tabla 3). 

Esto explica por qué “en México, siete de cada 10 mexicanos que nacen 
en la pobreza se quedan pobres toda su vida” (De la Torre, 2018). En Mé-
xico, origen es destino; el futuro de una persona está más determinado por 
el hogar donde nació, que por el mérito propio y el esfuerzo individual. El 
siguiente gráfi co representa el estado de la movilidad social en México en 
2011 y 20⒖   El eje x muestra el quintil más pobre (quintil 1) al quintil 
más rico (quintil 5).
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Tabla 3. E l estado de la movilidad social en México en 2011 y 2015

0%

20%

40%

60%

80%

100%

2011 2015 2011 2015 2011 2015 2011 2015 2011 2015

Más rico

Q4

Q3

Q2

Más pobre

Fuente: Elaboración propia con base en Colmex (2015)  Encuesta Nacional de Movilidad. 
Disponible en: https://goo.gl/6KzNMP

También existe un componente racial en la desigualdad. De acuerdo con el 
mismo estudio del Colmex, “en México, color de piel está relacionado con 
estatus socioeconómico. A mayor riqueza del hogar mayor el porcentaje 
de personas con piel más clara.” Aún más, la EMOVI también concluye 
que las “personas con color de piel más oscuro presentan menor movilidad 
social que personas con tono de piel más claro (…) Los que nacen pobres 
(quintil 1): 44% de color oscuro sigue siendo muy pobre (mismo quintil), 
pero solo 20% si nacieron con tono de piel más claro.” Es decir, mientras 
más claro el color de la piel, mayores las probabilidades de ascender en la 
escala social. Así de fuerte, y así de condicionante.

Además de la pobreza y la desigualdad, existe otro elemento que puede 
explicar el descontento en democracia, y que retomando el Latinobaróme-
tro se expresa como descontento con la democracia: El Estado de derecho, 
que es la otra pieza que soporta la convivencia social, y que, en el caso 
mexicano, es endeble.

Estado de derecho

Para nadie es un secreto que, de 2008 a nuestros dias, la violencia y la 
inseguridad han sido de los problemas que más lastiman a la sociedad 
mexicana. Esto responde en gran medida a la debilidad institucional de las 
corporaciones de seguridad, especialmente a nivel local, así como al mal 
desempeño de las instancias de procuración y administración de justicia. 
Tiene que ver también con que el Estado Mexicano está haciendo fr ente al 
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crimen del siglo XXI, con herramientas legales y un diseño institucional 
del siglo XX. 

De acuerdo con el Índice estatal de desempeño de procuradurías y fi s-
calías 2018, en nuestro país, la probabilidad de que un delito se denuncie 
y esclarezca es de ⒈ 14% (Zepeda, 2017). Se trata sin duda de una cifr a 
alarmante, que tiene que ver, como se dĳ o, con la falta de capacidades 
institucionales, especialmente a nivel estatal.

Para ilustrar dichas insufi ciencias en el aparato de administración y 
procuración de justicia, en este ensayo se retoman algunos datos del Índice 
Global de Impunidad IGI-MEX 2018: “México tiene cuatro veces menos 
jueces y magistrados que el resto del mundo (⒊ 9 fr ente a 16 por cada cien 
mil habitantes)” (Le Clerq y Sánchez, 2018).

En el ámbito de las procuradurías y las corporaciones policiacas, el es-
cenario no mejora: hay apenas ⒊ 53 agencias y ⒍ 27 agentes del ministerio 
público por cada 100 mil habitantes (Le Clerq y Sánchez, 2018). Esto sin 
dejar de mencionar las grandes disparidades que existen, ya que mientras 
estados como Chihuahua tienen 2⒋ 8 agentes por cada 100 mil habitantes, 
en Sonora y Puebla apenas hay ⒉ 3 y ⒉ 5, respectivamente (Zepeda, 2017). 

En cuanto a la existencia de policías estatales profesionales se estima 
un défi cit del 50%, ya que “el estado real de fuerza operativo es de 120,001 
policías estatales ⒴   México necesita un estado de fuerza real operativo de 
235,944 elementos.” (Le Clerq y Sánchez, 2018).

De acuerdo con Zepeda (2017) “una vez que un presunto responsable 
es puesto a disposición de un juez, la probabilidad de que reciba una reso-
lución judicial adversa (como una sanción) es mayor a 70%”, por lo cual 
concluye que el verdadero cuello de botella se encuentra en la procuración, 
más que en la administración de justicia.

En todo caso, y considerando lo anterior, no sorprende que la gran ma-
yoría de los delitos no se denuncie; que existan altos márgenes de impu-
nidad en el país, y que la ciudadanía se sienta preocupada y desencantada.

Porque la justicia y el Estado de derecho son piezas indispensables de la 
seguridad ciudadana y de una convivencia social armónica. Y su ausencia, 
sin duda, contribuye al descontento con la democracia.

En este sentido, es importante destacar que el esfuerzo de los últimos 
6 años por implementar el Nuevo Sistema de Justicia Penal –que supone 
juicios orales y mecanismos alternativos de solución de controversias- pa-
rece estar rindiendo fr utos, si bien aún es necesario consolidar su opera-
ción. 

Como ejemplo de ello, entre 2015 y 2017 ha disminuido el número de 
reclusos sin sentencia, que pasó de 3⒌ 7% a 2⒎ 7%, lo que ha contribuido 
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a reducir la sobrepoblación en penales y a mejorar las condiciones del 
sistema penitenciario. También ha aumentado el porcentaje de sentencias 
condenatorias de 7⒋ 89% a 83% (Le Clerq y Sánchez, 2018:10). Así mis-
mo, ha aumentado el número de peritos del ministerio público por cada 
cien mil habitantes, de ⒈ 73 a ⒉ 85, incremento que, aunque marginal, va 
en la dirección correcta ya que se trata de un aspecto indispensable para 
lograr una investigación científi ca en la que las pruebas y la evidencia estén 
por encima de las confesiones (muchas veces forzadas), como actualmente 
sucede en la mayoría de los casos (Le Clerq y Sánchez, 2018:10). 

No obstante, todavía hay mucho camino por andar, y se requiere in-
vertir y dar prioridad a la transformación del sistema de justicia penal, 
así como a todo el entramado institucional que da soporte al Estado de 
derecho, especialmente a nivel local. 

Conclusiones

Entre 1976 y 1996, México transitó de un sistema de partido hegemónico 
-con ganadores y perdedores predeterminados-, a un auténtico sistema 
democrático y pluripartidista, con elecciones competitivas, equitativas y 
confi ables.

Este proceso comenzó en los municipios y el Congreso (especialmente 
en la Cámara de Diputados), y fue permeando a todo el entramado insti-
tucional, fortaleciendo la división de poderes y generando nuevos pesos y 
contrapesos entre los poderes y órdenes de gobierno. 

Dicho proceso tuvo tres grandes momentos. El de 1976-77, que dio 
paso a la inclusión de fuerzas políticas opuestas al partido hegemónico que 
hasta entonces habían estado excluidas. El de 1988, en el que se sentaron 
las bases de una autoridad electoral imparcial –el IFE. Y fi nalmente, el de 
1996, cuando se consolidaron las bases para inyectar equidad a la contien-
da electoral, y garantizar un piso parejo para la competencia entre partidos. 

En clave de transición, se fue construyendo un auténtico sistema de 
partidos, con organizadores y procesos confi ables, elecciones competidas, 
y un proceso que garantiza el respeto al voto.

Hoy, es innegable que el voto popular determina quién entra y quién 
sale de los espacios de representación. Existen reglas, procedimientos e 
instituciones electorales que permiten que la ciudadanía sea el actor deter-
minante en la toma de decisiones.

Sin embargo, a pesar de lo anterior, la población expresa un desencanto 
con la democracia. De acuerdo al Latinobarómetro, México es uno de los 
países de América Latina donde menos aprecio por la democracia existe. 
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Explicaciones respecto a esta desafección a la democracia pueden ser 
varios. Los ejercicios de correlacionarlos con la trayectoria seguida por la 
administración del presidente Peña Nieto, que inicia con una agenda de 11 
reformas conocida como el Pacto por México y termina con una agenda de 
inseguridad, violencia y corrupción, aún no son conclusivas.

Los ejercicios para realizar un balance de perspectiva amplia pueden 
pasar por valorar desde temas como el desempeño de gobierno, régimen 
de partidos y democracia; participación social, problemas públicos y polí-
ticas públicas; Parlamento abierto, agenda pública del Congreso, transpa-
rencia y rendición de cuentas.

En este ensayo se ha argumentado que dicha situación no tiene tanto 
que ver con el sistema electoral o la democracia como régimen de go-
bierno, sino -de forma primordial-, con factores asociados a fallas estruc-
turales del Estado Mexicano, marcadamente aquellas relacionadas con la 
pobreza, la desigualdad y la falta de movilidad social, por un lado, y con el 
Estado de derecho y la impunidad por el otro.

En este sentido, las piezas que sostienen nuestra convivencia están fr ac-
turadas. Más de la mitad de la población en México carece de medios 
sufi cientes para satisfacer sus necesidades. Aunado a ello, hay un fuerte 
componente de desigualdad que impide la construcción de un “nosotros” 
incluyente, a partir del ascenso social basado en el mérito y el esfuerzo 
propios. 

Este desencanto puede estar relacionada con una interpretación equi-
vocada de la democracia, que es un régimen de gobierno y no necesaria-
mente resuelve otros problemas como la falta de crecimiento económico o 
la inseguridad, variables que dependen de políticas públicas que trascien-
den las reglas de acceso y ejercicio del poder político. 

Pero más allá de concepciones, aquí se ha argumentado que el desen-
canto con la democracia en México tiene que ver con la fr ustración que 
generan dos piezas de la convivencia social. A saber, la mejora y satisfac-
ción de condiciones materiales –el no padecer hambre y poder cubrir las 
necesidades básicas de bienestar-, y aquellas relacionadas con la justicia y 
el Estado de derecho, donde en teoría, las leyes deberían impedir que el 
fuerte abuse del débil, y que el débil se encuentre desprotegido ante los 
abusos del poderoso.

En suma, si queremos avanzar en la consolidación democrática y en 
el aprecio por la democracia, es indispensable que avancemos en la cons-
trucción de un México más igualitario, en el que la riqueza y el ingreso se 
repartan mejor, y en el que la justicia deje de ser una aspiración, y se vaya 
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convirtiendo –así sea paulatina, pro tangiblemente- en una realidad para 
cada vez más mexicanas y mexicanos. 
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FACULTADES EXCLUSIVAS DE CADA
CÁMARA DEL CONGRESO MEXICANO1

Israel Palazuelos Covarrubias2

Introducción

En México, el Poder Legislativo federal se deposita en el Congreso de la 
Unión que se conforma por la Cámara de Diputados y el Senado de la Re-
pública. Al tener una asamblea integrada por dos cámaras se habla de un 
poder de naturaleza bicameral en el que la mayor parte de las funciones 
son compartidas, pero también, en el que cada una tiene ciertas facultades 
diferenciadas.

Este ensayo, fundamentalmente descriptivo, presenta diversos elemen-
tos sobre las facultades exclusivas de cada cámara en el congreso para, a 
partir de la revisión de su evolución, plantear una posible prospectiva. El 
estudio se centra en las fr acciones que se enumeran en los artículos 74 y 76 
de la Constitución mexicana. Como se verá, los distingue de otras atribu-
ciones del Legislativo y les da un seguimiento histórico y de cambio legal. 

Para hablar de facultades exclusivas, el presente texto inicia con una 
descripción del sistema bicameral. A partir de un breve repaso histórico, y 
retomando los planteamientos de diferentes autores, se plantean diferentes 
razones por las que ambas cámaras coexisten en nuestro país. También se 
hace uso de fuentes de política comparada, de las que se rescatan hallazgos 
concernientes a México (dado que no interesa en este texto resaltar dife-
rencias con otros sistemas bicamerales) así como del concepto de simetría 
para contrastar las atribuciones de ambas cámaras. 

Después, se lleva a cabo un repaso de todas las facultades que la Cons-
titución concede al Poder Legislativo con la fi nalidad de describir y loca-
lizar entre ellas las de carácter exclusivo y, al mismo tiempo, diferenciarlas 

1  Una versión de una parte de este texto se publicó en Palazuelos, I. (2018) “Pen-
dientes en materia de facultades exclusivas de las cámaras del Congreso”, Cuadros 
Analíticos de Propuestas Legislativas No. 25, México, Instituto Belisario Domínguez, 
Senado de la República 
2   Investigador “A” de la Dirección General de Análisis Legislativo, Instituto Belisa-
rio Domínguez, Senado de la República. Doctorando en Estado de Derecho y Gober-
nanza Global y Maestro en Ciencia Política, ambos por la Universidad de Salamanca.
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de aquellas que involucran a ambas cámaras en coǌ unto y de las que cada 
cámara puede asumir sin intervención de la otra. 

Se enumera, a la par, cada una de las facultades exclusivas de las cá-
maras y se enlistan las ocasiones en que se han modifi cado desde 1917 
para recuperar el trayecto histórico que han recorrido y así comprender 
su evolución a lo largo de más de cien años de vida de la Constitución. 
La información se presenta a través de cinco categorías temáticas: juicio 
político, nombramientos, autorizaciones, política exterior, y fi nanzas.

Finalmente, se presenta una serie de propuestas legislativas que han 
pretendido modifi car este tipo de facultades como parte de la propia tarea 
legislativa de actualización del marco legal. Se hace con la idea de aportar 
elementos que lleven a conocer los temas específi cos en los que el legisla-
dor se encuentra interesado y, en general, a vislumbrar una posible nueva 
confi guración de estos preceptos constitucionales.

Bicameralismo en México

Como ya se mencionó, el abordaje de las facultades exclusivas que tiene 
cada una de las cámaras del Congreso conlleva la necesidad de hacer re-
ferencia al sistema bicameral en el que se inscriben, así como de esbozar 
las razones por las que éste ha prevalecido en México por encima de la 
posibilidad de un Poder Legislativo depositado en una sola cámara. 

Aunque el bicameralismo depende del país que lo adopta, así como 
de cuestiones históricas y culturales, en general, puede señalarse que ha 
predominado en países federales o compuestos de territorios amplios y/o 
heterogéneos (en contraste con los unitarios), cuyo propósito ha sido el 
de ampliar su base de representación y fortalecer los contrapesos de su 
sistema político.

El primer antecedente del bicameralismo en el México independiente 
se encuentra en la Constitución federal de 1824 y se conservó tanto en la 
primera Constitución centralista de las Siete Leyes de 1836, como en las 
Bases Orgánicas de 184⒊  En cambio, el Constituyente de 1857, a pesar de 
restablecer el régimen federal, decidió instituir una sola cámara legislativa 
(Galeana, 2010).

La naturaleza bicameral que el Poder Legislativo mexicano tiene hoy 
en día, data de 1874, año en que se sentaron las bases de la asignación de 
facultades que la Constitución de 1917 reafi rmó y plasmó en los artículos 
71 al 7⒏  

La razón de establecer dos cámaras legislativas en México respondió 
originalmente a la necesidad de representar, por separado, a los individuos 



125

Israel Palazuelos Covarrubias

(por los diputados) y a las entidades integrantes de la federación (por los 
senadores). Reconoce, por tanto, una naturaleza especial a cada una de 
ellas para legislar sobre asuntos que afectan intereses directos de la ciu-
dadanía, por un lado, o de los estados dentro del pacto federal, por otro. 
De esta forma, se lograría una representación popular combinada con una 
territorial.

Como el diseño político del Poder Legislativo en México está basado 
principalmente en el modelo estadounidense, considera al Senado como 
órgano representativo del régimen federal: el número de senadores es igual 
para cada estado. Por su parte, cada diputado tiene un número igual de 
representados, de tal suerte que los estados con más ciudadanos aportan 
más integrantes a esta cámara.

El surgimiento del bicameralismo en México estuvo marcado por un 
acentuado brío federalista, cuyo principal propósito fue confi gurar un ré-
gimen que garantizara la igualdad de representación política de las enti-
dades federativas, sin importar su tamaño o número de sus habitantes; 
lo que contrasta con la representación de la población en la Cámara de 
Diputados.

En la literatura se destacan como ventajas comparativas del bicamera-
lismo, respecto de los sistemas unicamerales, las siguientes:
⒈  La articulación de una doble representación que propicia la ampliación 

en sus bases (Patterson y Mughan, 1999). Dicho de otra forma, la 
representación de intereses distintos de los de la primera cámara y con 
esto un mayor consenso político y social.

⒉  La diferenciación de ciertas funciones entre ambas cámaras, buscando 
su especialización y el reforzamiento del sistema de pesos y contrapesos 
(sobre actos de gobierno) al duplicar los controles legislativos (Llanos, 
2003) en particular porque se trata de un poder en el que ambas cáma-
ras tienen facultades similares.

⒊  El mejoramiento de la calidad de producción legislativa al contar con 
un sistema de revisión y corrección basado en la evaluación reiterada 
o redundante de la legislación por dos instancias (Uhr, 2006) lo que 
permite obtener una ley más cuidada, dada la pausa que se introduce en 
el proceso de deliberación (Tsebelis y Money, 1997).

Tradicionalmente, el análisis de los sistemas bicamerales se realiza a través 
de las dimensiones de incongruencia y simetría,3 aspectos que constituyen 

3  Estos se basan en Lĳ phart (1992 y 1999). Sobre estos también trabajan autores 
como Tsebelis y Money; Llanos y Reynoso.
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la base que justifi ca la coexistencia de las dos cámaras: la incongruencia 
porque, entre más diferentes son las cámaras en cuanto a su composición 
y naturaleza, más se cumple el objetivo de una representación comple-
mentaria. La simetría, por su parte, porque supone una necesaria insubor-
dinación entre ellas, que se combina con atribuciones similares. Por ello, 
se dice que entre más incongruente y simétrico sea un sistema, más se 
acercará al ideal del bicameralismo. 

Un sistema bicameral incongruente es aquel que incorpora mecanis-
mos para acentuar la desigualdad entre cuerpos legislativos; para visualizar 
su intensidad se pone atención a cuestiones de diseño institucional y del 
sistema electoral como quiénes y de qué manera seleccionan a los y las 
integrantes de cada una de las cámaras, qué diferencias hay entre los requi-
sitos para ser electo senador y los que se piden para ser diputado; cuántos 
integrantes tiene cada cámara y cuánto duran en el mandato, así como, 
cuándo y en qué proporción se renueva cada una de las cámaras. 

Cuando la base de representación es diferente (por ejemplo, una cámara tiene 
como base a los territorios y la otra a los ciudadanos), y además los repre-
sentantes son elegidos mediante sistemas electorales diferentes, los resultados 
por lo general dan lugar a la formación de composiciones diferentes, o in-
congruentes, en cada una de las cámaras. En estos casos es esperable que las 
cámaras posean opiniones diferentes en materia de política pública y diverjan 
en sus votos (…) En contraste, por congruente (…) se entiende a los sistemas 
bicamerales en los cuales ambas cámaras son elegidas con la misma base de 
representación y la misma forma de elección, dando lugar a composiciones 
político partidarias similares en ambas cámaras (Reynoso, 2010).

Por su parte, la simetría de un sistema bicameral (dimensión de mayor 
interés para el análisis que aquí se presenta dado que tiene que ver con las 
facultades legislativas) denota que existen atribuciones similares en cada 
cámara. Los dispositivos institucionales del bicameralismo que la fomen-
tan son los siguientes:4

⒈  División bicameral de tareas para el juicio político. Cada cámara lleva 
a cabo una parte de este proceso: por un lado, la acusación y por otro, 
la sentencia. 

⒉  Participación del Senado en nombramientos de funcionarios. 
⒊  Instrumentos de control del Poder Ejecutivo semejantes para ambas 

cámaras.

4  Basado en Llanos (2003). Se altera el orden para darle énfasis a los de mayor inte-
rés para este trabajo. 
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⒋  Origen indistinto en ambas cámaras de los proyectos de ley, los cuales 
pueden abarcar prácticamente cualquier área temática. 

⒌  Ambas cámaras pueden aprobar, modifi car o rechazar cualquier legis-
lación.

⒍  Sistemas de resolución de desacuerdos entre las cámaras de naturaleza 
bicameral.5

Cuando los poderes son equilibrados, o las competencias de las cámaras 
no son lo sufi cientemente distintas como para considerar que una es más 
poderosa que la otra, se habla de un Poder Legislativo bicameral simétrico. 
En contraposición, cuando una de las cámaras es dotada de menos poderes 
que la otra, se trata de una asamblea asimétrica (Lĳ phart, 1992).

Los autores que analizan a México bajo esta óptica (incluido el propio 
Lĳ phart) coinciden en que es un caso de bicameralismo fuerte, a juzgar 
por sus altos niveles de incongruencia y simetría. Esta segunda dimensión 
ayudará en el presente trabajo, más que a evaluar qué tan “equilibrada” es 
una cámara respecto con la otra, a describir las funciones de cada una de 
ellas, especialmente aquéllas de carácter exclusivo.

 En el siguiente apartado se hace una revisión puntal de dichas 
facultades bajo los criterios anteriormente enumerados. Se tiene en cuenta 
que, el diseño institucional del Poder Legislativo mexicano y con ello las 
facultades exclusivas de cada cámara, se han transformado a lo largo de su 
existencia adoptando características que responden a la evolución jurídica 
y política de la nación.

Facultades del Congreso

Con la fi nalidad de enunciar y diferenciar las facultades del Congreso es-
tablecidas en la carta magna, así como localizar entre ellas las que ocupan 
a este análisis (es decir, aquéllas con carácter exclusivo), se decidió pre-
sentarlas con arreglo al título tercero de la Constitución, específi camente 
en lo que respecta a su capítulo II del Poder Legislativo, sección III sobre 
las facultades del Congreso, que comprende del artículo 73 al 77 (Tabla 1).

5  Al respecto, Llanos (2003) señala que México “recurre al sistema navette más puro 
y el bicameralismo mantiene una perfecta simetría porque no se da prioridad a una 
cámara sobre la otra (…) El sistema navette consiste en que un proyecto de ley ´viaja´ 
entre las cámaras hasta llegar a un acuerdo sobre una versión única: la cámara que pri-
mero apruebe el proyecto lo pasa a la otra; si la segunda cámara ratifi ca la legislación, 
el proceso termina, pero si la segunda cámara modifi ca la legislación, ésta vuelve a la 
cámara de origen.”
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 Tabla 1. Estructura de las facultades cons  tucionales del Poder Legisla  vo

Artículos Contenido
1 73 Facultades del Congreso que involucran a ambas 

cámaras en conjunto
2 77 Facultades que cada cámara puede asumir sin 

intervención de la otra

3 74 Facultades exclusivas de la Cámara de Diputados*

76 Facultades exclusivas de la Cámara de Senadores

*Además, el artículo 75 constitucional contiene aspectos relacionados con 
la facultad exclusiva de la Cámara de Diputados de aprobar el PEF. 
Fuente: Elaboración propia con base en CPEUM (2019).

En concordancia con la Tabla 1, las categorías abarcan lo siguiente: ⒈  
Las competencias que tienen en coǌ unto ambas cámaras, es decir, que 
comparten y en las que dependen una de la otra; ⒉  Las facultades que cual-
quiera de las dos cámaras asume sin intervención de la otra; y ⒊  Las 
facultades exclusivas, mismas que se subdividen en aquellas propias de 
la Cámara de Diputados y las correspondientes al Senado. Cada una 
se explica a continuación para posteriormente profundizar en el tercer 
punto.
1. Facultades compartidas (artículo 73). Son aquellas que tienen en con-

junto ambas cámaras y, por tanto, en las que el proceso legislativo, 
contenido en el artículo 72, se lleva a cabo en coǌ unto: una instancia 
funge como cámara de origen, donde se inicia el proceso legislativo, la 
otra como cámara revisora, la que puede aprobar, modifi car, o rechazar 
cada propuesta que recibe.

2. Facultades que cada cámara puede asumir sin intervención de la otra (ar-
tículo 77). Estas atribuciones están repartidas en cuatro fr acciones que 
tienen que ver principalmente con el régimen interior de cada cámara 
y con la manera en que se comunican con la colegisladora o con los 
otros poderes. 

3. Facultades exclusivas (artículos 74 y 76). Son las que se reservan, por 
separado y de manera diferenciada, a la Cámara de Diputados y al Se-
nado de la República. En los siguientes párrafos se hace una revisión 
puntual de éstas.

El término facultad exclusiva alude al derecho asignado constitucional-
mente a solo una de las cámaras del Congreso federal para realizar ac-
tividades no concernientes a su contraparte. Éstas, como se dĳ o, están 
reguladas por la Constitución, especialmente en los artículos 74, en el 
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caso de las que tocan a la Cámara de Diputados; y 76, en el caso de las 
correspondientes al Senado. 

Cada una de estas atribuciones se inicia y termina en la cámara com-
petente sin que el asunto deba pasar a la otra (como en el caso de las 
facultades compartidas contenidas en el artículo 73) y sin que esta otra 
pueda llevarlas a cabo en ninguna circunstancia. Enseguida, se presenta 
un resumen del contenido de dichos artículos constitucionales (Tabla 2). 

Tabla 2. Facultades exclusivas de la Cámara de Diputados y del Senado

Cámara de Diputados 
(fracciones del artículo 74)

Cámara de Senadores 
(fracciones del artículo 76)

I. Expedir el Bando Solemne para dar a conocer la 
declaración de presidente electo;
II. Coordinar y evaluar el desempeño de las funciones 
de la Auditoría Superior de la Federación;
III. Ratificar el nombramiento que el presidente de la 
República haga del Secretario de Hacienda;
IV. Aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos de 
la Federación (PEF); 
V. Fungir como órgano de acusación en los juicios 
políticos;
VI. Revisar la Cuenta Pública; 
VII. Aprobar el Plan Nacional de Desarrollo; y
VIII. Designar a los titulares de los órganos internos de 
control de los organismos con autonomía.

I. Analizar la política exterior y aprobar los tratados 
internacionales;
II. Ratificar los nombramientos de los secretarios de 
Estado en caso de un gobierno de coalición; diplo-
máticos; integrantes de órganos colegiados; y jefes 
superiores de fuerzas armadas. 
III. Autorizar la salida de tropas nacionales fuera del 
país o el paso de tropas extranjeras por el territorio 
nacional;
IV. Dar su consentimiento para disponer de la Guardia 
Nacional;
V. Nombrar al titular del poder ejecutivo local cuando 
hayan desaparecido todos los poderes de una entidad 
federativa;
VI. Resolver las cuestiones políticas que surjan entre 
los poderes de una entidad federativa;
VII. Erigirse en Jurado de sentencia en juicio político;
VIII. Designar a los ministros de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación;
IX. Derogada.
X. Autorizar los convenios amistosos que sobre sus 
respectivos límites celebren las entidades federativas;
XI. Analizar y aprobar la Estrategia Nacional de 
Seguridad Pública;
XII. Nombrar a los comisionados del INAI; y
XIII. Nombrar al Fiscal General de la República.

Fuente: Elaboración propia con base en CPEUM (2019).

Como se puede apreciar en la Tabla 2, el número de atribuciones exclusi-
vas del Senado es mayor en comparación con el de la Cámara de Diputa-
dos. Este fenómeno se puede explicar de diferentes maneras. Una de ellas 
(que proviene de la política comparada) se basa en el carácter federal de los 
países, es decir, “ha sido una afi rmación habitual que las cámaras altas más 
fuertes corresponden a sistemas federales” (Llanos, 2003). 
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El arreglo constitucional vigente es producto de una serie de sucesos y 
necesidades históricas en lo político y lo social, así como de la falta de ellos 
o de la ausencia de voluntad del legislador por incorporarlos al marco jurí-
dico. Dicha “asimetría” en las facultades exclusivas le da una relativa mayor 
fortaleza al Senado, particularmente porque, como se verá, esta cámara ha 
adquirido facultades para nombrar a diversos funcionarios. 

En poco más de un siglo, las facultades exclusivas de las cámaras del 
Congreso contenidas en los artículos 74 y 76, han sido modifi cadas en 33 
ocasiones de las que 17 corresponden a la Cámara de Diputados y 16 al 
Senado6 (Cámara de Diputados, 2019). Las fechas precisas se muestran 
en la Tabla 3.

Tabla 3. Reformas a los ar  culos 74 y 76 de la CPEUM referentes 
a atribuciones exclusivas de cada cámara legisla  va

ARTÍCULO 74 ARTÍCULO 76
1ª Reforma DOF 20-08-1928 1ª Reforma DOF 20-08-1928
2ª Reforma DOF 06-07-1971 2ª Reforma DOF 10-02-1944
3ª Reforma DOF 08-10-1974 3ª Reforma DOF 08-10-1974
4ª Reforma DOF 06-12-1977 4ª Reforma DOF 06-12-1977
5ª Reforma DOF 17-11-1982 5ª Reforma DOF 28-12-1982
6ª Reforma DOF 28-12-1982 6ª Reforma DOF 25-10-1993
7ª Reforma DOF 17-03-1987 7ª Reforma DOF 31-12-1994
8ª Reforma DOF 10-08-1987 8ª Reforma DOF 08-12-2005
9ª Reforma DOF 03-09-1993 9ª Reforma DOF 12-02-2007
10ª Reforma DOF 25-10-1993 10ª Reforma DOF 09-08-2012
11ª Reforma DOF 22-08-1996 11ª Reforma DOF 15-10-2012
12ª Reforma DOF 30-07-1999 12ª Reforma DOF 07-02-2014
13ª Reforma DOF 30-07-2004 13ª Reforma DOF 10-02-2014
14ª Reforma DOF 07-05-2008 14ª Reforma DOF 27-05-2015
15ª Reforma DOF 09-08-2012 15ª Reforma DOF 29-01-2016
16ª Reforma DOF 10-02-2014 16ª Reforma DOF 26-03-2019
17ª Reforma DOF 27-05-2015

Fuente: Elaboración propia con base en Cámara de Diputados 
(2019). CPEUM. Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; DOF. Diario Ofi cial de la Federación. 

En el siguiente apartado se refi eren varias de estas modifi caciones dentro 
del orden que presenta Llanos (2003) mismo que ayudará a tener una 
perspectiva de la evolución de las atribuciones que se estudian. 

6  De estas, hay coincidencia en ocho fechas.  
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Descripción y evolución

En esta sección se hace una revisión sistemática de las facultades adju-
dicadas de manera exclusiva a cada cámara, así como de sus principales 
cambios a lo largo de la historia de nuestra Constitución. Debido a que las 
fr acciones no mantienen un orden (temático) en los artículos comentados, 
se hace uso de la clasifi cación que Llanos (2003) propone para simplifi car 
el estudio de las atribuciones legislativas en regímenes bicamerales. 

De esta manera, se emplean cinco categorías, a saber: ⒈  Juicio político; 
⒉  Nombramientos; ⒊  Autorizaciones; ⒋  Política exterior; y ⒌  Finanzas 
públicas.7 Todas éstas se abordan a continuación. 
1. Juicio político. Es un mecanismo de control del poder que constituye 

un procedimiento para fi ncar responsabilidades a ciertos (altos) fun-
cionarios públicos. “La sentencia que éste dicte está limitada a declarar 
la destitución del inculpado y a privarlo del desempeño de funciones 
públicas, dejando su posible responsabilidad penal al juicio de los tri-
bunales ordinarios”, de ahí su carácter político (Ossorio, s/f ). En este 
rubro una de las cámaras (la de diputados) funge como órgano de acu-
sación, la otra (la de senadores), como jurado de sentencia (artículos 
74, fr acción V y 76, fr acción VII). 

Representa una labor ardua ya que, a través de ésta, se debe de-
terminar qué conductas constituyen una violación grave al máximo 
ordenamiento y que de ello también depende que otros repitan o no 
las mismas conductas, es decir, se determina un umbral de tolerancia 
para las faltas de los servidores públicos.  

La única vez que se modifi caron estas atribuciones (para ambas cá-
maras) fue en 198⒉  Esta reforma dejó a la fi gura prácticamente como 
la que el constituyente plasmó en 1917, en su esencia y operatividad. 
Con todo, su aplicación es casi inexistente con lo que se puede discer-
nir que es una característica del sistema político mexicano que no ha 
evolucionado ni se ha adaptado a las necesidades de los tiempos. 

2. Nombramientos. Se refi ere a la intervención que el Poder Legislativo 
hace en la asignación de algunos funcionarios. Es una atribución de 
control y contrapeso del poder ejecutivo en la mayoría de los casos. 
En esta categoría se agrupan siete fr acciones de los artículos consti-

7  Hay un par de atribuciones que no embonan en alguna de estas cinco categorías. 
Es el caso de la expedición del bando solemne para dar a conocer al presidente electo, 
atribuido a la Cámara de Diputados; y el de dirimir los confl ictos entre poderes locales 
de una entidad federativa, en el caso del Senado.
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tucionales comentados, dos de ellas corresponden a atribuciones de la 
Cámara de Diputados y cinco a la de senadores.8 

La carta magna ordena diferentes procedimientos, sean éstos desig-
naciones, nombramientos, o ratifi caciones. La Cámara de Diputados 
está encargada de designar a los contralores internos de los organismos 
constitucionalmente autónomos (artículo 74, fr acción VIII), así como 
de ratifi car al Secretario de Hacienda (artículo 74, fr acción III). Cada 
uno de estos preceptos se plasmó en la Constitución entre 2014 y 20⒖   

El Senado, por su parte, tiene la facultad para nombrar al Fiscal 
General de la República (artículo 76, fr acción XIII) y a los comisiona-
dos del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales (INAI) (artículo 76, fr acción XII), en 
ambos casos gracias a la reforma de 20⒕  

Los senadores, asimismo, tienen la facultad de designar a los mi-
nistros de la Suprema Corte de Justicia (artículo 76, fr acción VIII) y 
de nombrar al titular del poder ejecutivo local cuando hayan desapa-
recido los poderes de una entidad federativa (artículo 76, fr acción V). 
Además, en caso de un gobierno de coalición, el Senado se encargaría 
de ratifi car al gabinete presidencial en lo que a secretarios de Estado se 
trata. También ratifi ca a personal diplomático, de órganos colegiados y 
jefes superiores de las fuerzas armadas (artículo 76, fr acción II). 

Tabla 4. Nombramientos en los que interviene el Poder Legisla  vo
a través de las facultades exclusivas de cada una de sus cámaras

Cámara de Diputados Cámara de Senadores
Titulares de los órganos internos 
de control (OIC) en los organismos 
constitucionalmente autónomos

Designar Ministros de la Suprema Corte de Justicia Designar

Secretario de Hacienda Ratificar Secretarios de Estado en caso de 
gobierno de coalición, embajadores 
y cónsules generales; integrantes de 
órganos colegiados; y jefes superiores del 
ejército y de la marina

Ratificar

Fiscal General de la República Nombrar
Comisionados del INAI Nombrar
Titular del poder ejecutivo local en caso 
de desaparición de poderes

Nombrar

Fuente: Elaboración propia con base en CPEUM (2019).

8  El número de nombramientos y ratifi caciones que lleva a cabo el Senado es mayor, 
aquí únicamente se mencionan a grandes rasgos los que el artículo 76 de la Constitu-
ción le confi ere de manera expresa. Para tener un listado amplio véase Nombramientos 
y ratifi caciones que realiza el Senado de la República en Martínez (2018).
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3. Autorizaciones. Se le conoce como autorización legislativa a aquel per-
miso que el poder ejecutivo necesita para ejercer alguna de sus faculta-
des constitucionales (Ossorio, s/f ). Con base en ello, este rubro inclu-
ye, también, las que aparecen en la carta magna como “aprobaciones”. 

En esta categoría sobresalen facultades exclusivas del Senado re-
lacionadas con la seguridad, pero también se encuentra la autoriza-
ción de convenios sobre límites territoriales entre entidades federativas 
(artículo 76, fr acción X) y, en el caso de la Cámara de Diputados, la 
aprobación del Plan Nacional de Desarrollo (artículo 74, fr acción VII).

Entre las autorizaciones relativas a seguridad, se encuentran la sa-
lida de tropas mexicanas del país y del ingreso o paso de ejércitos 
extraǌ eros en territorio nacional (artículo 76, fr acción III); analizar 
y aprobar el informe anual que el Ejecutivo Federal presente sobre las 
actividades de la Guardia Nacional (artículo 76, fr acción IV); así como 
la de analizar y aprobar la Estrategia Nacional de Seguridad Pública 
(ENSP) (artículo 76, fr acción XI).

Cabe señalar que el precepto sobre ingreso de tropas conserva el 
espíritu del constituyente de 1917 puesto que no ha tenido ninguna 
modifi cación desde entonces. Casos contrarios, el referente al informe 
de actividades de la Guardia Nacional y la atribución de aprobar la 
ENSP, cuyas últimas reformas datan de 2019 y 2014, respectivamente. 

4. Política exterior. De acuerdo con la fr acción I del artículo 76 cons-
titucional, corresponde al Senado llevar a cabo tareas de control de la 
política exterior, tema otrora dominado por el poder ejecutivo. Esta 
fr acción ha sido reformada en dos ocasiones: la primera en 1977 y la 
segunda en 200⒎ 

En 1977 se estableció que el Senado debía analizar la política ex-
terior desarrollada por el Ejecutivo federal con base en los informes 
anuales que el presidente de la República y el secretario del ramo, le 
rinden al Congreso. Ésta representa una de las variaciones más signi-
fi cativas a las atribuciones exclusivas de la cámara alta (Rives, 2010). 

La evolución de este precepto ha permitido que haya una política 
de Estado en la materia. De acuerdo con Portilla (2015), esta reforma 
es un parteaguas en la trayectoria de las disposiciones constitucionales 
de carácter internacional ya que es la primera vez que se emplea la ex-
presión política exterior lo que, de acuerdo con el autor, constituye un 
avance en términos de sistematización y conceptualización funcional de 
las instancias implicadas en su ejercicio.
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La reforma de 2007, por su parte, amplió la atribución del Senado 
para aprobar tratados: a partir de entonces, toda acción del Ejecutivo 
relativa a terminación, modifi cación y retiro de los pactos requiere el 
consentimiento de la cámara alta. Esta modifi cación es resultado de un 
diferendo binacional con Cuba. 

5. Finanzas públicas. Esta categoría agrupa las fr acciones II, IV y VI del 
artículo 74 constitucional, cuyos preceptos son atribuidos a la Cáma-
ra de Diputados. El contenido en dichas fr acciones se ha modifi cado 
prácticamente cada cinco años, en particular, a partir del término de 
los años setenta y hasta la actualidad. Estas partes normativas incluyen 
la coordinación y evaluación de la Auditoría Superior de la Federación; la 
aprobación del Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF);9 y la 
revisión de la Cuenta Pública. 

En términos generales, se puede afi rmar que las facultades exclusivas del 
Poder Legislativo (repartidas en cada una de sus cámaras) presentan una 
evolución. Queda pendiente, por no ser objetivo de este documento, pun-
tualizar qué relación han tenido las reformas con las necesidades y exigen-
cias del paso del tiempo o, en sentido inverso, si los cambios que se han 
visto refl ejados han sido los sufi cientes. 

En el siguiente apartado se presenta una selección de propuestas legis-
lativas que pretenden modifi car este tipo de facultades. Como se verá, el 
ánimo del legislador es, en general, conservar los términos en que se en-
cuentran; no obstante, vale la pena revisar en qué sentido se podría tener, 
en un futuro cercano, una nueva confi guración de las facultades exclusivas 
de las cámaras. 

Prospec  va

Como se señaló anteriormente, el coǌ unto de facultades del legislativo 
ha sido confi gurado por un coǌ unto de sucesos históricos recogidos en la 
Constitución y moldeados por las diferentes reformas. En un ejercicio de 
prospección, se presentan diversas propuestas recientes que incidirían di-
rectamente en los preceptos constitucionales que enmarcan las facultades 
exclusivas de cada una de las cámaras en el Congreso.

Se retomaron siete iniciativas que se presentaron en las cuatro legis-
laturas dentro del periodo 2006 – 2018 para modifi car y/o adicionar las 
disposiciones constitucionales referentes a facultades exclusivas de cada 
cámara. 
9  Hay que recordar que éste también es regulado por el artículo 75 constitucional.
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Tres de éstas se enfocan en aspectos propios de la Cámara de Dipu-
tados (provienen de los grupos parlamentarios del PAN, PRD y PES) y 
cuatro del Senado (de los grupos parlamentarios del PRI, PAN, PRD y 
PT). Los temas en los que se centran las propuestas son: Presupuesto de 
Egresos y deuda pública; por parte de los diputados; así como tratados in-
ternacionales, Fiscalía General de la República y límites territoriales entre 
los estados, en lo que respecta al Senado (Tabla 5).

Tabla 5. Inicia  vas legisla  vas referentes a facultades exclusivas
de cada una de las cámaras del Congreso (2006-2018)

 Fecha y denominación Objeto de la iniciativa en cuanto a facultades exclusivas Proponente(s)

22/02/2018. Que deroga el pá-
rrafo cuarto de la fracción IV del 
artículo 74 de la CPEUM.

Eliminar las partidas secretas del PEF destinadas al uso de los secre-
tarios por acuerdo escrito del presidente de la República.

Diputadas Alejandra Gutiérrez 
Campos y Minerva Hernández 
Ramos (PAN).

04/04/2018. Que reforma el 
artículo 74 (fracción IV) de la 
CPEUM. 

Establecer que en los años en que exista cambio de legislatura, la 
Cámara de Diputados deberá aprobar el PEF a más tardar el 30 de 
noviembre.

Diputada Cynthia Gissel García 
Soberanes y Diputado José 
Alfredo Ferreiro Velazco (PES).

16/04/2013. Que reforma y 
adiciona diversas disposiciones 
de la CPEUM. (Artículo 74, frac-
ción VI).

Establecer reglas que estructuren el uso ordenado, responsable y 
transparente de la deuda pública. Para ello propone (entre otros) 
establecer como facultad exclusiva de la Cámara de Diputados la re-
visión de los informes sobre el manejo y destino de la deuda pública 
contratada por la federación, entidades federativas y de los munici-
pios, incluida la de empresas y fideicomisos con participación pública, 
y la de los organismos autónomos.

Diputado Silvano Blanco Dea-
quino (PRD). 

24/04/2018. Que adiciona un 
párrafo al artículo 76, fracción I 
de la CPEUM. 

Establecer en la Constitución que la aprobación de los tratados in-
ternacionales deberá ser con el voto de las dos terceras partes de los 
miembros presentes de la Cámara de Senadores.

Senadores del GPPRI.

30/05/2018. Que adiciona un 
párrafo tercero a la fracción I del 
artículo 76 de la CPEUM.

Establecer que, para la aprobación, terminación, denuncia, sus-
pensión, modificación y enmienda de tratados internacionales en 
materia de derechos humanos, se requerirá de mayoría calificada en 
el Senado.

Senadores Héctor Flores Ávalos 
(PAN) y Enrique Burgos García 
(PRI).

14/09/2017. Que reforma el 
artículo 76, fracción XIII y el 
Apartado A del artículo 102 de 
la CPEUM.

Regular el funcionamiento e integración de la Fiscalía General de 
la República. Para ello propone (entre otros) precisar que será un 
órgano autónomo, dotado de plena independencia orgánica y en 
cuya integración directiva interviene la SCJN y el Senado; y detallar el 
procedimiento de designación.

Senador Luis Sánchez Jiménez 
(PRD). 

06/12/2011. Que crea la Ley Re-
glamentaria de las fracciones X 
y XI del artículo 76 de la CPEUM.

Expedir la ley reglamentaria sobre los límites entre los estados, ma-
teria legislativa exclusiva del Senado.

Senador Ricardo Monreal Ávila 
(PT).

Fuente: Elaboración propia con datos del Sistema de Información Legislativa (SIL) de la Secretaría 
de Gobernación. Búsquedas: artículo 76; artículo 74; articulo 75; facultades exclusivas; facultad 
exclusiva. Legislaturas: LX, LXI, LXII y LXIII. 

La Tabla 6 presenta integralmente todas las iniciativas enunciadas. Como 
se puede apreciar, las propuestas en su coǌ unto comprenden cinco adi-
ciones, dos modifi caciones y la derogación de un párrafo. Asimismo, la del 
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Senador Ricardo Monreal Ávila expide la ley reglamentaria de las fr accio-
nes X y XI del artículo 76 relacionadas con los límites territoriales de los 
estados.

Tabla 6. Propuestas legisla  vas pendientes rela  vas a facultades
exclusivas de cada Cámara del Congreso de la Unión (integración)

Artículos Texto vigente Texto propuesto

Artículo 74, fracción IV Aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos de 
la Federación…
El Ejecutivo Federal hará llegar a la Cámara la Ini-
ciativa de Ley de Ingresos y el Proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación a más tardar el 
día 8 del mes de septiembre, debiendo comparecer 
el secretario de despacho correspondiente a dar 
cuenta de los mismos. La Cámara de Diputados de-
berá aprobar el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración a más tardar el día 15 del mes de noviembre. 

Aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos de 
la Federación…
El Ejecutivo federal hará llegar a la Cámara la ini-
ciativa de Ley de Ingresos y el Proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación a más tardar el 
día 8 del mes de septiembre, debiendo comparecer 
el secretario de despacho correspondiente a dar 
cuenta de los mismos. La Cámara de Diputados 
deberá aprobar el Presupuesto de Egresos de la 
Federación a más tardar el día 15 del mes de no-
viembre y a más tardar el día 30 de noviembre los 
años que exista cambio de legislatura. [Iniciativa 

del GPPES en Diputados, 04/04/2018].

…
No podrá haber otras partidas secretas, fuera de 
las que se consideren necesarias, con ese carácter, 
en el mismo presupuesto; las que emplearán los 
secretarios por acuerdo escrito del presidente de 
la República. 
…

…
Se deroga. [Iniciativa del GPPAN en Diputados, 

22/02/2018].

…

Artículo 74, fracción VI Revisar la Cuenta Pública del año anterior, con 
el objeto de evaluar los resultados de la gestión 
financiera, comprobar si se ha ajustado a los cri-
terios señalados por el Presupuesto y verificar el 
cumplimiento de los objetivos contenidos en los 
programas. 

Revisar la Cuenta Pública del año anterior, con 
el objeto de evaluar los resultados de la gestión 
financiera, comprobar si se ha ajustado a los cri-
terios señalados por el Presupuesto y verificar el 
cumplimiento de los objetivos contenidos en los 
programas; así como los informes sobre el mane-
jo y destino de la deuda pública contratada por 
la federación, entidades federativas y de los mu-
nicipios, incluida la de empresas y fideicomisos 
con participación pública, y la de los organismos 
autónomos. [Iniciativa del GPPRD en Diputados, 

16/04/2013].

continúa...
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Artículos Texto vigente Texto propuesto

La revisión de la Cuenta Pública la realizará la Cá-
mara de Diputados a través de la Auditoría Supe-
rior de la Federación. Si del examen que ésta realice 
aparecieran discrepancias entre las cantidades co-
rrespondientes a los ingresos o a los egresos, con 
relación a los conceptos y las partidas respectivas o 
no existiera exactitud o justificación en los ingresos 
obtenidos o en los gastos realizados, se determina-
rán las responsabilidades de acuerdo con la Ley. En 
el caso de la revisión sobre el cumplimiento de los 
objetivos de los programas, dicha autoridad sólo 
podrá emitir las recomendaciones para la mejora 
en el desempeño de los mismos, en los términos 
de la Ley.

... ... ...

La revisión de la Cuenta Pública la realizará la Cá-
mara de Diputados a través de la entidad de fis-
calización superior de la Federación. Si del examen 
que ésta realice aparecieran discrepancias entre 
las cantidades correspondientes a los ingresos, los 
egresos, deuda pública, con relación a los concep-
tos y las partidas respectivas o no existiera exacti-
tud o justificación en los ingresos obtenidos, en los 
gastos realizados o el destino o refinanciamiento 
de la deuda contratada, se determinarán las res-
ponsabilidades de acuerdo con la Ley. En el caso de 
la revisión sobre el cumplimiento de los objetivos 
de los programas, dicha entidad sólo podrá emitir 
las recomendaciones para la mejora en el desem-
peño de los mismos, en los términos de la Ley. 
[Iniciativa del GPPRD en Diputados, 16/04/2013].

... ... ...

Artículo 76, fracción I ...
Además, aprobar los tratados internacionales y 
convenciones diplomáticas que el Ejecutivo Fe-
deral suscriba, así como su decisión de terminar, 
denunciar, suspender, modificar, enmendar, retirar 
reservas y formular declaraciones interpretativas 
sobre los mismos.

... 
Además, aprobar los tratados internacionales y 
convenciones diplomáticas que el Ejecutivo Fe-
deral suscriba, así como su decisión de terminar, 
denunciar, suspender, modificar, enmendar, retirar 
reservas y formular declaraciones interpretativas 
sobre los mismos. 
En el caso de los tratados internacionales, su 
aprobación requiere el voto de dos terceras 
partes de los miembros presentes de la Cámara 
de Senadores. [Iniciativa del GPPRI en Senadores, 

24/04/2018].

Cuando los tratados internacionales a los que 
se refiere el párrafo anterior versen sobre la 
protección y garantía de un derecho humano, 
se requerirá para su aprobación, terminación, 
denuncia, suspensión, modificación, enmienda, 
retiro de reservas y formulación de declaraciones 
interpretativas sobre los mismos, las dos terceras 
partes de la totalidad de los integrantes de la 
Cámara de Senadores. [Iniciativa del GPPAN en 

Senadores, 22/02/2018].

... ... ...

Artículo 76, fracción XIII Integrar la lista de candidatos a Fiscal General de la 
República; nombrar a dicho servidor público, y for-
mular objeción a la remoción que del mismo haga 
el Ejecutivo Federal, de conformidad con el artículo 
102, Apartado A, de esta Constitución.

Nombrar al Fiscal General de la República, a los 
Fiscales especializados en delitos electorales 
y anticorrupción, y a los Fiscales Ejecutivos de 
la Fiscalía General de la República de confor-
midad con el artículo 102, Apartado A, de esta 
Constitución. [Iniciativa del GPPRD en el Senado, 

14/09/2017].

Fuente: Elaboración propia con base en las iniciativas de ley presentadas en la Tabla 5. 
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La intención del legislador, en cuanto a facultades exclusivas de las cáma-
ras, ha sido mantenerlas básicamente como se encuentran en la Constitu-
ción, no sin puntualizar algunos aspectos particulares e importantes. Entre 
ellos, borra solo un párrafo de los que integran las fr acciones de ambos 
artículos (74 y 76) con la intención de eliminar la partida secreta, esto 
como parte de las atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados. En 
el caso de esta misma cámara, se propone también una modifi cación en el 
plazo para aprobar el Presupuesto de Egresos únicamente en aquellos años 
en los que haya cambio de legislatura, así como ampliar sus atribuciones 
de revisión de los informes sobre deuda pública. 

En lo que respecta al Senado, un aspecto que se intenta puntualizar por 
las iniciativas presentadas es el de la votación requerida (de dos terceras 
partes) para aprobar los tratados internacionales; asimismo el de nombrar, 
además del Fiscal General de la República, a los fi scales anticorrupción, 
de Delitos Electorales y a los fi scales ejecutivos dependientes del primero. 
Además, uno de los temas pendientes fi jados por los propios legisladores 
es el de regular los límites territoriales de las entidades federativas a través 
de un ordenamiento específi co.  

Conclusiones
La organización bicameral del Poder Legislativo mexicano responde 

originalmente a la representación de los estados en el Senado y de los 
individuos en la Cámara de Diputados y, al mismo tiempo, a una dife-
renciación de ciertas funciones exclusivas de una y otra cámara. Una de 
las fi nalidades de este diseño fue la búsqueda de especialización: la cámara 
baja en temas presupuestales y la cámara alta en cuestiones internaciona-
les, federalismo y más recientemente en seguridad.

Se está ante una doble representación que mezcla el factor popular y 
el territorial y que busca un mayor consenso político y social. Junto con 
esto, otro de sus objetivos ha sido el de mejorar la calidad de la producción 
legislativa al contar con un proceso formal especializado o reiterado.

Diversos dispositivos del bicameralismo se encuentran inmersos en las 
facultades exclusivas de cada cámara. La importancia de estas atribucio-
nes es tal que sin ellas sería complicado hablar de un Poder Legislativo 
bicameral fuerte como lo hacen diversos autores que han estudiado el caso 
mexicano. 

Como se pudo ver en el análisis, el Senado de la República tiene un 
mayor número de facultades exclusivas que la Cámara de Diputados, por 
lo que ha adquirido mayor fuerza de control sobre el Ejecutivo, en parti-
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cular, en cuanto a nombramientos. Es posible que esto represente cierto 
desequilibrio o asimetría en el sistema bicameral.

En más de cien años de historia de la Constitución mexicana (de 1917 
a 2019), la mayoría de las facultades exclusivas de cada una de las cámaras 
que conforman el Congreso se han modifi cado relativamente poco: las co-
rrespondientes a la Cámara de Diputados en 17 ocasiones y las del Senado 
en ⒗   Además, varias de estas reformas no alteraron sustantivamente el 
espíritu del Constituyente de 1917; son pocas las que han representado un 
cambio signifi cativo en las atribuciones exclusivas como aquéllas relacio-
nadas con la política exterior y la seguridad pública.

En prospectiva, a juzgar por algunas iniciativas de ley presentadas en el 
Congreso, a pesar de proponer ciertos cambios concretos, se vislumbra la 
intención de mantener los preceptos exclusivos a cada cámara básicamente 
como se encuentran. 

En suma, las atribuciones exclusivas de cada cámara, si bien han evo-
lucionado, se han modifi cado poco. Hay algunas fr acciones vigentes, cuya 
aplicación es casi inexistente. Si a eso se le añade que las intenciones de 
cambio son más bien moderadas, se discierne que estamos ante una se-
rie de preceptos que requieren una revisión legislativa integral y a fondo, 
que, además de ayudar a dar orden a las fr acciones dentro de los artículos 
constitucionales correspondientes, rescate el sentido primario del bicame-
ralismo, conserve la simetría entre las cámaras y sean un instrumento que 
atienda fi elmente las necesidades políticas y sociales de la actualidad.
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USO DE EVIDENCIA
EN EL PODER LEGISLATIVO

Perla Carolina Gris Legorreta1

Introducción

El ámbito del Poder Legislativo es el espacio en el que tienen lugar las 
decisiones sobre el desarrollo de leyes que, posteriormente, se traducirán 
en políticas y programas implementados por el aparato gubernamental del 
Poder Ejecutivo. Por ello, el proceso mediante el cual los miembros del Poder 
Legislativo se informan sobre los distintos temas de discusión en los que 
participan constituye un elemento de análisis fundamental para entender, 
desde la óptica del uso de evidencia, el comportamiento de esta arena pre-
dominantemente política.

En este contexto, el presente texto tiene como objetivo presentar una 
discusión teórica sobre el uso de evidencia en el Poder Legislativo. Este 
ejercicio resulta pertinente, en primer lugar, porque permite describir de 
manera general el modelo de trabajo legislativo basado en evidencia (evi-
dence-based lawmaki ng), el cual se centra en dotar a este proceso de mayor 
racionalidad y acotar el nivel de discrecionalidad relacionado con aspectos 
políticos e ideológicos. Si bien este proceso no está -ni debiera estar- 
exento de valores políticos, por la propia naturaleza del Poder Legislativo, 
es cierto que las discusiones que se llevan a cabo en este ámbito podrían 
enriquecerse si contaran con información robusta y objetiva para sustentar 
las decisiones sobre el desarrollo de legislación dirigida a normar la aten-
ción de los distintos problemas públicos.

Considerando lo anterior, el texto se estructura en tres apartados. El 
primero describe el modelo de trabajo legislativo basado en evidencia, sus 
características y alcances. El segundo se centra en la discusión sobre los 
factores que infl uyen en la utilización de evidencia en el marco del trabajo 
legislativo. El último apartado expone un coǌ unto de refl exiones sobre la 
pertinencia y viabilidad del uso de este enfoque en el caso mexicano.

1 Doctora en Política por The University of Sheffi  eld, del Reino Unido. Investiga-
dora “C” en la Dirección General de Investigación Estratégica del Instituto Belisario 
Domínguez, Senado de la República.
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Trabajo legisla  vo basado en evidencia: Fundamentos teóricos

La utilización de evidencia en el trabajo legislativo es relevante porque 
puede contribuir a mejorar los procesos de toma de decisiones y, en la me-
dida de lo posible, reducir la incertidumbre que existe en este ámbito. Así, 
el enfoque de políticas basadas en evidencia (evidence-based policymaki ng) 
puede trascender la esfera exclusivamente gubernamental para insertarse 
en la lógica del Poder Legislativo.2

En la literatura sobre este enfoque se ha subrayado la necesidad de 
identifi car mecanismos que disminuyan la brecha entre los productos que 
se derivan del proceso legislativo y las acciones que fi nalmente lleva a cabo 
el Ejecutivo. Como señala Davies (2012: R42), la función de la evidencia 
en este proceso es refl exionar sobre “las condiciones bajo las cuales es pro-
bable que un efecto deseado se cumpla o no”.

En este sentido, la incorporación del enfoque basado en evidencia en 
el ámbito legislativo puede entenderse como un mecanismo que establece

[…] términos realistas para el desarrollo, dot[a] a la gente y a las comunidades 
de voz, permit[e] la participación y evalú[a] el logro de resultados, [favorece 
que la ley] sea más específica y se reduzcan las aspiraciones demasiado ambi-
ciosas para introducir cambios radicales en el sistema existente pero que fallan 
en generar un impacto real (Mousmouti y Crispi, 2015: 261).

Lo anterior permite observar que existe una preocupación por disminuir 
distorsiones entre lo que se plasma en la legislación y las políticas públicas. 
Por tanto, la incorporación de un enfoque que facilite la identifi cación, sis-
tematización y análisis de evidencia para la toma de decisiones constituye 
un aspecto relevante en el marco de los distintos mecanismos orientados a 
profesionalizar la función legislativa (Padró y Snyder, 2006).

Al respecto, la teoría señala que esto permite, además, robustecer los 
procesos de participación de aquellos actores que tienen un interés en de-
terminado tema y cuyas inquietudes deben incorporarse para incrementar 
la transparencia y efi ciencia (Ranchordás, 2017).

Asimismo, este enfoque conlleva, en primer lugar, refl exionar sobre las 
distintas fuentes de evidencia que están a disposición de los legisladores y 
sus equipos de trabajo. En este sentido, existen dos funciones a destacar: 
la generación propia de evidencia y la sistematización y análisis de infor-
mación proveniente de fuentes secundarias. 

2  Este enfoque identifi ca “el potencial de lograr el progreso social a través del uso 
de la razón”. Sanderson, I. (2002) "Evaluation, Policy Learning and Evidence-Based 
Policy Making." Public Administration, Estados Unidos. 
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Respecto del primer punto, la existencia de espacios dirigidos a la crea-
ción de productos de información para fortalecer el trabajo legislativo es 
un aspecto que ya ha sido abordado por la literatura y que muestra las 
distintas formas que pueden adoptar estas instancias.3

El segundo punto se centra en la creación de capacidades instituciona-
les para que los equipos de trabajo de los legisladores identifi quen fuentes 
de información confi able y robusta cuyo análisis pueda derivar en un insu-
mo para fortalecer la toma de decisiones. 

En línea con lo anterior, la adopción de este enfoque supone la pro-
moción de competencias de investigación que faciliten la obtención de 
productos para la toma de decisiones de los legisladores.

Por otro lado, ampliar el espectro de fuentes de análisis dentro del trabajo 
legislativo puede, también, contribuir a impulsar la pluralidad, en la medida 
en que hace posible incorporar al proceso legislativo las distintas visiones de 
quienes, potencialmente, pueden verse afectados por una decisión. 

Para ello, los mecanismos para que estos actores participen deben ser 
cuidadosamente diseñados pues la inequidad en el acceso a en la discu-
sión puede derivar en que existan sesgos de información que infl uyan, 
de manera negativa, en el proceso de toma de decisiones, con lo cual su 
legitimidad puede verse comprometida (Meuwese, 2010).

Por tanto, la incorporación de este enfoque en el ámbito del Poder 
Legislativo conlleva la necesidad de establecer condiciones institucionales 
que, por una parte, permitan que exista un cuerpo de profesionales cuya 
función sea la generación de evidencia para una toma de decisiones más 
informada y, sobre todo, que simplifi quen la complejidad de los distintos 
temas sobre los cuales debe legislarse.

No obstante, también es importante señalar que la propia literatura 
especializada en el tema reconoce que en el ámbito legislativo no necesa-
riamente existen los incentivos para utilizar la evidencia. De acuerdo con 
Steele (2015: 119)

Los legisladores no tienen típicamente el tiempo, interés o los recursos para 
ahondar en el contexto de una ley que se les presenta […] tomando en cuenta 
que su voto está determinado previo a que inicie el debate, por tanto, no se 
identifi ca mucha ganancia política en invertir tiempo en investigación.

Considerando lo anterior, pareciera indispensable subrayar la relevancia de 
promover condiciones que permitan disminuir la brecha entre la evidencia 

3  Sobre el rol de los institutos de investigación y su confi guración se recomienda 
ver: Encinas, A. (2015) Institutos de Investigación de los Parlamentos: Los casos de Chile 
e Inglaterra, México, Instituto Belisario Domínguez, Senado de la República.
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acerca de lo que funciona y lo que fi nalmente se convierten en acciones de 
política pública (Cochran, et. al., 2010). 

Sin embargo, uno de los argumentos que ponen de manifi esto la com-
plejidad de implementar este modelo radica en que, a pesar de que exista 
voluntad política para su adopción, su efectividad dependerá de dos facto-
res principales: la calidad de la evidencia y el nivel de análisis que se realice 
de ésta (van Gestel y de Poorter, 2016).

El tema de la calidad de la evidencia no es menor pues en ella recae 
la propia legitimidad de su utilización como un insumo para la toma de 
decisiones. Ante dicho escenario, resulta necesario profundizar en la gama 
de fuentes de evidencia que son susceptibles de uso, así como en aquellos 
factores que promueven la utilización de evidencia en el ámbito legislativo; 
sobre esto versa la siguiente sección.

Factores que promueven la u  lización de evidencia en el 
trabajo legisla  vo

Los elementos teóricos presentados muestran, por una parte, la necesidad 
de incrementar la racionalidad en la toma de decisiones, mientras, por 
otra, evidencian la complejidad de lograrlo en una arena predominante-
mente política como lo es el ámbito del Poder Legislativo. Por tanto, vale 
la pena aludir a los factores que la literatura ha identifi cado como relevan-
tes para explicar la utilización de evidencia.

Autores como Lawrenz et. al. (2007) mencionan la caracterización de 
los usuarios, el enfoque y alcance de la información, así como su nivel de 
claridad y accesibilidad como factores clave para la utilización y disemina-
ción de la evidencia en el marco del proceso de políticas públicas (tabla 
1); estos factores pueden constituir un punto de partida interesante para 
abordar lo que ocurre en el caso del ámbito legislativo.

Tabla 1. Factores que afectan el uso de evidencia
en el proceso de polí  cas públicas

Factores

Identificación de usuarios potenciales

Selección y alcance de la información

Claridad de la información y acceso oportuno

Posible impacto en el proceso de políticas públicas

Fuente: Elaboración propia con base en Lawrenz, et. al. (2007).

El primer punto al que se refi eren estos autores, la identifi cación de usua-
rios potenciales, muestra la relevancia de caracterizar al legislador y a su 
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equipo de trabajo como usuarios de evidencia sobre un tema de la agenda 
legislativa. Esto implica, como paso inicial, conocer con mayor detalle las 
necesidades de información de tales usuarios. Por ejemplo, con qué perio-
dicidad requieren información, así como cuáles son sus antecedentes sobre 
un tema determinado, lo cual incluye, naturalmente, las posturas políticas 
que tienen sobre éste.

Lo anterior se vincula con el segundo punto, centrado en el alcance de 
la información o evidencia que se ponga a disposición de un usuario del 
Poder Legislativo. Dada la naturaleza del ámbito legislativo, las necesida-
des de información están más alineadas con una visión transversal de las 
políticas públicas que les permitan conocer en qué medida las institucio-
nes del Poder Ejecutivo han sido capaces de cumplir con su mandato legal. 
Esto se refi ere al rol en materia de rendición de cuentas que tiene el Poder 
Legislativo como un contrapeso del Ejecutivo. Por tanto, la recolección y 
análisis de evidencia acerca de la efectividad gubernamental es un elemen-
to sustantivo de este proceso (De Lancer, 2006).

Respecto de la claridad de la información, la discusión se centra en 
la capacidad de adaptar la evidencia a las necesidades del usuario, lo cual 
signifi ca, en el caso que nos ocupa en este texto, considerar la lógica de 
la dinámica del ámbito legislativo, es decir, la forma y tiempos que se 
destinan a la discusión en las comisiones, principalmente, y el debate en 
el pleno. Este punto también se vincula con la oportunidad y accesibilidad 
de la evidencia, un elemento indispensable para que su uso efectivamente 
permee en el proceso de toma de decisiones de los legisladores (Boyer y 
Langbein, 1991).

La discusión sobre la utilidad y el efecto del uso de evidencia en el 
trabajo legislativo tiene que ver con valorar en qué medida contribuye a 
enriquecer el debate sobre la pertinencia de la creación de una nueva ley o 
de modifi car alguna otra. Esto conlleva la complejidad inherente a la me-
dición de este efecto en un contexto en el que múltiples factores pueden 
incidir en conformar la postura de un legislador sobre un tema. A pesar de 
ello, la sistematización del uso de evidencia a partir de un proceso que guíe 
la obtención y el análisis de la información puede facilitar la identifi cación 
de cómo incide en la toma de decisiones.

Asimismo, la existencia dentro del Poder Legislativo de distintas ins-
tancias que generan evidencia representa un área de oportunidad en la 
medida en que la evidencia suele ser subutilizada. En el caso mexicano, por 
ejemplo, el Poder Legislativo cuenta con órganos como la Auditoría Su-
perior de la Federación (ASF), así como distintos centros de investigación 
cuya actividad principal es producir insumos de información sobre diver-
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sos temas que están dentro de la agenda legislativa. El caso de la Comisión 
de Desarrollo Social de la Cámara de Diputados, por ejemplo, sugiere que, 
si bien el uso de evidencia en la formulación de iniciativas se ha incremen-
tado, la información que generan sus propios centros de investigación o 
la ASF no constituyen una fuente prioritaria para los legisladores y sus 
equipos de trabajo (Gris, 2017).     

Una refl exión derivada de lo anterior señalaría que la existencia de ins-
tancias para la generación de evidencia no garantiza de facto que el trabajo 
legislativo adopte un enfoque de esta naturaleza. Ello impone el desafío de 
implementar medidas que permitan reducir la brecha entre la producción 
de evidencia y su utilización efectiva. Sobre este punto versa la discusión 
presentada en la siguiente sección.

La u  lización de evidencia en el Poder Legisla  vo:
Desa  os prác  cos

Como se estableció líneas arriba, es necesario que existan ciertas condicio-
nes para la adopción del enfoque de trabajo legislativo basado en evidencia. 
En esta sección se analiza el caso mexicano en el que, tanto en la Cámara 
de Diputados como en el Senado de la República, existen distintas áreas 
dedicadas a la generación sistemática de evidencia, cuya función principal 
es apoyar el trabajo legislativo. A pesar de ello, es necesario profundizar en 
las características que deben tener estas instancias pues, como señala Pat-
ton, deben ser “los ojos y los oídos de los legisladores […] lo que signifi ca 
proveer información descriptiva detallada que permita a los legisladores 
y sus equipos tener una idea clara del funcionamiento de un programa” 
(Patton, 2002: 28). 

Lo anterior se refi ere a que estas áreas de apoyo deben ser capaces de 
proveer, de manera simplifi cada, información sobre distintas dimensiones 
de las políticas y programas sobre los cuales habrá de exigirse cuentas al 
Ejecutivo. Un ejemplo es la información para la conformación del presu-
puesto. Modelos como el de la nueva gestión pública (Hood, 1990) han 
enfatizado la necesidad de dotar al proceso presupuestario de mayor racio-
nalidad, es decir, promover que las decisiones asociadas con éste se basen 
en argumentos técnicos y no únicamente políticos. Se trata, en suma, de 
que la discusión se centre fundamentalmente en encontrar un equilibrio que 
favorezca una decisión óptima, considerando que no puede ni debe ser 
completamente técnica o política pues “requiere ambos tipos de decisiones 
y atención constante, incluyendo la realización de ajustes no sólo de obje-
tivos, sino de mecanismos de medición y validación” (Pollitt, 2013: 358).
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Por tanto, la evidencia que se ponga a disposición de los legisladores 
para facilitar su toma de decisiones debe adoptar características específi cas 
que potencien su utilización (fi gura 1).

Figura 1. Factores que favorecen el uso de evidencia documental en el ámbito 
legisla  vo

Vinculación entre la generación 
de evidencia y las necesidades 
de información de usuarios

Construcción de capacidades 
institucionales en materia de 
evaluación y auditoría

Fortalecimiento de los grupos 
de trabajo de los legisladores 
para la selección, análisis e 
integración de información

Independencia y rigor 
metodológico de fuentes de 
información(evaluaciones, 
informes, estadísticas)

Fuente: Elaboración propia.

Estos factores permiten analizar con mayor detalle el caso del Legislativo 
federal en México. Para ello, en primer lugar, es necesario caracterizar al 
legislador como un usuario de información cuya argumentación está guia-
da de forma importante por valores políticos, por lo que la evidencia que 
se le allegue deberá considerar esto y proveer elementos para robustecer la 
argumentación. 

En segundo lugar, hay que tomar en cuenta que la promoción de ca-
pacidades institucionales en materia de evaluación y auditoría se relaciona 
con el establecimiento de mecanismos que fortalezcan el uso de métodos 
cuantitativos y cualitativos para el análisis de políticas públicas, de tal for-
ma que la función de exigir cuentas al Ejecutivo no recaiga únicamente 
en la evidencia que se genera en dicha esfera. El tercer factor se refi ere a 
los equipos de trabajo de los legisladores, específi camente al coǌ unto de 
asesores que participan en el análisis de los distintos temas que conlleva el 
trabajo legislativo, por ejemplo, la participación en las comisiones. 

La profesionalización de estos equipos tiene dos ventajas sustantivas: 
por una parte, facilita la conformación de opiniones políticas sustentadas 
en argumentos técnicos; por otra, puede contribuir a legitimar una postu-
ra política determinada. Estos equipos tienen un rol predominante en la 
adopción de este enfoque, como señalan Lewis y Ellefson (1996: 44), “los 
equipos de trabajo juegan un papel fundamental en seleccionar, valorar y 
moldear la información utilizada por los legisladores”.

El cuarto factor alude al tema de la calidad de la evidencia que se gene-
ra. Dado que su legitimidad deriva de que haya sido resultado de un pro-
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ceso robusto y objetivo de investigación, es importante que las instancias 
dedicadas a este propósito, como los centros de investigación del Congre-
so, establezcan mecanismos que garanticen la calidad de los productos de 
investigación que generen. 

Lo anterior, conlleva realizar una amplia gama de acciones que van 
desde el desarrollo de los procesos de ingreso, promoción y permanencia 
de los investigadores que forman parte de estos centros, hasta la revisión de los 
productos que generan por parte de actores externos.

Finalmente, un aspecto transversal de esta discusión es el estableci-
miento de canales de comunicación y coordinación entre los centros de in-
vestigación del Congreso y el trabajo de las comisiones. Este no es un pun-
to menor, pues el alcance de la interacción entre estos dos ámbitos afectará 
la utilidad que pueda tener la evidencia que se genere y su alineación con la 
dinámica de las comisiones. En este sentido, la siguiente sección presenta 
algunas refl exiones fi nales para el caso del Congreso de la Unión.

Conclusiones

La utilización de un enfoque de trabajo legislativo basado en evidencia 
demanda la existencia de condiciones institucionales que, por una parte, 
favorezcan la generación de productos de investigación relevantes para esta 
tarea; mientras, por otra, que haya incentivos para la utilización de estos 
productos. A continuación, se señalan algunas refl exiones sobre el estable-
cimiento de dichas condiciones:

La caracterización del legislador como usuario de evidencia es indis-
pensable para la generación de productos relevantes y pertinentes para sus 
actividades.

La adopción de este enfoque, si bien se orienta a la inclusión de ma-
yor racionalidad no se contrapone a la idea de complementar los criterios 
políticos inherentes al trabajo legislativo. La función de la evidencia es, en 
este contexto, robustecer los argumentos políticos a partir de conocimien-
tos técnicos.

La existencia de áreas específi cas para la generación de evidencia den-
tro del Congreso, tales como los centros de investigación, constituyen 
espacios idóneos para fortalecer el vínculo con las comisiones legislativas.

Finalmente, la utilización de esta evidencia se relaciona también con 
las capacidades institucionales de los equipos de trabajo de los legisladores, 
quienes tienen un rol importante en la identifi cación de las necesidades de 
información, así como en la sistematización y análisis de evidencia, cui-
dando que se alinee con los valores políticos que representan.
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El Congreso en la opinión pública1

Dr. Itzkuauhtli Benedicto Zamora Saenz
Investigador C, Instituto Belisario Domínguez2

Introducción

Las elecciones intermedias de 1997 constituyeron un parteaguas para el 
análisis político del Poder Legislativo, ya que por primera vez el partido 
del Ejecutivo no tuvo la mayoría absoluta en la Cámara de Diputados. Esto 
representó, sobre todo, un cambio fundamental en el sistema político de 
nuestro país, ya que comenzó un periodo en el que el Congreso retomó 
paulatinamente su papel de contrapeso democrático. Atrás quedó la no-
ción del Legislativo como una mera extensión y aval de las decisiones del 
presidente en turno. Esta diferenciación de los poderes, indispensable para 
el equilibrio democrático, ha despertado un mayor interés en la academia y 
en las propias instituciones de investigación parlamentaria por conocer las 
percepciones y valoraciones sociales en el Congreso de la Unión. 

En este capítulo se muestran algunos indicadores de opinión pública 
que resultan importantes para conocer la percepción de las y los mexicanos 
sobre dicha institución política. Estos indicadores están organizados en 
cuatro dimensiones analíticas. La primera consiste en el conocimiento que 
tiene la ciudadanía del Congreso, es decir, la información precisa y veraz 
sobre su composición y responsabilidades. La segunda, agrupa un coǌ un-
to de indicadores referentes a la aprobación y/o evaluación ciudadana sobre 
el desempeño del Congreso. La tercera, recupera indicadores sobre ciertas 
valoraciones que ha manifestado la ciudadanía sobre el Poder Legislativo 
y, fi nalmente, en la cuarta se incluyen indicadores de confi anza institucio-
nal. Es importante mencionar que en varias ocasiones no ha sido posible 
tener valores para las dos cámaras del Congreso de la Unión; de hecho, 
como parte de la investigación realizada tanto en este documento como en 
otras investigaciones previas del Área de Seguimiento a la Opinión Pública 
del Senado de la República, se ha identifi cado que varios indicadores sólo 

1  Este capítulo retoma los hallazgos más importantes del documento de investiga-
ción parlamentario Visor Ciudadano, número 60, publicado por la Dirección General 
de Análisis Legislativo en junio de 20⒙  
2  Doctor en Ciencias Sociales, mención Sociología por la Facultad Latinoamericana 
de Ciencias Sociales, sede México (Flacso-México). Investigador C, de la Dirección 
General de Análisis Legislativo del Instituto Belisario Domínguez. El autor agradece 
la colaboración de Andrea Reyes Flores para esta investigación.
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corresponden a las percepciones sociales sobre la Cámara de Diputados y 
en mucha menor proporción, a la de Senadores.3 Sin lugar a dudas, dada la 
misión concreta del Instituto Belisario Domínguez y como elemento bá-
sico para la propia refl exividad de las y los senadores, resultaba importante 
corregir esta asimetría de información.

Esta carencia de datos se ha compensado con los dos levantamientos 
que ha tenido la Encuesta Nacional sobre el Senado de la República (EN-
SER) en los años 2018 y 20⒚   El levantamiento de 2018 se realizó de ma-
nera telefónica a nivel nacional,4 mientras que el segundo levantamiento se 
hizo en vivienda también con representatividad nacional.5 La información 
ha resultado de interés para las y los senadores y se ha conformado en 
un proyecto emblemático del Área de seguimiento a la opinión pública 
del Instituto Belisario Domínguez. La información del presente capítulo 
constituyó un insumo valioso para defi nir los campos y los indicadores de 
la ENSER, ya que fue una base empírica para seleccionar algunos reactivos 
que podían tener cierta secuencia histórica, así como para identifi car cam-
pos analíticos sobre los cuales no había antecedentes.6 De ahí la pertinen-
cia y vigencia de revisar los indicadores que a continuación se presentan.

El capítulo está organizado de la siguiente manera. En el primer apar-
tado se muestran los datos más recientes del Latinobarómetro sobre la 
satisfacción con la democracia que tienen las y los mexicanos. Estos in-
dicadores permiten hacer inferencias sobre las percepciones sociales que 
hay en torno a las instituciones políticas relevantes para el funcionamiento 
de la democracia en el país. Los siguientes apartados exponen los indi-
cadores seleccionados para las dimensiones analíticas de: conocimiento, 
aprobación, valoración y confi anza. Es importante subrayar que, cuando 
la disponibilidad de los datos lo permite, se presentan los resultados de 
manera diacrónica, lo que posibilita conocer las tendencias y fl uctuaciones 
históricas que ha tenido la opinión pública. Finalmente, se realizan algu-
nas refl exiones sobre los datos recabados, así como el principal reto que 
tiene fr ente a sí el Congreso para mejorar la percepción ciudadana.

3  Al respecto véase: de la O, Felipe (2017). “La percepción de las y los mexicanos 
en el Congreso de la Unión”, Cuaderno de investigación, No. 37, Instituto Belisario 
Domínguez, Senado de la República. 
4  Para conocer los principales resultados del primer levantamiento en 2019, véase: 
http://bibliodigitalibd.senado.gob.mx/handle/123456789/4169
5  Los resultados del segundo levantamiento se pueden consultar en: http://biblio-
digitalibd.senado.gob.mx/handle/123456789/4663
6  El primer comparativo de resultados obtenidos en la ENSER se realizó en el si-
guiente documento: http://bibliodigitalibd.senado.gob.mx/handle/123456789/4735
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El contexto democrático

La democracia es una forma de gobierno que se ha anclado como la mejor 
opción política durante el último siglo, en gran medida por el pilar del 
sufr agio universal como derecho político, así como de valores como la 
inclusión y la igualdad política (Dahl, 2006). No obstante, en los últimos 
años la democracia ha generado un cierto desencanto por no poder resol-
ver problemas que se originan en otras esferas, particularmente la econó-
mica, como el crecimiento de la marginación y la pobreza. Aunque estos 
problemas no son responsabilidad directa de la democracia, su crecimiento 
la “corroe” e incide en las valoraciones que la ciudadanía tiene sobre ella 
(OEA y PNUD, 2010). En ese sentido, el indicador relativo a la satisfac-
ción con la democracia permite aproximarse a una valoración general sobre 
la forma de gobierno y sus instituciones. 

 En el Cuadro 1 se observan los niveles de satisfacción con la demo-
cracia correspondientes a la medición del año 2017 de la Corporación 
Latinobarómetro. La mediana regional indica el predominio de la insatis-
facción sobre esta forma de gobierno (4⒉ 5% no muy satisfecho y 2⒉ 5% 
nada satisfecho). Apenas ⒏ 5% de la mediana regional en Latinoamérica 
está muy satisfecha con la democracia y ⒙  5% más bien satisfecha. Tres 
países centroamericanos destacan como muy satisfechos con la democra-
cia: Nicaragua, Honduras y Costa Rica. En el otro extremo, los tres países 
con mayor respuesta de Nada satisfecho con la democracia son: Brasil, 
Venezuela y El Salvador. En el caso específi co de México, solamente 1% 
respondió que está Muy satisfecho con la democracia, 17% está Más bien 
satisfecho, 44% No muy satisfecho y 35% Nada satisfecho. Destaca que 
México está muy por debajo de la mediana regional latinoamericana en 
cuanto a la satisfacción con la democracia.

Cuadro 1. Sa  sfacción con la democracia en América La  na (Porcentaje)

PAÍS
TIPO DE SATISFACCIÓN

Muy satisfecho Más bien satisfecho No muy satisfecho Nada satisfecho NS/NC

Brasil 1 11 26 57 5

México 1 15 46 34 4

Paraguay 1 22 57 14 6

Colombia 4 15 51 28 2

Chile 6 30 46 14 4

El Salvador 6 9 43 39 3

Perú 6 8 51 29 6

Argentina 7 30 44 17 2

Venezuela 8 14 28 48 2

Mediana AL** 8.5 18.5 42.5 22.5 4

continúa...
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PAÍS
TIPO DE SATISFACCIÓN

Muy satisfecho Más bien satisfecho No muy satisfecho Nada satisfecho NS/NC

Bolivia 9 25 44 17 5

Guatemala 9 16 42 24 9

Rep. Dominicana 11 21 39 26 3

Ecuador 11 39 39 9 2

Panamá 13 14 48 21 4

Uruguay 13 45 29 10 3

Costa Rica 15 30 35 15 5

Honduras 15 14 37 27 7

Nicaragua 19 31 24 17 9

Fuente: Corporación Latinobarómetro, 2017. Los datos están ordenados en valores crecientes 
tomando como referencia la respuesta “Muy satisfecho”. **Mediana regional para América 
Latina.

En la Gráfi ca 1 se muestra el comportamiento diacrónico de este indica-
dor para el caso mexicano. Se agruparon los valores de cualquier tipo de 
satisfacción con la democracia (Muy satisfecho / Más bien satisfecho) y 
los correspondientes a cualquier tipo de insatisfacción (No muy satisfecho 
/ Nada satisfecho). De esta manera, se observa que los valores que predo-
minan entre 1995 y 2017 son los de insatisfacción con la democracia. Los 
picos más altos de insatisfacción corresponden a los años de 1996, un año 
antes de las elecciones intermedias de 1997 en las que el partido en el po-
der pierde la mayoría en la Cámara de Diputados. A su vez, el año de 1997 
fue cuando se detecta el pico más alto de satisfacción con la democracia en 
el país con 45% de la población encuestada satisfecha.

Gráfi ca 1. Sa  sfacción con la democracia en México, 1995-2017 (Porcentaje).
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Otro momento relevante se observa en año 2006, cuando nuevamente 
la satisfacción con la democracia alcanza un pico alto de 41%. Es im-
portante notar que de ese año en adelante comienza una tendencia en el 
aumento de la insatisfacción con la democracia y, en consecuencia, una 
disminución en los niveles de satisfacción. 

El conocimiento sobre el Congreso

La dimensión de conocimiento que tiene la opinión pública en el Con-
greso es básica para que la ciudadanía realice valoraciones y evaluaciones 
sobre dicha institución política. Si el conocimiento es bajo, entonces su 
opinión tenderá a construirse con base en posturas meramente ideológicas, 
o creencias que se reproducen de manera acrítica y que evidencian falta de 
información sobre procesos o instituciones políticas (Arellano, 2009). Los 
indicadores seleccionados para indagar en el conocimiento que tiene la 
ciudadanía sobre el Congreso de la Unión incluyen tres aspectos básicos:
• La identifi cación de las dos cámaras que integran el Congreso (Cámara 

de Diputados y Cámara de Senadores), 
• El reconocimiento de su tarea sustancial, la de legislar y, 
• El conocimiento sobre el número de legisladores que integran cada 

una de las cámaras. (500 miembros de la Cámara de Diputados y 128 
para el Senado).

En la Gráfi ca 2 se muestra el conocimiento que tiene la ciudadanía sobre 
las cámaras que conforman el Congreso de la Unión. En ella se observa 
que 4 de cada 10 personas encuestadas saben que el Congreso se compone 
de dos Cámaras, pero una proporción similar respondió que no conoce la 
integración del Congreso. 11% sólo identifi có a la Cámara de Diputados, 
4% al Senado y 4% dio el nombre de una institución diferente. Si este 
último porcentaje se añade a quienes respondieron no saber, el desconoci-
miento sería la fr ecuencia más alta para este indicador.
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Gráfi ca 2. Conocimiento sobre las Cámaras que integran
el Congreso de la Unión (Porcentaje).
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Una tendencia similar se advierte en el conocimiento que tiene la pobla-
ción de la función principal del Congreso: 4 de cada 10 personas encues-
tadas le atribuye la capacidad de aprobar reformas constitucionales, tarea 
que 29% imputa al titular del Ejecutivo, mientras que 21% no sabe o 
no contestó; la cuarta mención recae en el Poder Judicial, con 4% de la 
población encuestada que señaló que la atribución mencionada recae 
en la Suprema Corte de Justicia de la Nación. El resto de las respuestas 
corresponde a otras instituciones ajenas al proceso legislativo como la Co-
misión Nacional de Derechos Humanos y el Instituto Federal Electoral 
(Véase Gráfi ca 3).

Gráfi ca 3. Conocimiento de la ins  tución que aprueba
reformas cons  tucionales (Porcentaje).
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En cuanto al conocimiento que tiene la ciudadanía sobre el número de 
integrantes de cada cámara, en la Gráfi ca 4 se observa un amplio desconoci-
miento desde 200⒎  En ese punto, no hay una diferencia signifi cativa entre 
las cámaras, pues en ambos casos se desconoce el número de integrantes en 
una amplia proporción. Este desconocimiento aumentó signifi cativamente en 
2015, pasando de 74% en 2007 a valores superiores a 80%. Además, si se 
agregan los porcentajes de la población encuestada que dio una respuesta in-
correcta sobre el número de legisladores, resulta que 9 de cada 10 personas 
desconocen el número de legisladores que integran cada Cámara. Es altamente 
probable que estos valores sean aún más altos en caso de preguntar si, además 
de conocer el número de legisladores, los pudiera identifi car por su origen 
(mayoría relativa, representación proporcional y en el caso del Senado, tam-
bién de primera minoría). Llama la atención que en las diferentes mediciones 
hay mayor conocimiento del número de diputados que el de senadores.

Gráfi ca 4. Conocimiento sobre el número
de legisladores en cada Cámara (Porcentaje)
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La aprobación ciudadana en el Congreso

La segunda dimensión de indicadores corresponde a la evaluación que hace la 
ciudadanía sobre el desempeño del Congreso, medida a partir de la aprobación 
ciudadana de la institución. La aprobación es un concepto más fácil de medir 
que la legitimidad y revela el nivel de apoyo que tiene una institución política 
determinada (Moreno, 1997). En el caso específi co del Congreso se puede 
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inferir que la aprobación es una ventana que permite aproximarnos al respaldo 
ciudadano de las decisiones que se toman en dicha instancia.

En el Cuadro 2 se presentan los resultados de la última medición del 
Latinobarómetro realizada en 20⒘   La mediana latinoamericana que eva-
lúa Muy bien el desempeño del Congreso es de ⒊ 85%, la de Bien es de 
3⒋ 25%, la de Mal de 3⒍ 65% y la de Muy mal de ⒕  1%. Los países en 
donde predomina la evaluación positiva del Congreso vuelven a ser cen-
troamericanos: Honduras, Nicaragua y Guatemala. En el otro extremo, 
los países con valores más altos en Muy mal son Venezuela, Perú y Brasil. 
En el caso de México, la población encuestada lo evaluó de la siguiente 
manera: ⒊ 4% como Muy bien, 3⒊ 9% Bien, 3⒏ 5% Mal, ⒓  5% Muy mal 
y ⒒  7% no sabe o no contestó la pregunta. Si se agrupan las respuestas, 
se tiene que 3⒎ 3% de ellas son positivas (Muy bien y Bien), 51% son de 
carácter negativo (Mal y Muy mal), mientra que el restante ⒒  7% corres-
ponde a personas que no saben o no contestaron a esta pregunta.

Cuadro 2. Evaluación de los Congresos en América La  na (Porcentaje)

PAÍS
TIPO DE EVALUACIÓN

Muy bien Bien Mal Muy mal NS/NC

Chile 0.4 21.7 46.2 22.7 8.9
Perú 0.4 14.2 45.2 31.6 8.5
Paraguay 1 17.2 51.8 21.9 8
Brasil 1.2 19.5 44.4 24.8 10.1
Bolivia 1.3 44 31.2 7.8 15.6
Argentina 1.8 38.4 44.5 7.5 7.8
Colombia 2.1 31.3 38.6 14.1 14
México 3.4 33.9 38.5 12.5 11.7
Rep. Dominicana 3.7 57.8 24.5 9.9 4.1
Mediana AL** 3.85 34.25 36.65 14.1 9.6
Costa Rica 4 32.8 34.8 16.6 11.8
El Salvador 4 34.2 38.9 14.1 8.8
Ecuador 4.6 34.3 40.2 15.8 5.1
Uruguay 5.6 57 21.5 3.1 12.8
Panamá 6.3 38.8 32.6 13.2 9.1
Venezuela 7.3 22.8 23.2 43.9 2.8
Guatemala 8.1 35.8 25.3 15 15.7
Nicaragua 9.8 46.9 20.6 6.6 16.1
Honduras 9.9 46.3 21.4 11.5 10.9

Fuente: Corporación Latinobarómetro, 2017. Los datos están ordenados 
en valores crecientes tomando como referencia la respuesta “Muy bien”. 
**Mediana regional para América Latina.
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En la Gráfi ca 5 se compara la evaluación que hace la ciudadanía sobre 
el Congreso con respecto a los otros Poderes de la Unión. Es importante 
mencionar que para hacer esta comparación, se consideró que los valores 
positivos de evaluación (Muy bien y Bien) referentes al Congreso y al 
Poder Judicial se podían agrupar en uno solo bajo el rubro de “Aprueba”. 
El mismo procedimiento se realizó con los dos valores negativos (Mal 
y Muy mal), los cuales, sumados, se equipararon a “No aprueba”. Este 
procedimiento permitió comparar los valores obtenidos para el Legislativo 
y el Judicial con los del Ejecutivo, estos últimos normalmente obtenidos 
con base en una pregunta orientada en términos de aprobación, más que 
de evaluación. Realizada esta advertencia metodológica, se aprecia que en 
2015 el Poder Legislativo tenía una mayor aprobación, seguido del Judi-
cial y, en tercer lugar, el Ejecutivo. Sin embargo, es importante señalar 
que la falta de una opinión concreta en este rubro también es mayor cuan-
do se trata del Poder Legislativo (11%).

Gráfi ca 5. Aprobación de los tres Poderes de la Unión, 2015 (Porcentaje)
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En cuanto a la aprobación ciudadana específi ca del Senado, la serie de 
tiempo más larga que se encontró fue la realizada por Parametría, la cual 
levantó el indicador de manera ininterrumpida entre 2002 y 20⒖   Los 
resultados se presentan en la Gráfi ca 6, en la que se aprecia que ha pre-
dominado la desaprobación, con algunas excepciones como las mediciones 
de abril y septiembre de 2006, junio de 2007, junio de 2008, mayo de 
2009, así como enero y febrero de 2012, que fueron los últimos en los que 
predominó la aprobación sobre la desaprobación. Aunque con altibajos, a 
partir de entonces ha aumentado la desaprobación ciudadana. En la última 
medición con la que se cuenta (enero de 2015), la desaprobación ciuda-
dana alcanzó 56%, mientras que la aprobación era de 25%. Sin lugar a 
dudas, resultaría de gran utilidad disponer de un dato más actualizado para 
conocer el grado de aprobación ciudadana con la que concluyó la LXIII 
Legislatura. 
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Valoraciones sociales sobre el Congreso

En la tercera dimensión analítica del estudio se presentan algunas valo-
raciones sobre el Congreso, entre ellas, las siguientes: si la ciudadanía se 
siente representada en dicha institución; el interés ciudadano en las discu-
siones y asuntos del Congreso; así como la valoración sobre la capacidad 
de agencia del Legislativo, es decir, en su potencial para generar un cam-
bio. Como se puede apreciar, estas valoraciones sociales buscan conocer 
ciertos sentimientos de proximidad / distanciamiento entre la ciudadanía 
y el legislador diferentes a la confi anza, los cuales constituyen elementos 
importantes para saber otras facetas de la relación que tiene la ciudadanía 
con el Congreso (Grossi, 2007).

En la Gráfi ca 7 se muestran los resultados referentes al nivel de repre-
sentación que la ciudadanía tiene en el Congreso; dicho con otras palabras, 
si la población se siente plenamente representada en las cámaras que in-
tegran el Poder Legislativo. Los resultados indican que 73% no se siente 
representada en el Congreso, 16% sí y 10% no respondió o no contestó.

Gráfi ca 7. Porcentaje de la ciudadanía que se siente
representada en el Congreso
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Fuente: Corporación Latinobarómetro, 2015.

En la Gráfi ca 8 se presenta un seguimiento diacrónico que realizó el Ins-
tituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM sobre el interés ciudadano 
en los asuntos sobre los que debate y decide el Congreso. Como se puede 
observar, solamente en la medición del año 2003 fue mayoritaria la pobla-
ción que respondió que sí estaba interesada en los asuntos del Congreso 
(4⒌ 8% de la población encuestada por 3⒏ 8% que no estaba interesada). 
Posteriormente, en las mediciones de 2011 y 2016 fue mayoría la pobla-
ción encuestada que respondió no tener interés en los asuntos del Congre-
so (49% y 4⒋ 8%, respectivamente). Otra tendencia importante se refi ere 
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al leve incremento en el interés en los asuntos del Congreso dependiendo 
del tema que se trate, pues esta respuesta prácticamente se duplicó para el 
2016 (⒗  2%) con respecto a lo observado en 2003 (8%).

Gráfi ca 8. Interés en los asuntos del Congreso (Porcentaje)
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Fuente: Encuesta Nacional de Cultura Constitucional en México, serie temporal, 
2003-2016.

En el cuadro ⒊  Se muestra el interés sobre los asuntos legislativos en térmi-
nos regionales. En él se advierte que la región Centro-Occidente es la que 
tiene mayor interés en los asuntos del Congreso (3⒌ 4%). Esta proporción 
aumenta si se considera que también es la región en la que existe mayor 
interés condicionado en los asuntos del Congreso (⒛  2% respondió que 
su interés depende del asunto). Por otro lado, en la región Centro persiste 
el mayor desinterés por los asuntos del Congreso (5⒉ 7%). Es importante 
enfatizar que la pregunta únicamente se refi ere al interés ciudadano en el 
Congreso federal y no en los asuntos de los congresos estatales.

Cuadro 3. Interés en los asuntos del Congreso por región (Porcentaje)

RESPUESTA
REGIÓN
Norte Centro-Occidente Centro Sur-Sureste Nacional

Sí me interesan 32.1 35.4 27.5 26.7 30.1
No me interesan 40.2 35.8 52.7 46.9 44.8
Otra (esp.) 3.6 3.7 2.5 2.1 2.9
Depende (esp.) 14.6 20.2 12.8 18.5 16.2
NS/NC 9.5 4.9 4.5 5.8 6.0

Fuente: Encuesta Nacional de Cultura Constitucional en México, 2016.7

7  La región Norte comprende los estados de Baja California, Baja California Sur, 
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En la Gráfi ca 9 se aprecia que las y los mexicanos consideran que el Con-
greso tiene una muy buena capacidad para cambiar las cosas en nuestro 
país, al menos así lo considera 64% de la población encuestada (33% 
respondió que mucho y 31% algo). Esto indica que desde la valoración 
ciudadana, el Congreso es una institución política con una fuerte capaci-
dad de agencia. Solamente 20% considera que el Congreso puede cambiar 
poco las cosas en México y 8% señaló que nada.

Gráfi ca 9. Poder del Congreso para cambiar las cosas en México (Porcentaje)
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Fuente: ENCUP (2008).

La confi anza ins  tucional

La cuarta dimensión del análisis corresponde al nivel de confi anza insti-
tucional que se tiene en el Congreso. Aunque la confi anza institucional 
suele referirse normalmente al tipo de relación social que existe entre los 
electores y sus representantes, no siempre resulta evidente si la confi anza 
que se está midiendo es hacia las instituciones o hacia los encargados de 
hacerlas funcionar (Hardin, 2002). Otro aspecto a considerar es que la 
confi anza institucional y la política no suelen ser ámbitos fáciles de conci-
liar, ya que la política se caracteriza por relaciones sociales confl ictivas en 
las que hay diferentes intereses encontrados que buscan convertirse en los 
hegemónicos (Warren, 1999). De alguna manera, esto último nos permi-
te comprender por qué, dado estos recurrentes confl ictos entre intereses 
antagonistas, la confi anza en las instituciones políticas suele tener bajos 
niveles de confi anza institucional. Ciertamente la desconfi anza institucio-
nal es aún mayor cuando el contexto se caracteriza por una insatisfacción 
con la democracia. 

Chihuahua, Coahuila, Durango, Sinaloa, Sonora, Nuevo León y Tamaulipas. La re-
gión Centro-Occidente está integrada por Aguascalientes, Colima, Guanajuato, Jalisco, 
Michoacán de Ocampo, Nayarit, Querétaro, San Luis Potosí y Zacatecas. El Centro 
comprende a la Ciudad de México, Hidalgo, el Estado de México, Morelos, Puebla y 
Tlaxcala. Finalmente, el Sur-sureste incluye Campeche, Chiapas, Guerrero, Oaxaca, 
Quintana Roo, Tabasco, Veracruz y Yucatán.
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La última medición comparativa que se tiene sobre la confi anza en el 
Congreso en Latinoamérica corresponde al año 20⒘   En el Cuadro 4 se 
aprecia que la mediana para la región es la siguiente: ⒋ 5% de la población 
encuestada tiene Mucha confi anza en el Congreso, 17% tiene Algo, 3⒌ 5% 
señaló que tiene Poca confi anza y 3⒏ 5% indicó que no tiene Ninguna. Si 
tomamos como referente el valor de Mucha confi anza, destaca que Ve-
nezuela es el país con los valores más altos con 15%. Tal vez este hecho 
se explique porque en dicho país el Congreso ha desempeñado eventual-
mente un papel importante como contrapeso del Ejecutivo. Los otros dos 
países con valores altos de confi anza son Nicaragua y Bolivia. En el sentido 
opuesto, los países que tienen menores niveles de confi anza son Paraguay, 
Brasil y Perú. En el caso mexicano, 21% tiene algún tipo de confi anza en 
el Congreso (3% mucha y 18% algo), mientras que 74% respondió que 
tiene poca (39%) o nada de confi anza (35%). El restante 5% no sabe o 
no contestó.

Cuadro 4. Confi anza en los Congresos de América La  na (Porcentaje)

PAÍS
TIPO DE CONFIANZA

Mucha Algo Poca Ninguna NS/NC
Paraguay 1 9 35 52 3
Brasil 2 9 25 60 4
Perú 2 11 34 50 3
Chile 3 17 34 43 3
Colombia 3 12 36 48 1
Costa Rica 3 16 39 39 3
México 3 18 39 35 5
Argentina 4 21 39 33 3
El Salvador 4 14 41 36 5
Mediana AL** 4.5 17 35.5 38.5 3
Rep. Dominicana 5 17 26 49 3
Ecuador 5 24 44 26 1
Guatemala 5 11 35 45 4
Panamá 5 18 33 38 6
Honduras 6 8 37 47 2
Uruguay 6 28 36 25 5
Bolivia 8 24 39 26 3
Nicaragua 9 17 33 34 7
Venezuela 15 19 29 35 2

Fuente: Corporación Latinobarómetro, 2017. Los datos están 
ordenados en valores crecientes tomando como referencia la respuesta 
“Mucha”. **Mediana regional para América Latina. 



167

Itzkuauhtli Zamora Saenz

En la Gráfi ca 10 se aprecia el comportamiento de este indicador para el 
periodo de 1995 a 20⒘   Los resultados indican que no han predominado 
niveles de confi anza ciudadana muy altos en el Congreso, al menos en el 
indicador más alto, (Mucha confi anza), ya que normalmente ha oscilado 
entre valores máximos de 9% y mínimos de 1%.

Gráfi ca 10. Confi anza en el Congreso, 1995-2017 (Porcentaje)

Fuente: Corporación Latinobarómetro, 1995-2017. Se omitieron los resultados 
correspondientes a No Sabe y No contestó. 
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Por el contrario, la falta de confi anza ha sido el valor más inconstante 
en este periodo, ya que ha tenido valores bajos de 17% (año 1995), 19% 
(1998) y 20% (1997 y 2005) y altos de 44% (2003), 37% (2015) y 36% 
(2002 y 2017). Por su parte, este indicador muestra que predominan los 
valores referentes a la poca confi anza, los cuales sólo fueron superados por 
la falta total de confi anza en dos mediciones, las de 2003 y 20⒖  

Los bajos niveles de confi anza que tiene el Congreso se interpretan 
mejor en la ecología institucional del país, es decir, en comparación con 
otras instituciones políticas y sociales de México. Es importante mencio-
nar que en este tipo de indicadores no se suele utilizar como institución de 
referencia al Congreso, más bien se emplean las instituciones de los dipu-
tados federales y/o locales, probablemente por ser referentes más cercanos 
a la información y al conocimiento político de la ciudadanía. Es impor-
tante señalar que en este tipo de indicador, resulta complicado encontrar 
evaluaciones actuales y sistemáticas sobre la confi anza que hay en el Sena-
do, por lo que también constituye un indicador que requiere de un mayor 
seguimiento y elaboración en las investigaciones demoscópicas en el país.

En la Gráfi ca 11 se presenta uno de los últimos indicadores que se han 
hecho sobre confi anza institucional en México. En dicha investigación se 
solicitó que la población encuestada califi cara del 0 al 10 su nivel de con-
fi anza en ciertas instituciones, en donde 0 era la falta total de confi anza y 
el 10 el mayor nivel de confi anza. En blanco se presentan las instituciones 
con las califi caciones más altas: a saber, la familia (⒏ 7), las universidades 
públicas ⑺  , el ejército (⒍ 9), los maestros (⒍ 8) y la iglesia (⒍ 7). Las 
instituciones intermedias se muestran en color gris, entre ellas se encuen-
tran: el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (⒍ 4), la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos (⒍ 1), el Instituto Nacional Electoral ⑹  , 
los medios de comunicación (⒌ 7), las organizaciones no gubernamentales 
(⒌ 7) y los tribunales de justicia (⒌ 5). Finalmente, en barras de color ne-
gro, se incluyen las instituciones con las califi caciones más bajas referente 
a la confi anza: los diputados federales (⒋ 7), la policía (⒌ 2), los jueces y 
los magistrados (⒌ 2), la Suprema Corte de Justicia de la Nación (⒌ 2), el 
ministerio público (⒌ 1), los sindicatos ⑸  , los partidos políticos (⒋ 3) y la 
presidencia de la república (⒋ 3). 



169

Itzkuauhtli Zamora Saenz

Gráfi ca 11. Escala de califi cación referente a la confi anza ins  tucional
en México (Promedio fi nal)
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Fuente: Encuesta Nacional de Cultura Constitucional en México, 2016. La escala de 
califi cación es de 0 a 10 en donde 0 es No confío nada y 10 es confío mucho. 

Consideraciones fi nales

El aumento de la insatisfacción ciudadana con la democracia en nuestro 
país desde el año 2006 hasta la fecha, ha venido acompañado de un pro-
ceso similar de crecimiento de la desaprobación ciudadana en el Senado y 
del Congreso en general. Resulta razonable suponer que, si la población 
muestra desencanto con la democracia como forma de gobierno, este sen-
timiento se extenderá a la evaluación de las instituciones políticas que 
la conforman, entre ellas, el Poder Legislativo. En ese sentido, también 
resulta comprensible la poca o la falta de confi anza ciudadana en los par-
tidos políticos y los diferentes órdenes de gobierno, ya que como se pudo 
observar en el documento, las instituciones políticas y de procuración de 
justicia, suelen ocupar los puestos más bajos en los rankings de confi anza 
institucional. 
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Ahora bien, identifi car la alta desaprobación y la desconfi anza institu-
cional hacia el Congreso es un primer paso para conocer el estado de la 
opinión pública sobre este tema; sin embargo, hacen falta más estudios, 
particularmente de corte cualitativo, que nos permitan saber las causas de 
estas tendencias. Es posible afi rmar que una de las más importantes sea 
la falta de información que tiene la ciudadanía sobre el Congreso. Recor-
demos que el conocimiento que se tiene sobre aspectos básicos como su 
composición, funciones y número de integrantes, suelen ser ampliamente 
desconocidos por la población. Es de suponer que, ante preguntas más 
sofi sticadas, la falta de conocimiento será aún mayor. Así las cosas, que los 
representantes públicos conozcan las tendencias de opinión pública puede 
ser de una gran utilidad como herramienta para mejorar su desempeño. 
Por ejemplo, este amplio desconocimiento que se tiene sobre la institu-
ción debe alertar a las y los legisladores a mejorar la cantidad y la calidad de 
la información que provee a la ciudadanía, pensar en formatos amigables y 
dirigidos a un público heterogéneo, así como a incorporar habitualmente 
prácticas de transparencia y rendición de cuentas que le permitan conocer 
a los representados las razones detrás de su toma de decisiones, así como 
el impacto de las mismas. Si la ciudadanía tiene a su disposición este tipo 
de información, es altamente probable que vuelvan a reconocer el valor 
público que representa el Congreso para la democracia. 

La mayor presencia pública que ha tenido el Congreso desde 1997, 
resultado de una mayor pluralidad y relevancia política en la toma de deci-
siones que defi nen la vida nacional, ha incidido en una creciente exigencia 
y reconocimiento ciudadano sobre la importancia del Legislativo en el 
funcionamiento de una democracia (Martínez, Mirón y Zepeda, 2017). 
Esto constituye una oportunidad inmejorable para seguir impulsando, 
desde las propias cámaras y desde la sociedad civil, iniciativas que aumen-
ten los espacios de participación, deliberación y co construcción de leyes 
entre representantes y representados en aras de aumentar la cercanía social 
y la confi anza institucional en el Congreso, así como para construir un sa-
ludable equilibrio de poderes en su relación con el Ejecutivo y el Judicial.

La información que ha proporcionado los levantamientos de la Encuesta 
Nacional sobre el Senado de la República ha permitido identifi car con mayor 
precisión el conocimiento, la valoración, la confi anza y el vínculo social de 
la ciudadanía con respecto a la Cámara alta. Es verdad que las tendencias no 
han sido radicalmente diferentes a las presentadas en este capítulo, ya que la 
fr aǌ a poblacional con una cultura política sólida es muy baja, de manera que 
difícilmente distingue entre las funciones y el desempeño de ambas cámaras. 
No obstante, precisar la información es un requisito indispensable para que 
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cada una de ellas tome acciones conducentes a mejorar el conocimiento de 
sus acciones fr ente a la ciudadanía, así como para abrir espacios de participa-
ción y deliberación que permitan una mayor cercanía entre representantes y 
representados. Esta es una de las utilidades primordiales del seguimiento a la 
opinión pública con respecto al trabajo legislativo. 
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fue cara a cara, en vivienda y el público objetivo fueron habitantes  del 
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país mayores de 18 años o más. El nivel de confi anza fue de 90% y un 
margen de error de ⒌ 2% para la encuesta de 2001, para la encuesta de 
2008 el nivel de confi anza fue de 90% y un margen de error de ⒊ 5%. 
Disponibles en:  https://goo.gl/1voFM3   y https://goo.gl/ZeVDrV 
(Última consulta, 19 de junio de 2018).

Quieren menos legisladores, pero desconocen cuantos hay, (serie temporal 
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fue del 18 al 22 de abril de 20⒖   El tamaño de la muestra fue de 1200 
personas de 18 años en adelante con credencial para votar residentes 
en el lugar de interés. El margen de error es +/- ⒉ 8%, con un nivel 
de confi anza estadística de 95%. Disponible en: https://goo.gl/jojxn-
m(Última consulta, 19 de junio de 2018).

Informe País sobre la calidad de la ciudadanía en México, 2015 / Instituto 
Federal Electoral. El levantamiento de la encuesta se realizó durante 
agosto de 20⒔   El tamaño muestral fue de 11000 hombres y mujeres 
de 18 años o más. El esquema de muestreo fue triplemente estratifi ca-
do, por región, estrato de interés y el estado típico. La propuesta téc-
nica se basó en metodologías para reducir el error total de la encuesta 
(Total Survey Error) Disponible en: https://goo.gl/M4e16e (Última 
consulta, 19 de junio de 2018).

Tercera Encuesta Nacional de Cultura Constitucional en México, 2016 / 
Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM.  El periodo de levanta-
miento de la encuesta fue del 20 al 31 de octubre de 20⒗   El tamaño 
de la muestra fue de 1,200 casos  distribuidos entre dos estratos prin-
cipalmente, la región  (Centro, DF y Estado de México, Norte y Sur) 
y el tamaño de la localidad. El esquema de selección fue multietápico 
(localidades, AGEBS, manzanas, viviendas e individuos) y el modo de 
levantamiento fue cara a cara, en vivienda. El público objetivo fue to-
dos los habitantes de 15 años o más. El nivel de confi anza fue de 95% 
y un margen de error de ⒋ 2%.  Disponible en: https://goo.gl/33vkie 
(Última consulta, 19 de junio de 2018).

Latinobarómetro, 2017 / Corporación Latinobarómetro. La encuesta se 
levantó en 18 países de la región latinoamericana y tuvo como público 
objetivo a las personas igual o mayores de 18 años, salvo en los casos 
de Brasil y Nicaragua en donde la población fue igual o mayor a los 
16 años. Para México el tamaño de la muestra es de 1,200 personas y 
el esquema de muestreo fue probabilístico modifi cado con tres etapas 
aleatorias y una por cuotas. El margen de error fue de +/- ⒉ 8%. Dis-
ponible en: http://www.latinobarometro.org/latOnline.jsp  (Última 
consulta, 19 de junio de 2018).
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Introducción

Con la expresión electoral de julio de 2018 se abrió un nuevo parteaguas 
en la historia democrática de México. Llegó la alternancia a los espacios de 
poder y el mapa político sufr ió cambios relevantes. Por primera vez en el 
siglo veintiuno, los ciudadanos entregaron la hegemonía del poder Ejecu-
tivo y Legislativo, a nivel federal y local, a un solo partido (Morena), con 
márgenes sufi cientes para condicionar los procesos legislativos; agilizar la 
discusión del paquete económico; autorizar el uso de la guardia nacional 
y la suspensión de garantías; legislar en materia de planeación y desarrollo 
económico, extinción de dominio, amnistías, entre otras. 

Sin embargo, para ejercer los instrumentos de control de la mayoría 
califi cada, el nuevo partido dominante debe articular un bloque parlamen-
tario con 76 diputados y 26 senadores de oposición. En tanto, los grupos 
minoritarios del Congreso pueden articular bloques de 168 diputados y 43 
senadores para ejercer los mecanismos de contrapeso y equilibrio regula-
dos en la legislación parlamentaria.3

1  Director Ejecutivo de la fi rma Demolytics – Investigación Estratégica. Máster en 
Analytica Web por la Digital Bussines School. Licenciatura en Derecho por la Faculad 
de Derecho de la UNAM. Miembro del Comité Editorial de la International Journal 
of Law and Society. marco@demolytics.com.mx
2  Directora General de Demolytics – Investigación Estratégica. Asociada de la So-
ciedad Mexicana de Estudios Electorales y la Asociación Latinoamericana de Ciencia 
Política. Egresada de las licenciaturas en Derecho y Ciencias Políticas por la Facultad 
de Estudios Superiores Acatlán, de la UNAM. danitza@demolytics.com.mx
3  En la Cámara de Diputados bastaría con los votos de 334 diputados, mientras 
que en la Cámara Alta se requeriría de la aprobación de 85 senadores. Estas cifr as 
consideran una asistencia total en ambas Cámaras. De acuerdo con los reglamentos 
de San Lázaro y el Senado de la República, se considera que existe Quórum cuando 
están presentes el cincuenta por ciento más uno de sus integrantes: 251 diputados y 85 
senadores, respectivamente.
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A continuación se esboza la historia reciente de la democracia mexica-
na; las consecuencias de la nueva integración legislativa y el transfuguismo 
que alteró la relación de fuerzas; se moldean los bloques que podrían 
conformarse en la LXIV Legislatura a partir del índice de Rice modifi cado 
para coalición ganadora; y se exponen los instrumentos de control opo-
nibles por cada bloque ante los órganos Ejecutivo, Legislativo y Judicial.

Breve historia democrá  ca de México

La transición democrática de México puede distinguirse en tres etapas: 
1) El inicio de las legislaturas plurales en 1979, cuando la oposición ganó el 
26% de la Cámara de Diputados y un senador; 2) El primer gobierno sin 
mayoría en 1997, con 52% de los espacios legislativos para la oposición; y 
3) La vuelta al partido hegemónico en 2018, con el dominio de Morena en 
el Ejecutivo, la Cámara de Diputados y el Senado de la República (Casar, 
2019).

Desde que el presidente Zedillo perdió la mayoría absoluta en la Cá-
mara de Diputados, las fuerzas parlamentarias maduraron bajo las reglas 
del sistema de contrapesos. Con Vicente Fox, el PRI controló el 42% de 
los diputados y 47%  en el Senado; margen sufi ciente para condicionar la 
agenda presidencial. En la gestión de Felipe Calderón, Acción Nacional 
(PAN) obtuvo el 41% del Senado. El presidente Peña, fi nalmente, aban-
deró un contingente legislativo que representaba el 42% en la Cámara de 
Diputados y el Senado de la República. En 2018, la coalición encabezada 
por Morena obtuvo 308 diputados y 69 senadores; la abanderada por el 
PAN, 129 diputados y 38 senadores; y la representada por el PRI, 63 di-
putados y 21 senadores.

Paradójicamente, muchos rasgos del hiperpresidencialismo del PRI, 
parecen estar de vuelta como resultado, en gran medida, del voto an-
ti-PRI. Por tal motivo, vale resaltar de la LXIV Legislatura: 1) el evidente 
dominio de un partido hegemónico; 2) la oportunidad de las minorías 
para ejercer mecanismos de contrapeso intraorgánico, más allá de las vo-
taciones legislativas; y 3) los desafíos para el control parlamentario ante el 
nuevo escenario político. 
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Tabla 1. Conformación histórica de la Cámara de Diputados

Legislatura L 1976-
1979

LI
1 9 7 9 -

1982

LII
1 9 8 2 -

1985

LIII
1985-
1988

LIV
1 9 8 8 -

1991

LV
1 9 9 1 -

1994

LVI
1 9 9 4 -

1997

LVII
1 9 9 7 -

2000

LVIII
2 0 0 0 -

2003

LIX
2 0 0 3 -

2006

LX
2 0 0 6 -

2009

LXI
2 0 0 9 -

2012

LXII
2 0 1 2 -

2015

LXIII
2 0 1 5 -

2018

LXIV
2 0 1 8 -

2024
PRI 196 296 299 289 262 320 300 239 209 203 106 242 212 205 45
PAN 20 43 51 41 101 89 119 121 206 148 206 142 114 109 81
PRD 22 41 71 125 53 97 127 63 104 54 21
PT 10 7 8 6 11 14 10 61
PPS 12 11 10 11 49 12
PARM 9 12 11 30 15
CONVERGENCIA 1 5 18
PCM 18
PDM 10 12
PST 10 11 12
PSUM 17 6
PFCRN 36 23
PDM 12
PRT 6
PMT 6
PVEM 6 18 17 17 22 29 39 16
PARM
PANAL 9 8 10 12 2
PSD 5
S/P INDEP 2 24 1 3 4
PSN 3
PAS 2
MC 6 10 20 27
PES 10 56
MORENA 57 191
TOTAL 237 400 400 400 500 500 500 500 500 500 500 500 500 500 500

Fuente: Elaboración propia con base en datos ofi ciales del SICEEF, INE.

La mayoría que ahora ostenta Morena en el Senado, no es un fenómeno 
aislado ni extraordinario. Ya se había registrado bajo el dominio de otras 
banderas políticas en legislaturas previas. Frente a los 59 senadores de 
Morena en 2018, el PRI registró 54 en 2012; el PAN 52 en 2006, y el PRI 
58 en el 2000. Las mayorías de entonces y Morena ahora, no alcanzan por 
sí mismos la mayoría califi cada en el Congreso de la Unión. Aún con el 
sostén de su contingente PES- PT, apenas superaría la mayoría absoluta 
en el Senado, y estaría lejos de las dos terceras partes para impulsar acuer-
dos de gran calado como reformas constitucionales, o nombramientos de 
titulares de órganos autónomos. Sin embargo, igual que ocurrió con las 
últimas fuerzas mayoritarias, al partido del Presidente le bastaría negociar 
con la segunda fuerza del Senado, para alcanzar la mayoría califi cada.
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Tabla 2. Conformación histórica del Senado de la República

LEGISLATURA L
1976-
1979

LI
1979-
1982

LII
1982-
1985

LIII
1985-
1988

LIV
1988-
1991

LV
1991-
1994

LVI
1994-
1997

LVII
1997-
2000

LVIIII-LIX
2000-
2006

LX-LXI
2006-
2012

LXII-LXIII
2012-
2018

LXIV-LXV
2018-
2024

PRI 62 62 64 64 60 61 102 79 58 33 54 14
PAN 1 20 31 47 52 38 23
PRD 4 2 6 16 15 29 22 8
PT 1 1 2 5 6
PPS 1 1
CD 1 5
PVEM 5 6 7 6
PARM 1 1
PANAL 1 1 1
S/P INDEP 1 1
MC 1 7
PES 8
MORENA 55
TOTAL 64 64 64 64 64 64 128 128 128 128 128 128

Fuente: Elaboración propia con base en datos ofi ciales del SICEEF, INE 

Frente al dominio de Morena en ambas cámaras, la historia democrática 
advierte el riesgo de que el órgano legislativo asuma un papel subordinado 
al Ejecutivo. Sin embargo, la misma historia revela que hoy los partidos 
minoritarios cuentan con una amplia gama de instrumentos de control, 
que les permiten hacer valer el equilibrio de fuerzas en el Congreso. En 
ese marco cabe plantear tres escenarios, a partir de los cuales se puede 
determinar el alcance y funcionamiento de los contrapesos institucionales: 
a) Que la coalición Morena-PES-PT se articule como bloque parlamentario, 

y sume legisladores opositores para impulsar la agenda presidencial. 
b) Que la oposición integre un bloque de mayoría absoluta, a través del 

cual pueda ejercer todos los mecanismos legales de contrapeso insti-
tucional; y

c) Que los resultados de las votaciones parlamentarias fl uctúen entre 
aprobaciones y rechazos, debido a la inestabilidad de los bloques arti-
culados por el gobierno y por la oposición.

Transfuguismo parlamentario en la LXIV Legislatura

El transfuguismo parlamentario puede ser defi nido como la separación de 
un legislador de su grupo político, para unirse a otra bancada o bloque 
parlamentario.4 Una de sus variantes consiste en la migración colectiva de 
legisladores, para alterar la correlación de fuerzas y mermar el poder de las 
alianzas en el Congreso (Mack, 2005).

4  Arrillaga (2005) resume las críticas a este fenómeno como la confi guración de 
una práctica deshonesta, interesada y tradicional de los partidos, pues en las elecciones 
legislativas el voto se decide por el partido, y al renunciar a éste, el legislador traiciona 
en alguna medida la voluntad popular.
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La migración colectiva muchas veces responde al fenómeno de los can-
didatos sandías. A través de esta práctica, los partidos minoritarios acogen 
en sus fi las y postulan como sus candidatos a representantes del partido 
que abandera la coalición (Spoon, 2019). Tan pronto asumen funciones, 
el partido mayoritario reclama a sus militantes para integrar una bancada 
más numerosa. 

Para Nohlen (1491) este fenómeno perjudica la estabilidad política y 
la gobernabilidad democrática pues, como elemento distosionador de la 
representación, impide que las instituciones operen como está previsto 
constitucionalmente, y trasgrede la voluntad popular refl ejada en las urnas. 

a) Transfuguismo parlamentario en el Senado de la República

El  fenómeno del transfuguismo ocurrió en el Senado al inicio de la LXIV 
Legislatura. Tres legisladores del PES y uno del PAN renunciaron a su 
bancada y se incoporaron a Morena. El PAN ganó un senador proveniente 
del PRD. El PVEM perdió uno. El PRI, el PT y MC se mantuvieron 
igual. Y un senador de la coalición PAN-PRD-MC renunció a los partidos 
que lo postularon, para ejercer sin partido. (Tabla 5) 

Adicionalmente, PES y Nueva Alianza perdieron su registro por de-
cisión del Tribunal Electoral. Los primeros conformaron su bancada con 
cinco legisladores y el único legislador del partido Nueva Alianza anunció 
una coalición parlamentaria con Morena.

Tabla 3. El transfuguismo parlamentario en
el Senado de la República. LXIV Legislatura

 MR RP SENADORES 
ELECTOS

TRANSFUGUISMO SENADORES 
ACTUALES

REPRESENTACIÓN

 MORENA 42 13 55 +4 59 46.09 %
PAN 17 6 23 +1 24 18.75%
PRI 8 6 14 14 10.94 %
PES 8 0 8 -3 5 3.91 %
MC 5 2 7 +1 8 6.25 %
PRD 6 2 8 -3 5 3.91 %
PT 5 1 6 6 4.69 %
PVEM 4 2 6 6 4.69 %
PANAL 1 0 1 -1 0 0.00%
s/g 0 0 0 +1 1 0.78 %
TOTAL 64 32 128 128 100.00%

Fuente: Elaboración propia a partir de los resultados ofi ciales del INE, actualizado con 
la recopilación hemerográfi ca de los cambios registrados en las bancadas al inicio de 
la legislatura, así como a información ofi cial de la página electrónica del Senado de la 
República.
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b) Transfuguismo parlamentario en la Cámara de Diputados

En la Cámara de Diputados, los movimientos de los Grupos Parlamenta-
rios fueron mucho más agresivos. Morena recibió 255 diputados de sus 
coaligados, apenas a días de iniciada la legislatura, y el PVEM otorgó al 
partido del Ejecutivo, los cinco diputados que le faltaban para la codiciada 
mayoría absoluta (Proceso, 2018).

Esta estrategia de transfuguismo colectivo articulada por Morena, su-
puso una ventaja negociadora fr ente a los partidos opositores. El nuevo 
partido hegemónico, que solamente había alcanzado 191 curules en las 
urnas, sumó 64 diputados adicionales, y ahora domina la mayoría absoluta, 
enfr enta menores difi cultades ante la oposición y ha recurrido en diversas 
ocasiones al mecanismo conocido como aplanadora parlamentaria, para 
imponerse en las votaciones legislativas de San Lázaro.

Tabla 4. El transfugismo parlamentario en
la Cámara de Diputados. LXIV Legislatura 

 
MR RP

DIPUTADOS 
ELECTOS

TRANSFUGUISMO
DIPUTADOS 
ACTUALES

REPRESENTACIÓN

 MORENA 106 85 191 +67 258 51.6 %
PAN 40 41 81 -3 78 15.6 %
PRI 7 38 45 +2 47 9.4 %
PES 56 0 56 -27 29 5.8 %
MC 17 10 23 +5 28 5.6 %
PRD 9 12 21 -10 11 2.2 %
PT 58 3 61 -33 28 5.6 %
PVEM 5 11 16 -5 11 2.2 %
PANAL 2 0 2 -2 0 0 %
s/g 0 0 0 +9 9 1.8 %
TOTAL 300 200 500 499* 100 %

Fuente: Elaboración propia a partir de los resultados ofi ciales del INE, actualizado con 
la recopilación hemerográfi ca de los cambios registrados en las bancadas al inicio de la 
legislatura, así como con información ofi cial del sitio electrónico del Senado de la República. 
* El diputado faltante obedece a la muerte de un legislador de Morena, cuyo suplente aún 
no rinde protesta al cierre de esta edición.

La naturaleza de los bloques parlamentarios 

Un grupo parlamentario es la sociedad que constituyen los legisladores in-
tegrantes de un mismo partido, para impulsar criterios colectivos en las vo-
taciones plenarias.5 La triple naturaleza de un grupo parlamentario abarca 

5  Sólo puede integrarse con representantes del mismo partido político, y no puede 
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sus funciones como órgano de la cámara, como agrupación de legisladores 
y como órgano del partido político (Sánz, 2019).

Por otro lado, un bloque parlamentario es la coalición de legisladores o 
grupos parlamentarios de distintos partidos, en torno a un objetivo común. 
Un bloque parlamentario es un acuerdo temporal, coyuntural y multicausal. 

Se articula como resultado de coincidencias ideológicas, convergencia 
de agendas, conveniencia política o rentabilidad electoral. Generalmente 
un bloque se integra para construir las mayorías que permitan aprobar o 
rechazar iniciativas legislativas. Por tal razón, su éxito depende de los ni-
veles de disciplina de los grupos parlamentarios.6 

Son mínimos ganadores los bloques constituidos por dos partidos, aliados 
para alcanzar el voto ínfi mo que les permita la aprobación o rechazo de leyes y 
reformas. Los bloques parlamentarios sobredimensionados son aquellos integra-
dos por un mayor número de partidos para aprobar legislación con un margen 
más amplio (Rikker, 1962). Son efímeros cuando no existe un programa o 
agenda común, y acostumbran ser estables cuando están integrados por el par-
tido en el gobierno y algunos más de oposición (Reniu, 2009). 

El fundamento para articular un bloque obedece a la dinámica de las 
mayorías parlamentarias. A través de los bloques de sostén, un partido mi-
noritario concentra los votos de otros partidos minoritarios, apoyándose 
en la derecha para votar medidas conservadoras, y en la izquierda para 
conseguir el éxito de las reformas progresistas.

Uno de los criterios con mayor aceptación en el modelaje de bloques 
parlamentarios, consiste en la articulación de escenarios a partir de las 
agendas legislativas (Martínez, 2018b). En ellas se contemplan las pro-
puestas de carácter político, económico y social, junto a los principales 
ejes de trabajo de los grupos parlamentarios.  Son útiles para entender las 
prioridades legislativas de cada partido, y encontrar las coincidencias y di-
vergencias entre los grupos parlamentarios representados en el Congreso. 

haber más de un grupo parlamentario por cada partido en ambas Cámaras. La Ley 
Orgánica del Congreso establece el mínimo de cinco legisladores del mismo partido 
político para constituir un Grupo Parlamentario. 
6  La disciplina parlamentaria es el grado de acatamiento de los miembros de un 
partido a lainstrucciones o la infl uencia de su líder (Valencia, 2005) sobre el sentido 
de sus votos. Recuperando a Casar (2000) el Índice de Rice es un sistema reconocido 
para medir la cohesión de los bloques parlamentarios. El índice (Ir) se calcula a través 
de la diferencia del porcentaje mayoritario (Vmay) y el porcentaje del voto minoritario 
(Vmin) del voto de una fr acción parlamentaria: Ir = Vmay – Vmin. Puede tomar valores 
de 0 a 100, donde los valores cercanos a 0 denotan una cohesión muy baja del bloque, 
mientras que los cercanos a 100 revelan un alto grado de cohesión.
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Otro criterio parte de la alineación de objetivos en torno a las platafor-
mas electorales de los grupos parlamentarios. Estas plataformas consisten 
en propuestas de los partidos políticos basadas en sus declaraciones de 
principios y descritas en sus programas de acción. Proponen alternativas 
de solución a los problemas que requieren la atención del Congreso y, en 
muchas ocasiones, sirven como fuente de las agendas parlamentarias.

El último criterio, acaso el más relevante para la cohesión de los bloques 
parlamentarios, consiste en utilizar estos acuerdos como llave de acceso 
para ejercer los diversos instrumentos de control parlamentario. 

La teoría de juegos fundamenta la articulación de bloques parlamen-
tarios en función del número de legisladores que integran los distintos 
grupos parlamentarios. Así, un grupo cuya cifr a se aproxime a la mayo-
ría, tendrá mayores posibilidades de instituir un bloque para alcanzar sus 
fi nes. En contrasentido, un grupo parlamentario con pocos legisladores 
enfr entará más difi cultades para articular un bloque, ya que sus ganancias 
inmediatas serán mínimas. Sin embargo, este elemento puede utilizarlo 
como moneda de cambio en futuras negociaciones.

Una característica de los bloques parlamentarios es la generación de puntos 
de equilibrio (Nash, 2002), consistente en la combinación de factores, donde 
cada grupo parlamentario maximiza su utilidad o benefi cio en función de las 
decisiones de los otros grupos. Así, se puede considerar que existe equilibrio 
cuando ningún grupo parlamentario en el Congreso cuenta con incentivos 
para jugar al margen de los distintos bloques conformados en la legislatura.

En el modelaje de los bloques parlamentarios para la LXIV Legislatura 
se retomó el Índice de Rice modifi cado para coalición ganadora (IMCG) 
propuesto por Rodríguez y Santacruz (2015), según el cual, la votación 
de un grupo parlamentario en torno a las iniciativas aprobadas en la le-
gislatura previa por eje temático es: Ir = Vmay – (Vmin + Vabs); mientras 
que, en torno a las iniciativas rechazas es: Ir = Vmin – (Vmay + Vabs). Para 
obtener los IMCG que permitieron modelar los bloques modelados en 
el Anexo 1, se calculó el índice de votación de cada grupo parlamentario 
para los dictámenes votados en la LXIII Legislatura, cuyos resultados se 
promediarion y se agruparon temáticamente, en función de los temas de 
sus agendas para el primer año de la LXIV Legislatura.

Las mayorías parlamentarias en la LXIV Legislatura

Está demostrado que en un proceso deliberativo, la unanimidad de vo-
tos difícilmente representa la voluntad colectiva. Alcanzar una votación 
absoluta implica restricciones a la libertad de disentir. Por ello, cuando 
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se alcanza un consenso parcial en el parlamento, la mayoría se impone 
como total (Bobbio, 1971). La mayoría simple consiste en el mínimo de 
votos para imponerse en las deliberaciones. La mayoría absoluta consiste 
en la suma de la mitad más uno de los votos parlamentarios.7 La mayoría 
califi cada se integra por las dos terceras partes, cuando menos, de los le-
gisladores presentes. 

Las diversas mayorías se fundan en la necesidad de ampliar el consenso 
entre los grupos parlamentarios. Así, en la Cámara de Diputados, consi-
derando una asistencia total en sesión plenaria, se requieren 334 votos para 
alcanzar la mayoría califi cada; y 85 en la Cámara de Senadores.8 

Tabla 5. Representación de los bloques parlamentarios en LXIV Legislatura

Coalición Representación
Diputados

Mayoría  
legislativa

Representación
Senado

Mayoría  
legislativa

MORENA-PES-PT 63.12% Absoluta 54.68% Absoluta
PAN-PRD-MC 23.44% N/A 20.90% N/A
PRI-PVEM-S/G 13.42% N/A 16.40% N/A
MORENA-PT-PRD-MC 65.13% Absoluta 60.93% Absoluta
PAN-PES 21.44% N/A 22.65% N/A
PAN-PES-PRI 30.86% Simple 33.59% Simple
PRI-PAN 25.05% N/A 29.68% Simple
PRI-MORENA 61.12% Absoluta 57.03% Absoluta
PRI-PAN-PRD-MC-PVEM- S/G 36.87% Simple 45.31% Simple
MORENA-PES-PT-MC-PRD 70.94% Absoluta 64.85% Absoluta
MORENA-PRI-PVEM 63.32% Absoluta 61.71% Absoluta
MORENA-PES-PT-PRI-PVEM- S/G 76.55% Calificada 71.09% Calificada
MORENA-PES-PT-PAN-MC-PRD 86.57% Calificada 83.59% Calificada
MORENA-PAN 67.33% Calificada 64.84% Calificada
MORENA-PAN-PRD-MC 75.15% Calificada 75.00% Calificada
PRI-PAN-PRD-MC-PT-PES-PVEM- S/G 48.29% Simple 53.90% Absoluta
MORENA-PES-PT-PVEM 65.33% Calificada 59.37% Absoluta
MORENA-PVEM 53.90% Absoluta 50.78% Simple

Fuente: Elaboración propia a partir de los resultados ofi ciales del INE, actualizado con la 
recopilación hemerográfi ca de los cambios registrados en las bancadas al inicio de la legislatura.

7  Arts. 63 y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Art. 
31 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos. Art. 
3 del Reglamento del Senado de la República. Art. 3 del Reglamento de la Cámara de 
Diputados.
8  Arts. 9, 17, 19, 48 y 53 de la LOCGUEM, art. 94 del Reglamento del Senado de 
la República (RDS) y  art. 3 del Reglamento de la Cámara de Diputados (RCD).
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El rango de fl uctuación de los bloques parlamentarios entre una cámara y 
otra, se ubica en (+/-)⒊ 8%. Margen poco signifi cativo en términos por-
centuales, pero defi nitivo para el ejercicio de los diversos instrumentos de 
control parlamentario. Los bloques integrados por Morena no presentan 
difi cultad para alcanzar la mayoría simple. Además, todos los escenarios de 
mayoría califi cada contemplan necesariamente una alianza con el partido 
mayoritario.

El control parlamentario en el Congreso la Unión

Un elementro clave del sistema de fr enos y contrapesos, consiste en la 
autonomía del Poder Legislativo, entendida como la actuación libre del 
Congreso, sin intromisiones o iǌ erencias de otro Poder del Estado. El 
ejercicio pleno de la autonomía legislativa implica la convergencia de cua-
tro dimensiones 1) autonomía normativa, que es la capacidad de autorre-
gulación con la emisión y modifi cación de los reglamentos internos del 
Congreso; 2) autonomía económica, defi nida como la facultad de auto-
gestión sobre los recursos del Parlamento; 3) autonomía administrativa, 
consistente en la capacidad para defi nir a sus propios órganos de gobierno 
y entes auxiliares de los servicios parlamentarios; y 4) autonomía política, 
que se refi ere a la organización y funcionamiento del Congreso sin inter-
ferencias de otros poderes o de elementos externos.9 

Otra pieza fundamental del sistema democrático mexicano, es la deli-
mitación de las tres funciones sustantivas del Congreso: legislar, represen-
tar y controlar.   De acuerdo con Duverger (1982), la efi cacia de un parla-
mento radica en su capacidad para ejercer sus atribuciones de contrapeso.  

9  Durante más de 70 años, aunque el texto constitucional reconocía la división de 
poderes como uno de los pilares del sistema democrático, lo cierto es que en el terreno 
material, esa separación se desdibujaba por el dominio de un solo partido en los Pode-
res Ejecutivo y Legislativo federales. Para Laura Valencia (2012) “Una de las caracte-
rísticas del sistema político mexicano era el dominio del Presidente sobre los poderes 
Legislativo y Judicial. El predominio del primero sobre los otros dos no emanaba ne-
cesariamente de las atribuciones formales de autoridad establecidas en la Constitución. 
Éste más bien provenía de la hegemonía del Partido Revolucionario Institucional en 
el Congreso. La alta partidista y, por supuesto, la delegación del liderazgo del partido 
del Presidente, hicieron de la división de poderes una estipulación fi cticia”. Comple-
mentariamente, López y López (2018) afi rmaron que, “Si bien el procedimiento para 
reformar la Constitución era rígido, en la práctica el enorme músculo político del PRI 
en los poderes representativos era tal que le permitía fl exibilizarla de acuerdo con los 
intereses del presidente de la Repúblicas en turno. Sin ir más lejos: si un presidente así 
lo deseaba, su plan de trabajo sexenal podría trazarse en el lienzo de la Constitución.”
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El control le otorga el poder al legislativo para participar en el diseño y 
seguimiento de políticas del Ejecutivo, permitiéndole la co-dirección del 
gobierno federal (Oberreuter, 1992). 

El control parlamentario deja atrás la idea tan aceptada por la ciencia 
política, de que un poder decide y otro ejecuta, y el que ejecuta es vigilado 
para evitar desviaciones. Los medios de control son derechos de las mino-
rías que pueden ser ejercitados incluso contra la voluntad de los partidos 
en el gobierno. Sin embargo, también operan en sentido contrario, cuando 
son ejercidos como una expresión de la voluntad de la mayoría legislativa.

El control parlamentario se refi ere a la técnica juirídico-procedimental y 
política, mediante la cual el Congreso de la Unión adquiere las atribuciones 
para incidir en la dirección, evaluación y sanción de las acciones del gobierno y 
se integra por mecanismos jurídicos, políticos, de fi scalización, presupuestales, 
electorales y jurisdiccionales. Es un concepto amplio que considera toda la 
actividad normativa y no normativa, formal e informal, de las Cámaras, por 
lo que se trata de uno de los medios más específi cos y más efi caces del control 
político. Es el coǌ unto de reglas, principios y mecanismos que ejercen los 
legisladores para salvaguardar el equilibrio y la autonomía legislativa. 

El control parlamentario analiza las estrategias, procesos y consecuen-
cias de las votaciones, los debates y los acuerdos legislativos. Se integra por 
instrumentos constitucionales, políticos y prácticas legislativas para aten-
der tres dimensiones: Al interior del Congreso (AIC), ante el Ejecutivo 
Federal (AEF) y fr ente al Poder Judicial (FPJ). Se trata de un elemento 
imprescindible para el Congreso, en la medida que le otorga la capacidad 
de actuar como órgano de crítica y no de resonancia política gubernamen-
tal.10 No sólo en la formulación de preguntas parlamentarias, interpelacio-
nes, mociones, comisiones de investigación, vetos, y demás instrumentos 
de fi scalización parlamentaria, sino que los mecanismos de control se ex-
tienden también al proceso legislativo, a la aprobación o rechazo de los 
nombramientos del Ejecutivo, a la elaboración del orden del día, la desig-
nación o remoción de las autoridades legislativas, etc.11

10  Hoy es indudable que, junto a la clásica contraposición Gobierno-Parlamento, 
debe contemplarse la nueva contraposición Gobierno-Oposición. Por ello, una de las 
bases del control parlamentario es la conseción de derechos de contol a las minorías 
parlamentarias (Stern, 1997). De ahí que se deriven el control por el  parlamento y el 
control en el parlamento, en la búsqueda de un gobierno equilibrado.
11  Al respecto, los autores de este trabajo hemos diseñado la métrica parlamentaria, 
consistente en un sistema de evaluación cuali-cuantitativo de los Congresos, que sirve 
como base para optimizar el aparato legislativo, a través de tres categorías de indicado-
res clave: funcionamiento, desempeño y comportamiento. Los indicadores de funciona-
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Los instrumentos derivados de la legislación parlamentaria no son los 
únicos mecanismos de control parlamentario. También existen mecanismos 
derivados de los usos parlamentarios, tales como las votaciones legislativas 
(económica, general y en lo particular), las prácticas parlamentarias (como 
la abtención del voto, las modifi caciones al orden del día, la dispensa de 
trámites, excitativas, ruptura de quórum, reserva de artículos, resoluciones 
de urgente y obvia resolución), el sistema de precedentes y las costumbres 
parlamentarias.

Tabla 6. Instrumentos de control parlamentario del Congreso de la Unión

Mayoría simple
Dimensión 
de control

Instrumento de control Fundamento normativo

AEF, AIC
Aprobar una consulta popular para temas de trascendencia nacional, 
solicitada por el Presidente o un tercio de cualquier cámara del 
Congreso

Art. 35 fr. VIII CPEUM

AIC
Elegir a titulares de las Secretarías Generales de Servicios Administrati-
vos, Servicios Parlamentarios, y Tesorería

Art. 107 LOCGEUM

AIC Designar o remover al contralor interno Art. 112 LOCGEUM

AIC
Elegir un  Presidente, un Vicepresidente y cuatro Secretarios (dos 
diputados y dos senadores)  para integrar la Mesa Directiva de la 
Comisión Permanente

Art. 118 LOCGEUM

AIC Resolver los asuntos planteados en la Comisión Permanente Art. 123 LOCGEUM
AEF Ratificar el nombramiento de los Magistrados de Sala Art. 73 CPEUM
AIC, AEF Aprobar gobierno de coalición Art. 89 CPEUM
AEF Objetar la remoción del Fiscal General Art. 102 CPEUM

miento dan cuenta de la información normativa del Legislativo, las defi niciones de la 
agenda parlamentaria, el análisis del trabajo en comisiones, y los documentos producto 
de las negociaciones en los órganos directivos. Los indicadores de desempeño contem-
plan las tres funciones sustantivas del Poder Legislativo: legislar, controlar y represen-
tar. La legislación pretende una relación nominal de las iniciativas, un análisis sobre 
la racionalidad del sistema de comisiones, así como el modelaje de bloques parlamen-
tarios. En cuanto a las funciones de representación, la métrica parlamentaria consiste 
en establecer indicadores para determinar la cohesión de los grupos parlamentarios, el 
cumplimiento de las agendas legislativas y el comportamiento temático de las bancadas 
en las votaciones plenarias. Los indicadores de comportamiento serán construidos para 
evaluar criterios como la oportunidad, accesibilidad, percepción de los ciudadanos, y 
precisión técnica de la amplia gama de documentos parlamentarios.

continúa...
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Mayoría absoluta
Dimensión de 

control
Instrumento de control Fundamento normativo

AIC
Devolver en los mismos términos una iniciativa desechada por la Cámara 
revisora, para someterla a nuevo examen.

Art. 72 fr. D CPEUM

AIC
Aprobar las reformas de la Cámara revisora, y enviar la iniciativa al 
Ejecutivo para su publicación 

Art. 72, fr. E CPEUM

AIC
Rechazar los cambios de la Cámara revisora y devolver el proyecto a la 
colegisladora en los términos iniciales

Art. 72, fr. E CPEUM

AIC
Impedir la presentación, en el mismo periodo, de una iniciativa rechaza-
da dos veces por la Cámara revisora

Art. 72, fr. E CPEUM

AIC
Ordenar la expedición de una ley cuyo articulado está parcialmente 
aprobado

Art. 72, fr. E CPEUM

APE
Nombrar un Presidente interino ante la falta abosoluta de éste en sus 
primeros dos años de ejercicio

Art. 84 párrafo III CPEUM

APE
Designar un Presidente sustituto ante la falta abosoluta de éste en sus 
últimos cuatro años de ejercicio

Art. 84 párrafo VI CPEUM

AIC
Presidir la Junta de Coordinación Política por tener mayoría absoluta en 
la Cámara.

Articulo 31 LOCGEUM

APE, AIC Resolver el sentido de la sección de enjuiciamiento en un juidico político Artículo 254 RCS

AIC
Enviar proyecto a la Cámara que lo desechó, después de hacer modifi-
caciones 

Artículo 72 CPEUM

APE
Enviar un proyecto de ley al Ejecutivo en la discusión mayoría absoluta 
de los votos presentes

Artículo 72 CPEUM

Mayoría calificada
Dimensión de 

control
Instrumento de control Fundamento normativo

AEF
Ratificar el contenido de una iniciativa vetada por el Presidente y order-
nar su publicación en los términos planteados antes del veto

Art. 72, fr. C CPEUM

AIC
Elegir a los integrantes de la Mesa Directiva: Presidente, tres vicepresi-
dentes y un secretario

Artículo 17 LOCGEUM

AIC Remover a los integrantes de la Mesa Directiva
Artículo 19, fr. IV 
LOCGEUM

AIC Nombrar al Secretario General de la Cámara Artículo 48 fr. II LOCGEUM
AIC Designar al titular de la Contraloría Interna Artículo 53 fr. I LOCGEUM

AEF, FPJ Presentar controversias constitucionales
Artículo 23 fr I i) 
LOCGEUM

AIC, AEF, FPJ
Presentar acciones de inconstitucionalidad contra leyes federales y 
tratados internacionales, con el 33% de integrantes de cada Cámara

Artículo 105 fr. II a) y b) 
CPEUM

AEF, FPJ Reformar y adicionar la Constitución federal Art. 135, párrafo I CPEUM
AIC, AEF Acordar la convocatoria a sesiones extraordinarias Artícuo 78, fr. IV CPEUM

AEF
Instaurar el Colegio Electoral en caso de falta absoluta de Presidente en 
los dos primeros años del periodo respectivo

Art. 84, párrafo III CPEUM

AEF
Ratificar el contenido de una iniciativa vetada por el Presidente y order-
nar su publicación en los términos planteados antes del veto

Art. 72, fr. C CPEUM

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
Ley Orgánica del Congreso de la Unión, Reglamento de la Cámara de Diputados y Reglamento del 
Senado de la República.
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Los instrumentos de control de la mayoría simple en el Congreso mexi-
cano, pueden sintetizarse en: 1) la elección de titulares de las secretarías 
parlamentarias; 2) la designación y remoción del contralor interno; 3) la 
elección de la Mesa Directiva de la Comisión Permanente; 4) la ratifi ca-
ción de magistados del Poder Judicial; 5) la aprobación de convenios de 
coalición; 6) la objeción de la remoción del Fiscal General de la República; 
y 7) el cambio de recinto parlamentario.

Dentro de los mecanismos políticos de control de la mayoría absoluta 
se cuentan: 1) la conducción de los órganos directivos; 2) la elaboración 
de proyectos de ley al Ejecutivo; 3) la incorporación de nuevos asuntos 
al orden del día; 4) la ejecución del juicio político contra algún servidor 
público; y 5) el ejercicio de la acción penal contra diversas autoridades.

Por lo que hace a las mayorías califi cadas, éstas tienen la facultad para:                 
1) aprobar reformas al reglamento del Senado; 2) convocar a consultas po-
pulares; 3) remover a los integrantes de cada Cámara; 4) resolver mociones 
de urgente resolución; 5) nombrar a los titulares de órganos constitucio-
nales autónomos; y 6) designar unilateralmente a servidores judiciales.

El control parlamentario en el Senado de la República

El Senado de la República cuenta con instrumentos de control ante la Cá-
mara de Diputados, tales como: 1) Intervenir en la aprobación del paquete 
económico; 2) Ejercer la facultad de sanción en el proceso legislativo; 3) 
Interponer acciones de inconstitucionalidad. 

Frente al Poder Ejecutivo, la LXIV Legislatura de la Cámara Alta 
puede ejercer: 1) El veto legislativo; 2) la controversia constitucional; 3) 
la revisión del informe presidencial y las preguntas parlamentarias; 4) la 
ratifi cación del Plan Nacional de Desarrollo; 5) la ratifi cación de nombra-
mientos políticos, judiciales y administrativos; 6) decretar la suspensión 
de garantías; 7) la ratifi cación de tratados internacionales y cartas paralelas.

Todos estos instrumentos de control exigen la conformación de distin-
tas mayorías parlamentarias. Por ello, a continuación se moldean los blo-
ques parlamentarios que podrían integrarse en la LXIV Legislatura para 
alcanzarlas, a partir de un análisis cuali-cuantitativo de los grupos parla-
mentarios, entre los que destaca una base de datos propia en SPSS, que 
contiene los dictámenes votados en la LXIII Legislatura, las coaliciones 
legislativas integradas en torno a ellos, así como los índices de cohesión de 
los grupos parlamentarios en cada votación.12

12  Este modelo se inspira en el articulado por Rodríguez y Santacruz (2015) en 
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Tabla 6. Modelaje de escenarios de bloques legisla  vos
en el Senado de la República, LXIV Legislatura

Fuente: Elaboración propia a partir de resultados ofi ciales del INE, actualizado con la recopilación 
hemerográfi ca de los cambios registrados en las bancadas al inicio de la legislatura. Está sujeto a 
variables imprevistas en cada sesión plenaria, tales como el quórum legislativo, las ausencias en el 
momento de las votaciones, el transfuguismo parlamentario, diferencias coyunturales, entre otros.

A partir de la conformación de la LXIV Legislatura, en el Senado se 
identifi can once bloques parlamentarios de mayoría absoluta que están 
habilitados para ejercer la acción penal contra legisladores federales, mi-
nistros de la Corte, magistrados del Tribunal Electoral, consejeros de la 
Judicatura Federal, Secretarios de Estado, el Fiscal General de la República 
y los consejeros del Instituto Nacional Electoral. 

De los once escenarios planteados, diez de ellos contemplan necesa-
riamente la participación de Morena. El último supone una articulación 
entre los representantes de todas las fuerzas políticas del Senado, para ejer-
cer las atribuciones de la mayoría abosulta. En este modelaje del Senado, 
sólo es posible la constitución de tres bloques de mayoría califi cada. Cada 
uno integrado por, al menos, seis grupos parlamentarios de los ocho que 
conforman la Cámara Alta. Estos bloques tienen la facultad para interve-
nir en designaciones y nombramientos de diversa naturaleza, resolver los 
asuntos vinculados con las entidades federativas, conceder su autorización 
para el uso de las fuerzas armadas, eregirse como jurado de sentencia en 
un juicio político; así como interponer acciones de inconstitucionalidad y 
contoversias constitucionales.
Tla-Melaua, Revista de Ciencias Sociales.
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Tabla 7. Instrumentos de control parlamentario en el Senado de la República
Mayoría simple

Dimsensión de 
control

Instrumento de control
Fundamento 
normativo

AEF
Ratificar a los magistrados de Sala Regional del TFJA desig-
nados por el Presidente

Art. 73 fr. XXIX-H CPEUM

AIC, AEF
Aprobar el convenio y programa presentado por los partidos 
que busquen integrar un gobierno de coalición

Art. fr. 89 XVII CPEUM

AEF
Objetar la remoción del Fiscal General de la República y 
ordenar su restitución 

Art. 102 fr. IV CPEUM

AIC
Designar a los titulares de la Secretaría General de Servicios 
Administrativas, la Secretaría General de Servicios Parlamen-
tarios y la Tesorería del Senado

Art. 107 LOCGEUM

AIC
Designar al titular de la contraloría interna de la Cámara de 
Senadores

Art. 112 fr. I LOCGEUM

AIC Remover al contralor interno del Senado Art. 112 fr. I LOCGEUM

AIC
Cambiar lugar de sesión de Pleno por causa de fuerza mayor 
o caso fortuito

Art. 46 RCS

AIC Iniciar de Sección de Enjuiciamiento Art. 254 RCS
AIC, AEF Resolver sobre la delegación de comisiones en el extranjero Art. 286 RCS

Mayoría absoluta
Dimensión de 

control
Instrumento de control

Fundamento 
normativo

AEF, AIC, FPJ Accionar el juicio político en contra de algún servidor público Art. 110 CPEUM

AEF, AIC, FPJ

Proceder penalmente por la comisión de delitos contra 
legisladores federales, ministros de la Corte, magistrados del 
Tribunal Electoral, consejeros de la Judicatura Federal, los 
secretarios de Despacho, el Fiscal General de la República, y 
los consejeros electorales del INE.

Art. 111 CPEUM

AIC
Elegir a los integrantes de la Mesa Directiva: Un presidente, 
pres vicepresidentes y cuatro secretarios

Art. 62 fr. I LOCGEUM

AIC
Designar a las personas que ocuparán las vacantes en la 
Mesa Directiva 

Art. 63 fr. III LOCGEUM

AIC
Votar la remoción de uno o más senadores integrantes de la 
Mesa Directiva

Art. 65 fr. III LOCGEUM

AIC
Remover a los titulares de la Secretaría General de Servicios 
Administrativos, la Secretaría General de Servicios Parlamen-
tarios y la Tesorería del Senado

Art. 107 LOCGEUM

AIC Agregar más asuntos a la orden del día Art. 75 RCS
AIC Decisiones plenarias Art. 94 RCS
AEF Aprobar o ratificar nombramientos Art. 243 RCS

Mayoría calificada
Dimensión de 

control
Instrumento de control

Fundamento 
normativo

AEF, AIC, FPJ
Eregirse como Jurado de sentencia y sancionar al funcionario 
acusado por la Cámara en juicio político

Art. 110 párrafo V CPEUM

AEF
Sancionar al Presidente de la República por la comisión de 
delitos durante su ejercicio, con base en la legislación penal

Art. 111, párrafo IV CPEUM

AEF
Designar a los cinco integrantes de la Junta Directiva del 
Sistema Nacional de Mejora Continua de la Educación

Art. 3, fr. IX, g) párrafo IV 
CPEUM

AEF
Designar a los siete integrantes del Consejo Técnico del 
Sistema Nacional de Mejora Continua de la Educación

Art. 3, fr. IX, g) párrafo V CPEUM

continúa...
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AEF Designar a los siete comisionados del INAI
Art. 6, Apartado A, fr. VIII, g) 
párrafo VIII
CPEUM

AEF Elegir a los nueve consejeros honorarios del IFT
Art. 6, Apartado B, fr. V,  párrafo 
II CPEUM

AEF
Ratificar al Presidente del IFT propuesto por el Presidente 
de la República

Art. 6, Apartado B, fr. V,  párrafo 
III CPEUM

AEF
Remover a los Comisionados de la Comisión Federal de 
Competencia Económica y el Instituto Federal de Telecomu-
nicaciones

Art. 28, párrafo XXI, fracción XI 
CPEUM

AEF

Ratificar la propuesta del Ejecutivo del Comité de Evaluación 
hecha por el Comité de Evaluación para nombrar Comisiona-
dos de la Comisión Federal de Competencia Económica y el 
Instituto Federal de Telecomunicaciones

Art. 28 CPEUM

AEF, AIC, FPJ Aprobar la erección de nuevos Estados en la Federación
Art. 73, fr. III, numeral 5° 
CPEUM

AEF
Ratificar la propuesta del ejecutivo para nombrar  Magistra-
dos de la Sala Superior

Art. 73, XXIX-H, párrafo VII 
CPEUM

AEF
Ratificar el  nombramiento del titular del poder ejecutivo 
local de manera provisional, ante ausencia de poderes 
constitucionales

Art. 76, fr. V. CPEUM

FPJ
Autorizar los convenios amistosos que celebren las endida-
des federativas respecto de sus limites. 

Art. 76, fr. X CPEUM

AEF, FPJ
Ratificar la terna de nombramiento de Ministro de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación

Art. 96, párrafo I CPEUM

FPJ
Elegir a los Magistrados Electorales de las salas Superior y 
regionales

Art. 99, párrafo XI CPEUM

AEF
Constituir lista que enviará al Ejecutivo para nombrar al 
Fiscal General en caso de ausencia definitiva

Artículo 102, A, párrafo III, 
CPEUM

AEF Designar al Fiscal General 
Artículo 102, A,  párrafo III, 
CPEUM

AEF
Nombrar y remover a los fiscales especializados de la Fiscalía 
General de la República

Art. 102, A,  párrafo V CPEUM

AEF, FPJ
Designar a los diez Consejeros del Consejo Consultivo de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos

Art. 102, B, párrafo VI CPEUM

FPJ Designar a las autoridades electorales jurisdiccionales 
Art. 116, fr. IV, c), numeral 5° 
CPEUM

FPJ
Designar al titular del Organismo Descentralizado con 
facultad conciliatoria de los Tribunales Laborales del Poder 
Judicial de la Federación y de las entidades federativas

Art.123, A, fr. XX, párrafo VI 
CPEUM

AIC Remover a cualquier integrante de la Mesa Directiva Art. 43, numeral 1, fr. VII RSR

AIC
Elegir a la acreedora del reconocimiento “Elvia Carrillo 
Puerto”

Art. 56 bis RSR

AIC Resolver sobre una moción de urgente resolución Art. 108, numeral 2 RSR

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
Ley Orgánica del Congreso de la Unión, Reglamento de la Cámara de Diputados y Reglamento del 
Senado de la República.

De acuerdo con lo anterior, el Senado de la República cuenta con 42 ins-
trumentos de control parlamentario regulados en la legislación federal. De 
éstos, 24 corresponden a instrumentos ejecutables ante el Ejecutivo Fede-
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ral, 20 al interior del Congreso, y diez más ante el Poder Judicial. Algunos 
de ellos alcanzan una doble y hasta triple dimensión de control, en la me-
dida que surten efectos intraorgánicos e interorgánicos simultáneamente.

El control parlamentario en la Cámara de Diputados

A juzgar por las agendas del primer año legislativo, así como por la pro-
fundidad y alcance de los proyectos legislativos, no se pronostican grandes 
batallas parlamentarias, sino una disciplinada y mecánica aprobación de 
iniciativas por el bloque Morena-PES-PT, que se ha comprometido a 
actuar como una mayoría responsable para responder al mandato del voto 
popular. 

Gracias al transfuguismo de la LXIV Legislatura, todos los bloques 
integrados por Morena rebasan el techo de la mayoría absoluta, y otros 
más están cerca de conformar la mayoría califi cada. Por tal motivo, el 
partido del presidente domina los órganos de gobierno de San Lázaro, 
como la Mesa Directiva, la Junta de Coordinación Política, y 23 de las 46 
comisiones. 

Los bloques opositores, en tanto, enfr entan un panorama adverso, ya 
que en caso de constituir un bloque de mayoría simple, apenas alcanzarían 
una tercera parte necesaria en la Cámara de Diputados para convocar a una 
consulta popular.

No existen al momento bloques de mayoría absoluta que pudiera arti-
cular la oposición, que le permitiera incluir un asunto nuevo al orden del 
día, aprobar las minutas de reforma constitucional, aprobar dictámenes de 
comisiones unidas, o dar por concluida alguna sesión plenaria.

Los seis bloques de mayoría califi cada identifi cados en la Cámara de 
Diputados, podrían designar a los titulares de los Órganos Internos de 
Control de los OCA’s; remover a los integrantes de la Mesa Directiva; 
nombrar al titular de Contraloría Interna; confi rmar un proyecto de ley 
o decreto desechado, para que vuelva en los mismos términos al Senado. 
Aprobar reformas al Reglamento de la Cámara de Diputados; elegir a los 
integrantes de la Mesa Directiva; designar al titular de la Auditoría Supe-
rior de la Federación; o nombrar Secretario General de la Cámara.
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Tabla 8. Escenarios de bloques legisla  vos en
la Cámara de Diputados, LXIV Legislatura

Fuente: Elaboración propia a partir de resultados ofi ciales del INE, actualizado con la 
recopilación hemerográfi ca de los cambios registrados en las bancadas al inicio de la legislatura. 
Está sujeto a variables imprevistas en cada sesión plenaria, tales como el quórum legislativo, 
las ausencias en el momento de las votaciones, el transfuguismo parlamentario, diferencias 
coyunturales, entre otros.

Tabla 9. Instrumentos de control parlamentario en la Cámara de Diputados
Mayoría simple

Dimensión de 
control

Instrumento de control Fundamento normativo

AIC
Solicitar la verificación del quórum durante la presentación y 
desahogo de un dictamen

Art. 46 RCD

AIC Incliur un asunto o modificar el orden del día Art. 65 fr. II RCD
AIC Dispensar la lectura del acta de la sesión anterior Art. 96 fr. I RCD
AIC Objetar y hacer preciones al acta de la sesión anterior Art. 96 fr. II RCD
AIC Resolver las proposiciones de urgente u obvia resolución Art. 79, fr. IV y V, y 100 RCD

AIC
Determinar si un asunto se encuentra suficientemente discutido 
para iniciar la votación nominal

Art. 104 fr. VII RCD

AIC Aprobar las reservas de artículos sobre una discusión particular Art. 111 fr. III RCD

AIC
Interponer las mociones reguladas en el Capítulo Tercero, Sección 
Cuarta

Art. 114 al 123  RCD

AIC Aprobar un punto de aucerdo de urgente y obvia resolución Art. 139 fr. II RCD

AIC
La aprobación o desechamiento de una minuta por vencimiento 
de término

Art. 139 fr. III RCD

AIC
Por regla general, las votaciones se verifican por mayoría simple, 
salvo que las normas dispongan otra cosa 

Art. 136 RCD

AIC
Oponerse a la resolución de la mesa directiva sobre resolver 
situación no prevista en el Reglamento 

Art. 260 RCD

continúa...
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Mayoría absoluta
Dimensión de 

control
Instrumento de control Fundamento normativo

AIC, AEF, FPJ
Someter a juicio político a un servidor público y eregirse como 
Cámara acusadora ante el Senado 

Art. 110 párrafo IV CPEUM

AIC, AEF, FPJ

Ejercer la acción penal contra legisladores federales, ministros 
de la Corte, magistrados del TEPJF, Consejeros de la Judicatura 
Federal, Secretarios de Estado, el Fiscal General de la República, y 
los consejeros del INE

Art. 111 fr. I II y III CPEUM

AEF
Acusar penalmente al Presidente de la República ante el Senado, 
por la comisión de delitos en su ejercicio

Art. 111 fr. IV CPEUM

AIC Designar al Presidente de la Junta de Coordinación Política Art. 31 fr. III LOCGEUM

AIC, AEF
Constituir una sesión permanente para desahogar los asuntos 
que acuerde

Art. 39 fr. II RCD

AIC
Incluir asunto adicional al acuerdo constitutivo de la sesión 
permanente

Art. 39 fr. III RCD

AIC Aprobar la discusión de las minutas recibidas del Senado Art. 95 fr. II c) RCD
AIC Aprobar y discutir las minutas sobre iniciativas preferentes Art. 95 fr. III d) RCD
AIC, AEF Aprobar las minutas de reforma constitucional Art. 39 RCD
AIC Definir al ganador en las votaciones por cédula Art. 141 fr. V RCD
AIC Aprobar un de dictamen de comisiones unidas Art. 174 fr. VI RCD

Mayoría calificada
Dimensión de 

control
Instrumento de control Fundamento normativo

AIC, AEF
Nombrar al Presidente y los 6 consejeros del Consejo Nacional de 
Evaluación de la Política de Desarrollo Social 

Art. 28, c), párrafo II CPEUM

AEF
Nombrar a los titulares del Órgano Interno de Control de la Comi-
sión Federal de Competencia Económica y el Instituto Federal de 
Telecomunicaciones

Art. 28, párrafo XXI, fracción 
XII CPEUM

AEF
Elegir Consejero Presidente y los Consejeros electorales del 
Instituto Nacional Electoral

Art. 41, fr. V, Apartado A 
CPEUM

AEF
Designar al Titular del Órgano Interno de Control del Instituto 
Nacional Electoral

Art. 41, fr. V, Apartado A 
CPEUM

AIC, AEF, FPJ Aprobar la erección de nuevos Estados en la Federación
Art. 73, fr. III, numeral 5° 
CPEUM

AEF
Designar a los titulares de los Órganos Internos de Control de los 
Organismos Autónomos

Art. 74, fr. VIII CPEUM

AEF Designar al titular de la Auditoría Superior de la Federación Art. 79 CPEUM
AIC Nombrar al Secretario General de la Cámara Art. 48 fr. II LOCGEUM
AIC Designar al titular de la Contraloría Interna Art. 53 fr. I LOCGEUM

AIC
Aprobar las minutas de reforma constitucional recibidas del 
Senado

Art. 95 fr II d) RCD

AIC
Aprobar un dictamen de comisiones cuando haya transcurrido el 
plazo para dicaminar

Art. 89 fr. III RCD

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
Ley Orgánica del Congreso de la Unión, Reglamento de la Cámara de Diputados y Reglamento del 
Senado de la República.

En sintonía con lo expresado, la Cámara de Diputados cuenta con 35 ins-
trumentos de control parlamentario regulados en la legislación federal. De 
éstos, 12 corresponden a instrumentos ejecutables ante el Ejecutivo Fede-
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ral, 28 al interior del Congreso, y tres más ante el Poder Judicial. Tal como 
ocurre en el Senado, algunos de ellos alcanzan una doble y hasta triple 
dimensión de control, en la medida que que surten efectos intraorgánicos 
e interorgánicos simultáneamente.

Conclusiones 

La democracia mexicana vive un nuevo parteaguas con la hegemonía de 
Morena en los distintos órganos del sistema federal. Su fuerza parlamenta-
ria le permite aprobar o reformar leyes con amplios márgenes en la LXIV 
Legislatura. Esto predispone a que las minorías en el Congreso se some-
tan a la voluntad de la mayoría. Sin embargo, el partido hegemónico aún 
debe articular un bloque con 76 diputados y 26 senadores de oposición, 
para ejercer los mecanismos de la mayoría califi cada. Por su parte, los 
grupos minoritarios enfr entan el reto de alinear sus intereses para sumar 
168 diputados y 43 senadores, y ejercer su función como contrapeso in-
traorgánico.

La integración de bloques parlamentarios no sólo gira en torno a vo-
taciones parlamentarias en los distintos momentos del proceso legislativo. 
Su gran valor radica en fungir como llave de acceso de los grupos parla-
mentarios a los diversos instrumentos de control parlamentario.

El Congreso de la Unión dispone de 107 mecanismos intraorgánicos 
e interorgánicos de control, regulados en la legislación parlamentaria. Del 
total, 35 son facultad exclusiva de la Cámara de Diputados y 42 del Senado 
de la República. Los 30 restantes se ejercen coǌ untamente. 

Doce instrumentos de la Cámara de Diputados son oponibles ante el 
Ejecutivo Federal; el Senado de la República cuenta con 2⒋  Los diputa-
dos tienen a su alcance 28 mecanismos intraorgánicos, mientras que los 
senadores cuentan con ⒛   Frente al Poder Judicial, los legisladores de San 
Lárazo pueden ejercer tres instrumentos, mientras que los de Reforma, 
tienen diez. En ambas cámaras, algunos de los mecanismos alcanzan una 
doble y hasta triple dimensión de control.

Los 29 mecanismos de la mayoría simple del Congreso (12 en la Cá-
mara de Diputados, nueve en el Senado y ocho concurrentes), pueden 
resumirse en la elección de titulares de las secretarías parlamentarias; la 
designación y remoción del contralor interno; la elección de la Mesa Di-
rectiva de la Comisión Permanente; la ratifi cación de magistados del Po-
der Judicial; la aprobación de convenios de coalición;  la objeción en la 
remoción del Fiscal General de la República; y la apertura de la sección de 
eǌ uiciamiento en el jucio político.
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Los 31 instrumentos de control de la mayoría abosulta (11 en la Cá-
mara de Diputados, nueve en el Senado y 11 concurrentes), versan sobre la 
conducción de los órganos directivos; la elaboración de proyectos de ley al 
Ejecutivo; la incorporación de asuntos al orden del día;  la institución del 
juicio político; y procedencia en materia penal contra servidores públicos.

La mayoría califi cada dispone de 46 instrumentos de control parlamen-
tario (11 en la Cámara de Diputados, 24 en el Senado y 11 concurrentes), 
relacionados con la aprobación de reformas constitucionales; modifi ca-
ciones al reglamento de cada Cámara; la emisión de convocatorias para 
consultas populares; la remoción de legisladores; la atención de mociones 
de urgente resolución; los nombramiento de titulares de Órganos Consti-
tucionales Autónomos y la designación de autoridades judiciales.

En la Cámara de Diputados, Morena no necesita articular un bloque 
parlamentario de mayoría absoluta, pues con el transfuguismo que ha pro-
tagonizado, alcanza por sí solo más de 250 representantes. En contraste, 
y por la naturaleza de los instrumentos de control parlamentario, en el 
Senado de la República existen mayores oportunidades para que las fuerzas 
opositoras hagan valer el equilibrio legislativo, a pesar de que necesitarán 
forzosamente del respaldo de Morena para ejercer los instrumentos de la 
mayoría califi cada.

Aunque el partido hegemónico tiene amplios márgenes para llevar a 
cabo sus planes legislativos, ahora las minorías cuentan con mayores ins-
trumentos de control que les permiten acrecer su posición negociadora, de 
manera que la nueva dinámica legislativa no escapa del tradicional esque-
ma de fr enos y contrapesos que ha regido a la democracia mexicana en las 
últimas décadas.

Bibliogra  a

Badillo, D. (2018)  “El PES logrará constituir sus bancadas en el Senado 
y la Cámara de Diputados: Hugo Eric Flores”, en El Economista. Dis-
ponible en: https://bit.ly/2OQID2l [Consultado el 22 de septiembre 
de 20⒙  ]

Carbonell, M. (1998) Constitución, Reforma Constitucional y fuentes del 
Derecho en México, México, UNAM.

Cárdenas, J. (1994) Transición Política y Reforma Política en México, Mé-
xico, UNAM.

Casar, M. (2018) “Morena toma todo”, en Nexos. Disponible en: https://
bit.ly/2OKFVwg [Consultado el 22 de septiembre de 2018]



195

Marco Antonio García Pérez, Danitza Morales Gómez

________ (2000) “Coaliciones y cohesión partidista en un congreso sin 
mayoría: La Cámara de Diputados de México, 1997-1999”, en Política 
y Gobierno. Vol. VII, Núm. 1, primer semestre. México. pp. 183-20⒉ 

________ (2013) “Quince años de gobiernos sin mayoría en el Congreso 
mexicano” en Política y Gobierno. Vol. 20 Núm. 2, México enero 20⒔   

Cervantes, J. (2018) “El PVEM cede cinco diputados y da a Morena ma-
yoría absoluta en San Lázaro”, en Proceso. Disponible en: https://bit.
ly/2xOEvsS [consultado el 22 de septiembre de 2018]

Chávez, V. “Morena llega a 247 diputados tras primer ‘chapulineo’”, en El 
Financiero. Disponible en: https://bit.ly/2wxmzCv [consultado el 22 
de septiembre de 2018]

Duverger, M. (1982) Instituciones Políticas y Derecho Constitucional, Bar-
celona, Ariel.

________ (1994) Los partidos políticos, México, Fondo de Cultura Eco-
nómica.

Ferrer, E. y Acuña, J. (2014) Curso de Derecho Procesal Constitucional, 
México, Porrúa.

Fix-Zamudio, H. (2011) Estudio de la defensa de la Constitución en el orde-
namiento mexicano, 2a. ed., México, Porrúa. 

García, C. (2018) “Pierden registro y empiezan en proceso de liquidación 
Pes y Panal”, en El Universal. Disponible en: https://bit.ly/2N9wr0r 
[Consultado el 22 de septiembre de 2018].

Huerta, C. (2008) Mecanismos constitucionales para el control del poder po-
lítico, México, UNAM, IĲ .

Instituto de Investigaciones Jurídicas (2014) Diccionario de Derecho Proce-
sal Constitucional y Convencional, México, CJF, UNAM.

INE (2018) Numeralia proceso electoral federal 2017-2018, México, INE.
López y Velarde (2018) Pacto por México, México, FCE.
Madrazo, J. (1994) Refl exiones constitucionales, México, UNAM, Porrúa.
Martínez, C. (2018) Agendas legislativas de las coaliciones parlamentarias al 

inicio de la LXIV Legislatura: Antecedentes y Convergencias, México, 
Senado de la República.

Ortega, E. (2018) “En el Senado, Morena suma a tres del PES y hasta 
uno de NA”, en El Financiero. Disponible en: https://bit.ly/2CcQ9DB 
[Consultado el 22 de septiembre de 2018].

Páez, A. (2018) “Se divide el Verde; en San Lázaro apoyará a AMLO, en 
el Senado al PRI”, en Crónica. Disponible en: https://goo.gl/sSA6gh 
[Consultado 24 de septiembre de 2018]



Los bloques parlamentarios: control y equilibrio de fuerzas en la LXIV Legislatura

196

Peláez, M.  (2018) “Pierde PAN dos diputados de la 64 Legislatura; se 
declaran sin partido”, en TV Azteca. Disponible en: https://bit.ly/2x-
PhXĲ   [Consultado el 22 de septiembre de 2018].

Reniu (2009) “Coaliciones parlamentarias”, en Reyes, Román, Dicciona-
rio crítico de Ciencias Sociales, Madrid, Universidad Complutense de 
Madrid.

Rikker, W. (1962) The theory of political coalitions, New Heaven, Yale Uni-
versity Press.

Rodríguez y Santacruz (2015) “Coaliciones legislativas ganadoras en la 
Cámara de Diputados en México en la LXII Legislatura (2012-2015)”, 
en Tla-Melahua, Revista de Ciencias Sociales, México, BUAP, año 9, 
No. 39, octubre 2015 – marzo 2016, pp. 32-5⒍ 

Serra, A. (1998) Diccionario de ciencia política, México, Fondo de Cultura 
Económica, UNAM.

Valadés, D. (1998) Control del poder, México, UNAM.
________ (1974) Constitución y política, México, UNAM.
________ (1987) La Constitución reformada, México, UNAM.
Valencia, L. (2005) La disciplina Parlamentaria en México. La LVII Legis-

latura de la Cámara de Diputados, México, UNAM.
________ (2012) Las relaciones Ejecutivo-Legislativo en la elaboración de 

políticas públicas. De la dependencia a la autonomía del Congreso de la 
Unión, México, Cámara de Diputados.

Vallinas, V. (2018) “Inicia plenaria de senadores electos del PAN”, La 
Jornada.  Disponible en: https://bit.ly/2LdesAx [Consultado el 22 de 
septiembre de 2018].

Venegas, N. (2018) “Con Nueva Alianza y Encuentro Social, sumarían 22 
los partidos que pierden registro en 28 años”, en El Universal. Dispo-
nible en: https://bit.ly/2KLXRrP [Consultado el 22 de septiembre de 
2018]. 



197

Marco Antonio García Pérez, Danitza Morales Gómez

ANEXO

MODELAJE DE BLOQUES PARLAMENTARIOS EN LA LXIV LEGISLATURA 
A PARTIR DEL ÍNDICE DE RICE MODIFICADO PARA COALICIÓN GANADORA

Fuente: Elaboración propia con base en las plataformas electorales y agendas legislativas del 
primer y segundo periodos ordinarios, publicadas por los grupos parlamentarios de la LXIV 
Legislatura, en las gacetas parlamentarias y diarios de debates de la Cámara de Diputados y del 
Senado de la República.
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LA NEGOCIACIÓN POLÍTICA DEL 
PRESUPUESTO1

Luis Carlos Ugalde2 
Ximena Mata3

La aprobación del Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF) es el 
acto legislativo de mayor trascendencia para infl uir en la política pública y 
el desarrollo del país. El Poder Ejecutivo cuenta con la facultad exclusiva 
de su formulación, mientras que la Cámara de Diputados con la de apro-
barlo anualmente. 

En los últimos años, entre 1997 y 2018, el presupuesto aprobado ha 
crecido considerablemente, al pasar de 2 billones 633 mil millones a 5 
billones 279 mil millones de pesos constantes, lo que representa un incre-
mento en términos reales del 100.5 por ciento. 

El gasto neto del sector público –presupuesto ejercido– ha llegado a 
representar hasta el 2⒍ 6 por ciento del Producto Interno Bruto (PIB). 
Aunque se trata de un monto limitado para las necesidades del país en 
materia de gasto social y de infr aestructura, es un volumen con enorme 
impacto sobre la economía nacional.

Antes de 1997, cuando el Partido Revolucionario Institucional (PRI) 
contaba con mayoría absoluta en la Cámara de Diputados, el proyecto de 
presupuesto se aprobaba con muy pocos cambios, incluso se dice que los 
dictámenes se redactaban en la Secretaría de Hacienda y ésta los remitía a 
la Comisión de Presupuesto del Congreso para su aprobación.

1  El siguiente texto es un extracto del libro La Negociación Política del Presupuesto 
en México, 1997-2018. La dinámica de negociación del presupuesto a partir del cambio 
de gobierno en diciembre de 2018 se modifi cará sustancialmente, en parte porque el 
nuevo ejecutivo federal contará con mayoría absoluta en la Cámara de Diputados para 
aprobar por sí solo el presupuesto. En esta investigación se analiza la política de nego-
ciación, justo a partir de que el PRI perdió su condición mayoritaria en 1997 y abarca 
hasta el año 20⒙   El estudio fue patrocinado por Integralia y publicado bajo el sello 
Sitesa, con el apoyo del Senado de la República y del Consejo Nacional de Evaluación 
de la Política Social. a versión completa está disponible en www.integralia.com.mx. 
2  Académico, consultor y político mexicano que ocupó el cargo de presidente del 
Instituto Federal Electoral (IFE) entre 2003 y 200⒎  Actualmente es director general 
de Integralia.
3  Licenciada en Derecho por la Universidad de las Américas Puebla (UDLAP) y 
maestra en Administración Pública por la Universidad de Columbia en Nueva York. 
Cuenta con estudios en economía por la Universidad de Harvard.
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Gráfi ca 1. Gasto del sector público total y como porcentaje
del PIB, 1997-20184 (millones de pesos constantes, 2018)
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Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información Económica, INEGI, Cuentas 
Públicas Federales y Presupuesto de Egresos de la Federación, SHCP. Para 2018 se utilizó el PEF 
2018.

Después de ese año, cuando el PRI pierde la mayoría y su capacidad para 
aprobar por sí mismo el presupuesto, se detona una dinámica de mayor 
negociación entre los poderes Ejecutivo y Legislativo, adquiriendo este úl-
timo más incidencia en su aprobación.5 A medida que hay más pluralismo 
en el Poder Legislativo, se observa un mayor peso de prácticas de gestoría 
de recursos y más intercambios clientelares en la lógica de negociación del 
gasto público.

4 Todos los precios a los que se hace referencia en este estudio fueron defl actados 
con base en el defl actor implícito del PIB utilizado por la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público (2018). Disponible en: www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/
work/…  /Defl actores/Defl actores_PIB.xlsx [Consultado el 13 de julio de 2018]. 
5  Según Díaz, A. y Magaloni, B. (1998), la infl uencia legislativa para modifi car el 
presupuesto empieza en realidad al inicio de los años 80. Observan cómo entre 1960 
y 1982 el presupuesto aprobado es prácticamente el mismo de aquél propuesto por 
el Ejecutivo, mientras que después de este año empieza una mayor infl uencia de los 
diputados para modifi car la propuesta del gobierno.
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Tabla 1. Composición de la Cámara de Diputados por par  do (1991-2018)
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* Para las legislaturas LIX, LX, LXI y LXII incluye al Partido del Trabajo (PT) y Movimiento 
Ciudadano (MC).
** Diputados independientes, PVEM, PANAL y PASC.
Fuente: Servicio de Información para la Estadística Parlamentaria (INFOPAL) y Sistema de 
Información Legislativa (SIL), Secretaría de Gobernación. Los datos corresponden al inicio 
de cada legislatura. [Consultado el 11 de julio de 2018]

La negociación del presupuesto 
Del proyecto de presupuesto que el Ejecutivo somete a consideración y 
aprobación de la Cámara de Diputados, sólo una parte mínima es sus-
ceptible de negociación y enmiendas, ya que la mayor parte del gasto está 
comprometido o es ineludible. De acuerdo con la clasifi cación programá-
tica del gasto, el presupuesto de egresos se divide en gasto programable y 
no programable. 

El gasto programable, que contempla todas las erogaciones del poder 
ejecutivo federal, así como de los poderes legislativo y judicial, los órga-
nos constitucionales autónomos, el Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, las entidades sujetas a control presupuestario directo (IMSS 
e ISSSTE), las Empresas Productivas del Estado (PEMEX y CFE, y el 
gasto federalizado transferido a las entidades y los municipios, consta de 
una parte ineludible –sueldos, pensiones y jubilaciones, entre otros– y otra 
que es susceptible de negociación. Por su parte, el gasto no programable 
se destina a saldar compromisos del Estado, como el pago de la deuda 
pública, las participaciones del Ramo 28 a entidades y municipios, el pago 
de adeudos de ejercicios fi scales anteriores y el saneamiento del sistema 
fi nanciero (Guerrero, 1997) y por tanto se considera ineludible. De 1997 
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a 2018, el gasto programable representó, en promedio el 75 por ciento del 
PEF, mientras que el 25 por ciento restante correspondió al no programa-
ble. Del gasto programable, se estima que aproximadamente un diez por 
ciento es susceptible de negociación.

Diagrama 1. Integración del gasto comprome  do
o ineludible vs gasto suscep  ble a negociaciones

Fuente: elaboración propia

Durante el periodo de análisis, dentro del porcentaje negociable, muchos 
legisladores fi jaban su atención en partidas que pudieran darles visibilidad 
y reconocimiento político y que benefi ciaran a grupos organizados, entre 
ellas: carreteras y caminos rurales, proyectos hidráulicos (presas, plantas 
de tratamiento de agua), infr aestructura para el desarrollo regional, fondos 
para infr aestructura municipal, recursos para universidades públicas y hos-
pitales, programas del campo y de desarrollo social, así como programas 
de arte y cultura. 

En contraste, los diputados prestaban menos atención al restante 90 
por ciento del presupuesto, que incluye proyectos de inversión (por ejem-
plo, Pemex), la política de sueldos y salarios, así como el manejo fi nanciero 
de la deuda, por mencionar algunos rubros. Buena parte del proyecto que 
presentaba el Ejecutivo era como un “cheque en blanco” porque la Cámara 
de Diputados revisaba de manera somera su contenido, los alcances y la 
efi cacia de las partidas ineludibles y se concentraba en las bolsas negocia-
bles y con atractivo político. 
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Que el 90 por ciento del presupuesto fuera ineludible no signifi caba 
que fuera inamovible. La Cámara de Diputados podía identifi car áreas de 
mejora y modifi carlas sin que el gobierno faltara a sus obligaciones jurídi-
cas o políticas. No obstante, la escasa profesionalización de los diputados 
en temas presupuestarios limitaba su habilidad para plantear alternativas 
distintas a aquellas propuestas por el Ejecutivo federal. El papel de la Cá-
mara de Diputados para fomentar la efi cacia, transparencia e integridad del 
gasto público es aún muy limitado.6 

La construcción de la bolsa negociable
La bolsa negociable es la suma de recursos que son reasignables o mo-
difi cables del proyecto de presupuesto enviado por el Ejecutivo Federal 
a la Cámara de Diputados. Que el 10 por ciento del presupuesto fuera 
susceptible de negociación no signifi ca que los diputados modifi caran en 
su totalidad esa proporción del gasto. De 2002 a 2018, los legisladores am-
pliaron y modifi caron, en promedio anual, el ⒊ 5 por ciento del gasto total. 

La bolsa negociable se construía a partir de las reducciones al proyecto 
de presupuesto y de los incrementos al mismo derivado de los ajustes a la Ley de 
Ingresos, que se distribuían en los distintos ramos del presupuesto. La suma 
de las reducciones más las ampliaciones constituía la bolsa que los diputados 
lograron negociar durante el proceso de aprobación del presupuesto.

Tabla 2. Construcción de la bolsa negociable a par  r de las adecuaciones 
aprobadas al presupuesto por la Cámara de Diputados (2002-2018)

 ADECUACIONES APROBADAS POR LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS (pesos)

Pesos constantes 2018

PROYECTO PEF
INCREMENTO LI 

(A)

REDUCCIONES Y 
MODIFICACIO-

NES PPEF 
(B)

BOLSA NEGOCIA-
BLE (A+B)

PEF APROBADO
% 

bolsa/
PEF

2002 3,070,887,800,786 114,680,152,883 57,367,614,533 172,047,767,416 3,185,567,953,668 5.40%

2003 3,138,981,332,407 51,609,770,723 52,406,106,211 104,015,876,935 3,190,591,103,130 3.26%

2004 3,172,772,031,973 26,066,822,173 52,753,176,407 78,819,998,580 3,198,838,854,146 2.46%

2005 3,193,193,607,754 135,592,381,022 69,146,563,574 204,738,944,596 3,328,785,988,776 6.15%

2006 3,236,860,035,583 158,813,960,778 68,731,642,068 227,545,602,846 3,395,673,996,361 6.70%

2007 3,634,160,467,951 42,349,899,250 92,421,852,316 134,771,751,566 3,676,510,367,201 3.67%

2008 3,702,523,689,785 233,667,695,152 57,888,488,087 291,556,183,239 3,936,191,384,937 7.41%

2009 4,195,295,111,739 292,952,665,768 82,671,290,147 375,623,955,915 4,488,247,777,507 8.37%

2010 4,471,979,749,771 5,599,349,167 148,018,282,819 153,617,631,987 4,477,579,098,938 3.43%

6  En muchos países de América Latina se presenta el mismo problema: parla-
mentos con facultades legales para aprobar y fi scalizar el gasto público, pero sin las 
capacidades técnicas ni las motivaciones para hacerlo de forma efi caz. (Petrei, 1998).

continúa...
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 ADECUACIONES APROBADAS POR LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS (pesos)

Pesos constantes 2018

PROYECTO PEF
INCREMENTO LI 

(A)

REDUCCIONES Y 
MODIFICACIO-

NES PPEF 
(B)

BOLSA NEGOCIA-
BLE (A+B)

PEF APROBADO
% 

bolsa/
PEF

2011 4,499,453,757,176 80,643,865,767 45,380,479,267 126,024,345,034 4,580,097,622,943 2.75%

2012 4,668,646,257,767 75,528,410,734 45,681,247,216 121,209,657,950 4,744,174,668,501 2.55%

2013 4,955,517,232,211 31,604,190,838 16,498,764,449 48,102,955,287 4,987,121,423,049 0.96%

2014 5,410,805,312,886 -15,373,124,650 92,901,162,285 77,528,037,634 5,395,432,188,236 1.44%

2015 5,497,457,954,982 21,678,706,994 55,715,332,927 77,394,039,921 5,519,136,661,976 1.40%

2016 5,296,542,442,847 18,888,242,062 61,445,356,551 80,333,598,613 5,315,430,684,909 1.51%

2017 5,068,751,186,925 53,836,235,152 18,582,178,437 72,418,413,589 5,122,587,422,077 1.41%

2018 5,236,375,600,000 43,291,400,000 40,523,546,811 83,814,946,811 5,279,667,000,000 1.59%

Promedio 4,261,776,680,738 80,672,389,636 62,243,122,594 142,915,512,231 4,342,449,070,374 3.56%

Fuente: Elaboración propia con información de los decretos de presupuesto de egresos de 
la federación 2002-2018. Nota: Un pequeño porcentaje de la bolsa negociable se destina a 
fondos que crecen con respecto a la Recaudación Federal Participable. 

Como se observa en la tabla 2, en los sexenios de Vicente Fox y Felipe Cal-
derón el porcentaje de la bolsa negociable con respecto al presupuesto total 
fue mayor que en el sexenio de Enrique Peña. En promedio, de 2002 a 2012 
la bolsa negociable fue de ⒋ 7 por ciento, mientras que de 2012 a 2018 fue 
de ⒈ 39 por ciento. La disminución de la bolsa en los últimos años se puede 
explicar tanto por razones macroeconómicas como por razones políticas. 

Por un lado, a partir de los años 2013-2014 hubo una sobreproducción 
petrolera a nivel mundial que desplomó los precios del crudo mexicano, el 
cual ya presentaba una caída en la plataforma de producción. Asimismo, 
el tipo de cambio del dólar aumentó, incrementando los niveles de deuda 
externa. Estas variables macroeconómicas reconfi guraron los ingresos del 
gobierno y limitaron la bolsa de negociación del Presupuesto de Egresos 
de la Federación. 

De hecho, todo ello derivó en un ejercicio de reconfi guración del gasto 
público en el año 2015 para el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración 2016 (el llamado presupuesto con enfoque base cero). Por otro lado, 
una explicación política es que en los sexenios panistas construir mayorías con 
la oposición resultó más costoso, mientras que en el último sexenio priísta 
lograr la mayoría fue más fácil, en parte por la disciplina de los legisladores 
de ese partido que le aprobaban el presupuesto al presidente sin pedirle más 
recursos a cambio. Asimismo, durante el sexenio de Peña Nieto el PRI gober-
naba más entidades que los demás partidos, y los gobernadores se alineaban 
a la estrategia de negociación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
(SHCP). 
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En los años 2008 y 2009 la bolsa negociable alcanzó sus niveles más 
altos al representar el ⒎ 41 y ⒏ 37 por ciento del gasto total, respectiva-
mente. Ese incremento en la modifi cación del presupuesto se explica por 
la reforma hacendaria aprobada en 2007, que dotó de mayores recursos al 
gobierno federal. Los diputados aprobaron la reforma a cambio de que 
esos recursos adicionales se sumaran a la bolsa negociable del PEF 200⒏  

El crecimiento del año siguiente fue inercial. No obstante, debido a la 
crisis económica del 2009, la bolsa negociable para el PEF 2010 sufr ió un 
recorte de más del 50 por ciento, al pasar de 375 mil millones a 153 mil 
millones de pesos en términos reales. 

Ramo General 23 “Provisiones salariales y económicas”
En los últimos años, el principal destino de los recursos que integran la bolsa 
negociable han sido los fondos del ramo 23 que se transfi eren a estados y mu-
nicipios. Como se observa en la tabla 3, de 2004 a 2018, ese ramo recibió, en 
promedio, el 2⒐ 11 por ciento de los recursos de la bolsa; no obstante, en el 
último sexenio la proporción aumentó, alcanzando su punto más alto en 2014, 
cuando dicho ramo recibió el 65 por ciento de los recursos de la bolsa. 

Tabla 3. Reasignaciones al Ramo 23 provenientes de la bolsa negociable
REASIGNACIONES AL RAMO 23 PROVENIENTES DE LA BOLSA NEGOCIABLE

Pesos constantes 2018

PROYECTO PEF
BOLSA NEGOCIA-

BLE (A+B)
PEF APROBADO Ramo 23 % R23/bolsa

2004 3,172,772,031,973 78,819,998,580 3,198,838,854,146 20,931,446,758 26.56%

2005 3,193,193,607,754 204,738,944,596 3,328,785,988,776 0 0.00%

2006 3,236,860,035,583 227,545,602,846 3,395,673,996,361 8,603,185,481 3.78%

2007 3,634,160,467,951 134,771,751,566 3,676,510,367,201 15,010,436,757 11.14%

2008 3,702,523,689,785 291,556,183,239 3,936,191,384,937 13,496,234,016 4.63%

2009 4,195,295,111,739 375,623,955,915 4,488,247,777,507 20,241,542,848 5.39%

2010 4,471,979,749,771 153,617,631,987 4,477,579,098,938 31,715,031,704 20.65%

2011 4,499,453,757,176 126,024,345,034 4,580,097,622,943 21,023,140,415 16.68%

2012 4,668,646,257,767 121,209,657,950 4,744,174,668,501 32,450,547,130 26.77%

2013 4,955,517,232,211 48,102,955,287 4,987,121,423,049 16,814,403,385 34.96%

2014 5,410,805,312,886 77,528,037,634 5,395,432,188,236 50,334,077,722 64.92%

2015 5,497,457,954,982 77,394,039,921 5,519,136,661,976 40,985,013,335 52.96%

2016 5,296,542,442,847 80,333,598,613 5,315,430,684,909 43,299,520,358 53.90%

2017 5,068,751,186,925 72,418,413,589 5,122,587,422,077 40,146,460,717 55.44%

2018 5,236,375,600,000 83,814,946,811 5,279,667,000,000 49,347,579,117 58.88%

Promedio 4,416,022,295,957 143,566,670,905 4,496,365,009,304 26,959,907,983 29.11%

Fuente: elaboración propia con información de los decretos de presupuesto de 
egresos de 2004 a 2018.
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El ramo 23 cubre distintas funciones que van desde atender impre-
vistos, contingencias y compromisos salariales y económicos, concentrar 
recursos que se transfi eren a las entidades federativas y municipios para el 
desarrollo regional, hasta dar cumplimiento a preceptos legales previsibles, 
como conciliar el diferencial entre las estimaciones presupuestarias y el 
gasto efectuado. (CEFP, 2017) Como los demás ramos generales, no está 
asignado a ninguna secretaría o institución7, pero a diferencia de los ramos 
28 (participaciones) y 33 (aportaciones), el 23 no cuenta con reglas de 
operación claras por lo que se presta a la discrecionalidad y a la opacidad. 

Durante la LXIII Legislatura (2015-2018) se creó el Fondo para el 
Fortalecimiento de la Infr aestructura Estatal y Municipal (Fortalece) al 
interior del ramo 23, mejor conocido como “el fondo de los moches”8. 
Mientras el Ejecutivo presentaba ese fondo en ceros, los diputados le asig-
naban, en promedio, 10 mil millones de pesos anuales, de los que podían 
disponer discrecionalmente para asignarlos a municipios del país, cobran-
do una respectiva comisión. En legislaturas anteriores existieron otros 
fondos al interior del ramo, como los fondos de cultura e infr aestructura 
deportiva, que tenían la misma función que el fondo de los moches. De-
bido a las críticas que despertaron estos fondos, en 2016 los de Cultura e 
Infr aestructura Deportiva dejaron de existir, mientras que el Fortalece se 
eliminó para el PEF 2018.9 

***

Como la lógica de la negociación del presupuesto era política, al menos 
durante el periodo de estudio, los criterios técnicos que la orientaban eran 
escasos. Por ejemplo, de acuerdo con información obtenida por medio de 
entrevistas, cada año el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de De-
sarrollo Social (Coneval) coordinaba diversos estudios sobre el impacto de 
programas sociales y sus aspectos susceptibles de mejora; sin embargo, los 
legisladores les prestaban poca atención y orientaban más sus decisiones 
por criterios políticos y de apoyo a grupos organizados. 

7  En la práctica, es la SHCP la dependencia que se encarga de operar dicho Ramo 
23 y los fondos que lo conforman
8  En legislaturas anteriores, se crearon otros fondos al interior del Ramo 23, como 
el Fondo de Pavimentación de Estados y Municipios y el de Programas Regionales, que 
los legisladores también etiquetaban a cabio de “moches”.
9  No obstante su desaparición, se siguieron etiquetando recursos a otros fondos 
que se transfi eren a estados y municipios para obras de infr aestructura a cambio de 
moches.
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De igual manera, la Auditoría Superior de la Federación (ASF) pre-
sentaba informes de la revisión de las cuentas públicas con cientos de ob-
servaciones sin que la mayoría de las veces fueran incorporadas para ajus-
tar el presupuesto en aquellas partidas que recurrentemente presentaban 
irregularidades. 

La falta de sanciones efectivas sobre el mal uso del presupuesto im-
plicaba que con fr ecuencia los problemas persistieran año tras año: por 
ejemplo, los recursos del Fondo de Aportaciones a la Educación Básica y 
Normal (FAEB), que desde su creación en los años noventa y hasta 2014 
algunos gobernadores reasignaban a otras partidas, o bien, programas de 
política social que se canalizaron para benefi ciar a grupos políticos. 

Respecto al tema del gasto educativo, y como parte de la negocia-
ción política, con la Reforma Hacendaria de 2013 se creó en el Ramo 33 
el Fondo de Aportaciones de Nómina Educativa y Gasto de Operación 
(FONE) en sustitución del FAEB, con el fi n de generar un mayor control 
administrativo de las plazas federalizadas transferidas a los Estados. El 
FONE, que entró en vigor a partir del 1º de enero de 2015 estableció que 
los Estados serían apoyados por la Federación con recursos económicos 
adicionales para cubrir el pago total de los gastos en servicios personales 
correspondiente al personal que ocupa las plazas transferidas en el mar-
co del Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación Básica 
(ANMEB).

Aunque en materia de infr aestructura había más racionalidad en la 
presupuestación, ya que la Secretaría de Hacienda realizaba evaluaciones 
ex-ante de algunos proyectos de obra pública, hasta 2016 se carecía de eva-
luaciones ex-post sobre su impacto en el crecimiento y tampoco se contaba 
con evaluaciones de la ejecución de la obra o de la calidad de los trabajos 
entregados, lo que limitaba el proceso colectivo de aprendizaje sobre el 
verdadero benefi cio de la inversión pública.10

En materia de ejecución del gasto también se observaban problemas. 
De 1997 a 2018 la Secretaría de Hacienda contaba con una Unidad 
de Inversiones y requería que cualquier proyecto fuera registrado a fi n de 
evaluar su viabilidad; no obstante, la Cámara de Diputados insertaba con 
fr ecuencia proyectos que carecían de registro y de estudios costo-benefi -

10  El 29 de abril de 2016 la Unidad de Inversiones de la SHCP publicó en el DOF, 
los “Lineamientos para la elaboración y presentación del Informe de ejecución y evaluación 
ex post de los programas, proyectos de inversión, proyectos de infr aestructura productiva 
de largo plazo y proyectos de asociaciones público privadas de la Administración Pública 
Federal”.



La negociación política del presupuesto

210

cio, lo cual conducía a que muchos de ellos no se ejecutaran a lo largo del 
año fi scal. 

De igual forma, la Secretaría de Hacienda realizaba cada año modifi ca-
ciones al presupuesto aprobado por los diputados, así como reasignaciones 
de recursos subejercidos sin que la Cámara de Diputados diera un segui-
miento puntual o exigiera un ejercicio del gasto que cumpliera fi elmente 
con el mandato del Poder Legislativo.11

Finalmente, la lógica de la negociación limitaba cualquier ejercicio de 
planeación integral. En materia de infr aestructura, por ejemplo, antes de 2006 
no existía una planeación multianual que ordenara las prioridades en cuan-
to a proyectos de obra pública carretera, presas y plantas de tratamiento 
de agua, hospitales e inversión para el desarrollo turístico de los estados, 
entre otros. 

A pesar de que la Unidad de Inversiones de la Secretaría de Hacienda 
recibía las solicitudes de registro de proyectos en cartera de inversión y 
evaluaba su rentabilidad fi nanciera y social, esta Unidad carecía de au-
toridad y recursos para aglutinar y priorizar el coǌ unto de proyectos de 
infr aestructura en una lógica multianual de largo plazo. No obstante, con 
la reforma al Reglamento Interior de la SHCP publicada en 2016, la Uni-
dad de Inversiones actualmente funge como el Secretario Ejecutivo de la 
Comisión Intersecretarial de Gasto Público, Financiamiento y Desincor-
poración (CIGPFD) por lo que realiza la concentración y prelación de 
Programas y Proyectos de Inversión. 

Aunque las reglas para negociar el presupuesto se mejoraron nota-
blemente en la década del 2000, particularmente con la aprobación de la 
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria promulgada en 
2006, el proceso de negociación era muy complejo y la negociación entre 
múltiples fuerzas políticas generaba en ocasiones improvisación y falta de 
criterios técnicos para justifi car diversos programas. Parte de la explicación 
residía en la escasa profesionalización de la labor legislativa debido a la 
falta de carreras parlamentarias (Ugalde, 2000). Pero la causa central era 
política: al igual que en otros países, muchos legisladores centraban su 
atención en la gestoría de recursos para proyectos de benefi cio político 
y local sin prestar atención al contenido global del presupuesto. La gran 
mayoría de los legisladores se convirtieron en gestores de recursos, en 

11  En su tesis doctoral que analiza el proceso presupuestario en Argentina y México, 
Lorena Buzón (2013) pregunta por qué los legisladores en ambos países destinan tanta 
energía a modifi car el presupuesto, pero luego dejan que el Ejecutivo lo modifi que con 
tanta discreción. Según ella, esto se explica por el clientelismo e intercambio de favores 
y recursos que reciben los legisladores para avanzar en sus carreras políticas.
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lugar de evaluadores del presupuesto, como es su función de acuerdo con 
la Constitución.12 

Los actores de la negociación polí  ca del presupuesto
Durante el periodo de estudio, los principales actores de la negociación 
eran, por parte del gobierno, el presidente de la República y la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, a través de la Subsecretaría de Egresos. 
Por parte del Legislativo, la Cámara de Diputados, principalmente a través 
de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública como el actor y el foro 
primordial para el análisis presupuestario y su debate en la Cámara de 
Diputados. Otros actores al interior de la Cámara de Diputados eran el 
presidente de la Junta de Coordinación Política y los coordinadores de los 
grupos parlamentarios. Estos últimos eran quienes cerraban los acuerdos 
generales de la negociación del presupuesto con el Secretario de Hacienda 
y distribuían los recursos de “la piñata” –parte de la bolsa negociable– en-
tre los diputados de su bancada.

Aunque éstos eran los actores formales de la negociación presupuesta-
ria, en la práctica han existido otros actores con enorme infl uencia, como 
son los gobernadores y los líderes políticos de agrupaciones con peso le-
gislativo, como la Confederación Nacional Campesina (CNC). Durante 
los años de gobiernos encabezados por el Partido Acción Nacional (2000-
2012) y a partir de la creación de la Conferencia Nacional de Gobernadores 
(Conago) en 2002, los gobernadores se convirtieron en factores reales para 
aprobar el presupuesto. En ese periodo fueron capaces de comandar la 
disciplina y el voto favorable de los diputados de sus entidades a cambio 
de obtener recursos para proyectos de su interés (por ejemplo, carreteras y 
obras de infr aestructura). 

El mayor pluralismo en el Congreso, así como la necesidad de negociar 
con diversos actores para construir una mayoría aprobatoria, generó una 
aspiración al “consensualismo” que se logró, en parte, a través de inter-

12  El intercambio clientelar –cuando el gobierno da dinero para proyectos rentables 
políticamente a cambio del voto de los legisladores– es una práctica extendida en todo 
el mundo. No sólo se dan partidas presupuestarias, sino que en ocasiones se negocian 
plazas en el gobierno, aumentos salariales y otros benefi cios políticos como promoción 
de carreras políticas. En Estados Unidos el término que se usa para los recursos econó-
micos y políticos usados para la negociación presupuestaria es “pork-barrel”, mientras 
que en América Latina se le conoce como “patronazgo” o “clientelismo presupues-
tario”, término que se usa en este estudio. Para una descripción de cómo operan los 
intercambios clientelares durante la negociación del presupuesto en diversos países de 
América Latina, (Hallerberg, 2009).
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cambios clientelares: el Ejecutivo facilitaba asignaciones presupuestarias a 
fi n de contar con el apoyo de actores clave que le garantizaban votos sufi -
cientes (gobernadores, organizaciones políticas, legisladores). Asimismo, 
los partidos de oposición demandaban recursos a través de la etiquetación 
de proyectos que les dieran visibilidad política y les permitieran cumplir 
con su agenda política y sus promesas de campaña. La infl uencia relativa 
de estos actores se modifi có signifi cativamente en favor del Poder Ejecuti-
vo Federal en la Administración 2013-20⒙  

La etiquetación y el clientelismo presupuestario implican un costo en 
términos de racionalidad del presupuesto. Por una parte, la etiquetación 
signifi ca que la Cámara de Diputados asume facultades de planeación que 
pueden invadir las atribuciones del Poder Ejecutivo. Etiquetar puede afec-
tar la lógica de planeación global del presupuesto y fr agmentarlo en pro-
yectos de interés político local o particular que poco o nada tengan que 
ver con la planeación para el desarrollo. Por otra parte, el clientelismo pre-
supuestario signifi ca que algunos programas se aprueban por su atractivo 
político más que por su impacto sobre el desarrollo social o el crecimiento 
económico. 

La mayor infl uencia del Congreso en la aprobación del presupuesto 
de 1997 a 2018 fue una buena noticia, pero debió acompañarse de una 
labor más profesional e informada para defi nir su contenido de forma 
integral, para evaluar su impacto y para dar seguimiento puntual a su ejer-
cicio. La falta de una práctica profesional del Congreso para analizar y 
evaluar de manera global el presupuesto estimuló tácticas de simulación.13 
Por ejemplo, la Secretaría de Hacienda en ocasiones subestimaba diversas 
partidas, sabedora que los legisladores aumentarían sus montos (por ejem-
plo, recursos para el campo y para carreteras y caminos rurales). También 
subestimaba los ingresos mediante cálculos conservadores del precio de 
petróleo y menores contribuciones tributarias. Lo mismo ocurría cuando 

13  En América Latina se observa que los congresos ponen mucha atención a la fase 
de aprobación del presupuesto, pero dedican poco esfuerzo y recursos a la fi scalización 
y seguimiento del ejercicio del gasto. Hay dos razones principales. Por una parte, la 
asimetría de recursos: mientras los poderes ejecutivos cuentan con expertos fi nancieros 
en los ministerios de hacienda y fi nanzas y una vasta red de recursos materiales, los 
poderes legislativos carecen del personal y de los recursos técnicos para dar seguimien-
to al ejercicio del gasto. Pero acaso el mayor obstáculo sea político y de motivación: 
una vez que los legisladores obtienen benefi cios presupuestarios para sus aliados o para 
los habitantes de sus distritos o provincias, tienen ya poco interés en dar seguimiento 
a las partidas de gasto fuera del ámbito de su interés político o geográfi co. Para una 
discusión del tema, ver Hallerberg, (2009).
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el Congreso adjudicaba bolsas de recursos a proyectos que carecían de 
estudios de factibilidad y que con fr ecuencia no eran ejercidos (por ejem-
plo, carreteras). Hacienda sabía de antemano que esos proyectos no serían 
ejecutados y calculaba los montos para reasignarlos a los proyectos priori-
tarios. De esta forma, el proceso de negociación política del presupuesto 
producía algunos programas de difícil ejecución que generaban expectati-
vas en la población, pero al fi nal minaban la credibilidad e infl uencia del 
Poder Legislativo. 

La falta de un trabajo profesional, integral y cotidiano del Congreso 
para aprobar el presupuesto y dar seguimiento al ejercicio del gasto ha 
dado a la Secretaría de Hacienda un enorme poder para defi nir el rumbo 
del gasto e incluso vetar, en la práctica, algunos programas aprobados 
por el Congreso.14 La Secretaría de Hacienda tiene amplias atribuciones 
en la ley para conducir el gasto. Que tenga incluso algunas facultades 
discrecionales, argumenta un ex funcionario de Hacienda: “Es una forma 
de hacer que las cosas funcionen y maniobrar fr ente a recursos escasos y a 
una tendencia cada vez mayor del Congreso para gestionar recursos para 
el clientelismo político. Si se le ataran las manos a Hacienda sin profesio-
nalizar al Congreso, la consecuencia sería un desastre mayor”, concluye el 
mismo entrevistado. 

***
Para prosperar, México requiere contar con presupuestos que se hayan 
discutido y enriquecido con las mejores aportaciones de los grupos par-
lamentarios representados en el Congreso. México necesita presupuestos 
en los cuales se garantice que el uso de los recursos públicos —que por 
defi nición son siempre limitados— sea para satisfacer de la mejor manera 
posible las demandas de los mexicanos. 

Durante el periodo de estudio, el reto político en materia presupuestal 
fue que el pluralismo del Congreso se tradujera en presupuestos efi cientes 
y efi caces para fomentar el crecimiento económico, la seguridad pública y 

14  Aunque los poderes legislativos comúnmente cuentan con la facultad para verifi -
car y limitar los cambios que los ejecutivos hacen a los presupuestos durante su ejecu-
ción, en la práctica muchos congresos abdican de esa responsabilidad. En Argentina, 
por ejemplo, la Constitución da al gobierno la facultad de emitir decretos de necesidad 
y urgencia ante situaciones de emergencia. Mediante ellos, el gobierno puede aumen-
tar gastos o partidas y aunque el decreto puede ser revocado por un comité de ambas 
cámaras del Congreso, en la realidad no ocurre. En Bolivia y Brasil existe también 
mucha discrecionalidad en la capacidad de los gobiernos para modifi car el contenido 
de los presupuestos aprobados por los congresos. Para una discusión del tema, ver 
Hallerberg (2009).
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la igualdad de oportunidades. A partir de 2018, el reto será distinto. El 
próximo presidente de México, Andrés Manuel López Obrador, contará 
con mayoría en la Cámara de Diputados, como no se había visto desde 
la época hegemónica del PRI, y se espera que con ello la dinámica de 
negociación política del presupuesto cambie. Más que antes, se abre una 
gran oportunidad para transparentar y mejorar el proceso de aprobación 
presupuestaria. 

El reto será lograr la aprobación de un presupuesto reformado, basado 
en un plan de austeridad que permita aumentar los recursos disponibles 
para implementar las políticas públicas y programas sociales prometidos, 
disminuyendo a su vez los costos del consenso. Ello también implicará 
combatir la corrupción, eliminar los moches y reducir los recursos de 
la bolsa negociable. No obstante, el arribo de diputados con poca o nula 
experiencia legislativa plantearán otro desafío al nuevo gobierno, que será 
lograr la profesionalización del Congreso para analizar y evaluar de manera 
global el presupuesto y dar seguimiento al ejercicio del gasto.
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Cruz López Aguilar
Presidente de la Confederación Nacional Campesina (2007-2010), 
Presidente de la Comisión de Agricultura y Ganadería de la Cámara 
de Diputados en las LIX y LXI Legislaturas (2003-2006 y 2009-2012, 
respectivamente).
Entrevista realizada el 24 de septiembre de 20⒓  

Max Alberto Diener Sala
Director General de Asuntos Jurídicos, Subsecretaría de Egresos, 
SHCP (2001-2009)
Entrevista realizada el 27 de septiembre de 20⒓  

Vidal Llerenas Morales
Secretario de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública en la LXI 
Legislatura (2009-2012) 
Entrevista realizada el 5 de octubre de 20⒓  

Juan Manuel Portal Martínez
Auditor Superior de la Federación (desde 2009)
Entrevista realizada el 8 de octubre de 20⒓  

Gustavo Nicolás Kubli Albertini
Titular de la Unidad de Política y Control Presupuestario, SHCP 
(2011-2012)
Entrevista realizada en noviembre de 20⒓  

Diana Ozuna Millán  
Secretaria técnica de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública en 
la LIX Legislatura (2006-2008) 
Entrevista realizada el 12 de noviembre de 20⒓  

Dionisio Pérez-Jácome
Subsecretario de Egresos, SHCP (2008-2011) y  Secretario de Comu-
nicaciones y Transportes (2011-2012)
Entrevista realizada el 22 de enero de 20⒔  

Luis Videgaray Caso
Presidente de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cá-
mara de Diputados en la LXI Legislatura (2009-2011)
Entrevista realizada en 20⒑  
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Francisco Gil Díaz
Secretario de Hacienda y Crédito Público (2000-2006)
Entrevista realizada el 6 de agosto de 2013

Carlos Montaño Fernández
Titular de la Unidad de Inversiones, SHCP (2011),  subsecretario de 
Egresos, SHCP (2012) y Director de Política Económica en la Funda-
ción Miguel Estrada Iturbe (2012)
Entrevista realizada el 8 de agosto de 2013

Guillermo Barnes García
Secretario de la Comisión de Programación, Presupuesto y Cuenta 
Pública (1997-2000)
Entrevista realizada el 9 de agosto de 20⒔  

Carlos Hurtado López
Subsecretario de Egresos, SHCP (2000-2006)
Entrevista realizada el 16 de agosto de 20⒔  

Fernando Galindo Favela
Subsecretario de Egresos, SHCP (2012-2018)
Entrevistas realizada el 24 de enero de 2014 y el 9 de agosto de 20⒙  

César Camacho Quiroz
Presidente del Partido Revolucionario Institucional (2012-2015). Di-
putado Federal (2015-2018), (2006-2009)
Entrevista realizada el 27 de julio de 2018-08-14

Pablo Salazar Mendiguchía
Gobernador de Chiapas (2000-2006)
Entrevista realizada el 27 de julio de 2018

Iván Morales de la Cruz
Director General Adjunto de Normatividad en la Unidad de Evalua-
ción del Desempeño, SHCP (2015-2018)

Ernesto Cordero
Presidente del Senado (2017-2018), Secretario de Hacienda y Crédito 
Público (2009-2011)
Entrevista realizada el 31 de julio de 20⒙  

José Antonio Meade Kuribreña
Secretario de Hacienda y Crédito Público (2011-2012), (2016-2017); 
Candidato a la Presidencia de la República por el PRI (2018)

José Calzada Rovirosa
Gobernador de Querétaro (2009-2015); Presidente de la CONAGO 
(2011-2012); Senador (2006-2009); Secretario de Agricultura, Gana-
dería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (2015-2018)
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Adrián Gallardo Landeros
Consultor; Presidente de la Fundación Colosio del PRI (2013-2016). 
Testimonio por escrito.

Francisco Martínez Neri
Diputado Federal y coordinador parlamentario del PRD (2015-2018). 
Entrevista telefónica.

Carlos Hurtado Valdez
Gobernador de Campeche (2003-2009). Testimonio por escrito.

Manuel Andrade Díaz
Gobernador de Tabasco (2002-2006). Testimonio por escrito.

José Isabel Trejo
Diputado federal (2003-2006), (2012-2015); coordinador de los di-
putados del PAN (2014-2015); coordinador de asesores del diputado 
Marko Cortés (2015-2018)
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DEL GOBIERNO EN MINORÍA AL GOBIERNO 
UNIFICADO: ESCENARIOS SOBRE LA 
INTEGRACIÓN DE LA LXIV LEGISLATURA 
DEL CONGRESO DE LA UNIÓN1

Álvaro F. López Lara2 
Nicolás Loza Otero3

Introducción
Los resultados de la elección federal del 1 de julio de 2018 confi rmaron las 
proyecciones que diversas casas encuestadoras habían difundido sobre el 
candidato ganador de la elección presidencial y la integración de las cáma-
ras del Congreso de la Unión. Dada la confi abilidad de las encuestas, no 
debió sorprendernos que, por primera vez en los veinte años de la demo-
cracia mexicana contemporánea, el mismo partido que ganó el ejecutivo 
controlara ambas cámaras del Congreso de la Unión e incluso una mayoría 
de Congresos estatales. Si bien no fue algo inesperado, el acontecimiento 
político que dotó a la coyuntura de un cariz extraordinario es el vertiginoso 
crecimiento de un partido emergente, el Movimiento de Regeneración Na-
cional (Morena), cuya infl uencia se extendió a lo largo de todo el territorio, 
produciendo una profunda sacudida electoral que pone en jaque la subsis-
tencia del sistema de partidos tradicional. 

A su vez, la elección puso fi n a un ciclo de veinte años de gobiernos en 
minoría, durante el cual ninguno de los presidentes había contado con 
el respaldo de un contingente legislativo mayoritario para implantar su 
agenda y reformar la constitución en forma unilateral; a diferencia de las 
elecciones presidenciales anteriores, en esta ocasión una copiosa mayoría 
de electores otorgó el triunfo al candidato de la coalición Juntos Haremos 
Historia (JHH) Andrés Manuel López Obrador, quien obtuvo 53% de la 

1 Los autores agradecen a Marco Antonio García Pérez, investigador por estancia 
en el Instituto Belisario Domínguez, por su participación en la elaboración de este 
trabajo y en la captura de la base de datos sobre encuestas y proyecciones de integración 
del Senado.
2 Profesor e investigador en la Universidad Autónoma Metropolitana-Xochimilco. 
Miembro del Sistema Nacional de Investigadores (SNI).
3 Profesor e investigador en la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales-Sede 
México. Miembro del Sistema Nacional de Investigadores (SNI). 
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votación, concediéndole también a su coalición, el control mayoritario de 
ambas cámaras del Congreso así como la posición de primera fuerza polí-
tica en dieciocho congresos estatales. Bajo estas circunstancias, la elección 
de un candidato presidencial con un estilo de liderazgo carismático, que 
durante su campaña ofr eció revertir reformas constitucionales y empren-
der otras iniciativas para modifi car el status quo, prefi gura una etapa de 
cambios constitucionales, legislativos y en las reglas de la administración 
pública que formarán una agenda legislativa multidimensional.

A fi n de comprender las implicaciones de los resultados electorales y 
del nuevo equilibrio entre los poderes es necesario hacer un balance que 
tome en consideración tres momentos del proceso político: i) las proyec-
ciones demoscópicas sobre la elección, ii) los resultados de las elecciones 
federales y iii) las consecuencias de los resultados electorales para la inte-
gración de los poderes Ejecutivo y Legislativo. 

En este informe se analizan estos tres momentos. En primer lugar, 
daremos cuenta de una estimación de la distribución de escaños en el 
Senado de la República a partir de datos de encuestas telefónicas públicas, 
contrastándola con la distribución efectiva generada por los electores y 
las reglas electorales; al respecto, simplemente queremos corroborar que, 
como en la inmensa mayoría de los procesos electorales en que se estiman 
preferencias a partir de encuestas serias, es bastante probable que podamos 
hacer anticipaciones ciertas. 

En segundo lugar, analizaremos dos escenarios sobre las relaciones en-
tre el presidente y el Congreso durante el período de la LXIV Legislatu-
ra (2018-2021), considerando los efectos de la formación de un gobierno 
unifi cado en un sistema bicameral. El primer escenario, más probable, es 
que la coalición electoral Juntos Haremos Historia (Morena-PES-PT) se 
mantenga unida como coalición parlamentaria y respalde la agenda del 
ejecutivo, en cuyo caso el Congreso actuaría como mera caja de resonancia 
de las decisiones presidenciales. El segundo escenario asume que las pre-
ferencias e intereses de los integrantes de la coalición pueden ser heterogé-
neas en cada una de las cámaras del Congreso y además la oposición podría 
condicionar las reformas constitucionales, particularmente en el Senado 
en donde presumiblemente contaría con cierto margen de autonomía para 
actuar como una instancia con capacidad para proponer legislación y en-
mendar los proyectos del Ejecutivo. 

Por último, realizamos un análisis de los perfi les de los grupos par-
lamentarios, así como de las tendencias observadas en la formación del 
gobierno interior del Congreso y la distribución de comisiones legislativas 
en la Cámara de Diputados y el Senado.
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Es  mación de preferencias y asignación de escaños
Los fallos en la estimación preelectoral por encuesta y en el pronóstico 
de resultados a partir de éstas, siempre son información atractiva para los 
medios de comunicación y para el público. Esta información se esparce 
con facilidad y es más simple de recordar que los aciertos. Lo explica, en 
parte, un deporte extremo de nuestra mente, el sesgo de negatividad4.

El desempeño de las encuestas en elecciones muy visibles en 2015 y 
2016 en el mundo –contienda presidencial en Estados Unidos, elecciones 
generales y Brexit en Inglaterra y acuerdos de paz en Colombia– junto a 
las diferencias en márgenes de ventaja mas no en ordenación de posiciones 
en la votación presidencial en México en 2012 alimentaron la idea, domi-
nante en las campañas de 2018, de que éstos instrumentos “están en crisis” 
y “siempre fallan”5, por lo que es “posible que cualquier cosa pase con el 
resultado”, sin importar que los más serios encuestadores seleccionados en 
distintos sitios de agregación, coincidieran repetidamente6 ni que a nivel 
internacional, estudios con evidencia completa (es decir, no limitada a una 
elección ni mucho menos a la elección en que se falló) concluyeran a favor 
de las encuestas7 sin ignorar, por supuesto, sus limitaciones ni el hecho de 
que se trata de una técnica que tiene como una de sus principales virtudes 
medir la probabilidad asociada a su error, es decir, una técnica falible por 
defi nición. 

4  Nuestra mente tiende a focalizarse en la medición equivocada (Rozin & Royzman, 
2001).
5  Ejemplifi camos con un razonamiento sencillo: en Colombia, de la votación de los 
acuerdos de paz a las dos vueltas de la elección presidencial de 2018, hubo tres contien-
das, las encuestas tuvieron buen desempeño en dos y fallaron en una, pero la tendencia 
natural es recordar el fr acaso e ignorar o minimizar los aciertos. Para el caso mexicano, 
un trabajo de divulgación que sistematiza el problema de la “crisis de las encuestas” es 
el de Cantú, Hoyo y Morales (2015), que a su vez da cuenta de un texto de los mismos 
autores en el International Journal of Public Opinion Research. 
6  Los agregadores hacen las veces de califi cadoras de riesgo de la calidad de la infor-
mación que produce un encuestador. La mecánica es simple: uno o más expertos sepa-
ran encuestas serias de las que no lo son y suelen conceder una califi cación de calidad 
sobre la base del desempeño observado de cada investigador, contribuyendo así a re-
solver un serio problema de asimetría de información entre especialistas y votantes en 
general. En la elección mexicana de 2018 el agregador quizá más popular fue Oráculus 
pero también agregaron encuestas Kiko Llaneras de El País y Bloomberg, entre otros. 
7  La experiencia estadunidense de 2016 mereció un informe especializado de 
AAPOR (2016) cuya evidencia impide ser pesimista con las encuestas. La de 2015 en 
Gran Bretaña también produjo literatura especializada que está lejos de la conclusión 
del sentido común (Sturgis et al, 2016).
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Si bien las estimaciones preelectorales en México en 2018 fueron bas-
tante aproximadas al resultado, la incertidumbre que dominaba el ambien-
te durante las campañas nos condujo a plantear una comparación entre el 
resultado de las elecciones en las que se eligió al Senado y una estimación 
por encuesta previa. Posteriormente, construimos escenarios sobre la rela-
ción entre los poderes Ejecutivo y Legislativo en 2018-202⒈ 

El resultado de la elección nos plantea la necesidad de hacer un aná-
lisis de las consecuencias políticas del efecto arrollador de esa especie de 
tsunami electoral, particularmente en el tipo de relación que establecerán 
la presidencia y el Congreso, diferente, al menos en su aritmética, a la 
que se dio en los primeros veinte años de la democracia mexicana con-
temporánea.

Para la estimación preelectoral, utilizamos las mediciones estatales me-
diante entrevista telefónica aplicada con robot de Massive Caller. Son las 
únicas sobre la contienda senatorial disponibles, no sólo para la totalidad 
de los estados sino en aplicaciones repetidas y con resultados de fácil ac-
ceso. Estos datos los contrastamos con la medición de la elección presi-
dencial por estados que hizo Javier Márquez en Oráculus con encuestas 
nacionales cara a cara. Y ambos coǌ untos de cifr as los comparamos con 
el resultado fi nal.

Las estimaciones de mayoría y primera minoría de Massive Caller 
(cuadro 1) se cumplieron simultáneamente en 17 estados y en siete más 
acertaron en la identifi cación de la mayoría, pero no en los partidos que 
obtuvieron la de primera minoría. Y aunque las mediciones de preferen-
cias para la elección presidencial por estado de ninguna manera son una 
estimación de la intención de voto para senadores, informan acerca del 
contexto actitudinal en que estas últimas se forman; incluso, nos parece 
que la fuerte preferencia en la inmensa mayoría de los estados por el can-
didato presidencial de JHH fue una fuente efi ciente en la variación, entre 
encuesta preelectoral y resultado, a favor de esta coalición para la elección 
de senadores, pues suponemos que electores poco informados, ante dudas 
en la contienda legislativa, resolvían con base en su preferencia mejor 
informada en la elección presidencial. De allí que JHH haya obtenido la 
mayoría más veces de lo identifi cado por Massive Caller. 
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Cuadro 1. Preferencias por estado para elección de senadores y presidente
de la República, y resultados de la elección de senadores 2018

Senadores Presidente por estado Resultados
JHH mayoría
PMF 1ª minoría 

BC*, CdMx*, Coah, Gro, 
Mor, Nay*, Pue*, QR*, SLP, 
Tlax*, Ver* (7)

CdMx, Chis, QR, Nay, Gro, 
Tlax, Mor, Camp, Hgo, 
BCs, Pue, Ver, BC, Col, Sin, 
Zac., Edomex, Son, Mich, 
Qro, Chih, Tamps, NL, Dgo, 
SLP, Ags.

BC, BCs, Chih, CdMx, Dgo, 
Edomex, Mich, Nay, Pue, 
QR, Tab, Tamps, Tlax, Ver.

JHH mayoría
TPM 1ª minoría 

Camp*, Edomex, Hgo*, 
Mich, Oax*, Sin*, Son*, 
Tab, Zac*
(6)

Tab, Oax. Camp, Coah, Col, Chis, 
Gro, Hgo, Mor, Oax, Sin, 
Son, Zac.

JHH mayoría
Independiente 1ª 
minoría

Chis  

PMF mayoría
JHH 1ª minoría

Ags*, BCs, Dgo, Gto*, Qro*, 
Tamps.
(3)

Ags, Gto, Jal, Coah, Yuc. Ags, Gto, Jal, Qro, SLP.

PMF mayoría
TPM 1ª minoría

Chih, Yuc.

TPM mayoría
JHH 1ª minoría

Col.

TPM mayoría
PMF 1ª minoría

Yuc.

Independiente mayoría
PMF 1ª minoría
TPM 2ª minoría

Jal.

MC mayoría
PMF 1ª minoría

NL*
(1)

NL

* Con asterisco en la columna de Senadores, las estimaciones acertadas en mayoría y primera 
minoría; entre paréntesis en las celdas, número de estimaciones acertadas.
JHH: Juntos haremos historia, coalición entre Morena, PT y PES. PMF: Por México al Frente, coalición 
entre PAN, PRD y MC. TPM: Todos por México, coalición entre PRI, PVEM y PANAL.
Fuente: Estimaciones pre electorles senadores, Massive Caller, 2018; pre electoral presidencial por 
estado, Marquez, 2018; resultados, INE, 2018.

De acuerdo con Massive Caller (cuadro 2), JHH habría logrado 65 curules 
en el Senado, subestimación de apenas cuatro curules respecto a los alcan-
zados. La principal fuente de la diferencia está en la estimación y el resul-
tado efectivo de victorias estatales por mayoría. Por su parte, la coalición 
Por México al Frente (PMF) tuvo una sobre estimación en estas encuestas, 
también en el número de victorias por mayoría que le asignaban. 

Como contraparte, las mediciones del número de victorias de mayoría 
para Todos por México (TPM), una, fue acertada, pero no en la identifi ca-
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ción de la entidad federativa, y en el resultado de primera minoría se re-
gistró una ligera sobreestimación. Con la encuesta telefónica, se esperaba 
una votación de mayoría para el candidato independiente en Jalisco, misma 
que no ocurrió, ni tampoco alcanzó para que se convirtiera en primera 
minoría, pero en defensa de estas mediciones preelectorales debe señalarse 
que anticiparon lo cerrado de la contienda local. 

En las estimaciones de Márquez (2018) para las elecciones presiden-
ciales por estado, JHH ganaba en 28 entidades, PMF en cinco (repetimos 
Aguascalientes para ambas coaliciones, pues conforme a los números cual-
quiera de ellas podía ganar) y TPM en ninguna.  

Cuadro 2. Curules es  madas y asignadas 2018

1.
Mayoría

2.
1ª minoría

3.
(1+2)

4.
RP

5.
Total

JHH/MassiveCaller 21/42 7/7 49 16 65
JHH/Resultado 25/50 5/5 55 14 69
PMF/MassiveCaller 8/16 13/13 29 10 39
PMF/Resultado 5/10 16/16 26 10 36
TPM/MassiveCaller 1/2 12/12 14 6 20
TPM/Resultado 1/2 11/11 13 8 21
Ind/MassiveCaller 1/1 1/1 2 2
Ind/Resultado - - -
MC/MassiveCaller 1/2 - - - 2
MC/Resultado 1/2 - 2 - 2
Todos 96 32 128

Fuente: elaboración propia.

El resultado de ninguna manera fue sorpresivo, a menos que se tomaran 
con absoluta reserva las estimaciones preelectorales. Sabíamos que López 
Obrador rondaba 50 por ciento de preferencia electoral efectiva y que Mo-
rena y su coalición ya no sólo aspiraban a ser la minoría más grande en el 
Congreso, sino a ser mayoría relativa.

Como es sabido, los diseños institucionales de los sistemas de elección 
del presidente y de las cámaras de diputados y senadores, son incongruentes 
y responden a distintos electorados. Para la elección presidencial opera 
una regla mayoritaria, en donde quien gana, por una pluralidad de votos, 
se lo lleva todo por seis años. En la elección de diputados opera un siste-
ma mixto con dominante mayoritario que divide al país en 300 distritos 
uninominales de mayoría y asigna 200 curules adicionales mediante listas 
de representación proporcional que se eligen en cinco circunscripciones 
plurinominales. 
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De acuerdo con la cláusula de sobrerrepresentación, pactada en la re-
forma de 1996, ningún partido podrá contar con una representación que 
exceda en ocho puntos a su porcentaje de votación nacional emitida. Ade-
más, la reforma contempla un dispositivo contra mayoritario que prohíbe al 
partido de mayor magnitud contar con más de 300 diputados por ambos 
principios, impidiendo así que un solo partido concentre el poder de re-
formar la constitución sin el concurso de al menos otra fuerza política. 

El sistema electoral para elegir al Senado -una cámara integrada por 
128 miembros- se basa en una fórmula mixta que combina el principio 
de mayoría relativa para elegir a dos senadores por cada entidad federativa 
y concede un escaño para el mejor perdedor, la primera minoría en cada 
estado. Así, el sistema electoral del Senado es un híbrido, con un método 
por el cual se eligen tres escaños en distritos mayoritarios conformados por 
cada una de las 32 entidades federativas. Por esta combinación se eligen 64 
senadores de mayoría y 32 de primera minoría. Mientras que los 32 sena-
dores restantes son electos mediante una lista nacional cerrada y bloqueada 
en una sola circunscripción plurinominal. 

Este diseño, idiosincrático de la ingeniería electoral mexicana, no tiene 
parangón en los sistemas electorales de otros senados federales. Una de sus 
consecuencias políticas es que la conexión electoral entre los senadores y 
el electorado de sus estados es muy débil, como también lo es la infl uencia 
de los gobernadores y los intereses de los estados en la dinámica política de la 
cámara alta (Díaz-Cayeros, 2005).

A nivel legislativo, los electores no le dieron a JHH la mayoría abso-
luta, pero las reglas de transformación de votos en escaños y el trasiego de 
militantes de un partido como candidatos de otro en todas las coaliciones, 
pero especialmente en la encabezada por Morena, la cristalizaron. Para 
senadores y diputados (cuadro 3), la votación nacional para JHH fue de 43 
por ciento, pero en el Senado las bancas que controlará esta coalición re-
presentan 5⒊ 9 por ciento del total, en tanto que en la Cámara de Diputa-
dos signifi can 6⒈ 4 por ciento, o sea, diez y dieciocho puntos porcentuales 
de sobrerrepresentación respectivamente.

Si ninguna de las dos cámaras contara con legisladores electos con 
principios de representación proporcional, la sobrerrepresentación de 
JHH sería de 14 puntos porcentuales en senadores y de 29 puntos porcen-
tuales en diputados. Como contraparte, en la cámara de senadores TPM 
tendrá una subrepresentación de seis puntos y PMF una sobre representa-
ción de uno, mientras que en diputados la subrepresentación de TPM es 
de casi diez puntos y PMF también de uno.
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Cuadro 3. Cámaras de senadores y diputados 2018-2021 (es  mación preliminar)

Legisladores Votos
Mayoría y
1ª minoría

% RP % Total % %

Senadores
JHH 55 57.29 14 43.75 69 53.9 43.65
PMF 28 29.17 10 31.25 38 29.6 27.54
TPM 13 13.54 8 25.00 21 16.4 22.66
Tot. 96 32 128

Diputados
JHH 218 72.67 89 44.5 307 61.4 43.58
PMF 68 22.67 63 31.5 131 26.2 27.62
TPM 14 4.67 48 24.0 62 12.4 23.80
Total 300 200  500  

Fuente: elaboración propia con base en Instituto Nacional Electoral, Sistema 
de Consulta de la Estadística de las Elecciones del Proceso Electoral 2017-2018.

Un componente más del equilibrio de poder en México, son las cámaras 
de diputados locales. En estas elecciones, se renovaron 28 congresos es-
tatales y quizá el mismo efecto de arrastre que tuvo la preferencia en la 
elección presidencial sobre la de senadores y diputados federales, se replicó 
para las contiendas locales. Una vez que los ganadores de las elecciones del 
1 de julio de 2018 tomen posesión, Morena contará con mayoría absoluta 
en tres congresos locales, en otros nueve sumará entre 40 y 48 por ciento 
de legisladores y en cinco más tendrá entre 28 y 38 por ciento de diputa-
dos, lo que en esas cámaras le concederá mayoría relativa. En suma, en 17 
asambleas locales Morena tendría la posición de primera fuerza política 
(cuadro 4).

Si agregamos las bancadas de los aliados electorales federales, JHH 
contará con mayoría absoluta en 15 congresos y será mayoría relativa en 
nueve cámaras de diputados locales más, es decir, 24 congresos estata-
les en total. Sin embargo, es difícil prever, como si se tratara de una sola 
cámara, una sola coalición y una sola dinámica política, cómo se tejerán 
las alianzas legislativas en cada entidad, pues el rango de variación se an-
toja amplio y en muchos casos aún insondable, pues va de las probables 
convergencias de Morena y el PVEM en Chiapas como expresión de la 
diversidad de arreglos locales al posible alineamiento en temas de reforma 
constitucional en materia económica entre Morena, PT, PRD y MC. 
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Cuadro 4. Composición de los Congresos estatales
en México (primeras es  maciones, 2018)

MRN % PAN % PRI % PRD % MC % PV % PT % PES % NA % PL % Tot.

BCS 15 71.4 2 9.5 1 4.8 1 4.8 0 0.0 0 0.0 1 4.8 0 0.0 0 0.0 1 4.8 21

Tabasco 21 60.0 0 0.0 5 14.3 6 17.1 0 0.0 3 8.6 0 0.0 0 0.0 0 0.0 0 0.0 35

CdMx 38 57.6 11 16.7 5 7.6 6 9.1 0 0.0 2 3.0 3 4.5 1 1.5 0 0.0 0 0.0 66

Tlax. 12 48.0 2 8.0 1 4.0 2 8.0 1 4.0 1 4.0 3 12.0 2 8.0 1 4.0 0 0.0 25

Oaxaca 20 47.6 1 2.4 5 11.9 1 2.4 0 0.0 1 2.4 7 16.7 6 14.3 1 2.4 0 0.0 42

Hidalgo 14 46.7 3 10.0 5 16.7 1 3.3 0 0.0 0 0.0 5 16.7 1 3.3 1 3.3 0 0.0 30

Sinaloa 17 42.5 2 5.0 8 20.0 1 2.5 0 0.0 0 0.0 5 12.5 5 12.5 0 0.0 2 5.0 40

Sonora 14 42.4 2 6.1 4 12.1 0 0.0 1 3.0 1 3.0 5 15.2 5 15.2 1 3.0 0 0.0 33

EdoMex 31 41.3 7 9.3 11 14.7 3 4.0 0 0.0 2 2.7 11 14.7 10 13.3 0 0.0 0 0.0 75

Gro 19 41.3 1 2.2 11 23.9 7 15.2 1 2.2 2 4.3 3 6.5 2 4.3 0 0.0 0 0.0 46

Camp. 14 40.0 6 17.1 13 37.1 1 2.9 0 0.0 0 0.0 1 2.9 0 0.0 0 0.0 0 0.0 35

Morelos 8 40.0 1 5.0 1 5.0 1 5.0 1 5.0 0 0.0 2 10.0 3 15.0 1 5.0 2 10.0 20

Vera. 19 38.0 13 26.0 3 6.0 1 2.0 2 4.0 1 2.0 5 10.0 6 12.0 0 0.0 0 0.0 50

Mich. 14 35.0 6 15.0 4 10.0 6 15.0 3 7.5 2 5.0 5 12.5 0 0.0 0 0.0 0 0.0 40

Puebla 14 34.1 6 14.6 4 9.8 2 4.9 3 7.3 1 2.4 4 9.8 4 9.8 2 4.9 1 2.4 41

Chiapas 12 30.0 1 2.5 4 10.0 1 2.5 0 0.0 8 20.0 5 12.5 3 7.5 0 0.0 6 15.0 40

Colima 7 28.0 3 12.0 3 12.0 0 0.0 1 4.0 1 4.0 5 20.0 4 16.0 1 4.0 0 0.0 25

Dur. 7 28.0 4 16.0 4 16.0 1 4.0 0 0.0 1 4.0 8 32.0 0 0.0 0 0.0 0 0.0 25

Qro 7 28.0 12 48.0 4 16.0 0 0.0 0 0.0 1 4.0 0 0.0 0 0.0 0 0.0 1 4.0 25

Chihua. 8 24.2 12 36.4 3 9.1 0 0.0 2 6.1 1 3.0 2 6.1 4 12.1 1 3.0 0 0.0 33

Zac. 7 23.3 3 10.0 9 30.0 3 10.0 1 3.3 1 3.3 3 10.0 2 6.7 1 3.3 0 0.0 30

SLP 6 22.2 6 22.2 5 18.5 2 7.4 1 3.7 2 7.4 2 7.4 1 3.7 1 3.7 1 3.7 27

Jalisco 8 21.1 8 21.1 4 10.5 2 5.3 14 36.8 1 2.6 1 2.6 0 0.0 0 0.0 0 0.0 38

NL 8 19.0 16 38.1 6 14.3 0 0.0 3 7.1 1 2.4 4 9.5 3 7.1 1 2.4 0 0.0 42

Ags 5 18.5 12 44.4 3 11.1 1 3.7 1 3.7 1 3.7 2 7.4 1 3.7 1 3.7 0 0.0 27

Gto 6 16.7 19 52.8 3 8.3 3 8.3 1 2.8 3 8.3 0 0.0 0 0.0 1 2.8 0 0.0 36

Yucatán 4 16.0 6 24.0 10 40.0 1 4.0 2 8.0 1 4.0 0 0.0 0 0.0 1 4.0 0 0.0 25

Total 355 36.5 165 17.0 139 14.3 53 5.5 38 3.9 38 3.9 92 9.5 63 6.5 15 1.5 14 1.4 972

Fuente: Elaboración propia.

Las cifr as del cuadro 4 fueron estimaciones posteriores a la elección con 
resultados ofi ciales, pero no son defi nitivas, no sólo porque habrá impug-
naciones a los cómputos de mayoría sino porque también se tramitarán 
juicios en contra del criterio que ha utilizado la autoridad electoral local 
para asignar curules de representación proporcional. 

En el Estado de México, por ejemplo, el OPL local tuvo que excluir a 
Morena y a sus aliados de la distribución de diputados de representación 
proporcional. La sentencia del juicio para la protección de los derechos 
político-electorales del ciudadano que emitió la autoridad jurisdiccional 
del estado consideró que para evitar la sobrerrepresentación debía tomarse 
como unidad política a la coalición JHH y no por separado a cada uno de 
sus partidos. 
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Acatando el criterio, JHH pasó de una primera posible bancada con 
68 por ciento del total de asientos, a una con 56 por ciento que sin em-
bargo todavía supera por once puntos porcentuales la proporción de votos 
que esta alianza recibió8, pero la mayoría pasa de califi cada a simplemente 
absoluta. La controversia en el Estado de México, se replica en tribunales 
locales en Chihuahua, Guerrero y Oaxaca9 y como los criterios de asigna-
ción de curules de RP que toman a los integrantes de JHH por separado 
también se utilizará para la Cámara de diputados federales generando so-
brerrepresentación, el PAN anunció que judicializará el asunto10.

El Congreso: ¿jugador con poder de veto o caja de resonancia?
Después de veinte años de gobiernos en minoría, los resultados de la elec-
ción confi rman el escenario de gobierno unifi cado. El presidente contará 
con el respaldo de un contingente legislativo mayoritario en ambas cá-
maras del Congreso de la Unión. En la Cámara de Diputados la coalición 
electoral encabezada por Morena contará con 306 escaños, lo cual signifi ca 
que si los partidos que la integran (Morena, PT y PES)11 se mantienen 
cohesionados como una coalición parlamentaria estarían en condiciones de 
aprobar legislación ordinaria y de formar coaliciones ganadoras mínimas 
para reformar la constitución con el concurso de los partidos minoritarios. 
Una situación similar se prefi gura en el Senado, donde la coalición gober-
nante sumará 69 escaños de los 12⒏ 

Desde la elección intermedia de 1997 y hasta las elecciones federales 
de 2015 en las que se eligió la LXIII Legislatura (2015-2018), había pre-

8  Sobre la controversia, ver “Tribunal Electoral del Edomex quita 10 ‘pluris’ a Mo-
rena” en Milenio. Disponible en: http://www.milenio.com/politica/le-quitan-10-es-
pacios-plurinominales-a-morena . La distribución de victorias electorales de mayoría 
y de curules de representación proporcional. Disponible en: http://www.ieem.org.
mx/2018/Listado_Diputaciones_MR_RP.pdf   
9  Edomex, Chihuahua, Guerrero y ahora, Oaxaca: un tribunal local va por 5 di-
putados más de Morena” en Sin embargo. Disponible en: http://www.sinembargo.
mx/14-08-2018/3457104
10  “Morena perderá diputados por sobrerrepresentación en San Lázaro: PAN. El 
blanquiazul estimó que Morena tendría una sobrerrepresentación de más 14%, que 
impugnarán ante el TEPJF, una vez que el INE defi na a los ‘pluris’‥  “ en El Finan-
ciero. Disponible en:  http://elfi nanciero.com.mx/nacional/morena-perdera-diputa-
dos-por-sobrerrepresentacion-en-san-lazaro-pan
11  Mientras se escribía este informe aún se desconocía si el Partido Encuentro Social 
(PES), que no obtuvo la votación mínima del 3%, conservaría o no su registro como 
partido político nacional y si éste llegaría a constituirse como un grupo parlamentario.
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valecido una dinámica que llevó a la formación de gobiernos sin mayoría 
(Casar, 2013), en donde los presidentes no contaron con el apoyo de un 
contingente legislativo mayoritario en ambas cámaras. La composición 
partidaria de las dos cámaras experimentó fl uctuaciones sin que ninguno 
de ellos lograra integrar por sí mismo las mayorías necesarias para aprobar 
unilateralmente su agenda legislativa. 

Durante el período 1997-2017 los presidentes gobernaron con pesos y 
contrapesos, ya que para aprobar su agenda fue necesario establecer nego-
ciaciones interpartidarias. 

En las elecciones intermedias de 1997 el presidente Zedillo perdió la 
mayoría absoluta en la Cámara de Diputados, pero su partido, el Parti-
do Revolucionario Institucional (PRI), retuvo el control mayoritario del 
Senado. Bajo la presidencia de Fox (2000-2006), el gobernante Partido 
Acción Nacional (PAN) fue sólo una de las minorías que integraron las 
cámaras, mientras que, desde la oposición, el PRI controló 42% de los 
asientos en la Cámara baja y 47% de los escaños en el Senado, lo cual 
le otorgó poder para condicionar la agenda presidencial. En el periodo 
presidencial de Felipe Calderón (2006-2012), el PAN mejoró su posición 
negociadora al ser la bancada más grande en el Senado con 41% de los 
escaños, lo cual le concedió cierto margen de maniobra, aunque no sufi -
cientes votos para aprobar su agenda. 

Con el regreso del PRI a la presidencia en 2012 se confi guró otro 
gobierno sin mayoría. En la LXII Legislatura (2012-2015), el presidente 
Peña Nieto contó con el contingente legislativo de mayor tamaño; el PRI 
obtuvo 42% de los asientos en cada cámara, mientras el PAN y el Partido 
de la Revolución Democrática (PRD) constituyeron, respectivamente, la 
segunda y tercera fuerza política en el Congreso.

A la luz de los resultados preliminares de las elecciones federales del 1 
de julio de 2018, es claro que la composición de las cámaras del Congreso 
será dominada por un partido, que además muy probablemente será co-
hesivo y disciplinado, con lo que podrá neutralizar los pesos y contrapesos 
institucionales. Paradójicamente, muchos rasgos del hiperpresidencialismo 
mexicano12 existente en los años en que el PRI fue un partido dominante 

12  De acuerdo con Jeff rey Weldon hay cuatro condiciones necesarias que dieron 
forma al hiperpresidencialismo mexicano: i) la existencia de un sistema presidencial 
basado en la Constitución; ii) la formación de un gobierno unifi cado; es decir que el 
mismo partido controle la presidencia y la mayoría en ambas cámaras del Congreso 
(Weldon, 2002), iii) que el partido dominante en el Congreso tenga una gran discipli-
na, pues, de lo contrario, no se puede garantizar nada; iv) que el presidente sea el jefe 
real del partido gobernante.
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parecen estar de vuelta como consecuencia de la competencia democráti-
ca y en buena medida del voto anti-PRI: al dominar la composición del 
Congreso existe el riesgo de que deje de funcionar como jugador con veto 
y asuma un rol de actor unitario subordinado al Poder Ejecutivo. 

No obstante, cabe plantear dos escenarios sobre la conformación del 
poder partidario en las cámaras del Congreso y el funcionamiento los 
pesos y contrapesos institucionales. El escenario más probable es que la 
coalición electoral ganadora (Morena-PES-PT) se mantenga unida como 
coalición parlamentaria orientada a respaldar la agenda legislativa del eje-
cutivo, en cuyo caso el Congreso actuaría como mera caja de resonancia de 
las decisiones presidenciales. 

Pero también es posible, aunque menos probable, que las preferencias 
e intereses de los integrantes de la coalición sean más heterogéneos en cada 
una de las cámaras del Congreso, en cuyo caso el Congreso preservaría 
cierto margen de autonomía para actuar como una instancia con capacidad 
para proponer legislación y revisar los proyectos del Ejecutivo. A ello tam-
bién contribuirían los mecanismos institucionales de un sistema bicameral 
que en lo básico es incongruente y simétrico13. 

La Constitución de 1917 dispone en su artículo 50 la organización 
bicameral del Congreso de la Unión. Siguiendo la doctrina de “fr enos y 
contrapesos” entre ramas de gobierno dotó a cada cámara de poderes simi-
lares para iniciar leyes y aprobarlas de manera convergente. Desde el punto 
de vista constitucional las cámaras de diputados y senadores son socios 
iguales ante el proceso legislativo, ya que para la aprobación de la ley se 
requiere de la formación de mayorías en ambas cámaras. Con excepción 
de los proyectos de ley relacionados con empréstitos, contribuciones o 
impuestos que deben presentarse primero en la Cámara de Diputados, la 
formación de leyes o decretos puede comenzar indistintamente en cual-
quiera de las cámaras: esto signifi ca que ambas estarían en condiciones de 
ser alternativamente cámara de origen o revisora.

13  Lĳ phart clasifi có a los países con legislaturas bicamerales sobre la base de dos 
criterios: la simetría y la congruencia. Si las cámaras disfr utan de facultades constitu-
cionales iguales, el área de facultades exclusivas no implica la subordinación de una 
cámara a la otra. Si existen mecanismos de resolución de disputas intercamerales se 
asume que hay simetría, la situación contraria se clasifi ca como asimétrica. Con respec-
to a su composición y métodos de elección el bicameralismo es incongruente cuando 
existen criterios de representación distintos y congruente cuando la composición de las 
cámaras presenta pocas diferencias. El bicameralismo fuerte resulta de la combinación 
de cámaras simétricas e incongruentes, y el débil se produce cuando existe asimetría y 
congruencia en las asambleas (Lĳ phart, 2000).
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Considerando la distribución de facultades exclusivas de cada cámara14 
cabe preguntarse cuál será la que concentrará la agenda del Ejecutivo. 
Durante los últimos años del gobierno unifi cado, el Senado tuvo un rol 
secundario como cámara de origen de los proyectos presidenciales. A lo 
largo del sexenio de Carlos Salinas (1988-1994), cuando se emprendieron 
importantes reformas legislativas, el presidente envió la mayor parte de 
sus iniciativas a la Cámara de Diputados y el Senado no fue en ningu-
na ocasión cámara de origen de las reformas constitucionales (Raigosa, 
2003). En la LVI Legislatura (1994-1997), aún controlada por el entonces 
partido hegemónico, Ernesto Zedillo envió 81 iniciativas, de las cuales 24, 
que representan 29 por ciento del total, tuvieron como cámara de origen 
al Senado. Sólo tres consistieron en reformas constitucionales y el resto 
fueron leyes y decretos. En el Senado se discutió y aprobó el paquete 
de reformas constitucionales en materia de procuración y administración de 
justicia, también la reforma constitucional al artículo 28 que abrió la par-
ticipación al sector privado en materia de ferrocarriles y de comunicación 
vía satélite, así como las reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación. A partir del primer gobierno sin mayoría, en la LVII Legislatu-

14  Las facultades exclusivas de la Cámara de Diputados, señaladas en el artículo 74, 
se relacionan principalmente con las iniciativas hacendarias y fi scales. En ese rubro 
existe una especie de anomalía constitucional que consiste en reconocer un procedi-
miento bicameral para la aprobación de los ingresos y un sistema unicameral especial 
para la discusión y aprobación del Presupuesto de Egresos. En el caso de la Ley de 
Ingresos del Gobierno Federal, la Cámara de Diputados tiene el derecho de fungir 
como cámara de origen, pero requiere de la concurrencia del Senado para aprobar 
anualmente la ley. En contraste, la discusión y aprobación del Presupuesto de Egresos 
de la Federación se realiza de manera exclusiva dentro de la Cámara de Diputados que 
dispone de amplios poderes para modifi car la iniciativa presupuestal enviada por el 
Ejecutivo. Otra facultad exclusiva de la cámara baja consiste en la revisión y aprobación 
de la Cuenta Pública del año anterior, para lo cual cuenta con el apoyo de la entidad 
de fi scalización superior de la Federación. De acuerdo con el artículo 76 de la Cons-
titución, el Senado tiene facultades para servir de órgano consultor y de contrapeso a 
la política exterior del Ejecutivo. Le corresponde aprobar los tratados internacionales 
y convenciones diplomáticas celebrados por el Ejecutivo de la Unión. El Senado actúa 
también como contrapeso a la facultad de nombramiento y remoción de cargos de 
algunos funcionarios del gobierno federal, pues el Ejecutivo requiere de la ratifi cación 
senatorial de los nombramientos del Fiscal General de la República, el personal diplo-
mático y los empleados superiores de Hacienda y jefes superiores de las Secretarías de 
Defensa y Marina. La cámara alta tiene facultad de intervenir de manera exclusiva en 
la integración del Poder Judicial, al participar en el nombramiento de los ministros 
de la Suprema Corte de Justicia, de entre la terna que someta a su consideración el 
presidente de la República.
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ra (1997-2000), al carecer de mayoría absoluta en la Cámara de Diputados 
el presidente Zedillo envió algunas de sus iniciativas al Senado eligiéndolo 
cámara de origen en 36% de casos, por arriba del trienio pasado y de las 
prácticas legislativas de presidentes anteriores. El presidente Fox, aun sin 
contar con mayoría en la Cámara de diputados, privilegió a ésta como 
cámara de origen enviando 7⒊ 3% de sus proyectos en la LVIII y 64% en 
la LIX legislaturas (cuadro 5). En contraste, Felipe Calderón le otorgó un 
papel más relevante al Senado como cámara de origen de sus iniciativas al 
utilizarlo como escudo legislativo, ya que durante las dos legislaturas de su 
mandato el PAN fue la bancada más grande en la cámara alta.

Cuadro 5. Inicia  vas del Poder Ejecu  vo enviadas a
la Cámara de origen (1997-2018)

Presidentes Legislaturas
Cámara de Origen

TotalCámara de Diputados Cámara de Senadores

Ernesto Zedillo

Vicente Fox

Felipe Calderón

Enrique Peña Nieto

LVII
(1997-2000)

37 21 58

63.8% 36.2% 100%

LVIII
(2000-2003)

63 23 86
73.3% 26.7% 100%

LIX
(2003-2006)

49 27 76
64.5% 35.5% 100%

LX
(2006-2009)

42 29 71

59.2% 40.8% 100%

LXI
(2009-2012)

32 23 55
58.2% 41.8% 100%

LXII
(2012-2015)

LXIII
(2015-2018)

50 29 79
(63.3%)

26
(65%)

(36.7%)

14
(35%)

100%

40
100%

Total
299 166 465
64.3% 35.7% 100%

Fuente: Elaboración propia con base en los datos del: Sistema de información legislativa 
(SIL) de la Secretaría de gobernación. Disponible en: (http://sil.gobernacion.gob.mx/
index.php).

Durante el primer trienio de su mandato y en el marco de los compromi-
sos derivados del Pacto por México, Peña Nieto turnó sus iniciativas, de 
forma estratégica, a ambas cámaras. 

La de diputados fue la principal cámara de origen: desde allí se pro-
pusieron reformas constitucionales en materia educativa, fi scal y de tele-
comunicaciones, así como una iniciativa preferente, enviada originalmente 
por Felipe Calderón, consistente en una profunda reforma a la Ley Federal 
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del Trabajo. El Senado también fungió como cámara de origen en las 
reformas constitucionales como la energética y discutió iniciativas de ley 
secundaria en materia de órganos reguladores de energía, la Ley de Petró-
leos Mexicanos y de la Comisión Federal de Electricidad.

Cuando los presidentes tuvieron el control mayoritario en ambas cá-
maras privilegiaron como cámara de origen de sus proyectos a la de di-
putados y otorgaron con mayor fr ecuencia el rol de cámara revisora al 
Senado. Aún contamos con pocos elementos para anticipar cuál será la 
estrategia de Andrés Manuel López Obrador ante una legislatura confor-
mada por dos cámaras con autoridad similar sobre el proceso legislativo y 
en donde existen distintas confi guraciones de poder partidario. 

Lo cierto es que al diseñar su agenda y enviar sus proyectos, el Eje-
cutivo encontrará menos difi cultades que los presidentes anteriores para 
anticipar el tamaño de la coalición mínima requerida, la existencia de in-
tereses divergentes entre legisladores de ambas cámaras y el efecto de los 
puntos de veto en la aprobación de la legislación. Por simple aritmética, en 
la Cámara de Diputados el partido y la coalición del presidente se hallan 
en una condición más favorable para controlar la agenda15. La coalición 
JHH (Morena, 189, PT, 61, PES 56) cuenta con la mayoría absoluta con 
306 asientos que equivalen a 61% de los votos. El contingente legislativo 
del presidente puede aprobar cualquier proyecto de iniciativa que implique 
la reforma o la promulgación de nueva legislación. Dado que el análisis y 
discusión de la iniciativa presupuestal es facultad exclusiva de la Cámara 
de Diputados, el nuevo gobierno tendrá un amplio margen para diseñar y 
aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos de la Federación, sin que 
la oposición pueda condicionar la distribución de los diversos rubros del 
gasto federal. 

Otra área en la que se abre una ventana de discrecionalidad es la fi s-
calización del ejercicio del gasto. Puesto que la revisión y aprobación de 
la Cuenta Pública es facultad exclusiva de la cámara baja a través de la 
Auditoría Superior de la Federación es factible suponer que una mayoría 
afín al Ejecutivo tendrá pocos incentivos para ejercer una activa e imparcial 
fi scalización. 

En cuanto a la aprobación de reformas constitucionales la coalición le-
gislativa del presidente podría sumar fácilmente a los partidos minoritarios 

15  A unos cuantos días de que se integrara la LXIV Legislatura, los partidos Mo-
rena, del Trabajo (PT) y Encuentro Social (PES) fi rmaron un acuerdo para formar 
una coalición legislativa tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado de la 
República en la que establecen ir con una misma agenda en el Congreso de la Unión 
(El Universal, 2018).
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para formar una mayoría califi cada que excluiría al PRI y al PAN.  Con-
siderando un quórum total de 500 diputados (aunque el procedimiento 
parlamentario establece que se requiere el voto de las dos terceras partes 
de los legisladores presentes), sólo le faltarían 27 diputados para llegar a 
66% de los votos requeridos para aprobar reformas constitucionales. Esos 
socios minoritarios podrían surgir de Movimiento Ciudadano, el Verde 
Ecologista o el propio PRD, que al defeccionar de sus respectivas coali-
ciones debilitarían aún más a la oposición parlamentaria. En el Senado, la 
coalición encabezada por Morena cuenta con 69 senadores (Morena, 55, 
PES, 8 y PT, 6), por encima de la mayoría absoluta; con 54% de los votos 
puede aprobar leyes secundarias y decretos, así como los tratados interna-
cionales y convenciones diplomáticas que el Ejecutivo Federal suscriba. 

Sin embargo, no será fácil formar coaliciones de mayoría califi cada, 
pues se requieren 85 senadores y el único partido que por sí solo podría 
aportar los votos faltantes es el PAN, que contará con una bancada de 23 
Senadores, pero que por su ubicación ideológica y posición estratégica, 
difícilmente se sumaría a una coalición con Morena. Otra vía, quizá más 
transitable, para alcanzar la mayoría califi cada será construir coaliciones 
legislativas puntuales con el PRI, Movimiento Ciudadano, PVEM y PRD.
Aunque en el Senado el Poder Ejecutivo no cuenta con super mayoría 
como en la Cámara de Diputados, hallaría ciertas ventajas que lo motiva-
rían a elegirlo como cámara de origen de sus proyectos; una cámara más 
pequeña y con un mandato de seis años, que brinda un horizonte de más largo 
plazo para promover iniciativas de su programa legislativo, que concentra 
a legisladores expertos y se halla en mejores condiciones para resistir la 
marea de la elección intermedia que afectará la composición partidista de 
la cámara baja en 202⒈ 

Aún disponemos de pocos elementos para anticipar el estilo personal 
de legislar del nuevo presidente de la República, pero por la proyección de 
su liderazgo y las expectativas de cambio que generó es factible suponer 
que formulará una agenda legislativa muy ambiciosa y compleja que dote 
de contenido al slogan de la cuarta transformación del país. Si el control de 
la agenda se entiende como “la capacidad del gobierno para monopolizar 
la iniciativa parlamentaria o limitar el rango de proyectos aprobados por 
el Poder Legislativo” (Santos, Pérez-Liñan y Montero, 2014:513), cabe 
esperar, que conforme el nuevo gobierno identifi que sus prioridades, en-
viará un torrente de iniciativas presidenciales que serán respaldadas por 
su coalición legislativa tanto en la Cámara de Diputados como en el Se-
nado. Incluso, como presidente electo dio a conocer las reformas que el 
Ejecutivo propondrá al Congreso y que son clave al arranque de la nueva 
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administración. En esta agenda (cuadro 6) se anuncian proyectos que obli-
gatoriamente se presentan anualmente, como el Presupuesto de Egresos y 
la Ley de Ingresos, y otros que refl ejan compromisos de campaña, aunque 
este coǌ unto no ofr ece aún los cambios legislativos requeridos para trans-
formar la vida pública del país.

Cuadro 6. Agenda del Poder Ejecu  vo ante la LXIV Legislatura
del Congreso de la Unión (primer año)

Tema
Proyecto de ley o reforma 
constitucional

Trámite legislativo Mayoría requerida

Hacienda Pública
Presupuesto de Egresos de la 
Federación, 2019

Unicameral/Diputados Mayoría absoluta

Hacienda Pública
Ley de Ingresos de la Federación, 
2019

Bicameral Mayoría absoluta

Remuneración de funcionarios 
públicos

Ley reglamentaria del artículo 
127 constitucional

Bicameral Mayoría absoluta

Creación de la Secretaría de 
Seguridad Pública

Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal

Bicameral Mayoría absoluta

Suspender fueros y privilegios 
para funcionarios. Juicio político 
al presidente por delitos de 
corrupción

Reforma al artículo 108 de la 
constitución.

Bicameral Mayoría calificada

Establecer el derecho a la 
educación pública y gratuita en 
todos los niveles escolares.

Reforma al artículo 3º Consti-
tucional.

Bicameral Mayoría calificada

Revocar leyes de la reforma 
educativa

Reformas a la Ley General de 
Educación

Bicameral Mayoría absoluta

Revocación de mandato y 
consulta ciudadana

Reformas a la Ley Federal de 
Consulta Popular

Bicameral Mayoría absoluta

Considerar delitos graves la 
corrupción, el robo de combus-
tibles y el fraude electoral en 
cualquiera de sus modalidades.

Reformas al Código Penal Federal Bicameral Mayoría absoluta

 Nombramiento del Fiscal 
General de la República

Ley Orgánica de la Fiscalía 
General de la República

Bicameral Mayoría absoluta

Trasladar el Estado Mayor 
Presidencial a la Secretaría de 
la Defensa.

Ley Orgánica del Ejército y Fuerza 
Área Mexicanos
Reglamento del Estado Mayor 
Presidencial

Bicameral Mayoría absoluta

Fuente: Elaboración propia con base en, Coalición Juntos Haremos Historia, Boletín de Prensa, 
2018-006.

A juzgar por los temas que se proponen en el arranque de la LXIV Legis-
latura, así como por la profundidad y alcance de los proyectos legislativos, 
no se pronostican grandes batallas legislativas, sino una disciplinada y me-
cánica aprobación de iniciativas por parte de la coalición JHH que se ha 
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comprometido a actuar como una “mayoría responsable” para responder 
al mandato que les dio el voto popular. De los proyectos esbozados por el 
nuevo equipo de gobierno únicamente hay dos reformas constitucionales 
que requieren mayoría califi cada y que podrían implicar ciertos acuerdos 
con la oposición. La reforma al artículo 108 constitucional, con la que se 
pretende suspender fueros y privilegios para funcionarios, así como am-
pliar el juicio de responsabilidad al presidente por delitos de corrupción, 
que goza de un amplio consenso y se antoja imposible que enfr ente gran-
des obstáculos para su aprobación.

Otro proyecto que requiere mayoría califi cada es la reforma al artículo 
3º constitucional, que dado su carácter aspiracional, no se avizoran difi cul-
tades en su aprobación, ya que los temas más controvertidos relacionados 
con la revocación de la reforma educativa se resolverán con reformas a 
la Ley Federal de Educación que podrían ser avaladas por el bloque par-
lamentario ofi cialista. Un tema delicado que ha sido neutralizado es la 
reforma constitucional para el nombramiento del Fiscal General de la Re-
pública; en lugar de reformar al artículo 102 constitucional, la agenda del 
presidente plantea dar paso a una fi scalía de transición mediante el diseño 
de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República y así realizar el 
nombramiento del fi scal conforme a lo dispuesto en el texto vigente. 

Entre los asuntos que abordará la nueva legislatura, ocupan un lugar 
primordial los nombramientos de titulares de organismos y órganos cons-
titucionales autónomos. En la Constitución Política se establece que el 
Senado tiene asignada la facultad de nombramiento de los integrantes de 
órganos constitucionales autónomos como el Instituto Nacional de Ac-
ceso a la Información (INAI), los comisionados del Instituto Federal de 
Telecomunicaciones (IFETEL), de los integrantes del Instituto Nacional 
de Estadística Geografía e Informática (INEGI), del Instituto Nacional de 
Evaluación de la Educación (INEE) y de los integrantes de la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos (CNDH). Si bien, los procedimientos 
para las designaciones siguen distintas modalidades, al fi nal se deciden con 
el voto de las dos terceras partes de los presentes en el Senado. Por ejem-
plo, para nombrar comisionados del INAI se incluye mecanismos públicos 
de consulta, propuesta de los grupos parlamentarios y el voto califi cado, 
aunque, como lo establece el artículo 6 constitucional, los nombramientos 
pueden ser objetados por el presidente de la República en un plazo de diez 
días hábiles, en cuyo caso la Cámara de Senadores hará un nuevo nombra-
miento. En contraste, los siete comisionados del IFETEL son designados 
en forma escalonada a propuesta del ejecutivo con la ratifi cación de la 
mayoría califi cada del Senado (artículo 28 constitucional).
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Ostensiblemente, la facultad de nombramiento de las cámaras del 
Congreso constituye una de las fuentes más relevantes de su poder insti-
tucional. Por ello es interesante visualizar cuáles son los nombramientos 
que tendrán que decidirse durante la LXIV Legislatura y a lo largo del 
mandato de López Obrador.  De acuerdo con un reporte de la consultora 
Integralia (2018), la bancada mayoritaria en las cámaras de senadores y 
diputados, tendrán el poder de participar en el nombramiento de treinta 
integrantes de órganos autónomos y otros poderes. Antes de que el nue-
vo presidente tome posesión, la nueva legislatura podría participar en el 
nombramiento del Fiscal General de la República, de un ministro de la 
Suprema Corte, un comisionado de la Comisión Reguladora de Energía 
y en el nombramiento del vicepresidente del INEGI. Durante el primer 
año de gobierno el presidente López Obrador designará directamente a 
un subgobernador del Banco de México (BM), podrá enviar a las cámaras 
la terna para nombrar un ministro de la Suprema Corte, un consejero del 
INEE y para nombrar a los comisionados de la Comisión Nacional de 
Hidrocarburos (CNH) y de la Comisión Reguladora de Energía (CRE). 
En los años subsiguientes, el presidente enviará al Senado la terna para el 
nombramiento de otro ministro de la Suprema Corte, la designación del 
gobernador del BM y el presidente del INEGI que concluyen su nombra-
miento en diciembre de 202⒈  

Los grupos parlamentarios y el gobierno interior del Congreso
El perfi l de los legisladores electos de las tres grandes coaliciones en las 
elecciones de 2018 es fácil de diferenciar si tomamos como criterio para 
tal efecto, su experiencia política y legislativa. El PRI y los partidos que 
participaron en la alianza, integrarán grupos parlamentarios de “generales 
sin tropa”, pues un efecto de no obtener victorias de mayoría es que sus le-
gisladores provendrán de las listas de RP que usualmente incluyen cuadros 
con peso partidista y experiencia política. Manuel Velasco será coordinador 
de los senadores del PVEM, en tanto que Arturo Escobar de los diputa-
dos (Reforma, 10 de agosto). Por su parte, René Juárez coordinará a los 
diputados del PRI y Osorio Chong a los senadores (Reforma, 26 de julio).

Las bancadas del PRD, PAN y MC también estarán dominadas por 
cuadros con experiencia. Álvarez Icaza o Miguel Ángel Mancera, no sólo 
comparten el haber sido precandidatos a la presidencia de la República 
derrotados, sino que cuentan con larga trayectoria política sin experiencia 
legislativa.
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Los diputados y senadores de Morena, por el contrario, tienen entre 
sus fi las más perfi les de legisladores amateurs y algunos incluso con poca 
experiencia en la política local o nacional. Sin embargo, por el tamaño 
de sus bancadas, en términos absolutos tendrá tantos legisladores expe-
rimentados como los otros grupos parlamentarios. Entre los integrantes 
con experiencia legislativa, fi guran “Martí Batres, Ricardo Monreal, Pablo 
Gómez y Alfonso Ramírez Cuéllar; decanos, como Ifi genia Martínez y 
Porfi rio Muñoz Ledo; operadoras combativas, como Malú Micher o Do-
lores Padierna, y personajes que ya dejaron un polémico recuerdo en el 
Congreso, como Félix Salgado Macedonio y Gerardo Fernández Noroña” 
(Reforma, 5 de agosto). Entre los legisladores con trayectoria como políti-
cos, o funcionarios incluso, pueden mencionarse a Olga Sánchez Cordero, 
Rocío Nahle, Alfonso Durazo, Germán Martínez, Tatiana Clouthier, Zoé 
Robledo y Horacio Duarte. Pero “(…) de los 69 senadores electos vía Mo-
rena-PT-PES, 34 no han tenido experiencia legislativa, ni en sus estados.” 
Y en la Cámara de diputados más de 250 serán debutantes (Reforma, 5 de 
agosto)16.

En el grupo parlamentario de Morena en la cámara baja, llaman la 
atención los que podríamos llamar diputados tómbola, es decir, legisladores 
que fueron electos mediante un proceso de sorteo al interior de su partido: 
Marco Antonio Carbajal, de Sonora, 58 años, técnico jubilado de Telmex, 
que del activismo contra el gasolinazo pasó a las fi las del partido; Sergio 
Pérez, empresario del Edomex, que primero se sumó a la campaña de 
Delfi na Gómez y luego se afi lió al partido; Manuel López Castillo, profe-
sor jubilado de primaria, 70 años, activista contra la reforma educativa en 
Sonora (Reforma, 29 de julio). 

Otra característica de interés son los legisladores electos bajo las siglas 
del PES o del PT, pero pertenecientes a Morena. Según una nota periodís-
tica, “(…) más de 30 de los 55 legisladores electos del PES en San Lázaro 
provienen de militancia activa en Morena o de fi las del PRI, PAN, PRD y 
PT” y lo mismo aplica para el Senado y en legislaturas locales (Reforma, 
5 de agosto). 

Dada esta confi guración de los grupos parlamentarios cabe preguntarse 
¿cómo se integraría el gobierno interior de las cámaras? Al instalarse la 
legislatura los grupos parlamentarios deberán llegar a acuerdos para la integra-

16  El reportaje del 5 de agosto del periódico Reforma. Disponible en: https://www.
reforma.com/aplicacioneslibre/articulo/default.aspx?id=1459275&md5=58a55071fd-
4cee91b99dff 10d4455d4f&ta=0dfdbac11765226904c16cb9ad1b2efe&lcmd5=28cdea-
417189c1bad73753aacc5a030f ).
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ción de la Mesa Directiva y la Junta de Coordinación Política, para cons-
tituir posteriormente la Conferencia para la Dirección y Programación 
de los Trabajos Legislativos. De acuerdo con la Ley Orgánica del Con-
greso, la Mesa Directiva de la Cámara de diputados se integrará por un 
presidente, tres vicepresidentes y un secretario propuesto por cada grupo 
parlamentario. Los integrantes de la Mesa Directiva durarán en sus fun-
ciones un año y podrán ser reelectos (LOC, artículo 17). Sus integrantes 
deberán ser electos por el voto de las dos terceras partes de los diputados 
presentes, en votación por cédula y mediante una lista que contenga los 
nombres de los propuestos con sus respectivos cargos. La ley establece 
ciertas restricciones para formar parte de la Mesa; expresamente señala 
que los coordinadores de los grupos parlamentarios no podrán formar 
parte de este órgano de gobierno y además establece que en ningún caso la 
presidencia de la Mesa Directiva recaerá, en el mismo año legislativo, en 
un diputado que pertenezca al Grupo Parlamentario que presida la Junta 
de Coordinación Política.

En el Senado la Mesa Directiva se integra con un presidente, tres 
vicepresidentes y cuatro secretarios, electos por mayoría absoluta de los 
senadores presentes y en votación por cédula (LOCGEUM, artículo 62). 
La Mesa Directiva durará en su ejercicio un año legislativo y sus integran-
tes podrán ser reelectos. En esta cámara la Ley Orgánica no establece la 
incompatibilidad para los senadores pertenecientes al mismo grupo parla-
mentario para detentar la presidencia de la Mesa y la de la Junta de Coor-
dinación Política. La Junta de Coordinación Política expresa la pluralidad 
de la Cámara y funciona como un órgano colegiado en el que se impulsan 
entendimientos y convergencias para alcanzar acuerdos que permitan el 
cumplimiento de las facultades que la Constitución asigna a la Cámara. 
La Junta de Coordinación Política, se integra por los coordinadores de los 
grupos parlamentarios representados en la legislatura y por dos senadores 
por el grupo parlamentario mayoritario y uno por el grupo parlamentario 
que, por sí mismo, constituya la primera minoría de la Legislatura. 

Desde luego, el grupo parlamentario mayoritario y sus aliados legisla-
tivos podrían controlar los órganos de gobierno y la agenda de las sesiones 
plenarias. De hecho, a unos cuantos días de la instalación de la legislatura 
los dirigentes de los tres partidos de JHH acordaron una alianza legislativa 
tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado para impulsar una 
agenda común. Al presentar el acuerdo, Yeidckol Polevnsky señaló que 
“no se caerá en la tentación de sustituir a un partido hegemónico por otro 
y se dará espacio a la oposición con criterios democráticos que implican 
pluralidad, diálogo y respeto”. Sin embargo, también señaló que, durante 
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muchos años, cuando el PRI detentó la mayoría, tuvo al mismo tiempo 
la presidencia del Senado y de la Cámara de Diputados, por lo que Mo-
rena podría arrancar igualmente al fr ente de la Mesa Directiva de ambos 
órganos legislativos (Milenio, 16, agosto, 2018). Sin duda, estas declara-
ciones revelan una estrategia de control del gobierno interno por parte de 
la coalición mayoritaria, poniendo a prueba la capacidad de las bancadas 
de oposición para defender los derechos de las minorías parlamentarias.

Para la coalición mayoritaria se plantea un dilema de coordinación, ya 
que, según la Ley Orgánica del Congreso, en lo que atañe al gobierno 
interior de la Cámara de Diputados, en ningún caso la presidencia de la 
Mesa Directiva recaerá en el mismo año legislativo, en un diputado que 
pertenezca al Grupo Parlamentario que presida la Junta de Coordinación 
Política (LOCGEUM, artículo 17). 

Dado que la Junta de Coordinación Política se formará con los coor-
dinadores de todos los grupos parlamentarios, éste será un órgano que 
refl eje más la pluralidad de la cámara que el dominio del partido mayori-
tario. La Presidencia de la Junta la detentará la bancada parlamentaria que 
cuente por sí misma con la mayoría absoluta de los votos en el pleno por 
el término de la Legislatura. 

La Ley Orgánica establece que en el caso de que ningún Grupo Parla-
mentario reúna por sí mismo la mayoría absoluta de los votos, la Presiden-
cia de la Junta será ejercida, en forma alternada y para cada año legislativo, 
por los Coordinadores de los tres Grupos Parlamentarios que cuenten con 
el mayor número de diputados (LOCGEUM, artículo 31). 

Bajo estas reglas la presidencia de la Junta necesariamente será rotato-
ria, puesto que el grupo parlamentario de Morena no detenta por sí mis-
mo la mayoría absoluta de los votos, ya que se integra por 189 diputados 
(3⒎ 8%) y por eso mismo la presidencia de dicho órgano tendría que rotar 
anualmente entre el PAN que es la segunda fuerza con 83 diputados y el 
PT formado por 61 diputados. 

El dilema para el grupo parlamentario de Morena consiste en que, si 
consiguiera presidir la Mesa Directiva en la Cámara de Diputados, tendría 
que ceder, en el orden anual establecido, la presidencia de la Junta a la 
segunda o tercera fuerza en la cámara.  Al parecer este dilema se resolverá 
con una iniciativa para reorganizar el gobierno interior de la Cámara de 
Diputados. Tal como lo ha anunciado el diputado Porfi rio Muñoz Ledo, 
quien se perfi la para presidir la Mesa Directiva, se presentará un proyec-
to de reforma a la Ley Orgánica del Congreso en el que se contempla 
la desaparición de la Junta de Coordinación Política y el fortalecimiento 
de la Mesa Directiva para dotarla de mayor autoridad, representatividad 
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y capacidad decisional en la conducción de los trabajos parlamentarios 
(Excelsior, 20 agosto, 2018).  Además, la citada iniciativa, propondrá la 
sustitución de la Junta de Coordinación Política por la Junta de Coordi-
nación Parlamentaria, instancia en donde se coordinarán las bancadas para 
posteriormente presentar sus acuerdos e iniciativas ante la Mesa Directiva 
que sería la máxima instancia de gobierno interior de la cámara. 

En cuanto a los órganos de gobierno del Senado, la lista de los aspi-
rantes a cargos en la Mesa Directiva y su elección podrá ser defi nida por el 
partido ganador, puesto que la ley exige solamente una mayoría absoluta. 
Para la integración de la Junta de Coordinación Política, además de la 
participación de los coordinadores parlamentarios, se podrán integrar dos 
senadores por el grupo parlamentario mayoritario y uno más por la pri-
mera minoría. De este modo, el grupo parlamentario de Morena tendría, 
además de la Presidencia de la Junta por el término de una legislatura, 
dos integrantes que servirían como contrapeso de los dos miembros de la 
primera minoría y los tres senadores restantes en el proceso de toma de 
decisiones sobre el programa legislativo y el reparto de los cargos en las 
comisiones.

La integración de las comisiones 
Una vez constituidos los órganos de gobierno interior, los grupos par-
lamentarios deberán negociar el reparto de las comisiones ordinarias y 
especiales en ambas cámaras del Congreso. En la Ley Orgánica vigente, la 
Junta de Coordinación Política tiene la facultad de infl uir en el proceso de 
selección y formación del sistema de comisiones, ya que es la instancia que 
propone al pleno la integración de dichos órganos de trabajo. 

Las comisiones están formadas por subgrupos de legisladores cuya ta-
rea es elaborar dictámenes, informes, opiniones o resoluciones sobre los 
proyectos que requieren de la aprobación de la asamblea (LOCGEUM, 
artículo 39). Constituyen una forma de división y especialización del tra-
bajo para atender los diversos asuntos turnados por el Pleno. Dada la 
complejidad y el tamaño de las sesiones plenarias, su capacidad como or-
ganismos efi cientes para deliberar y tomar decisiones es limitada, por lo 
cual resulta indispensable delegar la autoridad de la asamblea en unidades 
institucionalizadas y especializadas que operen a un nivel intermedio entre 
los legisladores, los grupos parlamentarios y el Pleno de la asamblea.

De acuerdo con la Ley Orgánica del Congreso, las comisiones de la 
Cámara de Diputados se integrarán con un presidente, secretarios e in-
tegrantes. Su conformación se realizará a propuesta de la Junta de Coor-
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dinación Política que tomará en cuenta la pluralidad representada en la 
cámara y formulará las propuestas de integrantes con base en el criterio 
de proporcionalidad entre la integración del Pleno y la conformación de 
las comisiones. Al postular a los diputados que deban presidirlas y fungir 
como secretarios, la Junta cuidará que su propuesta incorpore a los dipu-
tados pertenecientes a los distintos grupos parlamentarios, de tal modo 
que se represente la proporcionalidad del Pleno y se tome en cuenta la 
experiencia legislativa de los diputados (LOCGEUM, artículo 43). 

El requisito de formar un sistema de comisiones que refl eje la plura-
lidad existente en el pleno admite, al menos, dos interpretaciones: por un 
lado, puede traducir la diversidad partidista –en la medida de lo permitido 
por el criterio numérico– en el interior de cada comisión; y por otro lado, 
puede asumirse que las presidencias de las comisiones se distribuyan de 
forma tal que, en su coǌ unto, el sistema emule la composición del pleno.

En cuanto al número de comisiones la Ley Orgánica establece que la 
Cámara de Diputados contará con las comisiones ordinarias y especiales 
que requiera para el cumplimiento de sus funciones. En la Legislatura 
LXIII (2015-2018) el número de comisiones ordinarias fue de 56, aunque 
con la creación de las comisiones especiales el sistema casi duplicó su 
tamaño con todo lo que ello implica para la efi ciencia, la delimitación de 
jurisdicciones y la asignación de recursos. 

La negociación de los grupos parlamentarios, durante el primer mes de 
la LXIV Legislatura, se entablará en torno al reparto de posiciones en las 
56 comisiones ordinarias. De acuerdo con el criterio de proporcionalidad, 
el grupo parlamentario de Morena podría presidir 22 comisiones, el PAN 
como segunda fuerza podría ocupar la presidencia de 10 comisiones, el PT 
presidiría alrededor de seis, el PES podría aspirar a cinco, el PRI, reducido 
a minoría parlamentaria alcanzaría cinco, MC cuatro, el PRD tres y el 
PVEM una presidencia de comisión. 

En la negociación del reparto de comisiones el grupo parlamentario 
de Morena lleva ventaja y podría presidir comisiones estratégicas como 
las de Gobernación, Relaciones Exteriores, Energía, Justicia, Presupuesto 
y Cuenta Pública, por citar algunas. Mientras que el PAN, como segunda 
fuerza buscaría Hacienda y Crédito Público, Seguridad Pública, Economía 
y Salud. Sin embargo, dicho reparto podría ser transitorio, ya que el dipu-
tado Muñoz Ledo ha anunciado que al iniciar la legislatura se presentará 
una reforma a la Ley Orgánica del Congreso, que implicará una reorgani-
zación y reducción del sistema de comisiones de 56 a 40. Se “pasará tĳ era” 
a las comisiones que no tienen defi nida claramente su jurisdicción, que 
generan traslapes y son reiterativas (Excélsior, 20 de agosto 2018).
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El sistema de comisiones en el Senado se compone de 64 comisiones 
ordinarias existentes, aunque la Ley Orgánica sólo enumera 30, lo que se 
explica por lo dispuesto en el artículo 95 de la LOCGEUM que señala 
que la cámara podrá aumentar o disminuir el número de comisiones o 
subdividirlas en secciones según lo crea conveniente o lo exĳ a el despacho 
de los negocios. 

En contraste con el sistema de comisiones de la Cámara de Diputados, 
en el Senado las reglas dotan de mayor fl exibilidad para crear o desaparecer 
comisiones ordinarias o subdividirlas en secciones, pero también estable-
cen la centralidad de la una comisión llamada Estudios Legislativos, que 
coǌ untamente con las otras comisiones ordinarias, que correspondan a 
cada materia o área de jurisdicción, hará el análisis de las iniciativas de le-
yes o decretos y concurrirá a la formulación de los dictámenes respectivos.

Cada comisión ordinaria se compone de un presidente y dos secreta-
rios, y tendrá hasta quince miembros cuyo encargo durará hasta el término 
de la legislatura. Además, ningún senador podrá pertenecer a más de cinco 
comisiones. 

Para la integración de las comisiones, la Junta de Coordinación Política 
tomará en cuenta la pluralidad representada en la Cámara y formulará las 
propuestas correspondientes con base en el criterio de proporcionalidad 
entre la integración del pleno y la conformación de las comisiones (LOC-
GEUM, articulo 104). 

Al momento de proponer a los integrantes de las juntas directivas (pre-
sidencias de comisión), se cuidará que la propuesta incorpore a los senado-
res pertenecientes a los distintos grupos parlamentarios, de forma tal que 
se refl eja la proporción que representen en el pleno. 

De acuerdo con el criterio de proporcionalidad, en el reparto de comi-
siones del Senado el grupo parlamentario de Morena con 59 legisladores 
podría aspirar a presidir 24 comisiones ordinarias, sin contar las comisio-
nes de carácter especial, bicameral y grupos de trabajo. 

Podría presidir las juntas directivas de las comisiones más importantes 
como Gobernación, Hacienda y Crédito Público, Puntos Constituciona-
les, Estudios Legislativos y la comisión de Administración. 

El grupo parlamentario del PAN que constituye la segunda fuerza con 
18% de los escaños, podría presidir alrededor de 13 comisiones. 

En la LXIII Legislatura el PAN, con una bancada de 35 senadores pre-
sidió 21 comisiones, entre las que fi guraban Asuntos Migratorios, Justicia, 
Salud, Reforma Agraria, Energía, Educación, Defensa Nacional y Asuntos 
Fronterizos.
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 Los partidos minoritarios tendrán una infl uencia marginal en el sis-
tema de comisiones. 

El PRI con difi cultades llegará a presidir cinco comisiones; el PRD, 
MC y el PVEM por el peso de su representación podrían aspirar cada uno 
a presidir tres comisiones ordinarias.

Conclusiones
A partir del resultado de la elección federal del 1 de julio de 2018, es posi-
ble vislumbrar el efecto avasallador del tsunami electoral sobre la arena ins-
titucional de las relaciones Ejecutivo-Legislativo. El primer aspecto que 
hemos destacado es que, después de veinte años de gobiernos de minoría, 
las cámaras del Congreso serán dominadas por la coalición del presidente, 
en este caso un coǌ unto de partidos encabezados por Morena que muy 
probablemente actuarán en forma cohesiva y disciplinada, con lo que po-
drán neutralizar el sistema de pesos y contrapesos institucionales.

A lo largo de este informe enfatizamos que el efecto de la elección se 
aprecia en el cambio de una presidencia débil y acotada, a una presidencia 
revitalizada en el marco de un gobierno unifi cado que además podría bus-
car fortalecerse aún más en el ámbito de sus competencias estrictas.

El escenario más factible para el funcionamiento de la LXIV Legis-
latura (2018-2021) estará dominado por una coalición electoral (More-
na-PES-PT) que se mantendrá unida como una coalición parlamentaria 
orientada a respaldar la agenda legislativa del ejecutivo, por lo cual el 
Congreso muy probablemente funcionaría como caja de resonancia de las 
decisiones presidenciales. 

El marco institucional y la condición de súper mayoría de JHH abren 
esa posibilidad, escenario que sólo se moderaría en la hipótesis remota 
de una conducta parlamentaria del grupo mayoritario, incluso del propio 
presidente de la República, de autocontención y de sometimiento a los 
resultados de la deliberación como criterio de decisión, lo que en términos 
generales es bastante improbable.

Sin embargo, también es posible que los diversos temas de la agenda 
propicien que las preferencias e intereses de los integrantes de la coalición 
legislativa sean más heterogéneos en cada una de las cámaras del Congre-
so y que la actuación de la oposición especialmente en el Senado logre 
preservar cierto margen de autonomía para que la legislatura ejerza sus 
facultades de iniciar legislación, revisar los proyectos y fi scalizar la actua-
ción del Ejecutivo. 
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Aunque disponemos de pocos elementos para anticipar cuál será el 
estilo personal de legislar de Andrés Manuel López Obrador, tanto por las 
características del liderazgo carismático, las expectativas de cambio que ge-
neró durante la campaña como el dominio de una coalición mayoritaria, es 
factible anticipar que diseñará una agenda legislativa ambiciosa y compleja 
que responda al fondo y la forma de lo que se ha califi cado como la cuarta 
transformación del país. 

La agenda del Poder Ejecutivo ante la LXIV Legislatura comprende 
reformas para cambiar las bases de remuneración de los funcionarios pú-
blicos, suspender fueros y privilegios para funcionarios, la derogación de 
las leyes de la reforma educativa y la creación de la Secretaría de Seguridad 
Pública, entre otros temas. Pero también engloba una serie de nombra-
mientos de los miembros de los organismos y órganos constitucionales 
autónomos en los que el presidente podrá proponer ternas que serán rati-
fi cadas por la legislatura. 

Durante el primer año de gobierno el presidente López Obrador in-
tervendrá en designaciones en el Banco de México, la Suprema Corte, el 
INEE, la Comisión Nacional de Hidrocarburos y de la Comisión Regu-
ladora de Energía. En los años subsiguientes, el presidente intervendrá en 
nombramientos en la Suprema Corte, el Banco de México y el INEGI.

Queda abierta la duda de si, a la agenda legislativa que los grupos par-
lamentarios de Morena han anunciado, a las prioridades señaladas pública-
mente por el aún presidente electo y a la larga lista de nombramientos del 
próximo trienio, se añadirán otras temáticas abiertas durante la campaña 
electoral o incluso antes de ésta, sobre las que al menos por ahora no se 
ha insistido, como son el destino de la reforma energética, en teleco-
municación o en materias de derechos humanos como los matrimonios 
igualitarios, entre otras.  

Finalmente, en este informe hemos señalado que el grupo parlamenta-
rio mayoritario y sus aliados legislativos estarían en condiciones de cons-
tituirse como un bloque legislativo que controle los órganos de gobierno 
interior y el reparto de las comisiones legislativas. El grupo parlamentario 
de Morena ha delineado una estrategia para garantizar la presidencia de la 
Mesa Directiva en ambas cámaras del Congreso y en la Cámara de dipu-
tados se anticipa una completa reorganización de los órganos de gobierno 
interior, que consistiría en el fortalecimiento de la autoridad y capacidad 
decisional de la Mesa Directiva y en la probable sustitución de la Junta 
de Coordinación Política, por una Junta de Coordinación Parlamentaria.



Del gobierno en minoría al gobierno unifi cado: escenarios sobre la integración...

250

Bibliogra  a

AAPOR Ad Hoc Committee on 2016 Election Polling (2016) An Eva-
luation of 2016 Election Polls in the U. S., Estados Unidos, AAPOR. 

Cantú y Morales (2015) “Las “crisis de las encuestas en México: la eviden-
cia científi ca de 2006 y 2012” en Nexos, México Nexos.

 Casar, M. (2013) “Quince años de gobiernos sin mayoría en el Congreso 
mexicano” en: Política y Gobierno, Vol. XX, núm. 2, México, Segundo 
Semestre.

Coalición Juntos Haremos Historia (2018) “Expone AMLO documento 
con reformas que Poder Ejecutivo pondrá en consideración del Con-
greso”, México, Morena.

Díaz-Cayeros, A. (2005) “Endogenous Institutional Change in the Mexi-
can Senate”, Comparative Political Studies, Vol. 38 No. ⒑  

INE (2018) Cómputos Distritales 2018, Elecciones Federales, Senadurías; 
México, Instituto Nacional Electoral. 

Lĳ phart, A. (2000) Modelos de democracia. Formas de gobierno y resultados 
en treinta y seis países, Barcelona, Ariel Ciencia Política.

Márquez, J. (2018) La elección presidencial en los estados, México, Oraculus.
Rozin, P. y Edward, B. (2001), “Negativity Bias, Negativity Dominance, 

and Contagion”, en Personality and Social Psychology Review. Vol 5, 
Issue ⒋ 

Salas, N. (2018), “Morena, PT y PES van por agenda común en el Con-
greso”, en Milenio, 16 de agosto.

Santos, M., et. al. (2014) “El control presidencial de la agenda legislativa 
en América Latina”, Revista de Ciencia Política, Vol. 34, núm. ⒊ 

Sturgis, P., et. al. (2016) Report of the Inquiry into the 2015 British general 
election opinion polls, Londres, Market Research Society and British 
Polling Council. 

Weldon, J. (2002) “Las fuentes políticas del presidencialismo en México”, 
en Mainwaring y Shugart (compiladores.), Presidencialismo y democra-
cia en América Latina, Buenos Aires, Paidós. 

Zuckerman, Leo (2018) ¨Juegos de poder. La fuerza de los candidatos en 
los estados” en Excelsior, 28 de mayo.



251

     BALANCE DEL TRABAJO EN COMISIONES 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EN LA LXII, 
LXIII y LXIV LEGISLATURAS1

Cornelio Martínez López22

Corrientes y enfoques sobre el seguimiento al trabajo 
parlamentario en el Senado de la República.

Para distribuir la carga legislativa en cuerpos especializados en distintos 
temas, al inicio de cada Legislatura -durante el primer mes de ejercicio-, 
se integran comisiones.3 Las comisiones desahogan tareas muy específi cas 
y sirven como fi ltro para la discusión parlamentaria porque deciden los te-
mas a discutir en el Pleno; “son el instrumento operador de la vida política 
y legislativa del Parlamento mismo” (Puente, 2010). 

Durante los últimos cuatro años, en el marco de los trabajos para 
consolidar el Gobierno Abierto, el Parlamento Abierto y, en general, la 
transparencia de los órganos legislativos, el Instituto Belisario Domínguez 
de la Cámara de Senadores se ha dado a la tarea de analizar el trabajo que 
realizan las Comisiones Ordinarias. Entre los productos iniciales de este 
seguimiento estuvo el Cuaderno de Investigación que lleva por título El 
Trabajo de Comisiones del Senado de la República en Cuatro Periodos Ordi-
narios de la LXII Legislatura (Martínez, 2014). 

El análisis de las funciones de las comisiones se realiza desde la pers-
pectiva estipulada en la Ley Orgánica del Congreso General que propone 
recuperar el enfoque de las comisiones en tanto “órganos constituidos por 

1  Una versión de este trabajo fue publicada como Cuaderno de Investigación Núm. 
49: Balance del trabajo en comisiones del Senado de la República en la LXIII Legislatura  
de la Dirección General de Análisis Legislativo del Instituto Belisario Domínguez del 
Senado de la República. Asimismo, está basado en el Cuaderno de Investigación 66: 
Trabajo legislativo en comisiones del Senado de la República: Una perspectiva comparada 
de los primeros periodos ordinarios de la LXIII y LXIV Legislaturas, mayo de 20⒛  
2 Investigador a cargo del Área Seguimiento y Sistematización del Trabajo Parlamen-
tario adscrito a la Dirección General de Análisis Legislativo del Instituto Belisario 
Domínguez, Senado de la República. El autor agradece a Marco Antonio García Pérez, 
Elizbeth Romero García, Sonia Galindo Sánchez y a José Arturo Borjas Vásquez su 
apoyo en distintas etapas para la elaboración de este documento.
3 Véase el artículo 104 de la de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos.
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el pleno, que a través de la elaboración de dictámenes, informes, opinio-
nes o resoluciones, contribuyen a que la Cámara cumpla sus atribuciones 
constitucionales y legales” (Mora, 2007). 

La pertinencia de este esfuerzo deriva de la necesidad de impulsar una 
cultura de la evaluación en los contextos democráticos, es decir, de forta-
lecer la rendición de cuentas en el terreno político, especialmente en los 
congresos y parlamentos: 

(…) los congresos y parlamentos poseen actores, reglas y procesos que necesi-
tan estar enmarcados dentro de un modelo organizativo y operacional obligado 
a producir resultados de efi cacia, mismos que deben contribuir a su vez, a alen-
tar las condiciones de gobernabilidad y legitimidad con que debe manifestarse 
todo sistema político4 (Alarcón, 2011). 

Sin embargo, como señala Khemvirg Puente (2010), existen diferentes 
orientaciones desde las cuales puede ser evaluado un órgano parlamenta-
rio: desde su legitimación, legislación, profesionalización, supervisión y la 
opinión al respecto de su labor.5

4  Alarcón defi ne, al abordar la evaluación de la efi ciencia del trabajo legislativo a 
través de las comisiones, cinco enfoques distintos: basados en la autoevaluación legisla-
tiva, en la calidad legislativa; en la oferta legislativa, en el historial de votaciones y en el 
funcionamiento procesual. En su enfoque basado en la autoevaluación, sostiene que los 
legisladores hagan un balance general de su desempeño en función de su experiencia en 
las comisiones, resaltando su ubicación en el micro-campo del parlamento, su posición 
con respecto de otros legisladores y su grupo. Propone también un enfoque basado 
en la calidad legislativa, que se refi ere a la evaluación de las iniciativas aprobadas, sin 
considerar la oferta total de ellas. En ese sentido, es vital la dinámica de aprobación 
que los grupos asumen para lograr el reconocimiento de sus ideas y proyectos citados 
de la agenda parlamentaria. El tercer enfoque, está basado en la medición del total de 
propuestas recibidas para su tratamiento. Este enfoque da prioridad a los índices de 
aprobación. El cuarto enfoque, el denominado historial de votaciones, se refi ere al 
estudio de las correlaciones de fuerzas políticas al momento de las votaciones, que per-
miten evidenciar la dinámica de cohesión y congruencia de los grupos parlamentarios, 
así como la prevalencia de su posición y jerarquía. 
5  Según el autor, “puede reconocerse a la legislatura como el órgano con mayor 
representatividad y legitimidad, derivada de su trascendental función en el sistema 
político y su constitución. Asimismo, su tarea se refl eja en las reuniones periódicas 
permite que los temas a tratar en la agenda pública sean de vital importancia para 
el acontecer nacional. Un segundo enfoque usado tiene que ver con la legislación. 
Está regido por la producción de propuestas que deben ser procesadas a través de 
su tratamiento parlamentario, es decir, de la elaboración de dictámenes, iniciativas y 
puntos de acuerdo. Mucho tiene que ver este enfoque con el tercero, denominado de 
profesionalización. Éste deriva del trato e interacción entre los legisladores, los cuales 
se evalúan a través “del número de actividades que la comisión adoptó con la fi nalidad 
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Aunque existen una diversidad de perspectivas, métodos y categorías 
para evaluar el trabajo legislativo, para Puente, la evaluación general del 
Parlamento puede realizarse a través del número de iniciativas presentadas 
y aceptadas que, extendiendo sus límites al estudio cualitativo, demarcan el 
éxito o fr acaso de las bancadas según los temas propuestos en las agendas 
legislativas y discutidas en las sesiones. 

Siguiendo este enfoque, pero complementándolo con las propuestas 
de Casar (2008) y Nacif (2006), al actuar como contrapeso y vigilar al 
Ejecutivo es oportuno desarrollar indicadores ligados: a) al volumen de 
legislación producida, b) productividad legislativa y c) tasa de aprobación 
de las iniciativas presentadas.  

En el mismo sentido, y siguiendo el balance realizado en el contexto de 
los gobiernos divididos en México por Amparo Casar (2006), en estas no-
tas se asume que es posible rechazar, desde una perspectiva cuantitativa, la 
tesis de Linz, de que los gobiernos sin mayorías en el régimen presidencial 
generan parálisis política.  

De acuerdo con la autora, apoyada en los trabajos de Jiménez (2004) 
y Nacif (2000), a pesar de la dispersión del poder político en el Congreso 
mexicano, al menos durante las legislaturas LVII y LVIII -que abarcan el 
periodo que va de 1997 a 2003-, la colaboración entre la oposición y el pre-
sidente y su partido se ha mantenido en niveles relativamente aceptables, 
sufi ciente para garantizar el funcionamiento del gobierno a través de la 
aprobación del presupuesto, y evitar la existencia de consensos del Con-
greso que hayan sido sistemáticamente vetados por el Ejecutivo. 

En un trabajo, Espinoza y Miguel (2007) propusieron adaptar un índice 
de importancia política de las iniciativas aprobadas al Poder Ejecutivo utilizado 
en otros países para analizar el trabajo de las legislaturas de la LVII a la LIX.6 
de capacitar y generar el entrenamiento político de los legisladores, las actividades que 
refl ejan la diplomacia parlamentaria, los cursos promovidos y reuniones de carácter 
no formal”. En el cuarto, la supervisión, está basada en el control de las actividades 
desde una instancia central, es decir, una agenda nacional, que refuerza las vertientes 
de análisis y los resultados al fi n elemental: la producción de acuerdos y decretos. 
Por último, la generación de opinión está regida por los múltiples instrumentos que 
pueden gestionarse desde el Parlamento, como foros, encuentros, consultas y debates, 
que tienen como principal función el difundir las actividades y posturas pertenecientes 
a los debates políticos. 
6  El estudio parte del supuesto de que una ley es más relevante cuando provoca 
mayores impactos en la sociedad, y que a mayor relevancia es posible que sea mayor 
el confl icto que genere su aprobación, ya sea porque entren en juego los diferentes 
intereses de los grupos parlamentarios o porque se vean afectados distintos grupos de 
la sociedad.
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Para los autores, si la importancia política puede expresar la calidad 
de una ley, el índice propuesto podría ser un parámetro para evaluar el 
rendimiento del Ejecutivo y los grupos parlamentarios como órganos de 
representación política en contextos de gobiernos sin mayoría.

Utilizando este instrumento, se puede analizar las iniciativas aprobadas 
al Poder Ejecutivo por las legislaturas LVII, LVIII y LIX (la segunda parte 
de la administración del presidente Ernesto Zedillo y la primera y segunda 
parte de la administración del presidente Vicente Fox). Los autores inter-
pretan que en la primera parte de la administración de Vicente Fox fue 
menor el porcentaje de iniciativas de alta importancia aprobadas por el 
Congreso, 11 de 70, (contra 26 y 33 de mediana y baja importancia), se-
guida de la segunda parte de la administración del mismo presidente Fox, 
cuando le fueron aprobadas 18 iniciativas de alta importancia (contra 19 y 
22 de mediana y baja, respectivamente).

Desde una perspectiva similar, es posible afi rmar que durante la LXII 
Legislatura se aprobaron dos de tres reformas constitucionales, 13 de 14 
nuevas leyes y siete de diez modifi caciones a leyes secundarias. Llama la 
atención que el año en que más iniciativas aprobadas al Ejecutivo fue el 
segundo año de la administración. Una aproximación de lo ocurrido se 
refl eja en el gráfi co ⒈ 

La óptica cambia si se separan la evolución de las iniciativas aprobadas 
y pendientes de las dos últimas legislaturas, pues como se aprecia en la 
gráfi ca 2, es posible advertir un cambio de tendencia (a decreciente) de 
las iniciativas pendientes y a positiva en las iniciativas aprobadas (véase 
gráfi co 2). 

 Balance del trabajo legisla  vo en su relación con el Poder 
Ejecu  vo (LXII a LXIV Legislaturas) 

Los balances del trabajo legislativo tienen una utilidad múltiple. Durante 
los últimos años, no solamente están vinculados a temas de transparencia 
y rendición de cuentas. También se trata de instrumentos que sirven para 
valorar, en el largo plazo, las relaciones entre poderes durante las últimas 
décadas; fundamentalmente, ayudan a dimensionar la tasa de éxito o re-
chazo de las iniciativas remitidas a cada Legislatura. Esta es una parte muy 
relevante del trabajo legislativo.

En ese contexto, como ha dicho Mirón Lince (2010), la dinámica mul-
tipluripartidista que imperó de 1997 hasta el inicio de la actual legislatura7 

7  Durante de los comicios de 2018, la coalición Juntos Haremos Historia, encabe-
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implicó el desarrollo de un andamiaje institucional que fomenta la interac-
ción entre las fuerzas políticas y grupos parlamentarios. Una dinámica en 
la que el Legislativo se confi guró como el espacio de consensos y disensos 
por excelencia.

Parte de esa construcción institucional fueron la creación de la Junta 
de Coordinación Política, y la conformación de la Mesa Directiva en 199⒐ 

(…) signifi có, por una parte, el reconocimiento de la pluralidad, no sólo formal 
sino también fáctica en los trabajos del Congreso de la Unión y, al mismo 
tiempo, la inclusión de plataformas orgánicas que permitieran alternar y equi-
librar la capacidad de negociación de los distintos grupos parlamentarios con 
márgenes importantes de representación. Con ello, el gobierno dividido se 
institucionalizó o, por lo menos, se arraigó como parte del funcionamiento del 
Legislativo (Mirón Lince, 2010)

Según la autora, la fr agmentación del poder dio como resultado un Con-
greso más autónomo y activo. Desde entonces, paralelamente a la agenda 
del Ejecutivo, el Legislativo ha venido procesando sus trabajos mediante 
su propia tematización de asuntos prioritarios (Mirón, 2010). Esta au-
tonomía puede ser monitoreada también a partir de la integración de la 
LXIV Legislatura.

La relación entre los poderes Ejecutivo y Legislativo al arranque del 
actual siglo en México, ha sido abordada por Palma Rangel (2003) quien 
identifi ca, primero: que la relación tiende al inmovilismo político por los 
fr ecuentes desencuentros entre ambos poderes; segundo, existe una mayor 
propensión a la polarización ideológica en México que en los sistemas bi-
partidistas; y fi nalmente, la dinámica obstaculiza la creación de coaliciones 
legislativas ganadoras. 

Otra caraterización es la de Pedro José Zepeda (2017), quien ubica 
tendencias de comportamiento en la relación Ejecutivo-Legislativo en 
México durante varias administraciones sexenales:
a) Durante la primera legislatura de una administración federal se pre-

sentan y se aprueban, o no, la mayoría de las reformas legales que son 
fundamentales para el proyecto de gobierno que promueve el Ejecutivo 
(sean reformas constitucionales o a leyes secundarias asociadas a ellas). 

b) En cambio, durante la segunda legislatura de una administración fe-
deral se esperaría que primordialmente se presentaran iniciativas de 
reforma a leyes secundarias u ordenamientos de carácter administrativo 
o de gobierno; podrían aprobarse (si aún son relevantes), iniciativas 

zada por GPMorena, no sólo obtuvo la Presidencia de la República. También estuvo 
cerca de alcanzar la mayoría califi cada en las cámaras de Diputados y Senadores, además 
de su avasallador triunfo en los congresos locales de las entidades federativas.
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que dejaron pendientes en la primera legislatura o -como ocurrió con 
el Pacto por México-, también podrían presentarse iniciativas que re-
sultan de acuerdos, ya no con el gobierno saliente sino con el que 
estaría por iniciar. 

c) Otro criterio de seguimiento al comportamiento de lo que sucede en 
un solo periodo del Legislativo, es que la actividad parlamentaria tiene 
“picos” anuales: cuando se discuten y aprueban, por parte del Congre-
so, la Ley de Ingresos y el Informe Anual de Gobierno presentado por 
el presidente de la república, y por parte de la Cámara de Diputados, 
además, el Presupuesto de Egresos de la Federación y la Cuenta Pú-
blica.

Estos patrones generales llevarían a considerar, que en cada periodo sexe-
nal no se puede evaluar con los mismos parámetros cuantitativos el trabajo 
de una legislatura que arranca con una administración federal, que el de 
otra que fi naliza al mismo tiempo que el titular del Ejecutivo.

De acuerdo con estos referentes, es difícil establecer criterios para ca-
lifi car la proporción adecuada de iniciativas de alta, mediana y baja im-
portancia que debe ser aprobada por el Legislativo. No necesariamente 
es mejor un periodo legislativo en el que un presidente propone muchas 
iniciativas polémicas, que se discuten en los medios de comunicación y 
tienen un alto impacto en la sociedad.

En este sentido la relación entre el entonces presidente Enrique Peña 
Nieto y las Legislaturas LXII y LXIII tuvo variaciones muy particulares. 
En un primer momento la LXII Legislatura aprueba casi todas las ini-
ciativas que el ejecutivo envió, quedando pendientes solamente cinco de 
ellas; para la siguiente Legislatura. Tras romperse el Pacto por México, 
las iniciativas que envió el Ejecutivo quedaron pendientes en los primeros 
periodos de la Legislatura, aunque posteriormente buena parte de ellas fue 
aprobada. 

En el contexto del Pacto por México, la primera reforma, la labo-
ral, fue aprobada por el Congreso antes de la toma de posesión del 
presidente Peña Nieto, en noviembre de 2012, usando el mecanismo 
de iniciativa preferente incorporado a la legislación días antes. La se-
gunda, la educativa, fue ratifi cada en diciembre de 2012 por el Pleno 
de la Cámara de Diputados a los 19 días de iniciada la administración. 
El 22 de mayo, dos días después de la publicación del Plan Nacional 
de Desarrollo 2013-2018, la Comisión Permanente del Congreso de la 
Unión aprobó la reforma de telecomunicaciones. A los nueve meses de 
gobierno se había concretado también la reforma sobre competencia 
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económica y presentado al Congreso la reforma fi nanciera. En agosto 
de 2014 se habían sumado a las anteriores: la nueva Ley de Amparo, el 
Código Nacional de Procedimientos Penales, la reforma político-elec-
toral, la reforma de transparencia, la hacendaria y la energética. 

La relevancia del Congreso para el Pacto se encontraba -al decir de 
Espinoza (2019)-, en el hecho “de que, el 64% de los compromisos 
ahí defi nidos recaían en el Congreso, un total de 61 de los 95 acuerdos 
suscritos. El pivote de las transformaciones era el Congreso en el que 
ninguna fuerza política, por si sola, contaba con mayoría. La coalición 
legislativa -que no gobierno de coalición- era el medio obligado para 
alcanzar acuerdos.” El trabajo legislativo se dirigió principalmente a re-
solver las propuestas del poder ejecutivo envueltas en el manto del Pacto. 

El inicio de la administración del gobierno federal en 2018 se caracte-
rizó por contar con una mayoría de legisladores en las ambas Cámaras. A 
diferencia de la coalición legislativa que requirió el gobierno anterior, el 
Ejecutivo Federal presento iniciativas en diferentes temas. 

Mediante el boletín 2018-0068 con fecha 11 de julio de 2018, el presi-
dente Andrés Manuel López Obrador expuso doce reformas que pondría a 
consideración del Congreso. A d iferencia de la tradición neo-corporativa 
que precisó de acuerdos que abarcaron del “Pacto de Solidaridad Econó-
mica” (1988) al “Pacto por México” (2012), partió de una situación de ma-
yoría en ambas Cámaras, así como la inclusión de los temas mas relevantes 
considerados necesarios para su arranque: condonación, recaudación, eva-
sión y elusión de impuestos, creación del INSABI (Instituto de Salud para 
el Bienestar), Reforma Judicial, ajustes a la Ley de Derechos por pago de 
servicios, reformas en temas de instituciones de crédito, ahorro para el 
retiro y la creación de la Guardia Nacional. 

8  Sitio ofi cial de Andrés Manuel López Obrador. Disponible en: https://bit.
ly/2TdjGlz
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Tabla1. Reformas prioritarias del Ejecu  vo federal en 2018. 

1) Ley reglamentaria al artículo 127 constitucional. 
Reducción de salarios de funcionarios. 

7) Revertir el decreto de privatización del agua. 

2) Reforma para la creación de la Secretaría de 
Seguridad Pública, 

8) Modificar o revocar leyes de la Reforma edu-
cativa. 

3) Reforma al artículo 108 constitucional para ter-
minar con fueros y privilegios. 

9) Establecer en el artículo 3 constitucional, el de-
recho a la educación pública y gratuita en todos los 
niveles escolares. 

4) Reforma para considerar delitos graves, la 
corrupción, el robo de combustibles y el fraude 
electoral. 

10) Establecer en la ley el mecanismo de consulta 
para la revocación de mandato, así como proce-
dimiento. 

5) Elaborar en su momento, la Ley de Ingresos y 
Presupuesto de 2019. 

11) Reforma para aumentar el salario mínimo en la 
zona fronteriza del norte del país. 

6) Reformas a la ley para trasladar el Estado Mayor 
Presidencial a la Secretaría de la Defensa. 

12) Cambios a ordenamientos para ajustarse al 
Plan de Austeridad Republicana. 

Fuente: Elaboración propia a partir del Boletín 2018-006 con fecha 11 de Julio de 2018

Según reportes de Actividad Legislativa del Senado de la República9, du-
rante el primer periodo ordinario del primer año de la LXIV Legisla-
tura. Se presentaron 425 asuntos de los cuales se aprobaron 36, en el 
segundo periodo ordinario del primer año, se presentaron 388 asuntos y 
fueron aprobados 6⒉  Para el primer periodo ordinario del segundo año, 
se presentaron 736 asuntos, se han aprobado 109 y existen 538 puntos de 
acuerdo.

Hasta el momento, los temas más relevantes en la estrategia de re-
formas de nuevo gobierno ya habrían sido desahogadas al aprobarse te-
mas como La Guardia Nacional, La Ley de Austeridad y las relativas al 
combate de corrupción. Esto no signifi ca que -en adelante-, el papel del 
Congreso no será relevante. 

Al contrario. Su papel será fundamental en la actualización de ordena-
mientos de diferente nivel en distintas materias. Ellos van de la reforma 
al Poder Judicial, hasta las normas secundarias en temas como seguridad 
pública y de salud, cuyos resultados de éxito o fr acaso, serán refl ejo de los 
esfuerzos de coordinación e implementación de los ejecutivos federal y 
locales. 

Aún no está claro si se pondrá a discusión el pacto fi scal, ni los térmi-
nos para defi nir cuánto pagaremos los mexicanos, a cambio de qué calidad 
de servicios.10  

9  Documentos de Apoyo Parlamentario. Disponible en: https://bit.ly/32uWy6w  
[Consultado el 23 de febrero de 2020]
10  Véase Zuckerman, Leo El país de las Nimiedades, en periódico Excelsior, Disponi-
ble en http://bit.do/fxKZ8 [Consultado el 17 de febrero de 2020). 
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El reporte de iniciativas presentadas por el Ejecutivo Federal es el si-
guiente de acuerdo con la información que proporcional el SIL11. En lo 
que va de la LXIV legislatura, y en relación con las iniciativas presentadas 
por el Ejecutivo Federal, están aprobados 2 asuntos constitucionales y 3 
reformas a leyes de importancia mediana. Además, se aprobaron las Leyes 
de ingresos de la Federación y del Presupuesto de Egresos de la Federación 
para el Ejercicio Fiscal 2019 y 20⒛  

Tabla 2. Inicia  vas presentadas al Congreso
por el Ejecu  vo Federal hasta febrero 2020.

 
Artículo constitucional o norma 

que se reforma
Tema Estado

Re
fo

rm
as

Co
ns

tit
uc

io
na

les
 Reforma al artículo 3, 31 y 73 Formación docente e impartición 

de la educación.
Publicada en DOF 15/05/2019

Reforma al artículo 28 Imposibilitar la condonación de 
contribuciones a los deudores 
fiscales

Turnado al ejecutivo 25/02/2020

Re
fo

rm
as

 C
on

sti
tu

cio
na

les

Reforma al artículo 108 y 111 Presidente de la República durante 
el tiempo de su encargo, también 
podrá ser procesado penalmente 
por actos de corrupción, delitos 
electorales y delitos graves en 
términos del segundo párrafo del 
artículo 19 constitucional.

Pendiente en comisión

Ampliar las causales por las que 
se puede eliminar el fuero al Pre-
sidente de la República

Pendiente en comisión

Reforma y adición al artículo 4 Garantizar la extensión progresiva 
de seguridad social para la pobla-
ción que se encuentra en estado 
de vulnerabilidad

Pendiente en comisión

Reforma a los artículos 116 y 127 
constitucional

Regular las remuneraciones de los 
servidores públicos que trabajan 
en los organismos constitucional-
mente autónomos

Con dictamen devuelto a comi-
sión revisora

Reforma que adiciona y deroga di-
versas disposiciones de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

Fortalecer al Poder Judicial Federal 
a través del impulso de la carrera 
judicial, la mejora del servicio de 
defensoría pública, el acceso a una 
justicia de calidad y la redistribu-
ción de facultades jurisdiccionales

Pendiente en comisión

11  Sistema de Información Legislativa. Disponible en:  https://bit.ly/2VquCPI [Con-
sultado el 23 de febrero de 2020].

continúa...
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Artículo constitucional o norma 

que se reforma
Tema Estado

M
od

ifi
ca

cio
ne

s a
 o

tro
s 

Or
de

na
m

ien
to

s
Ley del Impuesto sobre la Renta, de 
la Ley del Impuesto al Valor Agre-
gado, de la Ley del Impuesto Espe-
cial sobre Producción y Servicios y 
del Código Fiscal de la Federación.

Fortalecer la recaudación y comba-
tir la evasión y elusión fiscal

Publicado en DOF 09/12/2019

Ley Federal de Derechos Actualizar y adecuar montos de 
derechos por la prestación de los 
servicios que proporcionan las dis-
tintas dependencias de la APF

Publicado en DOF 09/12/2019

Ley Federal de Ingresos sobre Hi-
drocarburos.

Establecer mecanismos fiscales en 
materia de hidrocarburos

Publicado en DOF 09/12/2019

M
od

ifi
ca

cio
ne

s a
 o

tro
s 

Or
de

na
m

ien
to

s

Ley de Instituciones de Crédito y del 
Código Civil Federal.

Establecer que los adolescentes a 
partir de los 15 años podrán contar 
con cuentas de depósito bancario 
de dinero sin intervención de sus 
representantes.

Con dictamen, pendiente en 
comisión de cámara de origen 
24/09/2019

Ley de los Sistemas de Ahorro para 
el Retiro.

Actualizar diversas disposiciones 
en materia de fondos para el retiro 
y su régimen de inversión. 

Con dictamen, pendiente en 
comisión de cámara de origen 
09/10/2019

Ley de Ascensos y Recompensas del 
Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos.

Facilitar los requisitos para partici-
par en los concursos de selección 
y ascenso de tenientes, capitanes, 
mayores y coroneles del Ejército y 
Fuerza Aérea Mexicanos.

Con dictamen, pendiente en 
comisión revisora el 05/11/2019

No
rm

a

Ley de Ingresos de la Federación 
para el Ejercicio Fiscal de 2019.

Ley que consta de cuatro capítu-
los, divididos en 32 artículos

Publicado en DOF 28/12/2018

Con proyecto de Presupuesto de 
Egresos de la Federación para el 
Ejercicio Fiscal de 2019.

Se conforma de cinco títulos, 
divididos en 40 artículos.

Publicado en DOF 28/12/2018

Ley de Ingresos de la Federación 
para el Ejercicio Fiscal 2020.

Consta de tres capítulos, divididos 
en 28 artículos

Publicado en DOF 25/11/2019

Proyecto de Presupuesto de 
Egresos de la Federación para el 
Ejercicio Fiscal 2020.

Se conforma de cinco títulos, 
divididos en 39 artículos.

Publicado en DOF 11/12/2019

Ley de Amnistía 

Crear una ley para establecer 
mecanismos legales que regulen 
la concesión de la libertad a los 
grupos vulnerables que hayan 
cometido conductas delictivas a 
fin de garantizarles nuevas opor-
tunidades de reinserción social

Pendiente en comisión revisora 
11/12/2019

Fuente: Elaboración propia a partir del Sistema de Información Legislativa de la Secretaría de 
Gobernación. Disponible en: https://bit.ly/2VquCPI [Consultado el 22 de febrero de 2020]
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Entre las leyes aprobadas que no necesariamente fueron presentadas 
directamente por el Ejecutivo Federal, y que se encontraban entre sus 
prioridades al inicio de la LXIV legislatura es posible ubicar: Ley Federal 
de Austeridad Republicana12, reforma a diversas disposiciones constitucio-
nales, en materia de revocación de mandato13, un cambio relevante fue el 
salario mínimo del 2020, con un incremento del 20% paso de 10⒉ 68 pe-
sos a 12⒊ 22 pesos diarios a nivel general y en la Zona Libre de la Frontera 
Norte de 18⒌ 56 pesos por día, acordó la Conasami14.

En los últimos veinte años, la experiencia mexicana apunta que la can-
tidad de iniciativas de ley presentadas -especialmente desde el Ejecutivo-, 
no es un parámetro determinante de la actividad parlamentaria. En cam-
bio, el tipo de relaciones que se establecen entre ambos poderes, sí son 
muy relevantes en sus efectos sobre la legitimidad del sistema democrático 
en su coǌ unto.

Hasta aquí, se puede matizar la idea de que en gobiernos divididos 
pueden existir obstáculos a la colaboración en el plano legislativo. Puede 
realizarse un contraste con lo ocurrido en el tramo inicial en la LXIV 
Legislatura al analizar la dinámica del trabajo parlamentario del Senado de 
la República en la LXII y LXIII Legislaturas a partir de  la revisión de lo 
que ocurre en los órganos diseñados para procesar el trabajo legislativo: 
las comisiones ordinarias. 

Análisis compara  vo del trabajo en comisiones de la LXII, LXIII 
y primer año de la LXIV Legislatura15.

En la idea de recapitular los resultados gobales, en los cuadros siguientes 
se presenta, en detalle, el desempeño de las Legislaturas LXII, LXIII y 
LXIV, durante sus seis periodos de trabajo. 
12  En un principio se presentó por el actual ejecutivo, posteriormente fue retomada 
por diputados del GPMorena. Texto detallado del contenido, disponible en: https://
bit.ly/32vC1yC  [Consultado el 22 de febrero de 2020].
13  Texto detallado del contenido, disponible en: https://bit.ly/2PtAEuX [Consultado 
el 22 de febrero de 2020].
14  Boletín 219/2019 de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, (20⒚   17 de 
diciembre). Disponible en: https://bit.ly/2uzWPZc .
15  En casi seis años de las LXII y LXIII legislaturas, en el Senado de la República 
se aprobaron 31 reformas constitucionales, 840 modifi caciones a leyes y se crearon 75 
nuevos ordenamientos y decretos. Asimismo, se aprobaron 519 nombramientos y se 
ratifi caron mil 31 grados militares y 857 grados navales, de acuerdo con un balance 
de la mesa directiva. Las modifi caciones que se realizaron a leyes fueron, entre otros, 
en los temas de equidad de género, grupos vulnerables, trabajo, medio ambiente, se-
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Tabla 3. Resumen de los seis periodos ordinarios
de la LXII Legislatura en el Senado de la República

AT= Asuntos Turnados, AA= Asuntos Aprobados, AD= Asuntos Desechados, AP= Asuntos 
Pendientes, APD= Asuntos Pendientes Devueltos 
Fuente: Elaboración propia a partir del seguimiento al trabajo en Comisiones Ordinarias del 
Senado de la República en la LXll y LXlll Legislatura con datos de la Gaceta del Senado. Disponible 
en: https://tinyurl.com/y6w5aeb. [Consultado el 17 de agosto de 2018].

Tabla 4. Resumen de los seis periodos ordinarios
de la LXIII Legislatura en el Senado de la Republica

Fuente: Elaboración propia a partir del seguimiento al trabajo en Comisiones Ordinarias del 
Senado de la República en la LXll y LXlll Legislatura con datos de la Gaceta del Senado. Disponible 
en: https://tinyurl.com/y6w5aeb. [Consultado el 17 de agosto de 2018].

Tabla 5. Saldo del primer año de la LXIV Legislatura
en el Senado de la República

Fuente: Elaboración propia a partir de tablas de Métrica Parlamentaria seguimiento al trabajo en 
Comisiones Ordinarias del Senado de la República en la LXIV Legislatura. Métrica Parlamentaria 
Mimeo, 2019. 

En las tablas 3 a 5 se advierte que, aunque muchos de los asuntos que 
se turnaron sí fueron aprobados, una cantidad considerable de ellos fueron 
desechados, devueltos para su revisión o, la inmensa mayoría de ellos no 
aprobados, se encuentran pendientes.

Una parte relevante de la evaluación del coǌ unto de la productividad 
legislativa puede derivar de analizar el trabajo de las comisiones ordinarias 
del Senado de la República a través de la sistematización de tres instru-
mentos con los que desahoga su trabajo cotidiano: iniciativas, minutas y 
puntos de acuerdo. 

En este trabajo, las directrices que guían el análisis de la información 
son las siguientes:
⒈  Sólo se presentan comparaciones entre la LXII, la LXIII y el primer 

año de la LXIV Legislaturas del Senado de la República.
guridad social, pueblos y comunidades indígenas, educación, cultura, justicia, salud y 
asuntos económicos. Disponible en: https://bit.ly/2PoSvmW
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⒉  La información presentada se refi ere al volumen de trabajo de cada 
comisión a lo largo de las legislaturas y sus respectivos periodos.

⒊  La información se prioriza a partir de las comisiones con mayor canti-
dad de asuntos turnados a las comisiones durante toda la Legislatura, 
para observar cuáles fueron los asuntos más relevantes en la agenda.

Inicia  vas

Se llama iniciativa, al acto por el cual se somete a la consideración del 
Poder Legislativo un proyecto normativo que modifi que el estado jurídico 
vigente. Los sujetos que pueden presentar iniciativa son el presidente de la 
República, diputados y senadores del Congreso de la Unión, las legislatu-
ras estatales, los representantes de órganos constitucionales autónomos, y 
los ciudadanos que alcancen el porcentaje de fi rmas previsto por la ley para 
impulsar iniciativas ciudadanas.16

En este trabajo se ha optado por sistematizar la evolución de las ini-
ciativas de las comisiones que registran mayor carga de trabajo a lo largo 
de la LXII, LXIII y hasta el primer año de la LXVI legislatura, haciendo 
un análisis general de los cambios que se presentan de un periodo a otro. 

Gráfi ca 3. Comisiones con mayor número de Inicia  vas Turnadas
del Primer al Tercer año. LXlIl Legislatura.

367

231

192

169

131

101

98

84

77

Puntos Cons tucionales

Jus cia

Gobernación

Salud

Hacienda y Crédito Público

Medio Ambiente y Recursos Naturales

Reglamentos y Prác cas Parlamentarias

Educación

Comercio y Fomento Industrial

Fuente: Elaboración propia a partir del seguimiento al trabajo en Comisiones 
Ordinarias del Senado de la República en la LXll y LXlll Legislatura con datos de 
la Gaceta del Senado. Disponible en: https://tinyurl.com/y6w5aeb. [Consultado el 
23 de agosto de 2017].

16  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Art. 71 y 122, base pri-
mera, fr acción V, inciso ñ, respectivamente.
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Gráfi ca 4. Comisiones con mayor número de Inicia  vas Turnadas
del Primer al Tercer año. LXlIl Legislatura.                         
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98
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110

117

230

318

326

347

Atención a Grupos Vulnerables

Reglamentos y Prác cas Parlamentarias

Derechos Humanos

Hacienda y Crédito Público

Educación

Gobernación

Jus cia

Puntos Cons tucionales

Salud

Fuente: Elaboración propia a partir del seguimiento al trabajo en Comisiones 
Ordinarias del Senado de la República en la LXll y LXlll Legislatura con datos de 
la Gaceta del Senado. Disponible en: https://tinyurl.com/y6w5aeb. [Consultado el 
07 de noviembre de 2018].

Gráfi ca 5. Comisiones con mayor número
de Inicia  vas Turnadas del Primer año. LXlV Legislatura.

Fuente: Elaboración propia a partir del seguimiento al trabajo en Comisiones 
Ordinarias del Senado de la República en la LXlV Legislatura con datos de la 
Gaceta del Senado. Disponible en: https://tinyurl.com/y6w5aeb. [Consultado el 
23 de febrero de 2020].

De la observación de las gráfi cas, sobresale que, en la LXII y LXIII le-
gislatura las comisiones de salud, gobernación, justicia y puntos consti-
tucionales fueron aquellas donde recaen el mayor numero de iniciativas 
turnadas, en la legislatura LXIV coinciden las comisiones de justicia y 
puntos constitucionales. 

También destacan los movimientos entre las comisiones de mayor número 
de iniciativas remitidas, los cuales pueden ser interpretados como refl ejo del 
cambio de prioridades en un periodo en que se registraron 262 iniciativas.
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Para la LXIII Legislatura salen del rango, las comisiones de Comer-
cio y Fomento Industrial, Medio Ambiente y Recursos Naturales. Dichas 
comisiones fueron sustituidas por las de Atención a Grupos Vulnerables y 
Derechos Humanos. 

Existen reportes hemerográfi cos que ayudan a entender por qué au-
mentó el trabajo de las mismas en el contexto del repunte de la violencia en 
el país.17 En las gráfi cas 3 y 4 se advierte que la única comisión que recibió 
más de 300 iniciativas fue la de Puntos Constitucionales. 

En contraste al cambio de Ejecutivo Federal, en el gráfi co 5 podemos 
notar que en el primer año de ejercicio, la comisión a la que se turnó el 
mayor número de iniciativas fue a Puntos Constitucionales, con 206 ini-
ciativas presentadas en ambos periodos, hubo 34 similitudes en reformar 
o adicionar en sus diversas fr acciones al artículo 73 constitucional, estas 
iniciativas fueron turnadas a las comisiones de Estudios legislativos de cá-
mara de senadores y diputados, la segunda fue la comisión de Justicia con 
107, y Hacienda y crédito público con 8⒈ 

Minutas

Una minuta es un expediente que contiene un proyecto de decreto, con 
todos los antecedentes, cuyo origen es la cámara colegisladora, y se refi ere 
a iniciativas de Ley o Decreto ya dictaminadas, discutidas y aprobadas por 
la cámara de origen (Carrasco, 2010).

17  “Peña Nieto admite un repunte de la violencia. Su mandato puede terminar con 
los peores niveles de homicidios´ de los últimos años, denuncian desde las ONG”: Por 
primera vez, el presidente de México, Enrique Peña Nieto, reconoció lo que para los 
periódicos es una constante desde hace varios meses y que el goteo de cadáveres, que 
inundan la prensa cada día, no es un hecho aislado, sino que responde a un “repunte” 
de la violencia. “En 2016 tuvimos un repunte (de la violencia) que hoy estamos tra-
tando de revertir con coordinación y profesionalización policial”, dĳ o durante un Foro 
Nacional de Seguridad. Disponible en: https://bit.ly/396dnHd 
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Gráfi ca 6. Comisiones con mayor número de Minutas Turnadas,
del Primer al Tercer año. LXlIl Legislatura. 
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Fuente: Elaboración propia a partir del seguimiento al trabajo en Comisiones Ordinarias 
del Senado de la República en la LXll y LXlll Legislatura con datos de la Gaceta del Senado. 
Disponible en: https://tinyurl.com/y6w5aeb. [Consultado el 17 de agosto de 2018].

Gráfi ca 7. Comisiones con mayor número de Minutas Turnadas,
del Primer al Tercer año. LXlIl Legislatura. 

34
38
39
39
40
41

50
52

104

0 20 40 60 80 100 120

Atención a Grupos Vulnerables
Para la Igualdad de Género

Comercio y Fomento Industrial
Comunicaciones y Transportes

Gobernación
Puntos Cons tucionales

Medio Ambiente y Recursos Naturales
Salud

Jus cia

Fuente: Elaboración propia a partir del seguimiento al trabajo en Comisiones 
Ordinarias del Senado de la República en la LXll y LXlll Legislatura con datos de la 
Gaceta del Senado. Disponible en: https://tinyurl.com/y6w5aeb. [Consultado el 17 
de agosto de 2018].

Gráfi ca 8. Comisiones con mayor número de Minutas Turnadas,
del Primer año. LSIV Legislatura

Fuente: Elaboración propia a partir del seguimiento al trabajo en Comisiones 
Ordinarias del Senado de la República en la LXlV Legislatura con datos de la Gaceta 
del Senado. Disponible en: https://tinyurl.com/y6w5aeb. [Consultado el 23 de febrero 
de 2020].

Un análisis similar al del apartado anterior, pero enfocado en las minutas, 
muestra que las tres comisiones que recibieron mayor cantidad de minutas 
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son las mismas, incluso en el mismo orden, que en el caso anterior en tan-
to a la LXII y LXIII legislaturas: Medio Ambiente y Recursos Naturales, 
Salud y Justicia. De ellas, la única que presentó un aumento, en la cantidad 
de minutas turnadas, fue la de Salud en la LXIII legislatura, que tuvo 69 
minutas en toda la LXII Legislatura y 104 en la LXIII, mientras que en el 
primer año de LXIV legislatura no se han presentado minutas.

En este ejercicio salta a la vista que las comisiones con mayor carga de 
trabajo en ambas legislaturas son, como ya se mencionó, prácticamente 
las mismas, con la diferencia de que durante la LXIII aumentó la cantidad 
total de minutas remitidas a las comisiones. De igual forma que en el 
apartado de análisis de iniciativas, al revisar las minutas, las comisiones de 
Juventud y Deporte, y la de Hacienda y Crédito Público, ceden su lugar a 
las de Atención a Grupos Vulnerables y de Igualdad de Género.

Uno de los puntos tratados pendientes en las Minutas de la Comisión 
Anticorrupción, Transparencia y Participación Ciudadana es “establecer el 
procedimiento de revocación de mandato del Presidente de la República, 
de los gobernadores de las entidades federativas y del Jefe de Gobierno de 
la Ciudad de México”. Durante el primer año, primer periodo de la Le-
gislatura LXIV, la Comisión de Hacienda y Crédito Público fue una de las 
que recibió mayor número de minutas desde el primer periodo ordinario.

Puntos de acuerdo

Por último, en esta sección se analizan los temas con mayor cantidad de  
puntos de acuerdo que se presentaron. Hay que recordar que se trata de  
posicionamientos a nivel personal que realizan senadores y diputados para 
hacer un exhorto o recomendación.18

Gráfi ca 9. Comisiones con mayor número de Puntos de Acuerdo
emi  dos del Primer al Tercer año. LXll Legislatura. 
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18  Carrasco, A. (2010) Prontuario del reglamento del Senado de la República. Dis-
ponible en: https://bit.ly/2VieXBP
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Fuente: Elaboración propia a partir del seguimiento al trabajo en Comisiones Ordinarias 
del Senado de la República en la LXll y LXlll Legislatura con datos de la Gaceta del Senado. 
Disponible en: https://tinyurl.com/y6w5aeb. [Consultado el 17 de agosto de 2018].

Gráfi ca 10. Comisiones con mayor número de Puntos de Acuerdo
emi  dos del Primer al Tercer año. LXlIl Legislatura. 
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Fuente: Elaboración propia a partir del seguimiento al trabajo en Comisiones Ordinarias 
del Senado de la República en la LXll y LXlll Legislatura con datos de la Gaceta del Senado. 
Disponible en: https://tinyurl.com/y6w5aeb. [Consultado el 17 de agosto de 2018].

Gráfi ca 11. Comisiones con mayor número de Puntos de Acuerdo
emi  dos, Primer año. LXIV Legislatura

Fuente: Elaboraci ón propia a partir de tablas de Métrica Parlamentaria seguimiento 
al trabajo en Comisiones Ordinarias del Senado de la República en la LXIV Legislatura. 
Métrica Parlamentaria Mimeo, 2019.

En las gráfi cas se muestra que es de gran importancia el tema de salud, 
pues los puntos de acuerdo emitidos por su comisión duplican amplia-
mente los de la comisión que está en segundo lugar respecto a la LXII 
y LXIII legislatura, mientras que en la LXIV se encuentra solo por uno 
arriba de la Comisión de Hacienda y Crédito Público. 

Mientras que en la LXII y LXIV Legislatura, el segundo lugar en 
número de puntos de acuerdo lo ocupó la comisión de Hacienda y Crédito 
Público, en la LXIII fue la de Medio Ambiente y Recursos Naturales. Al 
igual que en los casos anteriores, el número de puntos de acuerdo turnados 
durante la LXIII Legislatura supera con creces los emitidos por la legis-
latura anterior. 
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Comentarios fi nales.

El objetivo fundamental de este trabajo fue avanzar en la interpretación y 
valoración del trabajo Legislativo del Senado de la República, a partir de 
dimensionar en su contexto, el número de iniciativas, minutas y puntos 
de acuerdo que se turnaron en las comisiones; se revisaron las iniciativas 
enviadas por el Ejecutivo y el tratamiento que recibieron en ambas Le-
gislaturas.

Derivado de lo expuesto en este trabajo, es posible afi rmar que el tipo 
de evaluación que actualmente  se necesita impulsar en el Congreso puede 
incluir más que la exposición de resultados con fi nes de divulgación del 
trabajo del Legislativo. Hace falta avanzar para lograr una mayor transpa-
rencia y rendición de cuentas, en una coyuntura que es muy distinta a la 
que prevalecía cuando se diseñaron los actuales instrumentos de socializa-
ción de los resultados legislativo al término de cada periodo ordinario, o a 
la víspera del arranque de una Legislatura. 

Por los tiempos que corren19 puede ser muy útil preparar una platafor-
ma consultable que haga posible al seguimiento y resultados y que permi-
tan valorar la situación y el avance de los procesos legislativos, sus posibles 
rutas, ya sea a través de iniciativas, minutas y puntos de acuerdo, el estado 
de las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad 
relevantes para el Legislativo, los instrumentos de la Comisión Permanen-
te y algunos instrumentos seleccionados de Mesa Directiva.  

Un punto crucial sería ligar esta información al análisis del desahogo 
de las iniciativas que son prioridad para el Ejecutivo Federal, en la medi-
da en que las comisiones son el espacio más relevante para fortalecer el 
seguimiento del proceso legislativo y acompañarlo hasta la conclusión de 
su trámite. De esta manera, sería posible construir indicadores sobre el 
volumen de legislación producida, la efi ciencia legislativa y el índice de 
aprobación de las iniciativas presentadas.

Del análisis realizado destaca que un desafío fundamental para el Poder 
Legislativo deriva de la gran cantidad de iniciativas, minutas y puntos de 
acuerdo que se quedan pendientes.20. Son enormes las áreas de oportunidad 

19  Al cerrar la edición de estos trabajos, se han detenido abruptamente  las sesiones 
presenciales en el Senado de la República y en la Cámara de Diputados y aún no se 
consolidan alternativas para sesionar virtualmente a distancia ni poder emitir votación  
a distancia. Una de las razones es que no se han preparado cambios a la normatividad 
interna que lo permita. 
20  Una forma de superar este reto fue la adoptada por el Senado Español, en el cual el 
proceso legislativo puede tener una duración máxima de dos meses y en casos urgentes 
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que se advierten en los informes que presenta cada comisión ordinaria, 
pues no existe un lineamiento o criterio uniforme que regule cómo se 
presenta o analiza la información de las actividades legislativas. Esto queda 
claramente en evidencia cuando se comparan los datos que presentan las 
distintas comisiones del Senado de la República.

No contar con medios para responder a este reto, imposibilita hacer un 
balance completo de la efi cacia y efi ciencia del trabajo legislativo, dado que 
es difícil medir con certeza el costo de la producción legislativa (iniciativas, 
dictámenes, reuniones, etc.).

Un primer paso para avanzar en esa dirección sería, como lo ha señala-
do Rodríguez (2017) reformar los artículos 1, 2, 139 y 164 del Reglamento 
del Senado de la República para que las comisiones presenten al Pleno un 
informe parcial de cada periodo ordinario, así como un informe fi nal al 
concluir la Legislatura, 15 días después del cierre de sesiones, promover 
la realización de informes que contengan datos sobre las reuniones de 
trabajo, su naturaleza, y el estado que guardan los asuntos turnados. Estos 
informes podrían contener una descripción del trabajo que realizó cada 
comisión, la documentación que se generó durante el proceso, su relación 
conforme al programa de trabajo que fue establecido previamente, el tipo 
de acercamiento con las instancias de la sociedad civil, a través de reunio-
nes de trabajo, comparecencias y foros. 

Bibliogra  a
Alarcón, V. (2011) “El reto de evaluar al Poder Legislativo en México. Al-

gunas refl exiones de contexto” en Estrategia y Práctica Parlamentaria 
en un Congreso Plural, México, Senado de la República.

Béjar, L. (coord.) (2017), El proceso Legislativo en México; la partici-
pación de la sociedad civil organizada en el Congreso de la Unión, 
México, UNAM-La Biblioteca. 

Casar, M. (2008) “Los gobiernos sin mayoría en México 1997-2006”, en 
Política y Gobierno, Vol. XV, No. 2, México, CIDE. 

Espinoza, R. (2019) “Gobierno de Presidentes minoritarios y pluralismo 
de partidos en México” en Dos décadas sin mayoría. El impacto del 
Pluralismo en el Congreso. México, Facultad de Ciencias Políticas y 
Sociales. Universidad Autónoma de México. 

Jiménez, M. (2006) La oposición parlamentaria en México, su rendimien-
to en gobiernos de mayoría dividida, México, Cámara de Diputados.

de 20 días naturales.



273

Cornelio Martínez López

Márquez, M. (2008) “Gobierno sin mayoría: balance del desempeño de la 
LX Legislatura” Tesis de Licenciatura, México, FCPyS-UNAM.

Martínez, C. (2014) El trabajo de comisiones del senado de la república 
en cuatro periodos ordinarios de la LXII legislatura, México, Senado 
de la República.

Valencia, L. (2014) Representación Política Instituciones y Gobernanza, 
México, UAM Azcapotzalco.

Mirón, R. (2010) “Gobierno dividido en México: El Legislativo ante una 
nueva lógica de poder” en Espinoza y Weldon, El Congreso de la De-
mocracia, México, Senado de la República.

Nacif, B. (2005) Para entender el poder Legislativo de los Estados Unidos 
Mexicanos, México, FCE.

Palma, M. (2003) “Reforma económica y arreglos institucionales en Mé-
xico: el legado de las instituciones políticas” en Revista Instituciones y 
Desarrollo, 2003, núm. 14-15, diciembre de 2003, Barcelona, España. 

Puente, K. (2010) “De la productividad legislativa a la efi ciencia parla-
mentaria en el sistema de comisiones del Senado mexicano”, en Béjar, 
L. et al., ¿Qué hacen los legisladores en México? El trabajo en comisiones, 
México, Senado de la República. 

Rodríguez, J. (2017) “Algunas reformas necesarias al Reglamento del Se-
nado de la República para la evaluación al desempeño legislativo en las 
comisiones ordinarias” en La nueva actividad Legislativa en el Senado 
de la República: Hacia un parlamento abierto, México, Senado de la 
República.

Senado de la República (2011) Estatuto de los Servicios Parlamentarios, 
Administrativos y Técnicos del Senado de la República, México, Se-
nado de la República. 

Senado de la República (2018, 2019) Actividad Legislativa de: Primer 
Periodo del Primer año de la LXIV Legislatura; Segundo Periodo del 
Primer año de la LXIV Legislatura; Primer Periodo del Segundo año 
de la LXIV Legislatura.

Zepeda, P. (2017) El pacto por México; un intento de gobierno de coalición, 
México Instituto Belisario Domínguez, Senado de la República. 





275

PROPUESTAS LEGISLATIVAS EN FAVOR 
DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS 
MUJERES Y LA IGUALDAD DE GÉNERO EN 
LAS LXII Y LXIII LEGISLATURAS DEL SENADO 
DE LA REPÚBLICA1 

Irma Kánter Coronel2

Introducción

En los últimos años México ha logrado avances importantes en la con-
formación de un marco normativo y en la defi nición de políticas públicas 
encaminadas a erradicar las desigualdades de género y garantizar el pleno 
ejercicio de los derechos de las mujeres (CEPAL, 2016). En este camino, 
uno de los ámbitos fundamentales que en opinión de Lina Barreiro ha 
concentrado una parte importante de los esfuerzos que se han desplegado 
para alcanzar la igualdad de género es precisamente en la formalización de 
los derechos de las mujeres, tanto en formas de leyes y otras normas, como 
en instituciones (Barreiro, 2017).

Muchas han sido las reformas que desde el Legislativo se han propues-
to a las leyes y normas para terminar con la discriminación de la mujer 
y avanzar hacia la igualdad. Estos avances se manifi estan en una serie de 
reformas constitucionales y leyes secundarias aprobadas en Congreso de la 
Unión. Ha sido un proceso dinámico, de constante cambio, puesto que las 
condiciones para la igualdad también han estado en constante transforma-
ción. De acuerdo con Perrett y Deus a medida que las mujeres -y otros 
grupos discriminados-, “…se empoderan, participan e inciden en los asuntos 
públicos, también modifi can las formas de relación y convivencia, con lo que 
aparecen nuevas necesidades y expectativas que exigen revisar las estructuras y 
las leyes de acuerdo a estos nuevos estándares” (Perrett y Deus, 2015:9).

1 Una versión de este texto se publicó en Kánter, I (2018). “Las iniciativas legislativas 
a favor de los derechos de las mujeres y la igualdad de género en las LXII y LXIII 
Legislaturas del Senado de la República”, Cuadernos de Investigación No. 50, México, 
Instituto Belisario Domínguez, Senado de la República
2  Investigadora de la Dirección General de Análisis Legislativo, del Instituto Belisa-
rio Domínguez, Senado de la República. Especialista en Género en la Economía por la 
División de Estudios de Posgrado de la Facultad de Economía de la UNAM. 
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Este documento tiene por objetivo analizar las iniciativas dictaminadas 
y los proyectos de ley que quedaron pendientes de análisis y dictaminación 
en el Senado de la República durante las legislaturas LXII y LXIII en ma-
teria de derechos humanos de las mujeres y la igualdad de género. 

El trabajo se estructura en cinco apartados. El primero hace un breve 
recorrido sobre la inclusión de las mujeres en el Senado de la República. 
El segundo desarrolla las principales características de dos de los instru-
mentos más importantes que ha signado el Estado mexicano en materia 
de derechos humanos de las mujeres y para prevenir y erradicar la violencia de 
género, uno de carácter internacional y otro regional. El tercer desarrolla 
las fuentes de información y los temas centrales que orientan la búsqueda, 
clasifi cación y análisis de las iniciativas presentadas por las y los senadores 
en las LXII y LXIII Legislaturas, para posteriormente abordar, en el quin-
to apartado, las iniciativas sobre los derechos de las mujeres y la igualdad 
de género. Finalmente, se presentan algunos temas pendientes que serán 
seguramente abordados en la agenda de trabajo de la LXIV Legislatura 
que se instalará el 1ro. septiembre de 20⒙  

Antecedentes sobre la inclusión de las mujeres en el Senado de 
la República

La participación política de las mujeres en México, expresada en la ocu-
pación de cargos públicos, es relativamente reciente en nuestro país, y se 
asocia con el reconocimiento del derecho a votar y ser votadas para puestos 
de elección popular.

La historia se remonta al 7 de octubre de 1953, cuando se publicó en 
el Diario Ofi cial de la Federación el decreto que reconoce el sufr agio feme-
nino. El derecho de las mujeres a votar y ser electas a cargos de elección 
popular hizo posible su inclusión a espacios antes vetados como las dipu-
taciones y las senadurías. Sin embargo, este proceso fue lento, las cifr as 
indican que entre 1964 y 1988 sólo ⒕  6% de las personas que ocuparon 
un escaño en el Senado de la República fueron mujeres y el restante 8⒌ 4% 
varones. 

Las cuotas de género se establecieron a partir de 1993, en un principio 
a nivel de recomendación a los partidos políticos para que ampliarán los 
espacios en las candidaturas para mujeres en las elecciones federales. Sin 
embargo, ante la falta de resultados, en 1996 se estableció que los partidos 
no podían postular a más de 70% de candidaturas de un mismo sexo, pero 
sin sanción alguna para los que incumplieran dicha norma.
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En 2002 las disposiciones se ampliaron y las cuotas de género se hi-
cieron obligatorias con sanciones a los partidos por incumplimiento de 
la norma, la cual establecía que 30% de las candidaturas tanto por el 
principio de mayoría relativa como de representación proporcional para 
senadurías y diputaciones debían ser cubiertas por mujeres (cuota 70/30), 
con excepción de las candidaturas de elección directa. 

En 2008, se llevó a cabo una nueva reforma al entonces Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales (Cofi pe) para ampliar el umbral 
que los partidos políticos debían destinar a las candidaturas de mujeres, 
pasando de 30 a 40 por ciento. También se incorporaron señalamientos 
para que los partidos políticos destinaran anualmente 2% de su fi nan-
ciamiento público para el desarrollo del liderazgo político de las mujeres, 
pero ante el lamentable suceso conocido como “Las Juanitas”, en el que 
18 diputadas electas renunciaron a su cargo inmediatamente después de 
haber tomado posesión para dejar su curul a sus suplentes varones puso en 
evidencia la falta de disposición de los partidos políticos para cumplir con 
la normativa referente a las cuotas de género. 

A fi nales de 2011, ante los juicios promovidos por un grupo de mu-
jeres para impugnar el contenido del acuerdo CG3227/2011 del entonces 
Instituto Electoral Federal, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación (TEPJF) emitió la Sentencia SUP-JDC-12624/2011 en donde 
resuelve, entre otras cuestiones, lo siguiente: 

a) eliminar del acuerdo impugnado lo que debe entenderse por procedimiento 
democrático; b) cuando un partido elĳ a sus candidaturas de mayoría relativa 
mediante un proceso de elección democrático, el partido o coalición, deberá 
presentar como mínimo, 120 y 26 candidatos de un mismo género a Diputa-
dos y Senadores, respectivamente, según lo dispuesto en el Artículo 219 del 
Cofi pe; c) para la integración de las listas de representación proporcional, éstas 
deberán integrarse por segmentos de cinco candidaturas, y en cada uno de es-
tos segmentos habrá dos candidaturas de género distinto, de manera alternada; 
d) para dar cabal cumplimiento al Artículo 220 del Cofi pe que atañe a la cuota, 
la fórmula completa (propietario y suplente) debe integrarse por candidatos 
de un mismo género; e) en el caso de las listas de candidaturas al Senado, los 
dos últimos lugares serán ocupados por un candidato de cada género (Peña, 
2014: 41-42).

Como resultado de esta sentencia, por primera vez en toda la historia 
política de México, en las elecciones de 2012 los partidos políticos y coa-
liciones cumplieron con las cuotas de género de 40% de mujeres y 60% 
de varones para las candidaturas al Congreso de la Unión. Los resultados de 
la elección dieron cuenta que 227 curules en la Cámara de Diputadas y 42 
en el Senado de la República serían ocupadas por mujeres (INE, 2017). 
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La reforma constitucional de 2014 en materia electoral constituye un 
gran logro histórico al incluir el principio de paridad entre hombres y 
mujeres en candidaturas a legisladores federales y locales. A diferencia 
de las cuotas de género que constituyen una acción compensatoria y de 
carácter temporal, la paridad de género es un principio que se utiliza para 
garantizar la igualdad entre hombres y mujeres en el acceso a puestos de 
representación política. “Un criterio estipulado en la Ley para asegurar la 
participación igualitaria en la integración de candidaturas” (SIL, 2019).

La inclusión de las mujeres en el Senado de la República

Desde las elecciones federales de 1964, hasta los comicios de 2012, se eli-
gieron 822 candidatos y candidatas para ocupar un escaño en la Cámara de 
Senadores, de los cuales 16% fueron mujeres y 84% varones. Estas cifr as 
muestran que, durante casi 50 años, la inclusión de las mujeres al Senado 
fue un proceso lento. En 1964 se incorporaron a este recinto legislativo 
las dos primeras mujeres senadoras, seis años después, en las elecciones 
federales de 1970, se eligieron otras dos senadoras, conformándose el Se-
nado con ⒊ 3% de mujeres y 9⒍ 7% de hombres. En los siguientes 12 años 
(1976-1988), el número de senadoras electas continuó incrementándose, 
aunque de manera muy lenta, ya que en 1976 sólo ocupaban cinco escaños, 
seis en 1982 y diez en 199⒋ 

En las elecciones federales de 1994, la recomendación a los partidos 
políticos para que promovieran una mayor participación de las mujeres a 
través de la postulación a cargos de elección popular (reforma del Cofi pe 
1993) permitió que un mayor número de mujeres fueran incluidas en la 
lista de candidatos de los partidos políticos. Los datos revelan que 16 
candidatas mujeres ganaron un escaño en la Cámara de Senadores, lo que 
representó un incremento de 60% con respecto a los resultados obtenidos 
en 198⒏ 

Este incremento, aunque signifi cativo, no alteró en mucho la com-
posición del Senado, que se mantuvo como un espacio masculinizado, 
ya que los senadores varones ocuparon 8⒎ 5% de los 128 escaños y las 
mujeres sólo ⒓  5%. En el año 2000 fueron electas 20 senadoras lo que 
permitió que la composición de la Cámara Alta en las legislaturas LVI-
II-LIX (2000-2006) estuviera conformada por 84% de hombres y 16% 
de mujeres. 

En los comicios federales de 2006 para la integración de las LX-LXI 
legislaturas (2006-2012), 22 mujeres fueron electas para ocupar una curul 
en el Senado de la República, empero la representación femenina siguió 
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siendo minoritaria en comparación con los 106 senadores electos. Seis 
años después, en las elecciones federales de 2012 se registró un importante 
incremento en el número de candidatas electas, 42 mujeres senadoras ocu-
parían un escaño en las legislaturas LXII y LXIII (2012-2018), lo que re-
presentó 19 espacios más que los obtenidos en 200⒍  En estas legislaturas, 
la composición por sexo fue menos desequilibrada que en las anteriores 
debido a que las legisladoras representaron 33% y los senadores varones 
el 67% restante. 

El incremento de la representatividad femenina en la Cámara de Senado-
res es resultado de un largo proceso de lucha y defensa de los derechos de las 
mujeres emprendido por grupos feministas y colectivos organizados que han 
roto con las barreras que impedían la inserción de las mujeres a los espacios 
de toma de decisiones. Así, México se ha logrado ubicar dentro del grupo de 
países con los índices más altos de legisladoras (véase gráfi ca 1). 

Gráfi ca 1. Porcentaje de senadoras y senadores por legislatura 1964-2018

Fuente: Elaborado a partir de Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI, varios años) e 
Instituto Nacional de las Mujeres (INMUJERES). 

Instrumentos internacionales y regionales sobre los derechos 
humanos de las mujeres y la igualdad de género

La reforma en materia de derechos humanos publicada el 10 de junio de 
2011 en el DOF eleva a rango constitucional los instrumentos interna-
cionales en materia derechos humanos favoreciendo en todo tiempo la 
protección más amplia a las personas. 
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Todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta 
Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano 
sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 
Constitución establece” y especifi ca que “las normas relativas a los derechos 
humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tra-
tados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas 
la protección más amplia (Artículo.1° de la CPEUM, 2019). 

Dentro de este marco se identifi can dos de los principales instrumentos 
en materia de protección y defensa de los derechos humanos de las muje-
res fi rmados y ratifi cados por el Estado mexicano, a saber, la Convención 
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW por sus siglas en inglés) y la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres conocida 
como “Convención de Belém do Pará” los cuales fueron elevados a rango 
constitucional. 

En consecuencia, las autoridades y todos los servidores públicos de 
los tres poderes y los tres órdenes de gobierno asumieron la obligación 
jurídica de garantizar la igualdad entre hombres y mujeres tanto en las 
normas y leyes (de jure) como en los hechos (de facto) (López, 2015). Por 
la importancia que revisten estos instrumentos en las siguientes líneas se 
retoman algunos de sus elementos centrales. 

Convención sobre la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación contra la Mujer 

La CEDAW fue aprobada por la Asamblea General de las Naciones Uni-
das el 18 de diciembre de 1979 y entró en vigor, como tratado internacio-
nal, el 3 de septiembre de 1981, después de su ratifi cación por 20 países. 
México fi rmó este documento en 1980 y lo ratifi có el 23 de marzo de 1981, 
con ello el Estado mexicano se comprometió a cumplir con las obligacio-
nes que se derivan de esta Covención y de su Protocolo Facultativo.1 

La CEDAW es el instrumento internacional más importante en mate-
ria de derechos humanos de las mujeres y concentra todas las disposiciones 
relativas contra la discriminación, reconocidas en distintos tratados de de-
rechos humanos que le precedieron (Zapata, 2007): Line Barreiro sintetiza 
los elementos más relevantes de la CEDAW de la siguiente manera: 

1  El Protocolo Facultativo de la CEDAW se aprobó en 1999, en el caso de México, 
el Senado de la República lo aprobó el 14 de diciembre de 2001 y entró en vigor el 15 
de junio de 200⒉ 
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i. Defi ne la discriminación contra la mujer como el menoscabo o la concul-
cación de derechos por cualquier motivo.

ii. Considera que la discriminación puede ser efecto de acciones que tiene el 
objetivo de discriminar, o de acciones cuyo resultado es la discriminación.

iii. Integra tanto los derechos civiles y políticos como los económicos, socia-
les y culturales, restableciendo la indivisibilidad e interdependencia de los 
derechos humanos.

iv. Insta a la adopción de medidas temporales para acelerar la igualdad de 
facto entre hombres y mujeres.

v. Establece la obligación de adoptar medidas para el acceso de las mujeres a 
servicios de planifi cación.

vi. Integra un capítulo específi co sobre mujeres rurales reiterando la obliga-
ción de que los derechos contenidos en la Convención sean garantizados a 
todas las mujeres del Estado parte. Este artículo ayuda a la consideración 
de cuáles son las mujeres en desventaja para evitar su discriminación y 
avanzar hacia la igualdad […] (Barreiro, 2017: 9-10).

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Vio-
lencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”

La Convención de Belém do Pará fue suscrita en el XXIV Periodo 
Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de los 
Estados Americanos (OEA) celebrada en Belém do Pará, Brasil el 6 de 
junio de 199⒋  Un año después, México la suscribió y en 1998, la ratifi có. 

Belén do Pará es el único instrumento centrado exclusivamente en la 
eliminación de la violencia contra la mujer y fue la primera convención en 
reconocer que la violencia de género constituye una violación a los dere-
chos humanos y en señalar el derecho de todas las mujeres a vivir una vida 
libre de violencia. Para los estados, defi ne las acciones que deben adoptar 
para erradicar todas las formas de violencia de género que se producen tan-
to en la esfera privada como pública (Convención de Belém do Pará, 2008). 

Tanto la CEDAW como la Convención de Belém do Pará reconocen la 
gran relevancia que tiene el trabajo legislativo para formalizar los derechos 
de las mujeres en las leyes y para modifi car o derogar las leyes, reglamentos 
usos y prácticas discriminatorias hacia la mujer y para adoptar otras que 
promuevan activamente la igualdad de género. “Las leyes que por defi nición 
deben ser cumplidas en un Estado de derecho, son la más importante garantía 
de aplicación, continuidad y revisión de medidas para terminar con la discri-
minación y avanzar hacia la igualdad” (Barreiro, 2017:6).
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Fuente de información y temas de clasifi cación de las inicia  vas 
las propuestas legisla  vas 

En este apartado se revisan y analizan las iniciativas de Ley presentadas y 
aprobadas sobre derechos humanos de las mujeres y para la igualdad de 
género, en las LXII y LXIII legislaturas, tanto en las sesiones ordinarias 
como en la Comisión Permanente. 

Las fuentes principales de información de este documento son de ac-
ceso público y de carácter ofi cial, entre ellas: 
i. La página en línea del Senado de la República, en particular los datos 

correspondientes a la Información Parlamentaria. 
ii. Las Iniciativas turnadas para dictamen a la Comisión para la Igualdad 

de Género.2

iii. Los datos proporcionados por el Sistema de Información Legislativa 
(SIL) de la Secretaría de Gobernación (Segob)3, representaron la terce-
ra fuente de información que se consultó y analizó. 

Para identifi car y seleccionar las Iniciativas de Ley orientadas a la atención 
de los derechos de las mujeres e igualdad de género se establecieron los 
siguientes criterios: 
i. Las iniciativas turnadas para su dictamen a la Comisión para la Igual-

dad de Género 
ii. Las iniciativas turnadas a otras comisiones ordinarias pero que se 

orientan a la atención de los derechos de las mujeres considerados en 
la CEDAW y en Belén Do Pará. 

iii. Las iniciativas que incluyen la perspectiva de género y/o consideran 
algunas necesidades específi cas de las mujeres o bien se orientan a la 
creación y/o fortalecimiento de áreas o dependencias en favor de la 
mujer y sus derechos. 

Temas de clasifi cación de las inicia  vas 

Para efectos analíticos las iniciativas de Ley propuestas, aprobadas y pu-
blicadas en el DOF en las LXII y LXIIII Legislaturas se clasifi caron de 
acuerdo con los derechos de las mujeres contemplados en la CEDAW y 

2  Senado de la República (2018). Disponible en: http://www.senado.gob.mx/comi-
siones/igualdad_genero/
3  Sistema de Información Legislativa (SIL), Secretaría de Gobernación. Disponible 
en http://sil.gobernacion.gob.mx/portal/AsuntosLegislativos
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en la Convención de Belém do Pará, esto es, derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales, culturales y el derecho a una vida libre de violencia, 
como se aprecia en los Cuadros 1 y ⒉ 

Cuadro 1. Dimensiones y derechos de las mujeres contemplados en la CEDAW

Dimensión del derecho Derechos

Civiles   • A cambiar o mantener su nacionalidad, independientemente de su estado civil 
(art.9)

• A la igualdad de derechos de la mujer y el hombre en lo tocante a la selección 
del cónyuge, contraer matrimonio, a la paternidad, a los derechos personales y la 
posesión de bienes (art.16).

• Medidas especiales temporales para acelerar la igualdad de facto (art.4).
Políticos • Mecanismos y políticas públicas para la igualdad 

• A la igualdad y no discriminación en la vida política y pública (art. 7)
• A representar a su país en igualdad de condiciones y sin discriminación alguna 

(art.8).
• Medidas especiales temporales para acelerar la igualdad de facto (art.4).

Económicos
• El derecho al trabajo empleo, como un derecho inalienable (art.11)
• A las mismas oportunidades de empleo (art. 11b)
• El derecho a igual remuneración (art.11d)
• El derecho a la seguridad social (art.11e)
• El derecho a la protección de la salud y la seguridad social en las condiciones de 

trabajo (11.f)
• El derecho a la procreación (art.16 e)
• Prohibir el despido por motivos de embarazo (art.11.2a)
• Implementar licencias de maternidad 
• Alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para permitir 

que los padres combinen las obligaciones con la familia con las responsabilidades 
del trabajo y la participación en la vida pública (art. 11.2b)

Sociales Salud 
• Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo en los tipos de trabajo 

que se hayan probado puedan resultar perjudiciales para ella (art.11.2d)
• Derecho al acceso a servicios de atención a la salud, incluyendo los relativos a la 

planificación familiar (art. 12.1)
• Derecho a los servicios de salud apropiados en relación con la atención al embara-

zo, parto y puerperio (art.12.2)
• Derecho a prestaciones familiares (art. 13a)
• El derecho a la salud sexual y reproductiva (…..)
Educativos 
• Eliminar toda discriminación contra la mujer en materia educativa (art.10). 
Deporte y cultura
• El derecho a participar activamente en el deporte y la educación física (art. 10g)
• El derecho a participar en actividades de esparcimiento, deportes y en todos los 

aspectos de la vida cultural (art. 13c)
Culturales • Modificar los patrones socioculturales vinculados a la superioridad o inferioridad 

de un sexo sobre otro, estereotipos (art.5).

Fuente: Elaboración a partir de CEDAW.       
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Cuadro 2. Dimensiones y derechos de las mujeres contemplados
en la Convención de Belén do Pará

Dimensión del derecho Derechos
Violencia A una vida libre de violencia

Fuente: Elaboración a partir de la Convención de Belém do Pará.

Otra dimensión considerada es la administrativa-institucional donde se in-
cluyen las propuestas de ley orientadas a la creación y/o fortalecimiento de 
organismos, áreas o dependencias públicas en favor de la mujer y sus derechos. 

Inicia  vas de ley sobre derechos de las mujeres y la igualdad de 
género presentadas y aprobadas en las LXII y LXIII Legislaturas

Durante la LXII y LXIII Legislatura se presentaron 2 mil 312 iniciativas 
de las cuales 1,179 (51%) corresponde a la LXII y 1,133 (49%) a la LXIII 
Legislatura).

Iniciativas LXII Legislatura 

En materia de derechos humanos de las mujeres y la igualdad de género en 
la LXII Legislatura se identifi caron 76 iniciativas para crear nuevas leyes 
o modifi car normas existentes. Estas iniciativas representan ⒍ 4% del total 
de los proyectos de ley propuestos por las y los senadores durante los tres 
años de trabajo legislativo. De estas 76 iniciativas, 28 (33%) se turnaron 
para su análisis y elaboración de dictamen respectivo a la Comisión de 
Igualdad de Género, mientras que los 48 proyectos restantes se enviaron a 
otras comisiones con iguales propósitos. 

En su mayoría son iniciativas presentadas por las senadoras de los dis-
tintos grupos parlamentarias (89%) y en menor proporción (11%) por 
legisladores. Estas cifr as ilustran tanto la gran relevancia que ha tenido la 
incorporación, cada vez más amplia, de las mujeres en el trabajo legislativo 
pues han sido ellas las principales impulsoras de la armonización del marco 
jurídico federal en materia de igualdad de género y derechos humanos de 
las mujeres, como el compromiso asumido por los legisladores con los 
temas de género. 

No obstante, la dictaminación y aprobación de estas iniciativas en el 
pleno no han tenido los mismos resultados (CELIG, 2018). El análisis 
sobre el estatus que tienen estas propuestas legislativas indica que de los 
76 proyectos presentados en la LXII Legislatura, uno fue retirado; tres 
se encuentran pendientes en comisión (es) en la cámara revisora (Cámara 
de Diputados); 11 están pendientes en la cámara de origen (Cámara de 
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Senadores), ocho iniciativas se aprobaron en sentido negativo, es decir, 
fueron califi cadas como inviables y 45 se dieron por concluidas por acuer-
dos de la Mesa Directiva formulado en cumplimiento al artículo 219 del 
Reglamento del Senado, aprobados en las sesiones correspondientes al 3 de 
diciembre de 2015; 3 de diciembre de 2016 y 30 de abril de 20⒙   

III. Respecto de las iniciativas de senadores presentadas durante el año de ejer-
cicio legislativo inmediato anterior, respecto de las cuales hayan transcurrido 
los plazos o incumplido las disposiciones previstas en los artículos 212 al 217 
de este Reglamento, y que continúen sin dictaminar, se procede a lo siguiente: 

a) Dentro de los treinta días hábiles siguientes al inicio del año de ejerci-
cio legislativo la Mesa, por conducto de la Secretaría General de Servicios 
Parlamentarios, remite a cada Grupo Parlamentario el listado de iniciativas 
presentadas por sus integrantes, a fi n de que, en un plazo no mayor a diez 
días hábiles, se pronuncien en forma escrita para mantener vigentes aqué-
llas que son de su interés; 
b) La Mesa también consulta, en iguales plazos y para los mismos efec-
tos referidos en el inciso anterior, a las juntas directivas de las comisiones 
dictaminadoras; 
c) Las iniciativas así seleccionadas continúan el procedimiento legislativo, 
según corresponda en cada caso; y 
d) Las iniciativas no seleccionadas por los grupos ni por las juntas direc-
tivas de comisiones son materia de un proyecto de acuerdo que la Mesa 
somete directamente al Pleno para concluir los trámites legislativos, des-
cargar los turnos correspondientes y enviar los expedientes al Archivo His-
tórico y Memoria Legislativa para su resguardo (Senado de la República, 
2016:426-427).

En suma, en materia de igualdad de género y derechos humanos de las 
mujeres en la LXII legislatura se aprobaron y publicaron en el DOF ocho 
iniciativas de ley que representan ⒑  5 por ciento respecto de los proyectos 
que se presentaron (véase Cuadro 3).

Cuadro 3. Estatus de las Inicia  vas sobre derechos de las mujeres
y la igualdad de género presentadas en la LXII Legislatura

Estatus Iniciativas Porcentaje
Retiradas 1 1.3
Pendientes en comisión (es) de cámara de origen 3 3.9
Pendientes en comisión (es) de cámara de revisora 
(Cámara de Diputados)

11 14.5

Con dictamen negativo aprobado en cámara de origen 
(Cámara de Senadores)

8 10.5

Aprobadas 8 10.5
Concluidas por Acuerdo de la Mesa Directiva en cumpli-
miento al artículo 219 del Reglamento del Senado 

45 59.2

Total 76 100.0
Fuente: Elaborado a partir de Senado de la República y Sistema de Información 
Legislativa (SIL). 
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Con fi nes analíticos, estos 76 proyectos de ley se clasifi caron en 12 
grandes temáticas, los resultados encontrados indican las temáticas que 
concentran el mayor número de propuestas legislativas. Una de ellas es la 
violencia contra las mujeres en donde se sometieron a dictaminación 18 
proyectos de ley con el objeto de prevenir, atender y sancionar las distin-
tas modalidades y tipos de violencia que lesionan o dañan la integridad o 
libertad de las mujeres. 

Las iniciativas para poner fi n a la violencia contra las mujeres incluyen 
las distintas modalidades como la familiar, la laboral, la institucional, la 
feminicida y las alertas de género. En cuanto a los tipos de violencia, las 
y los legisladores puntualizaron en iniciativas sobre violencia verbal, la 
psicológica, física y sexual. 

El trabajo legislativo integra también dos modalidades de violencia 
contra la mujer que no se incluyen en la Convención de Belén Do Pará, 
a saber: la violencia política y la violencia obstétrica. Con relación a la 
primera, las iniciativas tienen por objeto defi nirla, evitarla y sancionarla. 

En cuanto a la violencia obstétrica uno de los proyectos de ley la defi ne 
como toda acción u omisión intencional por parte del personal de salud 
que dañe, lastime o denigre a la mujer durante el embarazo y parto, así 
como la negligencia en su atención médica que se exprese en un trato 
deshumanizado, en un abuso de medicalización y patologización de los 
procesos naturales, trayendo consigo pérdida de autonomía y capacidad 
de decidir libremente sobre su cuerpo y sexualidad. Es considerada como 
violencia obstétrica, la omisión de la atención oportuna y efi caz de las 
emergencias obstétricas y practicar el parto por vía de cesárea, existiendo 
condiciones para el parto natural, sin obtener el consentimiento volunta-
rio, expreso e informado de la mujer.

La segunda temática en importancia, por el número de proyectos pro-
puestos, fue la paridad de género con 17 iniciativas, entre las cuales se 
identifi caron las siguientes: 
• Establecer diversas disposiciones encaminadas a garantizar y procurar 

la paridad de género en la integración de partidos políticos y sus órga-
nos directivos. Para ello propone: 1) establecer como requisito para el 
registro de partidos políticos, así como la integración de sus órganos 
directivos, contar con al menos de 40% de personas de género distinto; 
2) obligar a los partidos ya conformados el mantener dicho porcentaje 
de género en sus afi liados y garantizar la paridad de género en candida-
turas municipales; 3) facultar al IFE para actuar sobre el cumplimiento 
a las cuotas de género en procedimientos internos. 
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• Establecer que en la integración de diversos cargos del servicio público 
se deberá de observar el principio de igualdad de proporción entre mu-
jeres y hombres: 1) la junta de gobierno del Sistema Nacional de Infor-
mación Estadística y Geográfi ca; 2) tribunales agrarios; 3) BANXICO; 
4) candidaturas ciudadanas; 5) candidaturas de partidos políticos  para 
puestos de elección popular; 6) IFE; 7) Comisión Nacional de Dere-
chos Humanos (CNDH); y, 8) gobernadores, diputados locales y pre-
sidentes municipales. Para tal fi n modifi ca los artículos 26, 27, 28, 35, 
41, 102, 115 y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos (CPEUM).

• Establecer que, en la conformación de la Comisión Permanente, de las 
mesas directivas de ambas cámaras del Congreso, de las comisiones y 
las presidencias de éstas, deberán de observarse los principios de pari-
dad de género y alternancia. Asimismo, propone que en las presiden-
cias de las mesas directivas se aplique el principio de rotación.

• Inclusión de las mujeres en el gabinete presidencial para que al menos 
la mitad de los nombramientos no solo de las dependencias que enu-
mera el artículo 26 de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, es decir al gabinete legal sino también al denominado gabinete 
ampliado, esto es a los titulares de los organismos paraestatales y enti-
dades descentralizadas, sean mujeres.

• Establecer que los integrantes del Poder Judicial deberán ser designa-
dos respetando el principio de paridad de género. Entre lo propuesto, 
destaca: 1) precisar que dicho principio se aplicará a los integrantes de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), el Tribunal Electo-
ral, Tribunal Colegiados y Unitarios de Circuito, en Juzgados de Dis-
trito y en el Consejo de la Judicatura Federal y del Distrito Federal, así 
como en los Poderes Judiciales Locales, y, 2) señalar que en los casos 
de las presidencias de los órganos colegiados además se deberá respetar 
la alternancia de géneros.

La tercera área temática hace referencia a las propuestas legislativas sobre la 
creación y/o reestructuración de áreas, unidades e instancias rectoras de 
política de género (⒒  8%), como por ejemplo la creación de un área de es-
tudios y de investigación o de una unidad de género para la igualdad en el 
Senado de la República; la conformación de la Secretaría para la Igualdad 
de la Mujer; la creación de unidades de género en las dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal (APF), y la creación del 
reconocimiento Elvia Carrillo Puerto, entre otras. 
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El derecho al trabajo y a las prestaciones laborales constituye la cuarta 
temática en la que se identifi can nueve iniciativas (⒒  8%) orientadas a 
establecer mecanismos para garantizar una mayor inclusión de las mujeres 
en el ámbito laboral; lograr la igualdad salarial entre hombres y mujeres; 
homologar los derechos de hombres y mujeres en el otorgamiento de se-
guro de enfermedades y pensión de viudez; fortalecer los derechos de las 
mujeres en relación a los permisos y la atención médica por maternidad; 
prohibir el trabajo de la mujer en periodo de gestación o lactancia en 
labores insalubres o peligrosas y en horarios nocturnos; para ampliar el 
periodo de la licencia de paternidad, de descanso para las mujeres antes 
y después del embarazo, así como garantizar el derecho al trabajo de las 
mujeres embarazadas. 

El quinto grupo temático corresponde a las iniciativas que tienen como 
propósito alcanzar la igualdad sustantiva, por lo que presenta siete pro-
puestas de ley, dos de las cuales son reformas constitucionales:
• La primera propuesta corresponde a la reforma el artículo 4 de la 

CPEUM que tiene como propósito establecer que el Estado deberá de 
garantizar la igualdad entre hombres y mujeres en términos sustantivos 
en lo político, económico, social y cultural.

• La segunda iniciativa propone reformar los artículos 3, 4, 25, 26, 41, 
49, 50, 90, 95, 96, 99, 116 y 122, con el objeto de modernizar los me-
canismos en materia de género. Entre lo propuesto destaca: i) señalar 
que el Estado garantizará la igualdad entre hombres y mujeres; ii) es-
tipular que tanto los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial deberán 
asegurar la participación de hombres y mujeres en los cargos de niveles 
decisorios; y, iii) puntualizar que en las constituciones y leyes de los 
estados así como del D.F., promoverán y garantizarán la participación 
equitativa de mujeres y hombres en los congresos locales, en las ins-
tancias de dirección de la administración pública, en los organismos 
autónomos y en el Poder Judicial local.

Un sexto grupo de propuestas de ley se clasifi caron dentro de los derechos 
a la salud donde se incluyen cinco iniciativas que tienen por objeto: 
• Garantizar la atención universal gratuita en cualquier institución de 

salud pública durante el embarazo, parto y puerperio; 
• Declarar el 28 de mayo de cada año como el Día Nacional de la Salud 

de la Mujer.
• Considerar como servicios básicos de salud y asistencia social el apoyo 

a mujeres indígenas en periodo de gestación o lactancia.
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• Expandir la normatividad encargada de garantizar el acceso universal a 
la salud materna y neonatal, así como promover el desarrollo social y 
laboral de las mujeres en edad fértil.

• Precisar que la atención materno-infantil motivará al cumplimiento de 
los derechos reproductivos de la mujer, la no violencia obstétrica y los 
derechos de la niñez.

Las diez iniciativas de ley restantes abordan distintas temáticas, en parti-
cular, los derechos de mujeres rurales, indígenas, con discapacidad y aque-
llas que se encuentran privadas de su libertad (véase Cuadro 4). 

Cuadro 4. Inicia  vas sobre derechos de las mujeres y para la igualdad de género 
presentadas en la LXII Legislatura

LXII Legislatura
Tema Total Porcentaje

Derechos de las mujeres privadas de su libertad 1 1.3
Inclusión de la perspectiva de género 2 2.6
Salud sexual y reproductiva 2 2.6
Derecho a la educación 2 2.6
Derechos de las mujeres rurales e indígenas 2 2.6
Derechos de las mujeres con discapacidad 2 2.6
Derecho a la salud 3 3.9
Administrativo-Institucional 9 11.8
Derecho al trabajo y laborales 9 11.8
Igualdad 9 11.8
Paridad 17 22.4
Violencia 18 23.7
Total 76 100.0

Fuente: Elaborado a partir de Senado de la República y Sistema de 
Información Legislativa (SIL). 

Iniciativas presentadas en la LXIII Legislatura 

En la LXIII se presentaron 86 iniciativas a favor de los derechos de las mu-
jeres y para la igualdad de género, de las cuales 35 (40.7%) se enviaron a la 
Comisión para la Igualdad de Género y las 51 (5⒐ 3%) iniciativas restantes 
a otras comisiones legislativas para su dictaminación. 

Al igual que en LXII Legislatura, en su mayoría (80%) son propues-
tas de ley o de reformas presentadas mujeres legisladoras, pero con un 
importante aumento de las iniciativas de senadores las cuales representan 
cerca de 20%. 
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El estatus que registran las 85 iniciativas se desglosa en el Cuadro 5 
donde se puede observar que 41 de ellas (4⒏ 2%) concluyeron por acuer-
do de la Mesa Directiva formulado en cumplimiento al artículo 219 del 
reglamento del Senado en las sesiones del 3 de noviembre de 2016, 31 de 
octubre de 2017 y 30 de abril de 2018, mientras que 36 proyectos (4⒉ 4%) 
se encuentran pendientes de dictaminación, de cuales 21 se encuentran en 
comisión (es) de Cámara de Origen (2⒋ 7%), esto en el Senado y 15 en comi-
sión (es) de Cámara Revisora (⒘  6%), es decir, en Cámara de Diputados. 

Asimismo, cuatro iniciativas (⒉ 3%) se ubican en la última fase de 
trabajo legislativo que corresponde al dictamen de Primera Lectura en 
Cámara de Origen y cuatro más fueron retiradas (⒉ 3%). 

De estas cifr as se desprende que la tasa de aprobación de las iniciati-
vas de reforma o propuesta de ley a favor de los derechos humanos de las 
mujeres y la igualdad de género es bastante baja, observándose que en la 
LXIII legislatura solamente se aprobó y publicó en el DOF una iniciativa 
(ver Cuadro 5). 

Cuadro 5. Estatus de las Inicia  vas sobre derechos de las mujeres y para la 
igualdad de género presentadas en la LXIII Legislatura 

Estatus Iniciativas Porcentaje
Retiradas 2 2.4
Pendientes en comisión (es) de cámara de origen (Cámara de Senadores) 21 24.7
Pendientes en comisión (es) de cámara de revisora (Cámara de Diputados) 15 17.6
Con dictamen negativo aprobado en cámara de origen (Cámara de Senadores) 1 1.2
De primera lectura en cámara de origen (Cámara de Senadores) 4 4.7
Aprobadas 1 1.2
Concluidas por Acuerdo de la Mesa Directiva en cumplimiento al artículo 219 
del Reglamento del Senado 

41 48.2

Total 85 100.0

Fuente: Elaborado a partir de Senado de la República y Sistema de Información Legislativa (SIL). 

En cuanto a las temáticas de estas propuestas de reformas, dos fueron 
centrales en el trabajo de las y los senadores en la LXIII legislatura. La 
primera corresponde a las iniciativas para combatir la violencia hacia las 
mujeres en sus distintas modalidades y tipos, con un total de 29 iniciativas 
(3⒊ 7%). Al respecto, es necesario puntualizar que los niveles de violencia 
en México siguen siendo altos y alarmantes en virtud de que alrededor de 
66 por ciento de las mexicanas manifi estan haber sido víctimas de violen-
cia en algún momento de su vida. Entre las iniciativas propuestas en este 
primer grupo de reformas se encuentran las siguientes: 
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• Establecer como sujetas de asistencia social a las mujeres en situación 
de violencia emocional, psicológica, económica, física, sexual, maltrato 
o abandono. Facultar a la Secretaría de Seguridad Pública en materia 
judicial y de violencia de género. 

• Implementar mecanismos de apoyo y no discriminación a víctimas de 
violencia. 

• Prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres. 
• Priorizar la expedición de leyes en materia de derechos humanos y 

violencia contra las mujeres. 
• Fortalecer la protección de los infantes, los adultos mayores y las muje-

res, así como evitar la violencia familiar y política contra éstas. 
• Precisar las atribuciones de la SEGOB en materia de violencia contra 

las mujeres. 
• Implementar mecanismos para garantizar el bienestar de las mujeres y 

actuar en caso de desaparición. 
• Incrementar el número de refugios para mujeres víctimas de violencia. 

Para ello propone facultar a las entidades federativas para impulsar y 
apoyar la creación, operación y mantenimiento de refugios para las 
víctimas, conforme al modelo de atención diseñado por el Sistema 
Nacional de Prevención en la materia.

• Facultar a los congresos locales para solicitar la emisión de declaratoria 
de alerta de violencia de género contra las mujeres.

• Precisar mecanismos para erradicar la violencia política contra las mu-
jeres y garantizar los derechos políticos de las mujeres.

• Anular una elección cuando la autoridad acredite violencia política por 
razones de género.

• Prevenir y erradicar la violencia obstétrica contra las mujeres.
• Fortalecer las acciones en contra del acoso y violencia familiar. 
• Prevenir y erradicar la violencia familiar. 
• Incluir el principio de corresponsabilidad familiar en las políticas para 

prevenir la violencia contra mujeres.
• Tipifi car el delito de acoso sexual en espacios públicos.
• Proteger los derechos de las mujeres víctimas de una violación. 
• Prevenir, atender y erradicar la violencia laboral hacia las mujeres. 
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• Tipifi car y sancionar el delito de abuso de autoridad en materia de 
violencia de género.

El segundo grupo de iniciativas se ubica dentro del derecho al trabajo y los 
derechos laborales con 17 propuestas de reformas de ley, las cuales tienen 
los siguientes propósitos: 
• Garantizar y/o fortalecer los derechos laborales de las mujeres embara-

zadas y en periodo de lactancia. 
• Garantizar la lactancia materna de mujeres trabajadoras.
• Proteger los derechos de madres solteras y mujeres embarazadas tra-

bajadoras.
• Garantizar la igualdad de salarios entre hombres y mujeres que presten 

un mismo trabajo. 
• Promover mecanismos para erradicar la brecha de género en el ámbito 

económico y laboral rural.
• Implementar mecanismos para el acceso de las mujeres trabajadoras a 

una vivienda.
• Garantizar diversos derechos de las personas que realizan trabajos de 

cuidado.
• Garantizar el derecho de guarderías para los derechohabientes del se-

guro social sin distinción de género.
• Ampliar el periodo de descanso que tendrán las mujeres posteriores 

al parto.
• Garantizar el acceso igualitario de mujeres y hombres a prestaciones de 

ley a las que tienen derecho.
• Precisar el tiempo de licencia de maternidad y paternidad por adop-

ción. 
La paridad de género representa otra de las temáticas incluida en la agenda 
legislativa con ocho iniciativas con los siguientes propósitos: 
• Garantizar el principio de paridad de género en los puestos al interior 

del Poder Judicial de la Federación. 
• Incorporar la paridad de género en materia agraria.
• Garantizar la paridad de género para la postulación de cargos de elec-

ción popular. Entre lo propuesto destaca establecer la posibilidad de 
que las mujeres puedan ser concejalas de los ayuntamientos.

• Garantizar el empoderamiento de las mujeres en órganos de gobierno 
de entidades paraestatales. 
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• Garantizar la igualdad de oportunidades para las mujeres en materia de 
investigación científi ca y tecnológica. 

• Proteger y garantizar los derechos de las mujeres en materia electoral. 
• Garantizar los principios de paridad vertical y horizontal entre hombres 

y mujeres en la elección para la integración de los ayuntamientos.
En el ámbito institucional-administrativo se identifi can seis propuestas 
legislativas con los siguientes fi nes: 
• Crear la Secretaría para la Igualdad Sustantiva y Desarrollo de las Mu-

jeres o bien la Secretaría para la Igualdad de la Mujer con distintas 
facultades. 

• Crear unidades y/o dependencias de género dentro de las dependencias 
y entidades de la APF.

• Establecer mecanismos para el empoderamiento de la mujer en el sec-
tor empresarial. 

• Establecer que el Programa Nacional de Pesca y Acuacultura deberá 
contemplar programas y proyectos que promuevan e impulsen el desa-
rrollo de la actividad pesquera de las mujeres.

Un grupo de cinco propuestas de reformas de ley se clasifi caron dentro de 
la temática para la igualdad sustantiva de género persiguiendo los siguien-
tes objetivos: 
• Precisar mecanismos en materia de igualdad de derechos entre hom-

bres y mujeres.
• Adoptar una perspectiva de género para promover la igualdad sustan-

tiva en materia económico-fi nanciera. 
• Fomentar la igualdad entre hombres y mujeres en relación con sus 

derechos a la transparencia. 
• Garantizar la participación de mujeres en el ámbito tecnológico y cien-

tífi co. 
En materia educativa son cuatro los proyectos de ley que se incluyeron, 
los cuales tienen dentro de sus propósitos el derecho a la educación con 
perspectiva de género e igualdad; el fomento a la inclusión de mujeres y 
niñas en áreas de investigación científi ca, en el desarrollo tecnológico y en 
la innovación.

En el rubro de derecho a la salud, se identifi can cinco iniciativas que 
se enlistan a continuación. 
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• Incluir los cuidados de la mujer durante el embarazo, el parto y puer-
perio, y la promoción de la vacunación durante dicho periodo. 

• La reforma la fr acción II del artículo 185 Bis de la Ley General de 
Salud con el objeto de precisar qué se entenderá por uso nocivo de alcohol 
por mujeres embarazadas. 

• Reformas a diversos artículos de la Ley General de Salud con la fi -
nalidad de garantizar la protección universal en caso de emergencias 
obstétricas en cualquier institución del sector salud.

• Establecer que las acciones de anticoncepción que realicen las institu-
ciones de salud tendrán carácter prioritario, particularmente, para la 
prevención del embarazo en adolescentes y en otras mujeres con alto 
riesgo obstétrico.

• Fortalecer la protección materno-infantil respecto a la elección del 
procedimiento del parto e informar a las mujeres embarazadas sobre el 
derecho que tienen para seleccionar dicho procedimiento, asegurando 
su libre decisión y la comprensión sobre los riesgos y benefi cios. 

A estas iniciativas, se suman tres proyectos más que tienen como objeto la 
incorporación de la perspectiva de género en los siguientes ámbitos: 
• En la integración y en las acciones de las entidades paraestatales y en 

las sociedades anónimas bursátiles. 
• En políticas, programas, proyectos y acciones dirigidas al fomento y 

promoción de la lectura. 
• En el Poder Judicial para juzgar con perspectiva de género; para ello 

propone 1) facultar al Consejo de la Judicatura Federal para incorporar 
temas relacionados con perspectiva de género en los cuestionarios que 
deberán resolver los aspirantes inscritos para concursar las plazas va-
cantes; y, 2) precisar que en las sentencias que emita la SCJN se deberá 
incorporar dicha perspectiva.

En la LXIII Legislatura se identifi can tres proyectos de ley enfocados 
hacia los derechos de las mujeres tanto rurales como indígenas. Estas ini-
ciativas tienen por objeto:
• La paridad de género en la composición de los comités nacional y 

regionales de los sistemas-Producto. Para ello propone incorporar en 
las diferentes carteras, de forma intercalada, hombres y mujeres, en la 
misma proporción de su participación en la asamblea electiva.

• Implementar acciones para el empoderamiento de las mujeres en con-
diciones de pobreza o con bajos ingresos. 
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• Fortalecer los derechos de las mujeres, personas con discapacidad, in-
dígenas y adultas mayores en el medio rural. 

Dentro de las propuestas de reforma de ley se identifi can dos iniciativas 
que proponen eliminar la prohibición a las mujeres a contraer matrimonio 
hasta después de 300 días de la disolución de su anterior matrimonio. Los 
derechos de las mujeres adultas mayores se incorporaron al trabajo legisla-
tivo a través de dos iniciativas: 

Establecer la igualdad sustantiva como principio rector en materia de 
derechos de las personas adultas mayores.

Reforma diversos artículos de la Ley de los Derechos de las Personas 
Adultas Mayores para incorporar la perspectiva de género (Cuadro 6). 

Cuadro 6. Inicia  vas sobre derechos de las mujeres y
para la igualdad de género presentadas en la LXIII Legislatura

LXIII Legislatura
Tema Total Porcentaje

Violencia 29 33.7
Derecho al trabajo y laborales 17 19.8
Paridad 8 9.3
Administrativo-Institucional 6 7.0
Derecho a la salud 5 5.8
Inclusión de la perspectiva de género 5 5.8
Igualdad de género 5 5.8
Derecho a la educación 4 4.7
Derechos de las mujeres rurales e indígenas 3 3.5
Derechos de las mujeres adultas mayores 2 2.3
Derechos Civiles 2 2.3
Total 86 100.0

Fuente: Elaborado a partir de Senado de la República y Sistema de 
Información Legislativa (SIL). 

En las legislaturas LXII y LXIII se formularon, analizaron, discutieron 
y aprobaron nueve iniciativas en favor de los derechos de las mujeres y la 
igualdad de género. Entre las reformas aprobadas y publicadas en el Diario 
Ofi cial de la Federación, se encuentran las siguientes: 
• Reconocimiento Elvia Carrillo Puerto entregado por el Senado en 

conmemoración al Día Internacional de la Mujer, a fi n de premiar a 
las mujeres que hayan incidido y destacado en favor de los derechos 
humanos de las mujeres y de la igualdad de género. 

• Incorporación del principio de paridad de género en la CPEUM y en 
las leyes secundarias electorales.
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• Reformas que obligan a los congresos de los Estados y a la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal a que realicen las adecuaciones nece-
sarias para armonizar la normatividad local con el nuevo entramado 
constitucional en materia de paridad de género. 

• Armonización legislativa de la Ley del Instituto Nacional de las Muje-
res con la Ley General para Igualdad entre Mujeres y Hombres ya que 
observan nombres distintos para el Programa Nacional de Igualdad. 
Para ello reformaron los artículos 7, 26, y o 30 de la Ley del Instituto 
Nacional de las Mujeres.

• Se incorporó la fr acción XIX al artículo 2 de la Ley de la Comisión 
Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas con la fi nalidad 
de que la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indíge-
nas (CDI), coadyuve con la Secretaría de Gobernación y lleven a cabo 
el seguimiento de las acciones emprendidas por autoridades federales, 
estatales y municipales para prevenir, proteger, sancionar y erradicar la 
violencia cometida contra las mujeres indígenas.

• Se adicionó una fr acción XII al artículo 36 de la Ley General de Acceso 
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a efecto de incluir al 
titular del Instituto Nacional de las Mujeres en la Junta de Gobierno 
de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, 
y viceversa, la participación de la Comisión Nacional para el Desarrollo 
de los Pueblos Indígenas en el Sistema Nacional para Prevenir, Aten-
der, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres. 

Otra iniciativa tiene como propósito contribuir a la protección de las mu-
jeres que han sido víctimas de violencia a través del impulso y el apoyo de 
la creación, operación y mantenimiento de refugios para las víctimas. Para 
lo cual se reforman las fr acciones X del artículo 49 y VII del artículo 50 
de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 
(véase Cuadro 7).
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Cuadro 7. Inicia  va de Ley aprobadas y publicadas en
las LXII y LXIII Legislatura del Senado de la República en

materia de derechos humanos de las mujeres e igualdad de género

Asunto Objeto Proponentes Turnado a Estatus
Proyecto de decreto 
por el que se crea el 
Reconocimiento -El-
via Carrillo Puerto- y 
adiciona una fracción 
V al numeral uno del 
artículo 56 y adiciona 
un artículo 56 bis al 
Reglamento del Se-
nado de la República.

La iniciativa tiene por objeto crear el reconocimiento –
Elvia Carrillo Puerto– que será entregado por el Senado 
en conmemoración al Día Internacional de la Mujer, a fin 
de premiar a las mujeres que hayan incidido y destacado 
en favor de los derechos humanos de las mujeres y de la 
igualdad de género. Entre lo propuesto, destaca: 
1) el reconocimiento constará de un busto en bronce de 
18 cm y será otorgado, en sesión solemne, en marzo de 
cada año; 
2) se propondrá una terna propuesta por una mujer por 
los organismos públicos dedicados en la materia, una por 
la Cámara de Diputados y otra por las organizaciones de 
la sociedad civil especializadas en dicho ámbito; 
3) la terna deberá de ser entregada a la Comisión para la 
Igualdad de Género entre la segunda semana de julio y 
la primera semana de noviembre; 
4) el dictamen de aprobación emitido por la Comisión 
será inscrito a sesión de Pleno para deliberar mediante 
votación, quién será la candidata elegida para recibir el 
reconocimiento el año siguiente; y, 
5) la acreedora al reconocimiento será elegida por el voto 
de las dos terceras partes de los senadores presentes.

Senadores de 
Distintos Grupos 
Parlamentarios 
Presentada el 
28/02/2013

Para la 
Igualdad de 
Género

Publicado en 
D.O.F. el 05-
Mar-2013

Proyecto de decreto 
por el que se reforma 
el artículo 14 de la 
Ley de Adquisiciones, 
Arrendamientos y 
Servicios del Sector 
Público y el artículo 
34 de la Ley Gene-
ral para la Igualdad 
entre Hombres y 
Mujeres.

La iniciativa tiene por objeto ampliar el estímulo otor-
gado a las empresas que hayan aplicado políticas y 
prácticas de equidad de género dentro de procesos de 
licitación pública. 
Para ello propone: 1) precisar que se otorgarán puntos 
a las empresas que hayan aplicado dichas políticas y 
prácticas, conforme a la certificación correspondiente 
emitida por las autoridades y organismos facultados para 
tal efecto; y, 
2) especificar los criterios que habrán de considerarse 
para la expedición del certificado.

Ana Lilia Herrera 
Anzaldo (PRI)
Presentada el 
22/10/2013

Para la 
Igualdad de 
Género.
Estudios 
Legislativos, 
Segunda.

Aprobación en 
el Senado:
30-Abr.-2014
Publicado en 
D.O.F. el 10-
Nov-2014

Proyecto de de-
creto por el que se 
reforman diversos 
artículos del Código 
Federal de Institucio-
nes y Procedimientos 
Electorales, en mate-
ria de paridad de gé-
nero en candidaturas 
a puestos de elección 
popular (Reforma po-
lítica 2014).

La iniciativa tiene por objeto precisar diversas disposi-
ciones relativas a la paridad de género en candidaturas a 
puestos de elección popular. Para ello propone: 
1) incrementar al 6% los recursos del financiamiento 
público ordinario de los partidos políticos para la capa-
citación, promoción y desarrollo del liderazgo político de 
las mujeres; 
En materia paridad de género considera
2) Las candidaturas a diputaciones locales y federales, así 
como a senadurías, estarán compuestas por una persona 
propietaria y una suplente del mismo sexo; 
3) Los partidos políticos deberán garantizar en sus pro-
cedimientos internos la paridad entre hombres y mujeres 
en las candidaturas que registren para contender por car-
gos de elección popular, tanto para legislaturas federales 
como locales; 
4) 50% de las candidaturas registradas ante el INE debe-
rán ser de candidatos propietarios del mismo sexo; 
5) Las listas de representación proporcional deberán in-
tegrarse por fórmulas alternadas de hombres y mujeres, 
alternando el sexo que encabece cada una de las listas; 

Marcela Guerra 
Castillo (PRI)
Blanca María del 
Socorro Alcalá 
Ruiz (PRI)
Graciela Ortiz 
González (PRI)
Angélica De la 
Peña Gómez 
(PRD)
Presentada el 
08/04/2014

Gobernación.
Estudios 
Legislativos, 
Segunda.

Aprobación 
en el Senado: 
14-May-2014-
05-14
Publicado en 
D.O.F. el 23-
May-2014

continúa...
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Asunto Objeto Proponentes Turnado a Estatus
6) El órgano de dirección estatutario de los partidos de-
berá establecer una distribución igualitaria de fórmulas 
de candidatos a diputados en los distritos que consi-
dere ganadores, tomando como referencia para ello la 
elección inmediata anterior, así como en el resto de los 
distritos; 
7) Las primeras fórmulas para senadurías de mayoría 
relativa que registren los partidos tendrá una distribu-
ción igualitaria en los 32 estados, por lo que éstas no 
podrán ser mayores a 32 del mismo sexo; y, 8) referir las 
sanciones a que se hará acreedor el partido político que 
no cumpla con las disposiciones de paridad de género. 
Para tal fin modifica los artículos 78 y 218 – 221 del 
COFIPE.

Proyecto de decreto 
por el que se adi-
ciona y reforman 
diversos artículos del 
Estatuto de Gobierno 
del Distrito Federal, 
en materia políti-
co-electoral.

Propone reformar diversas disposiciones del Estatuto de 
Gobierno del Distrito Federal, para adecuarlo a la refor-
ma constitucional del 10 de febrero de 2014 que obliga a 
los congresos de los Estados y a la Asamblea Legislativa 
del Distrito Federal para que, a más tardar el 30 de junio 
de este año, realicen las adecuaciones necesarias para 
armonizar la normatividad local con el nuevo entramado 
constitucional.
Las adecuaciones consisten en: 
a) La regulación de la asignación de diputados de repre-
sentación proporcional; b) Garantizar los derechos de los 
candidatos independientes; 
c) La obligación de los partidos políticos de garantizar la 
paridad de género; 
d) La procuración de justicia en materia electoral; 
e) La reelección en el ámbito legislativo y delegacional; y
f) La nueva conformación del Instituto Electoral del Dis-
trito Federal y el Tribunal Electoral del Distrito Federal.

Luis Miguel Ge-
rónimo Barbosa 
Huerta (PT)
Alejandro Enci-
nas Rodríguez 
(SG)
Presentada el 
04/06/2014

Ciudad de 
México.
Estudios 
Legislativos

Aprobación en 
el Senado:
2014-06-19
Publicado en 
D.O.F. El 27-
Jun-2014*

Proyecto de de-
creto por el que se 
reforman diversos 
artículos de la Ley del 
Instituto Nacional de 
las Mujeres.

La iniciativa tiene por objeto armonizar la Ley del Institu-
to Nacional de las Mujeres con la Ley General para Igual-
dad entre Mujeres y Hombres ya que observan nombres 
distintos para el Programa Nacional de Igualdad. Entre lo 
propuesto destaca facultar al INMUJERES para: 1) seña-
lar en el marco del PND proponga el programa nacional 
para la Igual entre mujeres y hombres; 2) establecer 
acuerdos con los tres niveles de gobierno para promover, 
con la participación entre los sectores social y privado, 
que se establezcan en el Programa nacional para la igual-
dad entre mujeres y hombres; y, 3) emitir informes de 
evaluación periódica para dar cuenta de los resueltos de 
dicho programa; 4) precisar que el Consejo Consultivo 
fungirá como órgano de asesoría y consulta en lo relativo 
al Programa Nacional para la Igualdad entre Mujeres y 
Hombres. Finalmente, modifica la denominación del ca-
pítulo VII por el de Cumplimiento del Programa Nacional 
para la Igualdad entre Mujeres y Hombres. 
Para ello reforma los artículos 7, 26, y o 30 de la Ley del 
Instituto Nacional de las Mujeres

Martha Elena 
García Gómez 
(PAN)
Presentada el 
07/08/2013

Para la 
Igualdad de 
Género. 
Estudios 
Legislativos, 
Primera.

Aprobación 
en el Senado: 
20-feb.2014
Publicado en 
D.O.F. el 04-Ju 
-2015

Proyecto de decreto 
por el que se declara 
el 28 de mayo como 
-Día Nacional por la 
Salud de la Mujer-.

La iniciativa tiene por objeto declarar el 28 de mayo de 
cada año como el -Día Nacional por la Salud de la Mujer-

Itzel Sarahí 
Ríos de la Mora 
(PRI). 

Presentada el 
05/03/2015

Salud.
Estudios 
Legislativos.

Aprobación en 
el Senado:
30 de abril de 
2014 
Publicado en 
D.O.F. el 30-
Dic-2015**

continúa...
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Asunto Objeto Proponentes Turnado a Estatus
Proyecto de decreto 
por el que se re-
forman y adicionan 
diversas disposicio-
nes de la Ley de la 
Comisión Nacional 
para el Desarrollo de 
los Pueblos Indígenas 
y de la Ley General de 
Acceso de las Mujeres 
a una Vida Libre de 
Violencia.

Propone establecer una perspectiva de género en el tema 
indígena, en el rubro específico de la prevención, aten-
ción y erradicación de la violencia.
Adiciona una fracción XIX al artículo 2 de la Ley de la Co-
misión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indí-
genas con la finalidad de que la Comisión Nacional para 
el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI), coadyuve 
con la Secretaría de Gobernación y lleven a cabo el se-
guimiento de las acciones emprendidas por autoridades 
federales, estatales y municipales para prevenir, proteger, 
sancionar y erradicar la violencia cometida contra las 
mujeres indígenas.
También se adiciona una fracción XII al artículo 36 de la 
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 
de Violencia, a efecto de incluir al titular del Instituto 
Nacional de las Mujeres en la Junta de Gobierno de la 
Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos 
Indígenas, y viceversa, la participación de la Comisión 
Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas en 
el Sistema Nacional para Prevenir, Atender, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra las Mujeres.

Proponentes
Juana Leticia 
Herrera Ale 
(PRI)

Presentada el 
28/11/2013

Para la 
Igualdad de 
Género.
Estudios 
Legislativos, 
Segunda.

Aprobación en 
el Senado:
2 de diciembre 
de 2014
Publicado en 
el D.O.F. el 
22-Junio de 
2017

Proyectos de decreto 
por el que se refor-
man los artículos 49, 
50 y 54 de la Ley Ge-
neral de Acceso de las 
Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia.

La iniciativa tiene como objetivo contribuir a la protec-
ción de las mujeres que han sido víctimas de violencia 
a través del impulso y el apoyo de la creación, operación 
y mantenimiento de refugios para las víctimas conforme 
al modelo de atención diseñado por el Sistema Nacional 
de Prevención, Atención, Sanción y Erradicación de la 
Violencia contra las Mujeres.

Itzel Sarahí 
Ríos de la Mora 
y demás senado-
ras del Grupos 
Parlamentario 
de PRI.

Presentada el 
16/03/2016

Para la 
Igualdad de 
Género.
Estudios 
Legislativos, 
Segunda.

Aprobación en 
el Senado el 8 
de febrero de 
2017. 
Publicado en el  
D.O.F. el 19 de 
junio de 2017

Fuente: Elaboración propia a partir de Senado de la República y Sistema de Información Legislativa 
(SIL).

Comentarios fi nales 

En las LXII y LXIII Legislaturas se presentaron 161 iniciativas sobre de-
rechos humanos de las mujeres y la igualdad de género. Las reformas de 
ley propuestas abarcan distintos temas que van desde los derechos civiles 
hasta la paridad de género y la violencia política y obstétrica contra las 
mujeres. Entre las iniciativas se encuentran propuestas de reformas pre-
sentadas tanto por senadoras de los distintos grupos parlamentarios como 
de senadores comprometidos con los derechos de las mujeres y la igualdad de 
género. 

Entre las iniciativas más importantes que se aprobaron en las LXII y 
LXIII Legislaturas destaca la inclusión del principio de paridad de género 
en el texto constitucional y en las leyes secundarias electorales. Este hecho 
representa un gran acontecimiento para las mujeres mexicanas comparado 
con la conquista al sufr agio femenino en nuestro país logrado a mediados 
del siglo XX (1953) (Peña, 2014). 
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A pesar de la relevancia que tiene el análisis de las leyes vigentes y las 
iniciativas de reforma que se han propuesto para fortalecer el marco jurídi-
co nacional para promover la igualdad entre mujeres y hombres, erradicar 
la violencia y de todas formas de discriminación en contra de las mujeres 
y las niñas, la tasa de aprobación de las propuestas de leyes presentadas en 
las LXII y LXIII Legislaturas es muy baja, puesto que de las 161 iniciati-
vas que se presentaron para dictamen solamente se aprobaron y publicaron 
en el DOF nueve de ellas, es decir, ⒌ 6 por ciento. 

En cuanto a los temas pendientes con relación al trabajo legislativo se 
encuentran, entre otros, los siguientes: 
• Legislar sobre las nuevas formas de violencia contra las mujeres y ni-

ñas, como es el acoso cibernético, violencia obstétrica, los homicidios 
de mujeres y niñas, los feminicidos y las alertas de género. 

• Concretar en la ley el dictamen sobre la violencia política por razón de 
género y el proyecto de decreto que la conceptualiza. 

• El empoderamiento económico de la mujer, pilar crucial del creci-
miento incluyente, sigue siendo un tema pendiente de la agenda legis-
lativa puesto que sólo “…47% de las mexicanas en edad de trabajar son 
parte de la fuerza laboral, 20 puntos porcentuales por debajo del promedio 
OCDE; e incluso por debajo …en empleos que… son informales. Además, 
las mujeres mexicanas son responsables del 77% del trabajo doméstico no 
remunerado” (Ramos, 2017: s/p).

• De igual forma, es necesario legislar sobre los derechos de las mujeres 
migrantes y de la población femenina que se encuentra privada de su 
libertad, de las madres solteras, de las mujeres indígenas, de las que 
trabajan en la maquila y de las mujeres que se dedican al trabajo infor-
mal o son trabajadoras del hogar. 

• Otro tema que requiere de atención especial es el referente a la des-
igualdad jurídica que enfr entan las mujeres en México debido a la 
falta de armonización legislativa de los códigos penales y civiles locales 
que, en reiteradas ocasiones, no incorporan las reformas de las leyes 
federales. Por lo que es necesario continuar con este proceso inacabado 
de armonización legislativa en materia de derechos de las mujeres de 
acuerdo con los compromisos internacionales de derechos humanos 
asumidos por nuestro país. 

• Incorporación de la perspectiva de género en todo el marco jurídico 
constituye otro de los compromisos internacionales asumidos por el 
Estado mexicano y sobre el cual se legisló en la Cámara de Diputados 
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en el segundo año de ejercicio de la LXIII Legislatura, aprobándose 
una iniciativa para modifi car el Reglamento Interior de este recinto 
legislativo con el objeto de incorporar la perspectiva de género en la 
formulación de las iniciativas que se presentan. 

• En particular, se adicionaron los artículos 78 y 85 del Reglamento de 
la Cámara de Diputados, en materia de Perspectiva de Género. Enten-
diendo, como señala Rodríguez, que esta perspectiva “…es herramienta 
metodológica que requiere del mayor rigor científi co, visibilizar los traba-
jos y hacer un fr ente común para que mujeres y niñas de México tengan 
igualdad de oportunidad, de acceso a la justicia e igualdad sustantiva…” 
(Rodríguez, 2018:1). 

Post Scriptum

El 1º de septiembre de 2018 se instaló la LXIV Legislatura del Congreso 
de la Unión, después de un proceso electoral marcado por diversos episo-
dios de violencia política contra las mujeres. En esos comicios las mujeres 
tuvieron un signifi cativo empoderamiento político que en una composi-
ción más paritaria de la historia de nuestro país. La Cámara de Diputados 
se conformó por 48% (241) de mujeres, en tanto que 49% de los escaños 
(63) en el Senado de la República esta ocupados por legisladoras. En los 
congresos estatales y la Asamblea Legislativa de la Ciudad de México, la 
paridad de género se ubica en 49% puesto que de los 1,113 legisladores 
545 son mujeres (INEGI, 2019b).

Dos de los grandes logros sin precedentes que se han realizado en ma-
teria de derechos humanos de las mujeres en la LXIV Legislatura han sido 
la reforma constitucional en paridad de género (artículos 2, 4, 35, 41, 52, 
53, 56, 94 y 115) que asegurará la obligatoriedad de la 

[…] mitad de los cargos de decisión para las mujeres en los tres poderes del 
Estado, en los tres órdenes de gobierno, en los organismos autónomos, en las 
candidaturas de los partidos políticos a cargos de elección popular, así como 
en la elección de representantes ante los ayuntamientos en los municipios con 
población indígena; además, se incorpora el lenguaje que visibiliza e incluye a 
las mujeres (INMUJERES, 2019/s/p). 

El segundo, lo representa la ratifi cación del Convenio 189 de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo (OIT) para proteger el trabajo doméstico en 
México. Así el Estado mexicano se comprometió a garantizar los derechos 
laborales de alrededor de ⒉ 4 millones de empleadas y empleados domésti-
cos; donde nueve de cada 10 son mujeres, generalmente pobres, indígenas 
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o de las zonas rurales del país que han migrado a las ciudades trabajando 
en condiciones de alta precariedad debido a que México. 
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EL FUTURO DEL FUERO
CONSTITUCIONAL EN MÉXICO

Víctor Alarcón Olguín1

Introducción
En este trabajo se revisa el futuro del régimen de inmunidades, incompati-
bilidades y responsabilidades a los cuales pueden ser sujetos los legislado-
res, los funcionarios públicos federales y locales; situaciones que coloquial 
e históricamente han sido conocidas en nuestra tradición legal-constitu-
cional bajo las fi guras del “fuero” y juicio político respectivamente.

De entrada, cabe señalar que, como lo resaltan diversos especialistas, 
existe en torno a ambas fi guras una falta de precisión conceptual para 
tipifi car a un coǌ unto variado de conductas asociadas con el desempeño 
correcto tanto de la función pública como de la representación popular. 
Entre otros efectos, esta situación ha generado que exista un interés cre-
ciente por mejorar las capacidades de control y evaluación global de dichos 
elementos de la vida parlamentaria y administrativa en los ámbitos judicial 
y penal, así como que se eleven los niveles de escrutinio de los sesgos 
político-partidarios que prevalecen en el manejo de recursos y negocios 
desarrollados alrededor de las esferas del gobierno y el Congreso. 

Una demanda cada vez más fuerte de la sociedad es que, en caso ne-
cesario, se considere la separación del cargo / nombramiento de quien sea 
imputado, a partir del desarrollo de un juicio de procedencia en alguna de 
las siguientes dos modalidades: a) “juicio político” para los funcionarios 
y b) el llamado “desafuero” para los legisladores, lo que en los hechos se 
traduce como el retiro de la inmunidad procesal que ampara a sus activi-
dades durante el ejercicio de su mandato. En ambos casos, las condiciones 
de su funcionamiento han estado fuertemente asociadas a la existencia del 
régimen de gobierno presidencial y tendrían como propósito hacer valer el 
principio confi gurativo de la separación y equilibrio entre las instancias del 
poder republicano, a partir de la visión original con que fue pensado por 
los integrantes de la Constituyente de 19⒘   (Marván, 2017; Romero Apis, 
2008; Alcántara, García Montero y Sánchez, 2005a y 2005b) 

1  Doctor en Estudios Sociales. Profesor-Investigador Titular “C”, Departamento de 
Sociología. UAM-Iztapalapa. Miembro del Sistema Nacional de Investigadores (Mé-
xico). Contacto: alar@xanum.uam.mx 
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Con base en el anterior comentario, resulta entonces pertinente hacer 
un básico acercamiento de corte comparativo para ubicar la importancia 
con que este debate debe ser visto a la luz de acontecimientos relevantes 
como los experimentados dentro de la región latinoamericana, donde las 
relaciones entre las instancias Ejecutivo-Legislativo han culminado en si-
tuaciones de confl icto e ingobernabilidad que se remiten tanto a la desti-
tución y / o procesamiento penal de varios mandatarios, algunos de ellos 
situados dentro de acciones pensadas abiertamente para inhibir la conti-
nuidad de dichos políticos. 

A partir de este atisbo regional, resulta plausible pensar que se podría 
discutir con más precisión la naturaleza con que el futuro del fuero cons-
titucional pueda verse en la circunstancia mexicana, especialmente a la luz 
de las diversas posturas surgidas desde la pasada administración sexenal 
de Enrique Peña Nieto, durante la cual se desató una fuerte demanda 
por generar acciones inmediatas en contra del crecimiento de la corrup-
ción dentro del sistema político, y como ello implicó la introducción de 
un coǌ unto de iniciativas legislativas desde ambas cámaras del Congreso 
mexicano, con el objeto de responder así a dichas críticas emitidos desde 
la sociedad civil. 

Por ello, la intención de este ejercicio pretende entonces incluir algu-
nas consideraciones sobre el estado que guarda la cuestión, sobre todo 
a partir de recuperar la iniciativa que en torno a esta materia hizo llegar 
el Ejecutivo federal encabezado por Andrés Manuel López Obrador al 
Senado de la República con fecha 4 de diciembre de 2018, misma que se 
suma a las 2 minutas que fueran aprobadas por la Cámara de Diputados (la 
primera hacia el fi nal de la pasada integración parlamentaria el 19 de abril 
de 2018, así como una posterior con fecha del 27 de noviembre de ese mismo 
año), con lo cual resulta plausible pensar en que los esfuerzos institucio-
nales que se han invertido al menos durante la década más reciente (por 
ejemplo, las asociadas con el desarrollo del Sistema Nacional Anticorrup-
ción para modifi car el contexto de impunidad dentro de la administración 
pública), también pueda tener un equivalente para modifi car las tendencias 
negativas que hoy día se mantienen con respecto a los cargos de tráfi co de 
infl uencias y desvío de recursos que se le atribuye al Congreso mexicano 
en asuntos tan delicados como la conformación del presupuesto guberna-
mental y otras áreas de la gestión pública.
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¿En qué punto nos encontramos?      
En el caso concreto del juicio político, las tendencias recientes en América 
Latina se orientan a controlar en forma más rigurosa la acción del Ejecuti-
vo por parte de los Congresos, lo que ha derivado en el surgimiento de los 
llamados “golpes legislativos”, en donde las previsiones constitucionales de 
cómo resolver las crisis políticas entre los poderes tienden a confundir el 
uso prudencial y preventivo de los mecanismos del control al poder (por 
ejemplo, las preguntas parlamentarias, el requerimiento de comparecen-
cias o incluso la formación de comisiones / comités de investigación), con 
el uso extremo de instrumentos de abierta implicación política, como la 
moción de censura y la deposición inmediata del gobernante si éste pierde 
la confi anza del Congreso, como acontece más comúnmente en el contexto 
de los sistemas de gobierno parlamentario, pero que dentro de América 
Latina se ha venido profundizando a partir de la construcción de experien-
cias como los gobiernos de gabinete y la expansión de atribuciones a favor 
de “parlamentarizar” más los diseños constitucionales en la región, lo que 
ha derivado igualmente en una mayor pluralidad, así como en la presen-
cia de contrapesos políticos expresados en la idea de institucionalizar las 
dinámicas de negociación de acuerdos informales de votación dentro de 
las Cámaras, para llegar entonces a los llamados “gobiernos de coalición”, 
con los cuales se pretende dar mayor estabilidad a situaciones de poder 
fr agmentado como producto mismo de las decisiones electorales, muchas 
de las cuales no han permitido consolidar hasta ahora las expectativas con 
que los cambios de régimen y las expectativas democratizadoras vinieron 
asociadas con ellos. (Valadés, 2017) 

En este sentido, la paradoja de las transiciones políticas es tener que 
asumir ahora tanto su insufi ciencia como su distorsión e incluso agota-
miento, lo cual ha abierto la puerta al retorno de los populismos sociales y 
los liderazgos “fuertes”.  Como resultado de lo anterior, se detona la acti-
vación de los poderes del Jefe de Estado para tomar conocimiento del con-
fl icto, conminar a la búsqueda de un nuevo acuerdo de integración de las 
fuerzas políticas que obtenga la confi anza del pleno congresional, a efecto 
de evitar el decreto de la disolución anticipada de la legislatura y, por tan-
to, tener que llamar a la realización de nuevas elecciones generales. En esa 
dirección se han orientado diferentes trabajos de autores como Linz, No-
hlen y Sartori entre otros desde los inicios de la transición democrática en 
América Latina de los años 80 y 90 del siglo pasado. (Pérez Liñán, 2009)

Como ya se mencionó, la tendencia creciente a “parlamentarizar” al 
Poder Ejecutivo en la región con fi guras como el gobierno de coalición 
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o el gobierno de gabinete, (a las que México se sumó con las reformas 
político-constitucionales de 2012 y 2014), ha abierto escenarios en los que 
el necesario control de la gestión pública (tanto en los planos administra-
tivo como legislativo) se traslapa con la problemática política, volviéndose 
un tema muy complicado para el desarrollo de nuestra institucionalidad 
democrática, como ha ocurrido en el presente siglo, con países como 
Honduras (Zelaya), Paraguay (Lugo), Guatemala (Pérez Molina), Brasil 
(Rouseff ) o Perú (Kuczynski), donde los mandatarios fueron separados del 
cargo como producto del eǌ uiciamiento político por parte del Congreso. 
(Casar, et. al. 2017)

Estos ejemplos son distintos de los confl ictos derivados de los procesos 
judiciales a posteriori que han tenido ex mandatarios por casos de corrup-
ción o abuso de poder, como ocurrió recientemente en El Salvador (M. 
Funes), Panamá (R. Martinelli), o incluso en Ecuador (R. Correa), Bra-
sil (Lula) y Argentina (C. Fernández de Kirchner), aunque estos últimos 
casos han estado más vinculados con el propósito de inhabilitar posibles 
aspiraciones reeleccionistas.

Un tercer bloque de casos se puede ver por ejemplo con dinámicas más 
críticas con regímenes que están enfr entando situaciones abiertas de con-
fr ontación y resistencia social como la que atraviesan a casos como Nicara-
gua (D. Ortega) o Venezuela (N. Maduro). En este sentido, la precariedad 
y debilidad de las democracias regionales muestran realmente a muy pocos 
países que puedan presumir de una estabilidad institucional expresada ya 
sea por su continuidad y respeto a los resultados electorales, así como a 
la relación fuerte que se muestre en las instancias Ejecutiva y Legislativa.  

En este contexto, vale entonces la pena considerar el caso mexicano 
desde esta óptica dual que distinga entre el control de gestión con que 
se sustenta el juicio de procedencia con implicaciones penales durante el 
ejercicio del cargo o función (fuero); y por otra parte, ubicar las condicio-
nes de responsabilidad política y penal que pueden derivar al término de la 
actividad del funcionario o legislador. 

Delimitando el alcance actual
del “fuero cons  tucional” en México
Desde el nacimiento de nuestros modelos de organización y gobierno en 
el siglo XIX, el tema de las facultades y prerrogativas asociadas con los 
legisladores / funcionarios fue colocado sobre la mesa como un argumento 
de exigencia popular a efecto de reducir los privilegios e infl uencias que 
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pudieran ejercer por el simple acceso al ejercicio del poder público (Eraña, 
2013, Mora, 2001).

Por otra parte, dentro de las condiciones en las que se esperaba ins-
taurar dinámicas de control y supervisión entre las instancias del poder 
republicano, tener espacios de verdadera deliberación y autonomía fr ente 
a los titulares de los ejecutivos republicanos (y desde luego fr ente a las 
instancias monárquicas, por mucho que ambas estuvieran ahora delimita-
das por las nacientes constituciones políticas), no era óbice para olvidar la 
necesidad de fi jar una fr ontera que impidiera la persistencia de acciones ar-
bitrarias que atentaran contra la integridad física o la libertad de expresión 
de los legisladores (Aragón, 2002; Tosi, 1998; Huerta, 1998).

Dichas previsiones de protección también comenzaron a ser requeri-
das y extendidas hacia los altos funcionarios de la administración pública, 
en este caso contra procederes que fueran calumniosos o indebidos con 
respecto a sus actividades y decisiones administrativas, provenientes no 
sólo desde la oposición sino del propio gobierno, muchas veces animado 
a tomar venganza o bien inhabilitar a potenciales adversarios acusándolos 
sin mayor fundamento a efecto de impedir su participación política como 
candidatos a puestos de elección popular (Enríquez, 2009).

Para los propósitos de este trabajo, se acota el análisis a revisar las capa-
cidades del Congreso en lo relativo a “eǌ uiciar” (existe un amplio debate 
sobre si lo que inicialmente es la califi cación estimativa de un dictamen 
o declaración técnica hecha por la Sección Instructora de la Comisión 
Jurisdiccional tiene o no un alcance de juicio formal y material, cosa que 
compete más a la instancia judicial propiamente dicha), donde el pleno del 
Congreso determina mediante una votación apoyar o no dicho dictamen 
elaborado a partir de la solicitud de separación del cargo recibida y susten-
tada por los elementos presentes de la denuncia respectiva para determinar 
si procede o no la separación del cargo. En este sentido, desde el punto de 
vista de la teoría del control, tendríamos que valorar con mayor claridad, 
la naturaleza directa o difusa que un acto de esta naturaleza posee, tanto 
en su legitimidad como en los efectos suspensivos o de plena anulabilidad 
que posee sobre la situación del legislador o funcionario como tal. Esto es, 
si el imputado pueda o no regresar a la función en caso de no ser hallado 
culpable con respecto a su desempeño. (Nogueira, 2006; Aragón, 2002; 
Huerta, 1998).  

Sin embargo, lo que convierte a este procedimiento en un verdadero 
juicio (aunque de tipo estimativo, incidental e indirecto, ya que sus conse-
cuencias implican poner al legislador o funcionario a disposición de la au-
toridad respectiva para que ésta determine en defi nitiva la responsabilidad 
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del imputado), tiene que ver con que la Sección Instructora ejerce en los 
hechos tareas propias de investigación donde en su momento, la parte acu-
sada tiene derecho a comparecer y defenderse por sí misma o por vía de un 
tercero ante el Pleno de la Cámara, una vez que se ha defi nido éste como 
jurado a partir de aceptar, en su caso, el dictamen que le fuera previamente 
presentado por la Sección Instructora (Gutiérrez, 2017; Martínez, 2008).

De esta manera, escuchadas a las partes, la votación requerida para 
proceder en manera afi rmativa se obtiene por la mayoría simple de los 
miembros presentes sin quiebra del quórum (con lo cual puede darse en-
tonces un umbral de votación efectiva muy bajo de 126 contra 125, en un 
caso de existir el límite mínimo de quórum para el desarrollo legal de una 
sesión del Pleno, que es de 251 diputados presentes). De esta manera se 
determina entonces el estatuto del funcionario o el legislador según sea 
el caso, remitiéndonos de primera instancia a los artículos:14, 20, y 25 a 
29 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Funcionarios Públicos. 

A lo ya señalado en el párrafo anterior, el juicio de procedencia se 
complementa con base en las reglas marcadas en la Ley Orgánica del Con-
greso de la Unión y el Reglamento Interno de la Cámara de Diputados, 
en lo relativo de que quienes sean hallados responsables de las conductas 
que les son imputadas, podrán ser puestos a disposición de las instancias 
judiciales, quienes, a su vez, revisarán los alcances de dicha responsabilidad 
conforme a la acusación realizada, de acuerdo con lo establecido, actual-
mente, en el Código Penal Federal y las demás disposiciones legales que 
competan al caso (Gutiérrez, 2017; Martínez, 2008).

En buena medida, la presencia de estas disposiciones ha permitido el 
desarrollo complementario de los mecanismos de control conocidos bajo 
el concepto general del régimen de impedimentos e incompatibilidades, 
mismos que deben ser ubicados como todos aquellos actos y procederes 
que restringen de manera expresa la comisión de ilícitos o abusos con base 
en la presencia de algún confl icto de interés o cabildeo de negocios propios 
o ajenos de los cuales el legislador pueda benefi ciarse o benefi ciar a terce-
ros justo por el ejercicio de su encomienda (Cárdenas, 2006; Burke, 1994).

Este tema en lo particular se ha centrado en la preocupación creciente 
por defi nir cuáles son los confl ictos de interés que deberían ser declara-
dos por los funcionarios públicos (y por ende ahora también por quienes 
integran las cámaras legislativas), no sólo desde el momento que asuman 
sus cargos, sino incluso a partir de que se postulen a los mismos). La 
elevación de los estándares asociados con este tipo de acciones ha sido un 
elemento que incluso ha derivado en la necesidad de mejorar la legislación 
electoral, por ejemplo.
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Hasta fechas no muy lejanas, este punto no había sido esclarecido en 
forma adecuada en el marco propio de la interpretación legal-constitucio-
nal, por cuanto se discrepaba si la suspensión de garantías (y por ende la 
posibilidad de ejercer el sufr agio activo/pasivo, esto es, votar, ser postulado 
y en su caso electo) aplicaba por el simple hecho de estar bajo proceso ju-
dicial o bien únicamente hasta el momento en que se dicte una sentencia 
condenatoria. 

No obstante, se tienen situaciones extremas como la del caso del di-
putado federal Julio César Godoy, electo en el año 2009, pero que fue 
inicialmente impedido para acceder al cargo debido a que enfr entaba una 
orden de aprehensión por narcotráfi co. Sin embargo, éste, pese a obtener 
un amparo de la justicia federal unos meses después, tuvo que ser intro-
ducido en forma clandestina a la Cámara de Diputados para que pudiera 
tomar protesta, y con ello se le pudiera dotar de inmunidad parlamentaria, 
aunque posteriormente se le iniciaría el juicio de procedencia respectivo 
a efecto de desproveerlo de su condición como legislador. (Ríos, 2010) 2

Lo anterior pone en evidencia las deformaciones y mala fama pública 
que la fi gura del fuero posee, como un elemento que ha permitido que 
prevalezca un régimen de corrupción, impunidad y tráfi co de infl uencias 
gracias al uso incorrecto que se hace de la función por parte de los legisla-
dores, así como de la ambigüedad y discrecionalidad con que se actúa en 
estas situaciones, que terminan en el ámbito de la discrecionalidad política 
selectiva en lugar de seguir el debido proceso judicial sin restricciones. 
(Cerdio, 2006)

No podemos detenernos en una relación puntual de todos los casos 
que ejemplifi can esta situación en tiempos recientes, pero queremos refe-
rir el proceso de desafuero celebrado en el año 2005 del Jefe de Gobierno 
del Distrito Federal, Andrés Manuel López Obrador, que fue suspendido 
por el desistimiento de la acción penal por parte de la PGR dado el contex-
to harto complicado en que se colocaba al país en el marco de la entonces 

2  Otro caso más reciente, ocurrido en la actual LXIV Legislatura, involucró al sena-
dor chiapaneco Noé Castañón Ramírez (originalmente electo bajo las siglas del PRI y 
ahora integrante de la bancada del Movimiento Ciudadano), a quien la presidencia del 
Senado en un primer momento le impidió tomar protesta debido a la situación jurídica 
irregular que guardaba con motivo de una situación de violencia familiar, y ello derivó 
en una sentencia del TEPJF (SUP-JDC-498-2018) que orientó al Senado a tener que 
tomarle la protesta respectiva al considerar que el caso no se encuadraba dentro de los 
supuestos de suspensión de derechos políticos que le impidiera por tanto asumir dicho 
cargo. Disponible en: https://www.te.gob.mx/informacion_jurisdiccional/sesion_pu-
blica/ejecutoria/sentencias/SUPE-JDC-0498-20⒙  pdf   
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cercana contienda presidencial del año 2006, pese a que a López Obrador 
(quien compareció ante el Pleno de la Cámara de Diputados) se le quita-
ría el fuero por votación mayoritaria; e incluso éste se presentaría ante la 
autoridad para ser recluido con la idea de llevar confi nado su juicio en esa 
condición, pero ello fue impedido por el depósito de la fi anza respectiva 
hecho por la entonces legisladora Gabriela Cuevas del Partido Acción Na-
cional, en virtud de que el gobierno de Vicente Fox estaba convencido de 
que mantenerse en la cárcel le iba a otorgar el triunfo en las elecciones. 
(López, 2005). 

Este proceso, como sabemos, terminó siendo paradigmático para casos 
similares bajo la idea de intentar el desistimiento de adversarios para com-
petir a cargos públicos. Pero al mismo tiempo, las experiencias de juicio 
político se han revitalizado a partir de los intentos de proceder directa-
mente sobre gobernadores en ejercicio como los casos de Javier Duarte 
(Veracruz), César Duarte (Chihuahua), Humberto Moreira (Coahuila) o 
Roberto Borge (Quintana Roo), aunque éstos, al fi nal, únicamente tu-
vieron avances más sustanciales en sus pesquisas hasta después de haber 
dejado el cargo. 

De ahí que gracias a las investigaciones desarrolladas por la Auditoría 
Superior de la Federación y a algunas organizaciones sociales, se pudo 
construir y proponer en el marco de la Cámara de Diputados, la aproba-
ción de una iniciativa de reformas constitucionales en la materia, misma 
que hasta ahora ha esperado su revisión en calidad de minuta, dentro de 
la colegisladora senatorial. Paso entonces al desarrollo de dicha propuesta 
con la pretensión de ponderar el alcance y la pertinencia de su contenido, 
pero la cual tendrá ahora que sumarse, como se indicó al inicio de esta 
refl exión, a las propuestas que más recientemente han surgido por parte 
del Ejecutivo federal y en ambas cámaras dentro de la actual LXIV Le-
gislatura. 

La minuta del 19-4-18. Alcances y viabilidad
Al término del segundo periodo de la 63 Legislatura del Congreso de la 
Unión, dentro de la Cámara de Diputados se dio el proceso de discusión 
y aprobación de una iniciativa de ley que tiene como propósito, empren-
der la reducción y eliminación en su caso, de las previsiones actuales que 
mantienen al referido esquema de inmunidades para parlamentarios y fun-
cionarios públicos, especialmente destacado en el caso de las condiciones 
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en las cuales puede ser imputado el Presidente de la República durante la 
duración de su mandato.3

De forma sintética, la iniciativa aprobada en el mes de abril de 2018 
abarca de manera coǌ unta modifi caciones a 8 artículos de la Carta Magna, 
en este caso los artículos 17, 61, 74, 108, 110, 111, 112 y 1⒕   En primer 
término, el decreto determina, en el artículo 17, que ninguna persona 
podrá ser privada de su libertad por motivo de conductas como difama-
ción, la columna y la iǌ uria, si bien con esto no debe entenderse que estas 
acciones no puedan ser motivo de litigio u sanción pecuniaria y / o de 
índole administrativa. Esto sin duda es un elemento que pretende reforzar 
el marco de la inmunidad que deben gozar los legisladores en materia de 
libertad de expresión. Sin embargo, cabría considerar como poco afortu-
nada su redacción, en el sentido de que las conductas señaladas puedan 
ser ahora entendidas en un ámbito de excesos que pudieran demeritar la 
calidad del discurso, el debate y la deliberación con que se desarrollen 
las actividades camerales, por lo que se tendría que estar atento a poder 
complementarla con disposiciones reglamentarias precisas en materia del 
alcance de las declaraciones, posicionamientos, alusiones, interpelaciones e 
intervenciones que sean realizados por las / los legisladores.  

De hecho, este aspecto hay que contemplarlo como una situación que 
no se aplicaría únicamente dentro de los recintos parlamentarios, sino 
también como parte de los códigos de conducta con que los legisladores 
deben guiarse respecto a su interacción con el resto de la ciudadanía, y 
ésta, también por extensión, se asume que se benefi cia de dicho principio, 
por ejemplo, en temas torales como la libertad de medios o el derecho de 
réplica.   

Por su parte, la propuesta de modifi cación del artículo 61 se deriva de 
lo señalado con respecto del artículo anterior, por cuanto se transforma el 
concepto de inviolabilidad de las opiniones de los legisladores (que venía 
siendo entendida como inmunidad procesal en materia de libertad de ex-
presión) y se elimina en forma concreta la expresión “fuero constitucional” 
en tanto se releva a los presidentes de las cámaras de su obligación de vigi-
lar el cumplimiento de la misma, sólo manteniendo la disposición de que 
éstos deben velar por la integridad de los recintos parlamentarios.  

3  Cabe indicar que este proceso intentaba retomar de alguna manera, el debate 
inconcluso que había dejado la aprobación con fecha del 5 de marzo de 2013, de un 
proyecto similar (pero que quedó detenido en el Senado de la República a partir de su 
recepción el 7 de marzo de ese mismo año), que proponía incidir en los artículos 61, 
111, 112 y 114 de la Constitución Política. 
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Como se ha resaltado a partir de la opinión de los tratadistas, la ex-
presión “fuero constitucional” resulta ambigua, ya que, en su sentido res-
tringido marcado por el artículo en comento, estaría sólo infi riendo pre-
cisamente al marco de la libertad de expresión del legislador y no a todas 
sus actividades. Es por ello importante destacar que dicha reforma permite 
valorar la idea por desaparecer un concepto ambiguo y procurar acotarlo a 
un propósito más específi co como se valora fue diseñado desde el propio 
Constituyente de 19⒘   (Marván, 2017)

Por otra parte, se destaca como rasgo central de lo aprobado en el ar-
tículo 74 constitucional, su intención por eliminar el texto de la fr acción 
V, mismo que aludía a la atribución indicada a la Cámara de Diputados 
de que emprendiera el juicio y declaración de procedencia con respecto a 
los delitos cometidos por los funcionarios públicos con base en lo que se 
dispone en el artículo 111 y de los propios legisladores en lo marcado por 
el artículo 1⒑   

De esta manera, la Cámara de Diputados se desliga de intervenir ju-
dicialmente en situaciones penales que, de suyo, compete desahogarlas al 
Poder Judicial, a partir de las denuncias que puedan ser recibidas por parte 
de la ciudadanía o que sean producto de las labores de revisión, rendición de 
cuentas, control o auditoría que surjan desde el régimen de las responsabi-
lidades de los servidores públicos. Y esta expectativa se complementa con 
la inclusión del mandato expreso dentro de la redacción del artículo 108 de 
la Constitución, de que los servidores públicos de las entidades federativas, 
los municipios y la Ciudad de México no disfr uten de inmunidad alguna 
y por tanto, no haya necesidad de promover juicio de procedencia alguno 
ante dicha instancia. 

Este elemento resulta sustantivo para armonizar plenamente dicho tra-
tamiento a lo largo y ancho del país, considerando que, por iniciativa pro-
pia, algunas entidades ya han venido legislando la desaparición del fuero, 
situación que abarca no sólo a los servidores de los tres poderes, incluidos 
gobernador, magistrados y presidentes municipales, sino a los legislado-
res locales, como en los casos de Jalisco, Nuevo León, Baja California, 
Guanajuato, Coahuila, Hidalgo, Campeche, Nayarit, Querétaro, Quintana 
Roo, Yucatán, San Luis Potosí y Ciudad de México, mientras que aún se 
maneja de manera parcial en Morelos (exceptuando al gobernador y los 
diputados locales) y Veracruz (exceptuando a los diputados locales, ma-
gistrados y fi scal del Estado). En el resto del país sigue presentándose un 
claro retraso en este aspecto. (Casar, et. al. 2017)

En consecuencia, el cambio aquí aprobado no puede ser visto al mar-
gen de las implicaciones que deberá tener para la ley secundaria en la 
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materia y todos aquellos ordenamientos que se asocien con defi nir las in-
compatibilidades y prohibiciones que dichos funcionarios deben observar 
en el desempeño de sus tareas. Pero, a su vez, ciertamente obliga a valorar 
que la iniciativa pudiera ser aprovechada para precisar con más fi rmeza, 
las condiciones de incompatibilidad que deben regir al desempeño de la 
función pública en todos los ámbitos territoriales, instancias de gobierno y 
representantes populares electos.

De manera más puntual, el asunto se torna particularmente sensible 
debido a los elementos dispuestos por la reforma aprobada con respecto al 
ámbito de responsabilidades con el cual el presidente de la República pue-
de ser imputado durante su mandato, al eliminarse primero del artículo 
108 la tipifi cación de la traición a la patria y los delitos del orden común 
como las responsabilidades concretas con las que podría ser imputado, lo 
que de suyo marcaba con claridad un nivel muy alto de inmunidad. En este 
caso, la iniciativa 19-4-18 advierte ahora que el presidente de la República 
se ubicaría con claridad en el marco de los altos funcionarios y los legis-
ladores federales que ya se encontraban incluidos en la redacción actual 
del artículo 110 como sujeto de juicio político, lo que adicionalmente, se 
refuerza con la propuesta de garantizar la homologación del procesamien-
to judicial para todos los altos funcionarios y legisladores, incluida en la 
sección fi nal de la redacción de lo que sería el artículo 111 de la iniciativa 
reformadora. 

De manera particular, esto implica que se deberán hacer los ajustes 
correspondientes en la materia dentro del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales y en el Código Penal Federal, precisamente para proteger 
la aplicación del debido proceso y los alcances de la actuación misma de 
las instancias de procuración e impartición de la justicia, sin incurrir en 
desvíos como la privación ilegal de la libertad, la suspensión o separación 
del cargo sin una debida condena o bien no haya terminado la encomienda 
respectiva. Y en caso de ser condenado, no tendría derecho a indulto. 

Sin embargo, hay un elemento adicional importante que se refi ere al 
tema de la exigibilidad temporal mínima aplicable para poder ser vincu-
lado a un proceso de dicha naturaleza, y que dentro de la iniciativa, en su 
artículo 114, se señala que no podrá ser inferior a un periodo de 3 años, 
aspecto que puede considerarse bajo, por lo que aquí cabría considerar 
extenderlo al menos a 6 o 12 años, con la pretensión de evitar que los fun-
cionarios o legisladores puedan ser encubiertos desde el propio Congreso 
o bien desde la lentitud de las instancias judiciales, y más ahora con la 
situación de la reelección de presidentes municipales y legisladores locales 
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electos después de 2015, y de la que comienza a operar desde 2018 para los 
legisladores federales. 

Recordemos, por otra parte, que la única acción históricamente docu-
mentada al respecto es la emprendida por el entonces IFE para declarar la 
intervención inadecuada del ex presidente Felipe Calderón Hinojosa du-
rante los comicios federales de 2009, con la expedición de cartas a la ciuda-
danía en periodo de campaña bajo el contexto de que en varias entidades se 
habían enfr entado desastres naturales, pero lo cual se terminó califi cando 
como un uso indebido de los recursos públicos con una potencial inten-
ción proselitista a favor del Partido Acción Nacional. En virtud de que, 
como ocurre hasta el momento, no hay descripción alguna de sanciones 
concretas (ni de tipo penal o administrativa) que deberían aplicarse, en el 
caso referido cabe recordar que Calderón sólo recibió un apercibimiento 
sin consecuencia alguna que lo inhabilitara para un desempeño posterior 
en el servicio público o para ser postulado a un cargo de elección popular 
con la obvia excepción de la propia presidencia de la República. 

Y tampoco podemos sustraernos a los esfuerzos recientes que se deri-
varon de las investigaciones abiertas en torno al presunto enriquecimiento 
ilícito del presidente Enrique Peña Nieto a partir de la polémica suscitada 
por la llamada “Casa Blanca”, y que lateralmente también llevaron a im-
plicaciones de recepción de sobornos durante su campaña electoral para 
funcionarios cercanos a su entorno, como el secretario de Hacienda, Luis 
Videgaray o el director de Pemex, Emilio Lozoya Austin por la empresa 
brasileña Odebrecht, situaciones todas que terminaron por ser sobreseídas 
tanto por la Secretaría de la Función Pública como por la entonces PGR 
a través de la FEPADE, a efecto de evitar que pudiera darse una potencial 
ruta hacia la conformación de juicios políticos para estos casos y otros 
similares.

La iniciativa fue procesada en el pleno de la Cámara de Diputados 
a partir del dictamen que le fuera remitido por la Comisión de Puntos 
Constitucionales con el voto aprobatorio en lo general de 370 votos a 
favor, con cero en contra y cero abstenciones. En la discusión en lo par-
ticular, una vez desahogadas las reservas presentadas por diversos grupos 
parlamentarios, fue considerada afi rmativa con el voto de 347 diputados, 
con cero en contra y cero abstenciones. (Cámara de Diputados, 2018 c y 
d). En los términos fi nalmente aprobados fue remitida al Senado de la 
República y recibida como minuta el 24 de abril de 2018, en cuyo carácter 
se ha mantenido hasta el presente. (Cámara de Diputados 2018a y Cámara 
de Senadores, 2018a).
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La minuta del 27-11-18 y la inicia  va presidencial del 4-12-18. 
¿Agregan algo nuevo a la discusión?
Desde la época de las campañas electorales de José López Portillo o Mi-
guel de la Madrid Hurtado, ningún otro aspirante ganador de la presiden-
cia de la República como aconteció con Andrés Manuel López Obrador 
había colocado tan en el centro de su propuesta de gobierno el tema de la 
corrupción como explicación o causa central de los problemas generales 
que aquejan a la Nación. Pero no obstante ello, las situaciones que han 
derivado de manera posterior han arrojado serias dudas en torno a cuáles 
serían los mecanismos sustantivos para hacer cumplir dichos compromisos 
de campaña, a partir no sólo de lo emitido en el discurso de toma de po-
sesión, sino de las alocuciones diarias que ha ofr ecido a la opinión pública 
desde el comienzo de su mandato, por cuanto ha manifestado su intención 
de no generar proceso de responsabilidad alguno de inicio ni a los ex 
presidentes (salvo que así se lo determine el resultado de una consulta de 
alcance nacional) o a funcionarios relevantes de dichas administraciones, 
a efecto de facilitar una suerte de borrón y cuenta nueva, evitando así un 
desgaste innecesario para su propia administración, bajo el entendido de 
que la puesta en marcha de controles y sanciones más efectivas podrán 
corregir y evitar la repetición persistente de dichos comportamientos.

 Sin embargo, dicha actitud se ha interpretado por sus principales 
opositores (especialmente quienes conformación la alianza partidista Por 
México al Frente, integrada por el PAN-PRD-MC) como la manifestación 
de que hubo algún tipo de negociación o “pacto de impunidad” con el 
cual, la actual administración optó por dejar de perseguir a la presidencia 
encabezada por Enrique Peña Nieto, a cambio de no tener obstáculos en el 
reconocimiento de su triunfo electoral e incluso descarrilar las aspiraciones 
del candidato Ricardo Anaya mediante la apertura de una investigación 
asociada con un presunto enriquecimiento ilícito. Desde luego que este 
tipo de afi rmaciones sólo quedaron en el ámbito especulativo, aunque en 
los hechos, la no generación de este tipo de acciones de responsabilidad ha 
signifi cado un punto muy criticado hasta el momento al gobierno liderado 
por Morena.

 De esta manera, resulta relevante rescatar el hecho de que en la 
actual LXIV Legislatura se haya intentado retomar el tema pendiente re-
lativo a la normatividad del fuero y las responsabilidades de los legisladores 
y funcionarios públicos. Derivado de dichas preocupaciones, el Pleno de 
la Cámara conoció y votó el 27 de noviembre de 2018 una nueva propues-
ta de dictamen generada desde la Comisión de Puntos Constitucionales, 
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misma que pretendía introducir modifi caciones a los artículos: 38, 61, 74, 
108, 111 y 112, en la cual se condensaron sendas iniciativas promovidas 
por separado a cargo de legisladores del MC, PES, Morena y PRD. Esta 
situación implicaba de alguna manera, dejar a un lado la propuesta de la 
minuta del mes de abril, pese a que hubo proposiciones con punto de acuerdo 
desde la Cámara de Diputados (como el emitido por el partido Movimien-
to Ciudadano el 4 de septiembre de 2018), exhortando a que el Senado 
“descongelara” la minuta y la pusiera a votación (GPMC, 2018).

 La nueva iniciativa presentaba serios contrastes si se le compara con su 
precedente, como por ejemplo, el intento de modifi car la fr acción segunda 
del art.38 constitucional en lo relativo a vincular la suspensión de derechos 
no a las condiciones de condena en fi rme, sino por la simple vinculación 
a proceso penal, lo cual era un evidente retroceso en materia de derechos 
humanos, especialmente en lo relativo al principio de presunción de ino-
cencia, y por los tintes que dicha propuesta implicaba en cuanto restaurar 
los mecanismos de control o intimidación política a las postulaciones par-
tidarias en periodos electorales.   

En lo relativo al artículo 61, la iniciativa reiteraba el criterio de expli-
citar la defensa expresa de las propuestas, opiniones y votos que hagan los 
integrantes del Congreso durante su encargo, por las cuales nunca podrán 
ser reconvenidos ni procesados. Y por otra parte, en el mismo artículo se 
propone precisar el cambio de la expresión “fuero” por la de “inmunidad” 
constitucional de los legisladores como tarea de la presidencia.

En la parte relativa al artículo 74, fr acción V, el proyecto deroga de 
lleno toda la fr acción, a efecto de omitir la responsabilidad de la Cámara 
de Diputados en materia de conocer y declarar responsabilidad penal en 
materia de los juicios políticos que se le formen a los funcionarios públi-
cos, conforme lo estipulado hasta ahora en los artículos 110 y 111 de la 
propia Constitución.

En lo relativo al artículo 108, la propuesta se orienta a precisar que el 
presidente de la República será sólo responsable durante su encargo, en 
los términos señalados en el artículo 111 (en la versión actual se remite al 
tema de la traición de la patria y los delitos del orden común), el cual le co-
loca en posición de inmunidad durante su encargo, salvo sentencia conde-
natoria, al igual que los legisladores, ministros de la Corte, los consejeros 
y magistrados electorales, y el Fiscal General de la República. Y derivado 
de ello, no pueden ser sujetos a privación o restricción de su libertad o 
inmunidad lo cual, en caso de darse, sería recurrible ante la SCJN. 

Con ello, se retoma la idea de que los funcionarios locales sólo pueden 
ser imputables por delitos del orden federal, por lo que los ordenamientos 
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locales deberán tipifi car en sus propias constituciones los delitos por los 
que puedan ser procesados. En ningún caso puede proceder el indulto y 
se establece que en los delitos y sanciones penales de daño patrimonial / 
económico se fi jarán sanciones que correspondan resarcir hasta tres tantos, 
el monto con que se haya dañado al patrimonio público. La inmunidad 
no se retirará si las sanciones son de orden civil o administrativo salvo que 
impliquen arresto se ejecutarán al término del encargo.  

Y en lo que respecta al artículo 112, se defi ne que los funcionarios 
públicos separados de su encargo por un proceso penal no pueden recu-
perarlo a menos que haya sentencia revocatoria proveniente de las propias 
instancias judiciales. Y esto no lo exonera ni protege en caso de que haya 
prestado la protesta para desempeñar otro encargo. 

En su votación ante el pleno, y habiéndose discutido las reservas res-
pectivas, sólo pudieron quedar aprobadas las propuestas relativas a los 
artículos 61, 74 y 10⒏  En este último caso, la situación es paradójica, 
porque a partir de su redacción aprobada, ello remite a que las causales y 
condiciones explícitas por las cuales el presidente de la República pueda 
ser procesado quedaron imprecisas al no haberse aprobado el artículo 1⒒   
(Cámara de Diputados 2018b y Cámara de Senadores, 2018b).4 

A partir de dicha situación inconclusa dejada por la propuesta del 27 de 
noviembre, la presidencia de la República remitió al Senado una iniciativa 
que asume precisar la ambigüedad dejada por la anterior, misma que se 
atiene a precisar los alcances de los artículos 108 y 111, regresando más 
adecuadamente a singularizar las condiciones propias con que el presidente 
de la República pueda ser responsabilizado durante su encargo, delimitan-
do ello a los delitos electorales (que se hallan tipifi cados en la ley general 
respectiva), pero asumiendo una lectura más difusa en lo relativo a lo que 
se indica como traición a la patria, actos de corrupción y los delitos graves 
asociados con el segundo párrafo del artículo 19 de la propia Constitución, 
mismos que en este caso se refi eren a la delincuencia organizada, homici-
dio doloso, violación, secuestro, trata de personas, delitos violentos me-
diante uso de armas de fuego y explosivos, así como aquellos que afecten 
a la seguridad nacional o la salud pública. 

Y conforme a lo propuesto en el artículo 111, la iniciativa presidencial 
remite a indicar que las acusaciones deberán procesarse ante la Cámara 

4  La votación de la iniciativa en lo general por 469 votos a favor, 3 en contra y 6 
abstenciones. La votación en lo particular con los artículos que ya no fueron aprobados 
por mayoría califi cada fue de 280 a favor, 171 en contra y 4 abstenciones. (Cámara de 
Diputados, 2018e)
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de Senadores (lo que mueve de una cámara a otra la instancia que sería 
responsable para hacerlo) conforme a la legislación penal aplicable, lo cual 
ciertamente no lo deja explicado en sus consideraciones (PEF, 2018). 

En términos generales, se podría indicar que si bien la propuesta pre-
sidencial es más amplia y precisa que las precedentes en lo relativo a los 
delitos imputables a su investidura, las condiciones relativas a los servido-
res públicos y los legisladores no apuntan todavía hacia un punto que per-
mita ofr ecernos un terreno sólido para lograr un equilibrio idóneo entre 
el abuso de las prácticas negativas y la debida protección de sus actividades 
regulares.  

Conclusiones
Como se ha analizado en estas páginas, la expectativa de redefi nir los 
alcances del llamado “fuero constitucional” remite a sugerir una revisión 
mucho más integral de las condiciones e implicaciones que se deberían 
agregar en los ordenamientos legales secundarios, a efecto de tener clari-
dad sobre las rutas de estricto alcance penal para combatir las situaciones 
de incompatibilidad (corrupción, tráfi co de infl uencias, confl icto de in-
terés) con respecto a los diferendos y situaciones de pérdida de confi anza 
política, con los cuales el primer tipo de situaciones se encuentran estre-
chamente vinculados. Pese a ello, se debe tener capacidad para evitar que 
las amenazas de inhabilitación o las ambigüedades nos sigan conduciendo 
al resultado de inefi cacia y discrecionalidad con que las instituciones polí-
ticas terminan siendo capturadas dentro de este juego político. 

Con esta idea en mente, parece adecuado proponer una defi nición más 
clara en el marco de la propia Constitución en un mismo artículo y con 
sendos apartados, las responsabilidades respectivas a las que deben estar 
sujetos los legisladores federales y locales, los funcionarios públicos de 
primer nivel, así como los vinculados a los organismos autónomos recono-
cidos tanto en el plano federal como local. Sin duda, la concentración de 
todos estos elementos dentro de un mismo apartado daría mucha claridad 
a las situaciones aquí consideradas.  

Adicionalmente, se puede señalar que si bien puede pensarse que el 
quórum de votación solicitado al Pleno cameral es bajo (mayoría absoluta 
de los diputados o senadores presentes en la sesión, según sea el caso de la 
iniciativa que se analice) para proceder a la petición de desafuero (cuestión 
que se sostiene en la redacción de los arts. 110 o 111 en la parte respectiva 
de las iniciativas). Dada la escasa cantidad de casos que han llegado hasta 
este punto a lo largo de nuestra historia política, es claro considerar que lo 
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anterior no es un factor favorecedor para lograr que haya condenas efecti-
vas a través de este medio. 

Si se pretendiera revisar el umbral de votación, esto dependería de que 
el instrumento comenzara a ser empleado con mayor fr ecuencia, y sobre 
todo, de que tuviera el peso de una importante mayoría simple a partir de 
la cual un partido por sí mismo, incluso sin depender de sus alianzas con 
socios de coalición, tuviera una fuerte cohesión y capacidad mediática para 
emprender acciones más drásticas en apoyo a combatir la corrupción entre 
los funcionarios de alto nivel y los legisladores, lo cual cabe verlo como 
un importante factor de voluntad política para vigorizar los ámbitos de la 
función y la ética pública. Sin embargo, es por ello importante considerar 
que las votaciones se eleven a 2/3 partes que se demandan en la iniciativa 
reformadora con respecto a las condiciones en las cuales procedería el jui-
cio político para el presidente de la República como se propuso y se aprobó 
en la iniciativa del 19 de abril de 20⒙   

Sin embargo, una ruta totalmente innovadora para pensar en las con-
diciones con que pueda aplicarse la califi cación del retiro de la inmunidad 
procesal a funcionarios y parlamentarios sería integrar por completo una 
nueva vía de control a cargo de las instancias judiciales, a efecto de evitar, 
precisamente, el carácter político con que dichas situaciones son bloquea-
das desde las propias cámaras del Congreso.  (Nogueira Alcalá, 2006)

En este caso, la creación de un Tribunal de Ética Constitucional (a ma-
nera de una sala especializada dependiente de la SCJN (similar a la que ya 
se dispone con respecto a la materia electoral), que permitiría un desahogo 
de los expedientes que fuesen integrados ya sea desde los propios congre-
sos federal y estatales, así como a partir de las denuncias que se reciban 
ante instancias como la Fiscalía General de la República, la Secretaría de la 
Función Pública y la Auditoría Superior de la Federación.5 

De esta manera, la califi cación de los elementos con que dichos juicios 
se procesen estarían claramente asociados con una revisión técnico-procesal 
que complementaría la coordinación y trabajo preventivo que actualmente 
se pretende ir construyendo con el Sistema Nacional Anticorrupción en la 
parte correspondiente a la generación de una pedagogía y supervisión de 
las buenas prácticas que deben imperar dentro del funcionamiento de la 

5  O bien atendiendo las acciones que al interior del Poder Judicial son actualmente 
procesadas desde el Consejo de la Judicatura Federal o los Tribunales de Justicia Ad-
ministrativa en tanto instancias disciplinarias tanto de la carrera jurisdiccional como 
en el sector público. 
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administración pública y que por extensión deben extenderse a los propios 
ámbitos legislativos.

De mayor simplicidad también sería proponer la posibilidad de que, 
una vez lograda la eliminación del fuero constitucional en los términos 
marcados por la iniciativa aquí analizada, se pueda considerar la inclusión 
de mecanismos conducentes a la moción de censura y separación de los 
altos funcionarios, a partir de la construcción de votaciones califi cadas de 
dos terceras partes, mismas que puedan sustentarse a partir de la integra-
ción de sólidos expedientes donde se demuestren conductas negligentes y 
que vayan acompañadas de apercibimientos previos generados por el pro-
pio Congreso, a efecto de que la decisión a tomar corresponda con debi-
dos antecedentes y no a partir de cuestionamientos fr ívolos construidos al 
simple calor de la coyuntura. Y esto mismo debe ser extensivo en el ámbito 
parlamentario, mediante una mejor clarifi cación de las responsabilidades 
que deben tener las y los congresistas en el cumplimiento de las tareas que 
les sean encomendadas. 

Desde luego, lo anteriormente dicho implica aceptar que los legislado-
res cumplan con los mínimos indispensables de asistir tanto a las sesiones 
plenarias como a las de las comisiones y comités donde se encuentren 
incluidos. Poco o nada se puede hacer en lo relativo a que un legislador no 
sea productivo en lo relativo a intervenir en tribuna o promueva piezas de 
legislación, ya que ello más bien corresponde examinarlo al interior de su 
bancada o los propios electores, especialmente si este legislador pretende 
buscar su reelección.

En suma, como se ha pretendido ver a lo largo de este trabajo, el futu-
ro del régimen de las responsabilidades de los altos funcionarios y de los 
legisladores aún tiene desafíos muy importantes por encarar. Sin embargo, 
cabe considerar que el impulso ya abierto de tiempo atrás para lograr un 
mejor combate a la corrupción y a la vez un mayor compromiso a favor de 
la rendición de cuentas se deriva, sin lugar a dudas, del empoderamiento y 
persistencia que desde las organizaciones de la sociedad civil y los espacios 
de la opinión pública se han empujado para ir reduciendo la opacidad y la 
discrecionalidad con que se ha conducido hasta ahora la función pública 
en México. Este impulso, que afortunadamente en las entidades federati-
vas ha tenido ya resultados incluso mucho más explícitos, debe ser enton-
ces, el patrón de medida que permita alcanzar una clara armonización en 
esta materia en un tiempo no tan lejano.  
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EL CUENTO NUNCA ACABA: UNA 
PROSPECTIVA SOBRE EL IMPACTO DE LA 
REELECCIÓN LEGISLATIVA1

Fernando Dworak2

Los arreglos institucionales facilitan o inhiben conductas a través de un 
acomodo entre intereses. Una reforma a las leyes puede modifi car los in-
centivos por los cuales operan los actores políticos y sociales, pudiéndose 
promover normas potencialmente más efi cientes.

Este capítulo ofr ece una prospectiva sobre la restauración de la ree-
lección inmediata al interior de los órganos legislativos, con base en el 
cambio de incentivos que traería un mayor horizonte temporal y la posi-
bilidad de que la ciudadanía premie y castigue a los diputados y senadores 
en función del desempeño. Primero se hablará de los límites que impone 
el actual arreglo y después se darán algunos escenarios de impacto.

El cambio abrirá una curva de aprendizaje que será más o menos rápida 
según las diversas regiones del país y el nivel de urbanización de los dis-
tritos. Las transformaciones que traiga la reelección no serán inmediatas. 
Sin embargo, se requieren ejercicios de prospectiva para adelantar las si-
guientes agendas del cambio, además de identifi car los efectos potenciales.

El Congreso sin reelección inmediata:
¿llegamos ya al límite de lo fac  ble?
Los órganos y procedimientos parlamentarios en México tienen una his-
toria institucional de casi doscientos años, aunque el grado de institucio-
nalización sea precario. Hasta 1999 muchas normas habían permanecido 
inalteradas desde las Cortes de Cádiz. Aunque la pérdida de una mayoría 
en el Congreso llevó a una nueva Ley Orgánica y las dos cámaras cambia-
ron sus reglamentos más por un acto simbólico que por una necesidad, 
posiblemente lo que hoy se tiene es lo mejor que se puede alcanzar sin 
legisladores que puedan desarrollar diagnósticos asertivos y sobre todo, 

1 Una versión preliminar se presentó durante el Seminario Racionalidad y Aprendi-
zaje el 19 de septiembre 2016, organizado por la UAM-Xochimilco.
2  Asesor, escritor, conferencista e investigador, y se ha especializado en temas legis-
lativos sobre los que publica en diversos medios. Licenciado en Ciencia política por el 
Instituto Tecnológico Autónomo de México (ITAM) y Maestro en Estudios legislati-
vos por la Universidad de Hull, Reino Unido.
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tengan la capacidad de dar seguimiento a lo que pactan más allá de su 
mandato.

Se entenderá por la institucionalización a la creación y persistencia 
de reglas, procedimientos y patrones de conducta variados que permiten 
el acomodo exitoso de nuevas confi guraciones de reclamos o demandas 
públicas dentro de una organización (Patterson y Copeland, 1994). Un 
órgano legislativo institucionalizado es capaz de establecer y mantener es-
tructuras organizacionales, así como vincular a esa organización con su 
entorno. El debate académico distingue las siguientes características que 
se necesitan cubrir:3

Autonomía: un órgano legislativo es autónomo cuando se distingue 
por sí mismo, encontrándose independiente de otras instituciones u or-
ganizaciones. Esto es, que no esté dominado por aparatos externos. La 
membresía permite que el legislador se haga una carrera distinguible en 
alguna actividad a desempeñar dentro de la institución, lo cual es posi-
ble por la permanencia razonablemente duradera que le permita acumular 
experiencia y profesionalizarse. Este horizonte temporal condicionará a su 
vez el nivel de institucionalización.

De lo anterior podemos extraer dos corolarios que serán útiles más 
adelante:

Primero, entre mayor sea el número de miembros que permanecen a lo 
largo del tiempo se tendrán instituciones más sólidas, pues habrá un grupo 
comprometido con mantener las reglas que ya funcionaron, facilitando el 
proceso de integración y socialización de los nuevos miembros. Al con-
trario, se difi cultará la creación y permanencia de reglas estables cuando 
la mayoría de la asamblea cambie constantemente o peor aún, se prohíba la 
reelección inmediata.

Segundo, a un ejecutivo no le conviene un órgano legislativo fuerte, 
toda vez que puede serle un obstáculo. En sistemas parlamentarios las 
asambleas son institucionalmente débiles, toda vez que el fortalecimiento 
pondría en peligro al gobierno o a la coalición. En los sistemas presiden-
ciales habrá poco interés en mejorar la institucionalidad del congreso en 
situaciones de gobierno unifi cado.

Formalidad: las obligaciones de quienes integran el órgano legislativo, 
así como sus liderazgos, se encuentran claramente entendidos; los proce-
dimientos y reglas bien desarrollados y considerablemente codifi cados. El 
marco legal provee un fundamento relativamente detallado para el desa-

3  La siguiente argumentación se basa en Polsby (1968) y Patterson y Copeland 
(1994: 4-11).
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rrollo organizacional. También existen códigos de conducta. El entorno de 
trabajo es formal, entendiéndose como la existencia de locales defi nidos 
para desarrollar las distintas actividades.

Con base en esto podemos defi nir un corolario adicional:
Tercero, entre más institucionalizado se encuentre el órgano legislativo 

habrá mejores espacios de autonomía para los debates y la organización 
administrativa. Por ejemplo, las sesiones serán guiadas por una mesa di-
rectiva reconocida por su imparcialidad que podrá aplicar sanciones disci-
plinarias según lo establezcan las normas internas. También las estructuras 
burocráticas se guiarán por lineamientos técnicos y se conducirán según 
parámetros de transparencia y apertura adecuados. Al contrario, la baja 
institucionalización implica que las decisiones políticas, tomadas gene-
ralmente por el órgano de gobierno, permearán todo aspecto de la vida 
parlamentaria.

Uniformidad sustancial: los órganos legislativos tienen características 
genéricas o funcionales que los distinguen de otras organizaciones políti-
cas, como sería administrar confl ictos a través de la aprobación de leyes a 
nombre de la ciudadanía o vigilar al gobierno.

Complejidad organizacional: las instituciones cambian según se desa-
rrollan las sociedades. Por lo tanto, se espera que la operación de las pri-
meras sea tan puntual, detallada y compleja conforme la dinámica social 
lo vaya exigiendo.

Vínculos con otras organizaciones: las instituciones deben interactuar 
con otros grupos, dado que no operan en el vacío. Por ello se ocupan de 
diseñar mecanismos e instancias apropiados para la comunicación, colabo-
ración, ayuda e intercambio con los distintos actores políticos y sociales.

Cabe señalar que el desarrollo institucional no es necesariamente pro-
gresivo. También es posible que sea decreciente si llegase a convenir a los 
intereses de quienes lo operan. Incluso podrían caer en el deterioro si no 
se revisa de manera permanente su desempeño y se le calibra en conse-
cuencia. Cuando se llega a estos escenarios existe el riesgo de caer en si-
tuaciones de ingobernabilidad e incluso de quiebre de la institucionalidad.

En un escenario óptimo los actores políticos tienen en un órgano le-
gislativo institucionalizado la garantía de que sus demandas serán al menos 
escuchadas y debatidas en el seno de una institución estable y que puede 
movilizar el apoyo de la ciudadanía gracias a la legitimidad que se ha ga-
nado.

Todo ejercicio teórico sobre las instituciones debe considerar una di-
mensión histórica, pues se desarrollan a lo largo del tiempo y según diversos 
contextos y coyunturas. Se pueden identifi car temas cruciales para medir 
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su capacidad de adaptación y cambio según eventualidades, momentos de 
ruptura, transiciones y cambios de régimen. Para decirlo de otra forma, es 
imposible deslindar la comprensión del marco institucional de su evolu-
ción histórica (Patterson, 1995: 14).

El proceso de institucionalización reconoce al desarrollo organizacional 
como una propiedad integral de las instituciones. Este proceso tiene lugar 
a través de la adaptación y la invención de nuevos mecanismos, siempre 
calibrados por la prueba y el error. El diseño institucional en sociedades 
complejas y sujetas a contingencias como la nuestra es invariablemente 
problemático y se desarrolla en la incertidumbre.4 Son raros los ejercicios 
de creación de estructuras de la nada y casi nunca es deseable embarcarse 
en ellos (Patterson, 1995).

Con base en lo anterior se hará un breve repaso de los défi cits del Con-
greso de la Unión en materia de institucionalización.

Autonomía. El principal arreglo que ha inhibido la institucionalización 
del Congreso es la prohibición a la reelección inmediata de los legislado-
res, impuesta en 1933 con el objetivo de centralizar la designación de las 
candidaturas del entonces partido hegemónico. De esa forma su operador, 
el presidente de la República, podía aglutinar las lealtades en torno a sí a 
través del control sobre las nominaciones (Dworak, 2003).

Además del amateurismo en el Congreso y la irresponsabilidad política 
de los legisladores hacia la ciudadanía, la no reelección infl uye negativa-
mente en la especialización de las distintas funciones que desempeñan los 
representantes; impactando negativamente en el nivel de institucionaliza-
ción factible. Por ejemplo, si un coordinador de grupo parlamentario no 
puede articular su liderazgo a lo largo de varias legislaturas como ocurre en 
otras democracias, los partidos impondrán a estas fi guras. 

Formalidad. Se hablará aquí de los órganos de gobierno, las mesas 
directivas y las comisiones.

En 1824 se planteó la necesidad de un órgano de gobierno para el Con-
greso, el cual no existía en las Cortes de Cádiz. A falta de organizaciones 
que pudieran dividir de manera predecible las votaciones del pleno como 
los clubes políticos o los partidos, cada cámara creó su Gran Comisión, 
compuesta por los coordinadores del grupo parlamentario de cada entidad. 
Su aparición obedeció tanto a un fuerte regionalismo como al deseo de to-

4  Los estudios sobre historia institucional de los órganos legislativos muestran que 
un cambio en una norma siempre llevará a nuevas transformaciones en todo el orden 
institucional, muchas veces de forma no previsible al inicio. Sobre la evolución del 
parlamento británico en el siglo XIX, ver Cox (1987). Para el caso de Estados Unidos, 
ver Polsby (1968) y Patterson (1995).
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dos los estados de estar representados en las estructuras internas. A partir 
de 1933 y apoyados en la hegemonía del PRI, estas instancias absorbieron 
cada vez más facultades políticas, legislativas y administrativas (Lujambio, 
1998).

La Ley Orgánica del Congreso de 1977 creó para la Cámara de Dipu-
tados una instancia de interlocución entre los partidos llamada Comisión 
de Régimen Interno y Concertación Política (CRICP). En 1997 se perdió 
la mayoría de un grupo parlamentario en la cámara baja, lo que imposibili-
tó instalar una Gran Comisión. Tras habilitarse, vía acuerdo parlamentario 
a la CRICP; para esta función, la Ley Orgánica de 1999 defi nió que cada 
asamblea tendría una Junta de Coordinación Política, formada con la re-
presentación de los partidos.

Aunque la pluralidad hizo que se adoptasen mecanismos plurales para 
el gobierno interno de las cámaras, la baja institucionalización propició 
que ganaran atribuciones a costa del pleno. Esto ocurrió fundamentalmen-
te en la Cámara de Diputados, donde la duración de mandatos no permite 
arreglos más estables que en su colegisladora, en la que los senadores 
interactúan seis años.

En 2003 se reformó la Ley Orgánica para darle a la Junta de Coordina-
ción Política de la Cámara de Diputados la atribución de analizar y aprobar 
el informe de ejecución presupuestal que presenta el Secretario General. 
En 2008 se le facultó para aprobar su anteproyecto de presupuesto. Los 
órganos de gobierno de las dos cámaras también defi nen la conformación 
de las comisiones y la agenda parlamentaria e intervienen en la administra-
ción interna. Finalmente, el 10 de septiembre de 2015, por acuerdo de la 
Junta de Coordinación Política, se creó el Comité de Administración que 
depende del propio órgano de gobierno.

Durante buena parte de la historia del Congreso el mandato de las me-
sas directivas fue de un mes, pues así lo establecía el reglamento de las Cortes 
de Cádiz de 18⒑   La razón: el principal clivaje entre los diputados era 
territorial, entre peninsulares o americanos. La solución que se adoptó fue 
rotar la conducción de las sesiones entre ambos grupos, dejando claro que 
nadie podía ser reelecto en los siguientes seis meses (De Labra y Martínez, 
1912).

Mientras otros países establecían arreglos más efi cientes para la con-
ducción de las mesas directivas al convertirse los partidos en maquinarias 
políticas permanentes, en México no se replanteó esta posibilidad por dos 
razones: no hubo partidos institucionalizados hasta 19125 y en 1933 la no 

5  De acuerdo con Medina Peña (2004), la abolición de las logias masónicas en 1827 
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reelección congeló toda posibilidad de modernización al consolidarse un 
régimen de partido hegemónico.

La Ley Orgánica de 1999 fortaleció a las mesas directivas de ambas 
cámaras. Su duración sería anual. Aunque de manera distinta entre di-
putados y senadores, ganaron atribuciones en cuanto a la defi nición del 
programa legislativo y en materia administrativa. Sin embargo, no pueden 
tener facultades disciplinarias fuertes, toda vez que la duración del man-
dato convierte estos cargos en parte del reparto de cotos partidistas y un 
presidente fuerte requiere de la confi anza del pleno: algo que no se puede 
lograr si la interacción se reduce a un periodo tan limitado. En casi 18 años 
de aplicación de esta norma, el desempeño de los presidentes de las mesas 
directivas ha variado según el estilo personal y ambiciones de sus titulares, 
en lugar de observarse una estabilidad que garantice la institucionalidad. 

Otro efecto de la no reelección es lo que podríamos llamar el problema 
del PRD. Las legislaturas LVIII (2000-2003), LIX (2003-2006) y LXI 
(2009-2012) de la Cámara de Diputados atravesaron por crisis en sus úl-
timos años al designarse su Mesa Directiva. La razón: al corresponderle 
ese espacio al PRD y ante el miedo de que ese partido pudiese abusar por 
acto u omisión de sus atribuciones, el PRI y el PAN impulsaron puntos de 
acuerdo que dividieron el año en periodos de cuatro meses, dejándole al 
grupo parlamentario de izquierda el receso.

El sistema de comisiones fue revitalizado a partir de 1964 como re-
sultado de la creciente presencia de la oposición en las cámaras a partir 
de las diversas reformas electorales. Según entrevistas, fue durante la LI 
Legislatura (1978-1982) cuando se volvieron a reunir y a tomar acuerdos 
en su seno (Hernández, 1998).

En México se distinguen tres elementos que difi cultan el funciona-
miento de las comisiones. La primera: la prohibición a la reelección inme-
diata hace que, salvo en casos donde un legislador tiene un mandato de su 
partido para tratar temas particulares o cuando ingresa un individuo cuya 
motivación es impulsar una agenda, pocos diputados o senadores ven la 
conveniencia de especializarse si se irán en tres o seis años. La experiencia 
y a menudo la propia memoria documental se pierden con cada legislatura.

Segunda, al iniciar todo trabajo desde cero los partidos establecen el 
número y atribuciones de las comisiones bajo la lógica del acomodo polí-

inhibió la formación de partidos políticos. En su lugar, a partir de la segunda mitad 
del siglo XIX se conformaron facciones en torno a personas, basadas en el arraigo local 
y capacidades de sus líderes. No sería sino hasta la ley electoral de 1912 cuando se 
regulen los partidos políticos y hasta 1977 cuando se les reconozca en la Constitución 
Política.
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tico coyuntural pues una presidencia o secretaría de comisión trae sobre-
sueldo o prebendas como staff , ofi cinas y vehículos. La tabla muestra la 
evolución en el número de comisiones a partir de 199⒋ 

Cuadro 1. Evolución en el número de comisiones, 1994-2018

LVI
(94-97)

LVII
(97-00)

LVIII
(00-03)

LIX
(03-06)

LX
(06-09)

LXI
(09-12)

LXII
(12-15)

LXIII
(15-18)

Diputados 39 23 36 38 40 44* 56 56
Senado 42 29 30 30 56** 56** 57 57

* Acuerdo parlamentario, 29 de septiembre de 2009).
** Según el artículo 95 de la Ley Orgánica, el Senado puede aumentar o disminuir el número de 
comisiones ordinarias y subdividirlas en secciones sin necesitarse una reforma al texto.
Fuente: Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y sus reformas.

En 1999, durante la redacción de la Ley Orgánica del Congreso vigente, 
hubo un ejercicio para racionalizar el número de comisiones a 23 para los 
diputados y 29 para los senadores. Sin embargo, se dejó para la LVIII Le-
gislatura (2000-2003) instrumentar este cambio, el cual no fue respetado 
toda vez que los legisladores entrantes no tenían por qué mantener un 
acuerdo interno que ellos no suscribieron. De esa forma, el número ha in-
crementado de 2003 a 20⒓   El sistema actual fomenta la inefi ciencia, pues 
hace que se traslapen atribuciones y se incremente el costo de oportunidad 
del legislador para atenderlas.

Aunque no hubo un incremento en el número de comisiones al inicio 
de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados (2015-2018), en el 
acuerdo de su integración publicado en la Gaceta Parlamentaria el 6 de 
octubre se observa que el número de secretarios por comisión aumentó de 4 a 
8 y con ello los legisladores benefi ciados con prebendas.

El tercer problema deriva del hecho de que las presidencias son dis-
tribuidas desde los años ochenta del siglo pasado según el peso de los 
grupos parlamentarios. En varios órganos legislativos se dan estos cargos 
al partido mayoritario, pues se entiende que cuenta con el mandato para 
instrumentar un programa. Asambleas más institucionalizadas asignan es-
tos cargos al legislador con mayor antigüedad, como el seniority system del 
Congreso de los Estados Unidos.

Como las presidencias y secretarías de comisión se asignan por cotos 
partidistas, surgió un problema adicional cuando se perdió el control de 
un solo partido a partir de 1997: cada grupo parlamentario usa sus comi-
siones como coto de poder, convirtiéndose en un punto de veto al, por 
ejemplo, no convocar a reuniones o sabotear el quórum. Los costos de 
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negociación pueden incrementarse si una iniciativa es enviada a más de dos 
comisiones presididas por varios partidos.

Uniformidad sustancial. El Congreso de la Unión comparte con otros 
órganos legislativos un coǌ unto de funciones básicas. El problema, como 
hemos visto es la efi cacia con las que se desempeñan.

Complejidad organizacional. Un indicador del nivel de institucionali-
zación es el hecho de que el Reglamento para el Gobierno Interior de los 
Estados Unidos Mexicanos se promulgó en 1934 y representaba apenas una 
actualización de los reglamentos de 1824, 1868 y 189⒎ 6 

La creciente pluralidad en el pleno a partir de las reformas electorales 
de 1963 y subsecuentes hicieron que la normatividad quedase de facto 
rebasada. En lugar de revisarse el reglamento, las reformas en la organi-
zación interior se concretaron en un nuevo marco normativo a partir de 
1977: la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos. Quedaron derogados en automático aquellos artículos del Reglamento 
que contradecían la Ley Orgánica. 

No hubo nuevos reglamentos sino hasta que en 2010 el Senado pro-
mulgó el suyo y al año siguiente la Cámara de Diputados. Sin embargo, el 
Reglamento Interior del Congreso sólo fue parcialmente derogado: todavía 
se encuentra vigente en materia de procedimientos que involucran a ambas 
cámaras.

Cabe mencionar otro tema: existe un servicio parlamentario de carrera 
en la Cámara de Diputados desde 1999 y en el Senado a partir de 2001, 
aunque es prácticamente letra muerta. Aunque algunas legislaturas locales 
lo instrumentaron antes que el Congreso de la Unión, 18 cuentan con dis-
posiciones en la materia y sólo 8 lo tienen plenamente regulado (Tenorio 
y Dworak, 2014). 

Se ha olvidado que una estructura de asesoría profesional funciona 
cuando hay continuidad en el trato entre contratantes y contratados. En un 
entorno donde las relaciones se basan en la confi anza, como es la política 
parlamentaria, es difícil que un asesor profesional sobreviva cuando sus je-
fes directos, los legisladores, cambian en su totalidad cada tres o seis años.

Vínculos con otras organizaciones. El principal contacto que se da entre 
los órganos legislativos y los grupos de interés es en las comisiones. Sin 
embargo, cuando éstas no son permanentes o se encuentran demasiado 
segmentadas para dar una atención efi caz a las demandas, la intervención 

6  Lujambio y Estrada Michel (2012) compilaron los reglamentos del Congreso 
desde las Cortes de Cádiz hasta el de 1934 con sus reformas.
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pierde efi cacia y corre el riesgo de ser opaca. Este problema es patente en 
el cabildeo.

Aunque el cabildeo es una actividad legítima de interlocución entre 
grupos de interés y los órganos legislativos, su práctica puede generar actos 
de corrupción. A nivel comparado, las normas que mejor funcionan para 
regular la actividad transparentan los intereses externos de los legisladores 
y de los cabilderos, de tal forma que se tenga la mayor certeza posible sobre 
las relaciones que existen al interior de la asamblea (Dworak, 2011a).

También la experiencia comparada muestra que las presiones por regu-
lar el cabildeo sólo aparecen cuando se juntan dos elementos. El primero, 
que estalle un escándalo de corrupción real o supuesto. El segundo, que 
haya tomadores de decisiones que asuman personalmente las consecuen-
cias del escándalo, como sería perder el cargo en la siguiente elección 
(Dworak, 2011a). 

Las normas que se han aprobado en los reglamentos del Senado y la 
Cámara de Diputados en la materia no son vinculatorias para legisladores: 
nadie es responsable si algo sale a la luz.

Prospec  vas
El nivel de institucionalización del Congreso de la Unión es bajo y no 
hay mucha posibilidad que mejore si los actores limitan su interacción a 
horizontes de 3 a 6 años según la cámara. Esto impacta tanto en el tipo 
de actividades que un legislador puede dedicarse como a la solidez de las 
estructuras internas, toda vez que los criterios políticos prevalecen sobre 
casi cualquier proceso.

¿Cómo ayudará la reelección inmediata a mejorar el funcionamiento 
del Congreso? Aunque nadie puede predecir el futuro, es posible delinear 
algunos escenarios que permitan adelantar las siguientes reformas en el 
ámbito normativo de nuestro poder legislativo.

Ningún arreglo institucional, por mejor diseñado que se encuentre, 
modifi ca la realidad o garantiza una acción por sí mismo; al contrario de 
lo que se nos ha hecho creer, no hay panaceas en este juego. Una reforma 
puede modifi car el comportamiento de los actores políticos al permitir o 
no ciertas conductas. Para decirlo de otra forma, posibilita cierto tipo de 
resultados sobre otros, llevando a nuevos acomodos.

Veamos algunos principios para entender el posible impacto de la ree-
lección inmediata de los legisladores:

Principio 1. Una norma condiciona la factibilidad de cierto tipo de arre-
glos sobre otros. Antes de la restauración de la reelección inmediata se ar-
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gumentaba que primero era necesario adoptar reformas como instaurar un 
servicio parlamentario profesional, aun cuando muchos de esos cambios 
ya se habían instrumentado sin éxito. Fracasó porque se requieren condi-
ciones de continuidad que sólo la reelección puede brindar. Cierto: falta 
mucho por modifi car para tener instituciones funcionales, pero también se 
requiere saber qué se necesita para llegar al punto deseado.

Aunque la reelección inmediata no modifi cará automáticamente al sis-
tema político y de hecho nada puede hacerlo, la reforma abrirá dos posibi-
lidades que podrían llevar a mejores escenarios. 

La primera posibilidad es la capacidad de tejer arreglos más efi cientes 
para el trabajo legislativo, así como fr ente a otros grupos de interés, gracias 
a un horizonte de interacción a más largo plazo. La segunda posibilidad es 
la oportunidad de establecer reglas más efi cientes en materia de rendición 
de cuentas, gracias a una mayor competitividad electoral.

Se asumirá que, tras pasar una curva de aprendizaje, los actores polí-
ticos descubrirán las nuevas posibilidades del arreglo institucional y con 
ello adoptarán otras tácticas de supervivencia policía que no eran factibles. 
Esto puede mejorar la institucionalidad del Congreso, al necesitarse mejo-
res reglas para los nuevos acomodos de intereses.

Los supuestos contenidos en este principio se verán potenciados entre 
mayor sea la tasa de reelección y los legisladores permanezcan el mayor 
tiempo posible, como se estableció antes, en el corolario ⒈  También in-
fl uirá la existencia de gobiernos divididos según el corolario ⒉ 

Principio 2. Las reformas arrojarán efectos contingentes. Algunos análisis 
que se hicieron sobre los efectos de la reelección inmediata asumían que 
arrojaría resultados fatalmente predecibles fr ente a una “esencia nacional” 
inmutable. Si eso fuese cierto no habría progreso en las sociedades y cual-
quier reforma sería apenas cosmética fr ente a una realidad inamovible.

Al contrario, todo cambio opera en sociedades crecientemente com-
plejas, plurales y sujetas a contingencias. Esto hace que cualquier reforma 
arroje por antonomasia resultados esperados y otros inesperados. Entre los 
últimos se podrán encontrar tanto accidentes afortunados que permitirán 
mejores acomodos como otros inefi cientes o incluso negativos. Lo mejor 
que se puede hacer es tener diagnósticos lo más asertivos posibles y esce-
narios que contemplen la mayor cantidad de eventualidades.

Principio 3. Un cambio llevará a otro. Toda transformación impactará 
en otros aspectos del sistema político, abriendo eventualmente el debate 
sobre nuevos cambios. Lo anterior hace al proceso de renovación insti-
tucional algo gradual, incremental y permanente, sujeto a la constante 
calibración.
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Para decirlo de otra forma, no existen arreglos perfectos o permanen-
tes: un cambio que mejore el status quo dependerá de la participación de 
los grupos que se ven afectados ya sea positiva o negativamente por una 
norma. En este contexto el trabajo prospectivo consistirá en encontrar los 
elementos y coyunturas que puedan detonar futuras reformas.

Principio 4. El cambio será factible según la correlación de fuerzas a fa-
vor y en contra. Toda norma es un equilibrio inestable entre quienes se 
favorecen con el status quo y quienes desean modifi carla. Una democracia 
debe proveer mecanismos para que ambas fuerzas negocien un arreglo que 
nunca satisfará todas las demandas, aunque se espera que genere compen-
saciones para que quienes pierdan no se perjudiquen y quienes ganen no 
aplasten a los demás.

Principio 5. Todas las partes recurrirán a argumentos políticos antes que 
técnicos. Las diferencias entre las partes se resuelven en un órgano de re-
presentación que se mueve bajo la lógica de la negociación: el Congreso. 
Sus miembros compiten por votos y en ese proceso los argumentos que 
presenten evocarán imágenes y sentimientos acordes con sus bases elec-
torales. Buena parte del debate sobre cualquier reforma institucional se 
apoya en discursos políticos antes que en argumentos técnicos. Si se desea 
avanzar, es necesario conquistar tanto la imaginación como el razonamien-
to de las masas.

¿Cómo impactará la reelección en la profesionalización de los legisla-
dores? Si como se ha dicho, los legisladores eligen actividades de acuerdo 
con sus ambiciones, capacidades y los actores que infl uyen en la continui-
dad de sus carreras; la rotación obligatoria limita los márgenes de acción. 
Al contrario, la permanencia posibilita la construcción de otras funciones 
sujeta a la continuidad, un horizonte temporal más amplio y la capacidad 
que tenga el individuo para permanecer en su puesto a través de las 
tácticas que sigue. 

En pocos años la lealtad partidista no bastará para garantizar la reelec-
ción, por lo que habrá mayor competitividad al interior del órgano legisla-
tivo para destacar fr ente a los electores. Lo anterior puede llevar a arreglos 
más efi cientes en cuanto a sus procesos y órganos. 

La reforma de 2014 al artículo 59 constitucional estableció lo que se 
conoce como el “candado partidista”: la postulación sólo podrá ser rea-
lizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes 
de la coalición que los hubieren postulado, salvo que hayan renunciado 
o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato. Dicha fi gura se 
insertó pensando que los partidos mantengan el control sobre las carreras 
políticas de los individuos, ¿funcionará?
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En realidad, los partidos pudieran tener mejores condiciones de con-
trol sin el “candado” por tres razones:

La primera, no se prohíbe al político con ambiciones territoriales cul-
tivar una base electoral propia. Un diputado federal que ambicione ser 
edil, diputado local o senador y logre reelegirse descubrirá que el posicio-
namiento a partir de su trabajo hará que cada elección le sea más barata 
gracias al trabajo previo. Lo anterior le permitiría retar a su partido si no 
lo reselecciona.

La segunda, si bien el “candado” existe para la reelección, no se pro-
híbe al individuo pasar a otro cargo de elección con las mismas bases 
electorales, pero con otro partido o por la vía independiente. Este poder 
de chantaje puede debilitar a los partidos si se muestran rígidos o llevarlos 
a adoptar mecanismos más horizontales para la designación de candidatos, 
como asambleas.

Tercera, la rotación obligada entre los distintos cargos electivos ge-
nerará presiones que los partidos pueden no soportar. Los legisladores 
federales tienen máximo 12 años de permanencia continua. Los estados 
adoptaron modelos de entre 6 y 12 años continuos para sus diputados 
locales. Y salvo Hidalgo y Veracruz, las autoridades municipales podrán 
permanecer hasta 6 años. Los diversos tiempos de rotación llevarán tarde 
o temprano al choque entre dirigencias partidistas federales y locales por 
acomodar a sus leales fr ente a individuos con fuerza en sus localidades.

Supongamos el escenario de un candidato que abre una demanda por 
la protección de sus derechos político-electorales fr ente a la iǌ erencia del 
partido federal en una elección local o viceversa. ¿Qué dice la ley? Los 
artículos 79 a 83 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación 
en Materia Electoral establecen que todo juicio de protección para cargos 
federales lo tratará la Sala Superior y las Salas Regionales harán lo propio 
con los locales. 

Bastará que el Tribunal Electoral establezca que se entenderá por par-
tido que reselecciona al instituto político del nivel al que el legislador o 
autoridad municipal desea reelegirse para que se abra de facto el proceso de 
descentralización de los institutos políticos, donde cada nivel de gobierno 
se encargará de los procesos de selección de los candidatos y en su caso, 
su reelección. Entre más descentralizados lleguen a ser, mayor posibilidad 
tendrá el legislador por hacer una carrera basada en una agenda propia.

De ser éste el escenario, la siguiente lucha de la reforma política será 
por desregular las leyes electorales para hacer más competitivos a los par-
tidos. En la mesa estarán temas como la entrada de mayor fi nanciamiento 
público, desregular el sistema de comunicación política y endurecer las 
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condiciones para que los institutos políticos conserven el registro o man-
tengan recursos públicos.

La reelección no cambiará la realidad por sí misma, pero sí modifi ca-
rá los incentivos de los actores para moldear sus carreras. Si tenemos la 
capacidad de anticipar esos cambios podremos presionar por las reformas 
más asertivas. Veamos cuatro ejemplos para ilustrar lo anterior a manera 
de “abre boca”, considerando que se plantean escenarios positivos: las pre-
sidencias de mesa directiva, el sistema de comisiones, los servicios parla-
mentarios de carrera y el cabildeo.

Mesa Directiva. La continuidad en las carreras legislativas permitiría 
que diputados y senadores construyan una reputación de imparcialidad al 
dedicarse a la conducción de mesas directivas. Esto abriría la posibilidad de 
facultar al presidente con mayores atribuciones en materia administrativa 
y disciplinaria. Un novato puede hacer una carrera al pasar de secretario a 
vicepresidente. ¿Pesará más la función protocolaria y representativa de la 
asamblea que la funcional en la elección de este papel? Depende si el Con-
greso se da cuenta de que una mejor institucionalidad les benefi cia a todos.

Comisiones. La reelección inmediata de los legisladores no traerá por 
sí misma la racionalización del sistema de comisiones. Sin embargo, lo 
que tenemos es resultado de la prohibición a la continuidad en las carreras 
parlamentarias al proveer incentivos orientados al corto plazo y la negocia-
ción coyuntural.

¿De qué forma se podría mejorar el sistema de comisiones? Iróni-
camente los partidos políticos tendrían incentivos para mejorarlas si los 
usan, como hoy, a manera de premio y control político para diputados 
leales. La ampliación del horizonte temporal cambiaría las tácticas bajo 
este escenario:

En 2021, cuando se reelĳ a el primer grupo de legisladores desde 1932, 
surgirá una nueva jerarquía: los que basan su relevancia a través de la 
permanencia. Por más que el partido controle los accesos a la reselección, 
estos individuos harán valer su peso al exigir las presidencias de comisio-
nes relevantes o de aquéllas en las que pertenecían durante la legislatu-
ra anterior como miembros o secretarios. Si los coordinadores de grupo 
parlamentario perciben las ventajas de premiar la antigüedad, se puede 
establecer un sistema de socialización que benefi cie a quienes permane-
cen y obligue a los recién llegados a mostrar su valía. Esto implicaría la 
racionalización del número de comisiones y la consolidación de las subco-
misiones, pasándose de una lógica prebendaria y coyuntural a una basada 
en el mérito.
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Servicio parlamentario profesional. La reelección inmediata no traerá 
automáticamente servicios profesionales de carrera en los congresos. Sin 
embargo, después de más de 20 años de intentos fallidos debemos darnos 
cuenta que no habrá estructuras profesionalizadas sin continuidad en las 
carreras legislativas. Si la confi anza entre asesores y legisladores es una 
condición necesaria, entre más diputados puedan reelegirse más estables 
serán las reglas para tener un staff  especializado y permanente.

Cabildeo. La posibilidad de competir repetidamente para el mismo 
cargo expone al legislador ante sus distritos: un escándalo podría destruir 
su carrera si la oposición lo usa como bandera electoral. Esa posibilidad 
de castigo es condición necesaria para que la regulación de las relaciones 
entre legisladores y grupos de interés entre en la agenda. Podremos tener 
mejores normas en la materia cada vez que se descubra un acto de corrup-
ción y caigan diputados o senadores sujetos al juicio de las urnas, como se 
ha visto en la experiencia comparada (Dworak, 2011a).

El impacto de las resoluciones del Tribunal Electoral
del Poder Judicial de la Federación
La reforma electoral de 2014 fue omisa para regular la reelección inmedia-
ta en la legislación secundaria, dejando al Tribunal Electoral del Poder Ju-
dicial de la Federación (TEPJF) decidir sobre las controversias que ha ge-
nerado su aplicación. Aunque para algunos esto es un problema (Aparicio, 
2017; Marván y Espinosa Silis, 2017), soy de la opinión de si el Congreso 
de la Unión hubiera regulado, podría haber desvirtuado los efectos de 
esta reforma. En cambio, el TEPJF ha sentado antecedentes que permiten 
ampliar los derechos políticos tanto de los propietarios que compiten por 
la reelección como de los ciudadanos en su derecho a premiar o castigar. 
A continuación, se revisarán las soluciones que han adoptado los estados y 
el TEPJF en algunas materias que podrían incidir en la profesionalización 
de los legisladores.7

Separación del cargo- Aunque la interpretación jurídica tradicional afi r-
ma que una persona que aspira a un cargo puede aprovecharse del mismo 
al aspirar a otro, por lo que debería separase, sería conveniente reconside-
rar este arreglo si se desea ver a la carrera de un legislador como algo con-
tinuo y evaluable. De acuerdo con Marván y Espinosa Silis (2017), si un 
propósito de la reelección es la continuidad en el desempeño del cargo que 

7  La información sobre la reglamentación local en materia de reelección se basa en 
Sánchez Morales (2018), Instituto Belisario Domínguez (2018) y una revisión a las 
leyes electorales de los estados.
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propicia una mayor rendición de cuentas, la obligación a la separación del 
cargo sería un despropósito. Primero, podría ponerse en riesgo la funcio-
nalidad del órgano legislativo o municipal ante la falta de sus integrantes, 
si es que la mayoría de ellos decide reelegirse, especialmente sabiendo que 
los suplentes empezarían desde cero. Segundo, estrictamente no se habla 
de reelección sino de dos elecciones consecutivas. Adicionalmente, todas 
sus actuaciones que se desprenden de las funciones de su encargo podrían 
ser considerados actos de precampaña. Finalmente, según los autores, se 
exacerbaría la contradicción inherente en nuestro sistema electoral que, 
en nombre de la equidad, prohíbe a los elegidos hacer política. Otros 
problemas a añadir son el llamado “chapulinismo”, donde al separarse el 
propietario no sólo deja de cumplir al ciudadano, sino también le incentiva 
a no ser responsable de sus fallas al poderle cargar la culpa a un encargado. 
Finalmente, los suplentes suelen ser parte del equipo político del candida-
to que espera reelegirse, por lo que podría haber colusión en temas como 
la transparencia en las fi nanzas y otros apoyos.

Aunque la mayoría de los estados que han normado al respecto esta-
blecen la separación del cargo 90 días antes, algunos la defi nen a un día 
antes del inicio de campañas y otros, como Chihuahua, Colima, México y 
Guerrero, no la contemplan. ¿Qué punto de equilibrio podría ser óptimo? 
Dejar claro que el congreso local deja de sesionar un mes antes del inicio 
de las campañas y durante su transcurso.

Reelección dentro de órganos colegiados y categorías de legisladores- Permi-
tir que un legislador de mayoría relativa y de representación proporcional 
pueda reelegirse libremente abona a la colegialidad del órgano legislativo, 
donde cada voto vale lo mismo. En cambio, permitir que los de mayoría 
puedan hacerlo y no los de representación proporcional haría que unos 
diputados o senadores fueran más relevantes que otros en términos de 
capacidad de acumular experiencia. Solamente Guerrero obliga a un dipu-
tado electo por la vía de representación proporcional a competir por un 
distrito de mayoría. En mi opinión, esto debería dejarse a los partidos y su 
normativa interna si no se desea sobrerregular.

Paridad / sistema normativo indígena- para decidir sobre esta materia, 
donde se pueden contraponer derechos, el TEPJF ha recurrido a métodos 
de interpretación como la ponderación. Según Sánchez (2018) en la doc-
trina constitucional, se asocian el método de la ponderación con el princi-
pio  de proporcionalidad en el sentido estricto; este último señala “cuanto 
más alto sea el grado de incumplimiento o de menoscabo de un principio, 
tanto mayor debe ser la importancia del cumplimiento del otro”. En estos 
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casos se ha considerado como derecho superior la paridad y el respeto al 
sistema normativo indígena cuando se contrapone a la reelección.

Aunque la paridad de género ha permitido la presencia igualitaria 
de mujeres en los órganos legislativos, todavía es necesario luchar por 
la igualdad en cuanto al acceso a cargos en Mesa Directiva, órganos de 
gobierno y comisiones. Por ejemplo, diversos estudios han mostrado que 
a las mujeres se les asignan cargos en comisiones donde se les estereotipa, 
como Equidad de Género o Derechos Humanos. El debate está abierto 
entre reformar la normativa interna para garantizar el género en todos los 
órganos internos o dejar que cada partido defi na sus criterios.

Candidaturas independientes- Quizás la infl uencia de los legisladores 
independientes sea muy baja, toda vez que los órganos de gobierno asignan 
los cargos, dejando a los representantes sin adscripción partidista mem-
bresías en comisiones poco relevantes. Aún así, es necesario garantizar que 
existan los menos candados posibles para que se puedan reelegir los más 
competitivos.

Hasta el momento Chihuahua, Veracruz y Zacatecas han establecido 
que todo candidato independiente que desee competir por la reelección 
debe validar de nueva cuenta el apoyo ciudadano. Por otra parte, en Chia-
pas, Ciudad de México, Jalisco y Quintana Roo se considera a los inde-
pendientes en la misma categoría que los demás, por lo que no necesitan 
validación del apoyo ciudadano. 

La restauración de la reelección inmediata se dio a pesar de las dirigen-
cias de varios partidos. Las experiencias de los estados y las interpretacio-
nes del TEPJF pueden servir como base para las propuestas a promover en 
esta materia a nivel federal abramos el debate rumbo a 202⒈ 

La LXIV Legislatura: ¿un órgano de transición?
Aunque ya se eligieron en todas las entidades legisladores con el derecho a 
ser reelectos y en la mayoría ya ha habido experiencias de reelección inme-
diata8, todavía están por hacerse estudios comparados para conocer cuán-
tos diputados locales compitieron para quedarse, las tasas de reelección 
inmediata y el impacto que ha tenido en la conducta de los representantes. 
Por lo pronto, Rendón (2017) ha mostrado que si bien la disciplina baja 

8  Los estados donde ya hubo legisladores que compitieron para reelegirse en 2018 
fueron: Aguascalientes, Baja California Sur, Campeche, Chiapas, Chihuahua, Coahui-
la, Colima, Durango, Estado de México, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, Mi-
choacán, Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Querétaro, San Luis Potosí, Sinaloa, 
Tabasco, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán y Zacatecas.
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ante la expectativa de permanencia, es una exageración suponer que ha 
caído como algunos críticos decían.

A nivel federal se eligieron en 2018 los primeros diputados y senadores 
que podrán competir para quedarse en 2021 y 2024 respectivamente; lo 
cual hace que la LIV Legislatura (2018-2021) sea en realidad una de tran-
sición. Hasta el momento es difícil saber cómo se comportarán los legisla-
dores ante la posibilidad de repetir y quizás el proceso no sea tan visible en 
el funcionamiento cotidiano de las cámaras por una razón: hay gobierno 
unifi cado, lo cual implica control de los órganos de gobierno. A través de 
esto, hay control sobre recursos a diputados y senadores, especialmente 
de oposición. De hecho, las políticas llamadas de austeridad han reducido 
apoyos y órganos internos como las comisiones.

¿Implica la reducción del número de comisiones una mejora en la efi -
ciencia? Es dudoso: se pasó de 56 a 43 en la Cámara de Diputados y de 
57 a 46 en el Senado: el criterio no fue agrupar temas en torno al número 
de secretarías de Estado sino en el mejor de los casos en eliminar algunas 
que se habían mostrado redundantes o superfl uas legislatura tras legisla-
tura. Veremos qué interés tienen los legisladores en especializarse en los 
temas que tratan estos órganos internos ahora que pueden aspirar a repetir 
mandatos.

Quizás rumbo al tercer año de sesiones tendremos alguna idea clara 
sobre las conductas de los diputados, una vez que se tengan las estadísticas 
de votación y, sobre todo, sus conductas durante las negociaciones de los 
presupuestos de 2020 y 202⒈  Sobre todo, también será responsabilidad de 
los diversos grupos de presión y organizaciones de la sociedad civil hacerles 
ver a los legisladores el costo que les puede traer a la continuidad de sus 
carreras el atender o no a sus demandas.

Conclusiones
Los arreglos institucionales no surgen de la nada: son producto de una 
evolución histórica. Es necesario reconocer esto si deseamos entender su 
funcionamiento y diseñar mejores reglas y procesos. El bajo nivel de ins-
titucionalización del Congreso de la Unión es resultado de decisiones y 
omisiones tomadas desde el siglo XIX, aunados a largos periodos de gru-
pos y partidos hegemónicos. Un cambio de incentivos como sería la ree-
lección inmediata, podría mejorar las reglas del juego si sabemos anticipar 
los cambios y tenemos la capacidad para plantear las reformas a aplicar.
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UN CAMBIO DE PARADIGMA PARA LA 
REFORMA ELECTORAL. REFLEXIONES A 
PARTIR DE LA JUSTICIA ELECTORAL

Janine M. Otálora Malassis1

Introducción
Cuando recibí la invitación del Instituto Belisario Domínguez del Senado 
de la República para participar en una refl exión colectiva sobre el desem-
peño de las cámaras del Congreso de la Unión y emitir recomendaciones 
para aumentar su efectividad y fortalecer su legitimidad como parte del 
sistema político mexicano, pensé que tendría que ser desde la perspectiva 
de la justicia electoral. Y ello, porque he tenido el privilegio de ser testigo de 
la revolución constitucional que ha tenido nuestro sistema electoral en los 
últimos cuarenta años y me parece que la coyuntura es propicia para hacer 
un alto y replantearnos la forma en la que fue diseñado. 

Me gustaría ordenar esta refl exión a partir de dos objetivos, el primero 
es presentar una breve reseña conceptual de las principales modifi caciones 
que ha experimentado nuestro sistema electoral, en la que haré énfasis en 
los puntos clave que han complejizado las reglas del juego. La segunda 
parte plantea una refl exión, a partir de la experiencia jurisdiccional elec-
toral, sobre lo que considero que debe ser tomado en cuenta para una 
posible nueva reforma electoral que dé verdadera cabida a la diversidad de 
voces, perspectivas y experiencias. 

La ruta de cambio y clave de la transición a la democracia en México 
ha sido la regulación electoral. Desde 1977, a través de once reformas de 
menor y mayor envergadura hemos construido un sistema electoral capaz 
de garantizar la celebración de elecciones democráticas y de calidad. Aun-
que también podemos jactarnos de tener uno de los sistemas electorales 
más regulados, detallados y complejos del mundo.

Derivado de esa evolución normativa contamos hoy con autoridades 
autónomas e independientes, aptas para lograr la legalidad y certeza en el 

1  Abogada mexicana con más de cuarenta años de experiencia profesional, que ac-
tualmente se desempeña como Magistrada de la Sala Superior del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación (TEPJF). Después de ser propuesta por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación (SCJN), el 19 de octubre de 2016 el Senado de la Repú-
blica la designó como magistrada electoral por un periodo de nueve años.
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desarrollo de los procesos electorales. Asimismo, tenemos un marco regu-
latorio que garantiza la equidad en la contienda, respetando los derechos 
de la ciudadanía y de los actores participantes. En pocas palabras, en los 
últimos cuarenta años hemos construido un sistema electoral complejo, 
robusto y confi able.

Al haber concluido los procesos electorales de 2017-2018 es propicio 
para la refl exión sobre lo que tenemos detrás, tanto en términos amplios, 
de construcción de nuestra democracia, como en un plazo más breve, cir-
cunscrito a este proceso electoral. Es también un momento para empezar 
a vislumbrar los retos futuros y los posibles ajustes que necesitará nuestro 
sistema electoral. 

Construyendo la complejidad
Las once reformas que tuvimos a lo largo de cuarenta años fueron creando 
condiciones para la creciente pluralidad partidista y competitividad elec-
toral. La apertura generada ha requerido de ajustes paulatinos y cada vez 
más sofi sticados para delimitar las reglas del juego y asegurar la equidad 
en la contienda. Para poder garantizar tal sistema electoral complejo y de-
tallado ha sido necesario el crecimiento de las facultades de las autoridades 
electorales, tanto en el ámbito administrativo como en el jurisdiccional.  

En este sentido, una expresión de la complejidad legislativa, así como 
del nivel de especifi cidad de una regulación, es la amplitud del documento 
normativo, expresada por el número de artículos o palabras que contiene. 
Desde esta perspectiva se considera que los documentos normativos más 
largos y que contienen normas más detalladas, son más especializadas y 
escritas en un lenguaje más técnico (Huber y Shipan, 2002).

Con este parámetro podemos advertir que la legislación electoral mexicana 
aumentó su complejidad de manera signifi cativa durante los últimos 40 años. 
La Ley Federal de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales (LFOPPE) 
de 1977 contenía 248 artículos; el Código Federal de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales (Cofi pe) incluía, en su última versión de 2008 y después 
de varias reformas, 394; es decir, en los primeros treinta años la legislación 
electoral incrementó en 146 artículos (en promedio, 29 artículos por cada 
elección presidencial celebrada). El marco legal actual, que incluye a la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales (LGIPE) y la Ley Ge-
neral de Partidos Políticos (LGPP) tienen, en coǌ unto, 590 artículos; más del 
doble de la LFOPPE (para ser específi cos, 237%). 

Comparando la extensión de las normas, con relación al número de 
palabras empleado, podemos notar que hemos pasado de 82,097 palabras 
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en 2008, a 109,988 en 2014; es decir, la nueva legislación incrementó su 
densidad en 33%. 

La regulación del sistema electoral mexicano ha ido, pues, en aumento, 
se han generado detalladas leyes electorales, no únicamente a nivel fede-
ral, sino también a nivel local, que nutren de complejidad a las reglas del 
juego político. Un análisis más detallado de las reformas subsecuentes, en 
especial de las temáticas que abarcaron, nos permite llegar a las mismas 
conclusiones respecto del aumento de la complejidad y regulación. 

Las primeras reformas estuvieron enfocadas en el diseño de las au-
toridades electorales, pretendiendo crear un andamiaje institucional más 
confi able y aceptable para los actores políticos. Así, la LFOPPE modifi có 
la composición de la Comisión Federal Electoral, otorgando a los partidos 
políticos el derecho de integrar los órganos electorales con voz y voto, 
cuando tenían el registro defi nitivo, o solo con voz, en caso de tener regis-
tro condicionado (LFOPPE, artículo 78, 1977). Las reformas posteriores 
crearon el Instituto Federal Electoral (IFE) como autoridad encargada de 
organizar las elecciones (1990), para dar pie a su evolución como una insti-
tución independiente y ciudadana: en 1993 los partidos pierden derecho a 
voz en el Consejo General; más tarde, en 1996, se otorgó autonomía e in-
dependencia total al Instituto, desapareciendo la representación del Poder 
Ejecutivo y concediendo voz y voto únicamente a los integrantes del Consejo 
General (Becerra et al., 2000). 

Este proceso de búsqueda de independencia y autonomía de los órga-
nos electorales estuvo acompañado, consecuentemente, por la ampliación 
de las facultades del IFE, y una estructura cada vez más grande. La última 
modifi cación se dio con la reforma de 2014, que estableció un sistema 
electoral nacional, dotando al ahora Instituto Nacional Electoral (INE) de 
facultades para la organización de las elecciones locales y estableciendo una 
clara relación de prevalencia del Instituto respecto los organismos locales 
(artículo 41, base V, apartado B, inciso a de la CPEUM; artículo 3⒉ 1, 
inciso a), y 3⒉ 3 de la Legipe). 

Con el tiempo, el eje central de las reformas electorales se amplió para 
incluir, además del diseño institucional, las reglas de acceso al juego elec-
toral y los puntos más fi nos del sistema electoral: las condiciones de com-
petencia, relacionadas principalmente con el fi nanciamiento y acceso a los 
medios de comunicación. Así, en síntesis, hemos transitado por una serie 
de reformas que han respondido al llamado por la equidad en la contienda: 
1990 (acceso a los medios), 1993 (aportaciones privadas, fi scalización de 
las fi nanzas y acceso a los medios de comunicación), 1996 (acceso a los 
medios de comunicación y fi nanciamiento público), 2007 (acceso a radio y 
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televisión y otros aspectos de la comunicación política) y 2014 (comunica-
ción política, vigilancia de los recursos de campaña, sistema de nulidades). 

En particular, el acceso a radio y televisión se convirtió en uno de los 
elementos clave en el diseño electoral. Si bien el derecho de acceso a los me-
dios masivos de comunicación fue reconocido a los partidos políticos ya con 
la LFOPPE de 1997, su regulación llegó hasta la reforma de 1986, cuando 
el Código Federal Electoral (CFE, 1987) otorgó a los partidos 15 minutos 
mensuales y, adicionalmente, un programa coǌ unto emitido quincenalmente 
(artículo 52 del CFE). Con la reforma de 1990 se establecieron las bases del 
sistema electoral vigente: los partidos recibían una cantidad de minutos de 
tiempo aire que sería distribuida en función de la votación que hubiesen al-
canzado. Aquella normativa permitía la compra de tiempo aire por los partidos 
políticos, obligando a los concesionarios a ofr ecerlos bajo las mismas tarifas 
que aplicaban para la publicidad comercial (Becerra et al., 2000). 

Este esquema fue modifi cado en 1996, cuando se establecieron reglas 
de distribución del tiempo aire que aún siguen vigentes: a los partidos po-
líticos con representación en el Congreso se les otorga el 30% del tiempo 
en radio y televisión de manera igualitaria y el 70% en forma proporcional 
a su fuerza electoral. Además, el IFE fue facultado para realizar el moni-
toreo de la cobertura noticiosa ofr ecida por los medios de comunicación 
(Becerra et al., 2005). Esta distribución, aunada a la creciente competitivi-
dad y uso de la mercadotecnia, generó campañas con estrategias centradas 
en el acceso a los medios electrónicos que, en la elección presidencial 
de 2006, fue considerado desigual y nocivo para la democracia mexicana. 
Fueron comunes las voces que consideraron que la “elección presidencial 
se disputó en medio de una guerra sucia en la que terceros se involucraron 
de forma ilegal, así como dentro de un ambiente de mensajes negativos 
que hicieron del proceso uno de los más ofensivos y ríspidos de la historia 
electoral del país” (Buendía y Azpiroz, 2011).

Este diagnóstico generó la coyuntura propicia para una reforma de 
gran magnitud: en 2007 se pretendió instaurar un “nuevo modelo de co-
municación social”, que privilegiara un debate de calidad entre los partici-
pantes de las contiendas y fomentara el uso responsable de los espacios de 
comunicación, previniera los “usos y abusos de los medios de comunica-
ción”. Para ello, se elevó a nivel constitucional un esquema de regulación 
basado en tres prohibiciones expresas: 1) de contratar espacios en radio y 
televisión con fi nes electorales; 2) de emitir expresiones que denigren a las 
instituciones y a los propios partidos, o que calumnien a las personas; y 3) 
de difundir propaganda gubernamental durante las campañas electorales 
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de todos los niveles y hasta que concluya la jornada electoral respectiva 
(artículos 41 y 134 de la CPEUM). 

El fi nanciamiento de la actividad política empezó a ser objeto de re-
gulación desde la reforma de 1977, que establecía un régimen fi scal es-
pecial para los partidos políticos (artículo 48 de la LFOPPE). Más tarde, 
en 1986, se estableció un sistema de fi nanciamiento público, basado en 
un “costo mínimo de campaña de diputado” que se multiplicaba por el 
número de candidatos registrados para, así, obtener el monto total que se 
distribuía entre los partidos políticos: el 50% de forma proporcional al 
número de votos por partido en la elección de diputados, y la otra mitad se 
otorgaba también proporcionalmente, según el número de diputados que 
tenía cada uno de los partidos (artículo 61 del CFE).

La reforma de 1990 añadió al fi nanciamiento público de campañas 
otros rubros: fi nanciamiento para las actividades ordinarias, específi cas 
y subrogación (artículo 49 del Cofi pe, 1990). La reforma subsecuente 
(1993) introdujo topes máximos del fi nanciamiento privado, así como el 
catálogo de sujetos de los cuales está prohibido recibir fi nanciamiento: 
cualquier poder público, centralizado, paraestatal, de cualquier orden de 
gobierno; extraǌ eros, sean personas físicas o morales o bien, personas 
que trabajen o vivan en el extraǌ ero; organismos internacionales; iglesias 
o agrupaciones religiosas y ministros de culto; y asociaciones mercantiles 
(artículo 49 del Cofi pe, 1993). 

La reforma de 1996 estableció las bases del esquema aún vigente: 
adoptó la regla constitucional de la preeminencia del fi nanciamiento pú-
blico sobre el privado (artículo 41, fr acción II de la CPEUM) y creó nuevas 
reglas específi cas de distribución del mismo, que siguen vigentes y que se 
basan en una distribución dual: el 70% de los recursos se distribuye de 
manera proporcional a la votación obtenida por los partidos en la elección 
inmediata anterior, y el 30% se divide en partes iguales. 

La fi scalización llegó tarde al sistema electoral mexicano, ya que fue hasta 
1993 cuando se incluyó una disposición que preveía la existencia de procedi-
mientos de control y vigilancia del origen y uso de los recursos de los partidos 
políticos. En aquel momento se estableció que los partidos políticos deberían 
presentar informes anuales y de campaña sobre el origen y monto de los in-
gresos que recibían por cualquier modalidad de fi nanciamiento, así como su 
empleo y aplicación (artículos 49-A, 49-B y 49-C del Cofi pe, 1993). 

A pesar de su introducción tardía, la fi scalización fue el tema que sufr ió 
modifi caciones importantes en las tres reformas subsecuentes. En 1996 la 
reforma estableció que la facultad fi scalizadora estaría a cargo de la Comi-
sión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Po-
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líticas del IFE, integrada por seis consejeros electorales y cuyo secretario 
técnico era el titular de la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos 
Políticos (artículos 4⒐ 6 y 49-A del Cofi pe, 1996). Asimismo, estableció 
que los partidos políticos presentaran sus informes anuales y de campa-
ña, sobre el origen y monto de los ingresos que recibieran por cualquier 
modalidad de fi nanciamiento, así como su empleo y aplicación, ante la 
mencionada Comisión, órgano permanente en la estructura del Consejo 
General del IFE, con facultades expresas para verifi car que los partidos po-
líticos se ajustaran a lo establecido por la ley electoral en cuanto al origen 
y aplicación de sus recursos (Agiss, 2008). 

Bajo este esquema la autoridad empezó a desarrollar vigilancia detalla-
da de las actividades de los partidos, analizando los límites de gastos e in-
gresos, tomando en cuenta la satisfacción de los requisitos legales previstos 
para la validez del acto referido, y por supuesto los de índole contable. 

Con el propósito de lograr la “profesionalización e imparcialidad de la 
función fi scalizadora”, así como de evitar las “distancias innecesarias” re-
sultantes del trato entre consejeros y representantes partidistas, la reforma 
de 2007 sustituyó a la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los 
Partidos y Agrupaciones Políticas, encargada de realizar esta tarea, crean-
do la Unidad de Fiscalización de los Recursos de los Partidos Políticos, 
un órgano técnico de fi scalización con autonomía en su gestión (Zavala, 
2009, p. 414). Asimismo, se modifi caron los plazos para la presentación 
de la información y se establecieron procedimientos extraordinarios de 
fi scalización (artículo 85 del Cofi pe, 2008); también se estableció la inopo-
nibilidad de los secretos bancario, fi duciario y fi scal, para garantizar que 
la Unidad cuente con la información necesaria y sufi ciente para cumplir 
adecuadamente sus funciones (Zavala, 2009).

Finalmente, la última reforma de 2014 respondió a la dinámica refl e-
jada en las elecciones presidenciales de 2012, caracterizada por el desfase 
existente entre las fechas de la jornada, la califi cación de la elección y la 
toma de posesión del candidato electo fr ente a los plazos de fi scalización, 
que impedían tomar en cuenta sus resultados en el momento de analizar 
la validez de los comicios. Por ello, la reforma recortó de manera drástica 
los plazos y estableció un sistema de fi scalización en paralelo al desarrollo 
de las campañas, bajo el cual el dictamen consolidado se emite a escasos 
40 días posteriores a la jornada electoral. Asimismo, regresó la facultad de 
fi scalización a la Comisión de Fiscalización del INE.

Así, nuestro ciclo evolutivo pasó de las reformas centradas en generar 
condiciones de participación plural (1977, 1986 y 1990), hacia la creación de 
autoridades autónomas, independientes y sólidas (1990, 1994, 1996 y 2014), 
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y generación de condiciones de equidad (1993, 1996, 2007). Con ello, logra-
mos un sistema robusto, completo y complejo que ha “servido para inyectar 
imparcialidad y confi anza a los órganos y a los procedimientos electorales, han 
puesto a disposición de los partidos una batería muy amplia para defender sus 
derechos; han ajustado los criterios de la representación política para que no 
existan exclusiones artifi ciales y para lograr una composición congresual más 
equilibrada; han puesto en manos de los partidos grandes recursos materiales y 
fi nancieros para su consolidación, y esos recursos se han distribuido de manera 
más equitativa; de tal forma han equilibrado también las condiciones de com-
petencia; todo esto ha derivado de un sistema de partidos competitivo que en 
su lucha y en su operación está cambiando la fi sionomía política de México” 
(Becerra et al., 2000).

El balance y perspec  vas 
La perspectiva de treinta años, seis elecciones presidenciales y trece le-
gislativas federales, así como la etapa de preparación para las elecciones 
concurrentes de 2018, nos permiten hacer un balance del funcionamiento 
de nuestro sistema electoral, con todos sus claroscuros. 

Defi nitivamente, en términos generales, es un balance positivo. Hemos 
logrado la construcción de un sistema complejo, capaz de hacer fr ente a la 
tarea de la organización simultánea de la elección de más de 18 mil cargos, 
y de hacerlo sin errores ni contratiempos signifi cativos.

Si bien el balance descrito de las reformas electorales y de la evolución 
de nuestro sistema electoral es altamente positivo, debemos hacernos car-
go de algunas defi ciencias que aún muestra la actividad electoral, fr ente al 
ideal deseado y dibujado por las reformas consecutivas. 

En este sentido, el problema principal de nuestro sistema es que la 
multiplicidad de reglas que pretenden garantizar un control fuerte so-
bre el desarrollo de los procesos comiciales, atajando cualquier resquicio 
de incertidumbre o posible irregularidad, no termina de convencer a la 
ciudadanía y a algunos actores políticos. Nos hemos enfr entado con un 
problema no previsto y con una dinámica no esperada: las reglas creadas 
para eliminar la desconfi anza no solo no lograron hacerlo del todo, sino 
que, en ocasiones, contribuyen a generar dudas, cuestionamientos y con-
fusión. Parece ser que la complejidad de nuestras regulaciones ha alejado 
a la ciudadanía de las elecciones, de las instituciones y de la participación: 
es difícil creer en algo que no se entiende o participar cómodamente bajo 
reglas excesivamente complicadas.  
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Por otro lado, a pesar de lo detallado que resulta nuestro sistema, aún 
hay cuestiones o problemáticas que se escapan de la regulación. Los pro-
cesos electorales de 2018 han demostrado que están pendientes algunos 
temas, o bien, que la regulación de tantos otros no es la más apta. 

La reforma constitucional de 2014 resultó en un punto intermedio 
entre el esquema de función electoral vigente hasta entonces y la inicial 
intención de nacionalizar a la autoridad electoral y eliminar a las instancias 
estatales. Así, la división vertical o federativa (García, 1630) de la función 
electoral fue limitada mediante el facultamiento del instituto central para 
defi nir lineamientos y directrices en varias materias. Desde luego, seme-
jante esquema produce tensiones entre la homogeneidad y la diversidad 
que constriñe a los sistemas central y federativo, respectivamente, como se 
ha podido constatar en este proceso electoral federal. 

Efectivamente, la nacionalización de ciertas funciones de organiza-
ción electoral, en un contexto de alta heterogeneidad de las regulaciones 
estatales, generó problemáticas importantes de operación para el INE y 
los organismos públicos locales electorales (Oples). Para lograr el óptimo 
desarrollo de los procesos, el propio Instituto emitió un acuerdo para 
homologar algunos de los plazos más importantes; sin embargo, esta ruta 
puede no ser la más adecuada en un contexto normativo en el que la ley 
tiene un papel preferente, lo que nos invita a refl exionar sobre los alcances 
que debiera tener la nacionalización de la función electoral. 

También la participación de las candidaturas independientes en este pro-
ceso generó muchos cuestionamientos y un alto número impugnaciones. El 
⒍ 74% de los asuntos que recibieron las salas del TEPJF en relación con 
los procesos electorales de 2018 fueron relacionados con esta modalidad de 
postulación. Cabe señalar que los asuntos abarcaron prácticamente todos los 
aspectos de la postulación de las candidaturas independientes, desde requisitos, 
proceso de consecución de apoyo ciudadano, validación de estos apoyos, fi nan-
ciamiento de sus actividades o fi scalización de los recursos erogados. 

Parece ser que el origen de esta problemática reside en una inserción 
artifi cial de las candidaturas independientes en un modelo diseñado para 
fortalecer la participación exclusiva de los partidos políticos, lo que ha 
generado incompatibilidad de diversas normas y necesidad de un control 
judicial intenso. De ahí queda claro que es necesario analizar el modelo de 
postulaciones que tenemos, para generar condiciones de equidad entre las 
personas postuladas con el apoyo de los partidos y sin éste. 

Otro tema que fue relevante durante este proceso electoral y que necesitó 
interpretación jurisdiccional es la compatibilidad de la posibilidad de reelec-
ción fr ente a la obligación de cumplimiento con el principio constitucional de 
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paridad. En relación con el registro de candidaturas a cargos legislativos esta-
tales y municipales se presentaron diversas impugnaciones que cuestionaban 
la posibilidad de empatar estos dos elementos y, en especial, señalaban que la 
exigencia de paridad afecta el derecho a la reelección. 

Al respecto, el Tribunal Electoral ha sostenido, en primer lugar, que la 
reelección no es un derecho humano. En consonancia con la opinión de la Co-
misión de Venecia, se consideró que el derecho humano que tienen todas las 
personas es a ser votado, y que la reelección es únicamente una posibilidad 
que puede ser regulada y sometida a otros principios (2018). Sin embargo, se 
señaló también que es posible armonizar la paridad y la reelección, en aras de 
proteger los intereses de las y los candidatos e institutos políticos. Para ello, 
un partido político debe, en primer lugar, defi nir a qué personas pretende 
postular de nueva cuenta, y acomodar las candidaturas restantes en función de 
esta decisión, respetando las reglas de paridad. 

Uno de los asuntos más interesantes de este proceso tuvo que ver con 
los registros de candidaturas de las personas transgénero y el cumplimien-
to de la paridad. Los cuestionamientos que surgieron a partir de registros 
de algunas candidaturas en el ámbito municipal en Oaxaca refl ejaban la 
preocupación por la posible manipulación o incumplimiento a cabalidad 
con el principio constitucional, quitando espacios a las mujeres. De ahí 
que pugnaban por negar este derecho, o bien, exigir pruebas de cambio de 
sexo realizado por las personas que pretendan ser postuladas como género 
distinto al legalmente reconocido. Por supuesto, un dilema de esta natu-
raleza no fue previsto por la normativa electoral. 

El Tribunal Electoral estableció que la manifestación de pertenencia a un 
género es sufi ciente para justifi car la autoadscripción de una persona, por lo 
que ninguna autoridad está facultada para solicitar prueba alguna. Sin em-
bargo, dada la obligación del Estado de proteger la paridad entre hombres y 
mujeres en la postulación de las candidaturas, consideró que debe evitarse una 
simulación en la manifestación de género o de la autoadscripción. Por ello, 
sostuvo que las autoridades electorales deben hacerse cargo de la posibilidad 
de un mal uso de la autoadscripción, para no permitir que una reivindicación 
tan importante como la identidad trans se utilice de manera engañosa para 
cumplir con el principio constitucional de paridad.

Cabe señalar que el principio de autoadscripción es aplicable también 
a los integrantes de las comunidades indígenas, a quienes es sufi ciente 
declarar la pertenencia para recibir el trato preferencial de la justicia elec-
toral. La única excepción para la cual el TEPJF aprobó determinada au-
toadscripción califi cada es la postulación de candidatos indígenas en los 



Un cambio de paradigma para la reforma electoral...

362

13 distritos electorales defi nidos por la Sala Superior, con el objetivo de 
garantizar la autenticidad de estas postulaciones. 

Otra temática relevante que se ha evidenciado en este proceso (y tam-
bién a lo largo de los años) es la necesidad de lograr una mayor concilia-
ción entre los sistemas normativos internos y la justicia ordinaria, para 
permitir mayor protección de derechos de las personas indígenas. 

Hay que recordar que nuestro sistema jurídico se inscribe en el plu-
ralismo jurídico, el cual considera que el derecho se integra tanto por 
el legislado formalmente por el Estado, como por el derecho indígena, 
generado por los pueblos indígenas y las comunidades que los integran. 
Sin embargo, en ocasiones, la aplicación de justicia se vuelve homogénea 
y poco plural, por lo que aún existen retos que deben ser resueltos para la 
adecuada garantía de derechos de los grupos vulnerables.

En particular, el modelo actual presenta defi ciencias en el asegura-
miento del ejercicio efectivo de los derechos de los pueblos y comunidades 
y de su representación política. La ausencia de la legislación que regule no 
solo los sistemas normativos internos, sino que reconozca adecuadamente 
la justicia de las comunidades y establezca su relación con la justicia del 
Estado, está atendida por las autoridades jurisdiccionales. Tal como lo ha 
hecho siempre el Tribunal Electoral, es a través de resoluciones y, en me-
nor medida, mediante la adopción de políticas que se pretende mejorar el 
acceso a justicia de este grupo vulnerable. 

Sin embargo, a través de este mecanismo no se alcanza a cumplir a 
cabalidad con las necesidades de remover los obstáculos que difi cultan a 
estas minorías el acceso a la justicia, agravándose en aquellos grupos que, 
ya de por sí, se encuentran en una especial situación de desventaja social y 
económica, representando un alto costo respecto a aquellas personas que, 
por dicha situación, ni siquiera alcanzan el acceso a los tribunales.

Por ello, más allá de implementar términos procesales que pretendan 
efi cientar el sistema de justicia, se deben buscar otros mecanismos, más 
idóneos y congruentes con la cosmovisión de los pueblos y comunidades. 

En especial, se debe considerar la posibilidad de incorporar conceptos 
como la “justicia alternativa” que, como un mecanismo de solución de 
confl ictos, puede permitir a las partes confl ictuadas lograr acuerdos favo-
rables para ambas. La implementación de estos mecanismos de justicia 
alternativa podría evitar la tan fr ecuente polarización de las posturas y ge-
neración de confl ictos entre los integrantes de la comunidad, y permitiría a 
las partes lograr un acuerdo sin recurrir a la vía jurisdiccional.

En este sentido, los mecanismos alternativos podrían ser implementados 
en combinación con el esquema judicial. Con ello, se impediría que estos 
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componentes sean utilizados para sustituir o evitar un proceso judicial. Por el 
contrario, la vía es que un juez, a partir de una valoración de la naturaleza de la 
controversia, determine la viabilidad de una solución alternativa.

Asimismo, es necesario el reconocimiento de los mecanismos alterna-
tivos de solución de confl ictos que permitan a las comunidades resolver, 
de forma autónoma, los posibles desacuerdos, y recurrir ante la justicia 
del Estado únicamente de manera excepcional. Con ello podríamos lograr 
un equilibrio entre la protección de la autonomía de las comunidades, ga-
rantizando al mismo tiempo la existencia de mecanismos adecuados para 
protección de los derechos individuales, o para la intervención del Estado 
cuando el confl icto no se logre resolver satisfactoriamente. 

Estos mecanismos, conforme a la legislación vigente, pueden emplear-
se también para solucionar posibles confl ictos que se pueden presentar al 
interior de los partidos políticos, entre los militantes y órganos internos. 
En este ámbito tenemos aún una asignatura pendiente, para hacer efectivo 
el uso de los mecanismos alternativos de solución de confl ictos y evitar la 
judicialización de la vida interna.

Como podemos ver, todas estas problemáticas se relacionan con la 
protección de derechos de los grupos tradicionalmente invisibilizados o 
discriminados en el ejercicio de la política. Vistos desde esta perspectiva, 
demuestran que nuestra sociedad es tan plural y diversa que la problemá-
tica que tienen las y los ciudadanos no necesariamente puede ser resuelta 
o atendida por una legislación excesivamente rígida. 

Otro elemento a considerar para mejorar y ampliar el acceso a la justi-
cia es la implementación de un juicio en línea. La regulación de la promo-
ción y resolución de las impugnaciones, contenida en la Ley General del 
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral (LGSMIME), 
establece un procedimiento bastante rígido y basado en la documentación 
que, necesariamente, se presenta por escrito. Liberalizar ciertos requisitos 
para transitar hacia una promoción, especialmente en el caso del juicio para 
la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, por la vía 
remota y digital, benefi ciaría a la ciudadanía y, al mismo tiempo, permiti-
ría al Tribunal efi cientar los procesos internos. 

Finalmente, es indispensable refl exionar sobre nuestro ciclo electoral: 
proceso, diagnóstico, reforma. La mayoría de los cambios legislativos ocu-
rridos hasta la fecha fueron resultado directo de los procesos comiciales 
que los precedieron: las irregularidades detectadas o imperfecciones ad-
vertidas en el desarrollo de las elecciones presidenciales pretendieron ser 
atendidas a través de las reformas. Sin embargo, parece ser que, al menos 
en algunas ocasiones, estos diagnósticos y las modifi caciones legales fue-



Un cambio de paradigma para la reforma electoral...

364

ron precipitados. Aunque algunos resolvieron uno de los problemas detec-
tados, generaron otros más; algunos incluso resultaron un tanto contra-
dictorios fr ente a los objetivos propuestos y generaron incentivos perversos 
que afectan el comportamiento de los actores políticos.

Los procesos de reforma que hemos experimentado han tenido buenos 
resultados; sin embargo, necesitamos ser más meticulosos en el cálculo de 
implicaciones y consecuencias; es necesario voltear a ver experiencias in-
ternacionales y considerar, en todo momento, las condiciones particulares 
de nuestra idiosincrasia. 

De ahí que es clave, para el fortalecimiento de nuestra democracia, 
ajustar la ruta de las reformas. Cualquier cambio que se proponga, debe 
ser analizado a detalle, ponderando sus posibles consecuencias, tanto po-
sitivas, como negativas, en el desarrollo de los procesos electorales. En el 
proceso deben tomarse en cuenta voces plurales, de la academia, de los 
actores políticos, la ciudadanía, y, por supuesto, las autoridades electorales. 

Los foros de especialistas son indispensables, pero también escuchar 
a los actores políticos que han experimentado la puesta en marcha de las 
reglas. Concluyo señalando que me parece fundamental escuchar a las au-
toridades electorales, por ello celebro este ejercicio de refl exión. 

Si se considere necesario llevar a cabo una modifi cación más a nuestro 
sistema electoral, me parece que esta reforma debería responder a las pre-
ocupaciones principales expuestas en este trabajo. Primero, debería sim-
plifi car las reglas y la organización de las elecciones. Segundo, reconocer la 
situación jurídica de los grupos en desventaja, para cerrar las brechas que 
no pueden tener lugar en el México del siglo XXI. Tercero, debería ser una 
reforma aprobada desde la racionalidad, alejada del calor de las contiendas 
electorales, y analizada a profundidad.   

Únicamente un cambio de esta naturaleza podrá erradicar los proble-
mas que aún tenemos, generar la confi anza ciudadana en las elecciones y 
sus resultados y, con ello, fortalecer la legitimidad de los gobiernos electos. 
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